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Presidencia del diputado 
Jorge Zermeño Infante

ASISTENCIA

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Pido a
la Secretaría que haga del conocimiento de esta Presiden-
cia el resultado del cómputo de asistencia de las ciudada-
nas y los ciudadanos diputados.

El Secretario diputado Antonio Xavier López Adame:
Se informa a la Presidencia que existen registrados previa-
mente 353 diputadas y diputados; por lo tanto, hay quórum.

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante (a las
11:43 horas): Se abre la sesión. 

ORDEN DEL DIA

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Consul-
te la Secretaría a la Asamblea si se dispensa la lectura del
orden del día, en virtud de que se encuentra publicado en la
Gaceta Parlamentaria.

El Secretario diputado Antonio Xavier López Adame:
Por instrucciones de la Presidencia se consulta a la Asam-
blea, en votación económica, si se dispensa la lectura del
orden del día. Las diputadas y los diputados que estén por
la afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los di-
putados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Señor Presidente, mayoría por la afirmativa. Se dispensa la
lectura.

«Segundo Periodo Ordinario de Sesiones.— Primer Año de
Ejercicio.— LX Legislatura.

Orden del día 

Martes 27 de marzo de 2007.

Lectura del acta de la sesión anterior.

Comunicaciones

Del procurador general de Justicia del estado de Tabasco.

De la Asamblea Legislativa del Distrito Federal.

De la Secretaría de la Función Pública.

Del Instituto Nacional de Antropología e Historia.

De la Comisión de Puntos Constitucionales

De la Mesa Directiva.

De la Junta de Coordinación Política.

Proposiciones de acuerdo de los órganos de gobierno

De la Junta de Coordinación Política:

Por el que exhorta a la Secretaría de Gobernación a autori-
zar el traslado de los restos del intérprete guanajuatense Pe-
dro Vargas Mata a la Rotonda de las Personas Ilustres. (Vo-
tación)

Con relación a las redadas y las deportaciones de migran-
tes mexicanos en Estados Unidos de América. (Votación)

Por el que se exhorta a la Fiscalía General del estado de
Chiapas a agilizar las conclusiones de sus investigaciones
en la averiguación previa número 669/CAJ4-B/2004; y a
que se repare el daño ocasionado al seguro de vida, seguro
jubilatorio y seguro de pensión vitalicia de los maestros de
la sección 40 del Sindicato Nacional de Trabajadores de la
Educación. (Votación)

De la Comisión de Vigilancia de la Auditoría Superior de
la Federación

Iniciativas de diputados

Que reforma el artículo 190 del Código Federal de Institu-
ciones y Procedimientos Electorales, a cargo del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.
(Sólo turno a Comisión)

Que reforma diversas disposiciones de la Ley Federal del
Trabajo, a cargo del diputado Carlos Sánchez Barrios, del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 2o. de la Ley del Impuesto al Valor
Agregado, a cargo del diputado Arnulfo Elías Cordero Al-

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Segundo Periodo, 27 de marzo de 20079



Año I, Segundo Periodo, 27 de marzo de 2007 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados10

fonzo, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 2 y 4 de la Ley de Vivienda, a
cargo del diputado Sergio Augusto López Ramírez, del
Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de Mé-
xico. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Educación, a cargo de la diputada Martha An-
gélica Tagle Martínez, del Grupo Parlamentario de Con-
vergencia. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 41 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos y 38 del Código Federal de
Instituciones y Procedimientos Electorales, a cargo de la
diputada Elsa de Guadalupe Conde Rodríguez, del Grupo
Parlamentario Alternativa. (Turno a Comisión)

Que expide la Ley Nacional Agraria, a cargo del diputado
Félix Castellanos Hernández. (Turno a Comisión)

Que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de
la Ley del Seguro Social y de la Ley del Instituto de Segu-
ridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado,
a cargo del diputado Rafael Ramos Becerril, del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática.
(Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
Coordinación Fiscal, a cargo del diputado Fernando Enri-
que Mayans Canabal, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 3o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado
Adrián Pedrozo Castillo, del Grupo Parlamentario del Par-
tido de la Revolución Democrática. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 373 y 377 de la Ley Federal del
Trabajo, a cargo del diputado Juan de Dios Castro Muñoz,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.
(Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo
de la diputada Mónica Fernández Balboa, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática. (Tur-
no a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Aduanera y de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, a
cargo del diputado Jericó Abramo Masso, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. (Turno
a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, Regla-
mentaria del Apartado B del Artículo 123 Constitucional, a
cargo del diputado Alberto Esteva Salinas, del Grupo Par-
lamentario de Convergencia. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 162 y 264 del Código Federal de
Instituciones y Procedimientos Electorales, a cargo del di-
putado Leonardo Magallón Arceo, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 41 y 44 de la Ley del Instituto del
Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, a
cargo del diputado Miguel Ángel Peña Sánchez, del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática.
(Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 38 del Código Federal de Institu-
ciones y Procedimientos Electorales, a cargo del diputado
Felipe Díaz Garibay, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de
las leyes del Seguro Social; del Instituto del Fondo Nacio-
nal de la Vivienda para los Trabajadores; de los Sistemas
de Ahorro para el Retiro; y de Protección y Defensa al
Usuario de Servicios Financieros, a cargo del diputado
Neftalí Garzón Contreras, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 105 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Luis
Alonso Mejía García, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Educación, a cargo del diputado Sergio Her-
nández Hernández, del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 73 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, suscrita por diversos dipu-
tados del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal. (Turno a Comisión)



Que reforma el artículo 3o. de la Ley de Servicio Público
de Energía Eléctrica, suscrita por diversos diputados del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 232-D de la Ley Federal de Dere-
chos, a cargo del diputado Nabor Ochoa López, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno a Co-
misión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones del Código
Penal Federal, del Código Federal de Procedimientos Pe-
nales y de la Ley General de Salud, a cargo de la diputada
Maricela Contreras Julián, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. (Turno a Comisión)

Dictámenes a discusión

De la Comisión de Justicia, con proyecto de Ley Orgánica
del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa.

De la Comisión de Gobernación, con proyecto de decreto
que concede permiso a las ciudadanas Gabriela Stephens
Camacho, Rocío Isela Navarro Lomas y Carolina Enríquez
Veintimilla para prestar servicios en la Embajada de Esta-
dos Unidos de América en México y en sus consulados en
Ciudad Juárez, Chihuahua, y en Mérida, Yucatán, respecti-
vamente.

De la Comisión de Gobernación, con proyecto de decreto
que concede permiso a la ciudadana María Luisa Elío Ber-
nal para aceptar y usar la condecoración de la Orden de Isa-
bel la Católica, en grado de Cruz de Oficial, que le confie-
re el gobierno del Reino de España.

De la Comisión de Gobernación, con proyecto de decreto
que concede permiso a los ciudadanos Daniel Francisco
Cabeza de Vaca Hernández, Miguel Ángel González Félix,
Julio Souza Fernández, Ana Lilia Cepeda de León, Carlos
José Mauricio Prieto y Jacqué, y Ernesto Enrique Warn-
holtz Unghvary de Retteg para aceptar y usar condecora-
ciones en diferentes grados que les confieren los gobiernos
del Reino de España y de la República Federal de Alema-
nia, respectivamente.

De la Comisión de Gobernación, con proyecto de decreto
que concede permiso al ciudadano Álvaro Castro Estrada
para aceptar y usar la condecoración Orden Ecuestre de
San Gregorio Magno, en grado de Comendador, que le
otorga la Nunciatura Apostólica en México.

De la Comisión de Gobernación, con proyecto de decreto
que concede permiso a los ciudadanos Patricia Espinosa
Cantellano y Federico Sada González para aceptar y usar
las condecoraciones que en diferentes grados les otorgan
los gobiernos de Austria y del Reino de España, respecti-
vamente.

De la Comisión de Agricultura y Ganadería, con puntos de
acuerdo para exhortar a la Sagarpa realice los estudios téc-
nicos necesarios para garantizar los recursos del FAPRAC.

De la Comisión de Relaciones Exteriores, con punto de
acuerdo por el que solicita al Ejecutivo federal la posición
del Estado mexicano frente a la Convención de Naciones
Unidas Enmod y remita sus consideraciones para que sean
analizadas en la Comisión de Relaciones Exteriores.

De la Comisión de Gobernación, con puntos de acuerdo
por los que solicita al gobernador de Nayarit informe sobre
los trabajos que se han realizado para erradicar los altos ín-
dices de feminicidios.

Dictámenes negativos

De la Comisión de Salud, con punto de acuerdo por el que
se desecha la minuta que adiciona un artículo 348 Bis de la
Ley General de Salud.

De la Comisión de Salud, con punto de acuerdo por el que
se desecha la iniciativa que reforma el artículo 15 de la Ley
General de Salud.

De la Comisión de Salud, con punto de acuerdo por el que
se desecha la iniciativa que reforma el artículo 4 de la Ley
de Asistencia Social.

De la Comisión de Salud, con punto de acuerdo por el que
se desecha la iniciativa que reforma diversos artículos de la
Ley de Asistencia Social.

De las Comisiones Unidas de Relaciones Exteriores, y de
Hacienda y Crédito Público, con puntos de acuerdo por los
que se desecha la iniciativa que adiciona un artículo 12 a la
Ley sobre la Celebración de Tratados y reforma el artículo
9 de la Ley de Coordinación Fiscal.

De las Comisiones Unidas de Hacienda y Crédito Público,
y de Fortalecimiento al Federalismo, con puntos de acuer-
do por los que se desecha la iniciativa que adiciona un pá-
rrafo al artículo 37 de la Ley de Coordinación Fiscal.
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De las Comisiones Unidas de Gobernación, y de Régimen,
Reglamentos y Practicas Parlamentarias, con puntos de
acuerdo por los que se desecha la iniciativa que reforma y
adiciona la Ley Orgánica del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos y la Ley de Planeación.

De la Comisión de Hacienda y Crédito Público, con puntos
de acuerdo por los que se desechan diez iniciativas en ma-
teria de la Ley del Impuesto sobre la Renta.

Proposiciones

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal a que haga un llamado al gobierno de Estados Uni-
dos de América para que frene los abusos a los derechos
humanos en contra de connacionales, a cargo del diputado
José Edmundo Ramírez Martínez, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional. (Sólo turno a Co-
misión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Secretaría
de Salud emita el reglamento en materia de tatuajes, micro-
pigmentaciones y perforaciones, suscrita por los diputados
Ector Jaime Ramírez Barba y Margarita Arenas Guzmán, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Sólo tur-
no a Comisión)

Con punto de acuerdo, relativo al Día Internacional contra
la Tuberculosis, a cargo del diputado Fernando Mayans
Canabal, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revo-
lución Democrática. (Sólo turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal y a la Cámara de Diputados para que del tiempo
fiscal asignado al Estado por los medios de comunicación
destinen un porcentaje a temas sobre la salud sexual y re-
productiva y la no discriminación, a cargo de la diputada
Elsa de Guadalupe Conde Rodríguez, del Grupo Parlamen-
tario de Alternativa. (Sólo turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal expida un decreto en el que otorgue beneficios fis-
cales a los contribuyentes de las regiones afectadas en el
estado de Oaxaca y prorrogue la vigencia del decreto pu-
blicado en el DOF el 28 de noviembre de 2006, a cargo del
diputado José Luis Varela Lagunas, del Grupo Parlamenta-
rio de Convergencia. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Secretaría
de Salud emita comentarios sobre el proyecto de la nueva

Norma Oficial Mexicana NOM-190, a cargo de la diputa-
da Elsa de Guadalupe Conde Rodríguez, del Grupo Parla-
mentario de Alternativa. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se solicita al Ejecutivo fe-
deral informe sobre las medidas de seguridad tomadas du-
rante la visita del presidente de Estados Unidos de Améri-
ca, a cargo del diputado Víctor Gabriel Varela López, del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que la Comisión de Trabajo
y Previsión Social de esta soberanía exhorta a la Comisión
Nacional de los Salarios Mínimos revise el pacto suscrito
por esa comisión relativo al incremento del salario mínimo
vigente, a cargo del diputado Tomás del Toro del Villar, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Urgen-
te resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SRE in-
tervenga para la reapertura del puente internacional Su-
chiate, en el estado de Chiapas, a cargo del diputado Fernel
Gálvez Rodríguez, del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se solicita a la Secretaría
de la Función Pública realice una investigación sobre el
programa Enciclomedia, a cargo el diputado Gerardo Sosa
Castelán, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los titulares
de la SSP y del gobierno del estado de Michoacán atiendan
la recomendación 037/2006 de la CNDH, relativa a los su-
cesos ocurridos en Sicartsa, en el municipio de Lázaro Cár-
denas, a cargo de la diputada María del Carmen Salvatori
Bronca, del Grupo Parlamentario de Convergencia. (Ur-
gente resolución) 

Con punto de acuerdo, para que se dictamine la Cuenta de
la Hacienda Pública Federal correspondiente a los ejerci-
cios fiscales de 2002, 2003, 2004 y 2005, a cargo de la di-
putada Susana Monreal Ávila, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. (Urgente resolu-
ción)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a las comisio-
nes correspondientes de esta soberanía retomen los traba-
jos de análisis, discusión y aprobación del nuevo régimen
fiscal de Pemex, a cargo del diputado Robinson Uscanga



Cruz, del Grupo Parlamentario de Convergencia. (Urgente
resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los gobier-
nos de las entidades federativas se integren al Programa
Nacional de Modernización de los Registros Públicos de la
Propiedad, a cargo de la diputada Claudia Sánchez Juárez,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.
(Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal para que a través de la Secretaría de Economía re-
considere la baja de aranceles de diversos productos de la
industria química, a cargo del diputado Miguel Ángel Peña
Sánchez, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revo-
lución Democrática. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gobierno fe-
deral para que a través de la Segob, la SRE y la PGR ins-
trumente medidas de seguridad fronteriza con Estados Uni-
dos de América, a cargo del diputado Alejandro Chanona
Burguete, del Grupo Parlamentario de Convergencia. (Ur-
gente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se solicita la compare-
cencia del titular de la PGR para que informe sobre la si-
tuación laboral del personal técnico, operativo y adminis-
trativo de las direcciones generales de Erradicación, y de
Servicios Aéreos de dicha dependencia, a cargo del diputa-
do Armando Barreiro Pérez, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. (Urgente resolu-
ción)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta Ejecutivo fe-
deral a efecto de que publique el decreto que reforma di-
versas disposiciones del Código Penal Federal y del Códi-
go Civil Federal relativas a la despenalización del delito de
difamación y calumnias, a cargo del diputado Humberto
López Lena Cruz, del Grupo Parlamentario de Convergen-
cia. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SHCP
otorgue de manera oportuna los recursos financieros apro-
bados en el Presupuesto de Egresos de la Federación para
el Ejercicio Fiscal de 2007 correspondientes a obras de in-
fraestructura carretera, a cargo del diputado Martín Mala-
gón Ríos, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Secretaría
de Salud lleve a cabo el programa de salud auditiva, a car-
go del diputado Salvador Arredondo Ibarra, del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional. (Turno a Comi-
sión)

Con punto de acuerdo, por el que se solicita a la ASF lleve
a cabo una auditoría especial al ayuntamiento de Tonalá,
Jalisco, respecto al destino de los recursos públicos federa-
les del Ramo 33 de los ejercicios fiscales de 2005 y 2006,
a cargo del diputado Carlos René Sánchez Gil, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Urgente reso-
lución)

Con punto de acuerdo, por el que se solicita a la SCJN
nombre comisionados especiales para investigar las viola-
ciones a los derechos humanos en el estado de Oaxaca, a
cargo de la diputada Aleida Alavez Ruiz, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática. (Ur-
gente resolución)

Con punto de acuerdo, en relación con la problemática que
representan los trastornos alimenticios para la juventud
mexicana, a cargo de la diputada Elizabeth Morales García,
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional. (Urgente resolución) 

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Semarnat
dé cumplimiento a lo establecido en la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, a cargo
del diputado Antonio Xavier López Adame, del Grupo Par-
lamentario del Partido Verde Ecologista de México. (Turno
a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se crea la comisión espe-
cial para investigar el rescate carretero y el Fideicomiso de
Apoyo al Rescate de Autopistas Concesionadas, a cargo
del diputado José Manuel del Río Virgen, del Grupo Parla-
mentario de Convergencia. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gobierno fe-
deral incentive la creación de microfinanciamientos para
jóvenes emprendedores mexicanos, a cargo de la diputada
Mónica Arriola, del Grupo Parlamentario de Nueva Alian-
za. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se solicita a la ASF lleve
a cabo una auditoría respecto de los recursos federales que
integran la Cuenta Pública del ejercicio fiscal de 2006 en el
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estado de Puebla, a cargo del diputado Francisco Antonio
Fraile García, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se solicita a diversas de-
pendencias del Ejecutivo federal informen acerca de los
programas y acciones emprendidos para el desarrollo de
pueblos que viven en el bosque, a cargo del diputado Joel
Guerrero Juárez, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal para que a través de la Semarnat haga los estudios
y trámites correspondientes para decretar como área natu-
ral protegida las 300 hectáreas ubicadas en Uruapan, Mi-
choacán, a cargo del diputado Antonio Berber Martínez,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Ur-
gente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se solicita el impulso de
proyectos de desarrollo arqueológico, con visión cultural y
turística, suscrito por los diputados Fernando Moctezuma
Pereda y Emilio Gamboa Patrón, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional. (Turno a Comi-
sión)

Con punto de acuerdo, por el que se solicita al jefe de Go-
bierno del DF instrumente los mecanismos necesarios para
poner en funcionamiento el Instituto de Ciencia y Tecnolo-
gía del Distrito Federal, a cargo de la diputada María Ga-
briela González Martínez, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la STPS re-
alice inspecciones para verificar que las empresas de gas li-
cuado de petróleo cumplan con la normatividad en materia
de seguridad e higiene, a cargo del diputado Enrique Ro-
dríguez Uresti, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, relativo a las políticas de salud diri-
gidas a adolescentes implementadas por el Estado mexica-
no, a cargo del diputado Gerardo Priego Tapia, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno a Co-
misión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Segob, a
la SEP y a la Secretaría de Salud apliquen medidas para
prevenir la anorexia y la bulimia, a cargo de la diputada

Claudia Gabriela Caballero Chávez, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Acción Nacional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al área de co-
municación social de las Cámaras de Diputados y de Sena-
dores para que realicen la difusión de los acuerdos que se
logran, a cargo del diputado Carlos Eduardo Felton Gon-
zález, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SHCP
condone el pago del IVA en energía eléctrica y gas a los
productores de tortilla, a cargo del diputado Mario Mendo-
za Cortés, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional. (Urgente resolución) 

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal para que a través de la Semarnat verifique los per-
misos otorgados para construir desarrollos turísticos en el
municipio de Loreto, Baja California Sur, a cargo del dipu-
tado Miguel Ángel Jiménez Godínez, del Grupo Parlamen-
tario Nueva Alianza. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se solicita la compare-
cencia del Secretario de Salud, a efecto de que explique las
políticas públicas de la Secretaría a su cargo, en materia de
salud reproductiva y en campañas de prevención de enfer-
medades y en contra de la discriminación, a cargo de la di-
putada Marina Arvizu Rivas, del Grupo Parlamentario Al-
ternativa. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Senado de
la República, ratifique los convenios con la OIT 81, 85,
174 y 176, a cargo del diputado José Antonio Almazán
González, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revo-
lución Democrática. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SEP para
que dé a conocer criterios, objetivos y métodos en que fun-
damenta las evaluaciones educativas que aplica, a cargo de
la diputada Silvia Luna Rodríguez, del Grupo Parlamenta-
rio Nueva Alianza. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se solicita a la Sedena y
a la PGR informen sobre los alcances y eficacia de los pun-
tos de revisión carreteros instalados en el país, a cargo de
la diputada Marina Arvizu Rivas, del Grupo Parlamentario
Alternativa (Turno a Comisión)



Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SHCP, a
la Comisión Reguladora de Energía y a la Sener realicen un
análisis para determinar la viabilidad de la condonación del
pago de adeudo histórico de los municipios sobre energía
eléctrica, a cargo del diputado Lorenzo Daniel Ludlow Ku-
ri, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.
(Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los sistemas
del DIF incorporen la miel de abeja en los desayunos esco-
lares, a cargo del diputado Fernando Mayans Canabal, del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se solicita a la Sagarpa
para que a través del Servicio Nacional de Sanidad, Ino-
cuidad y Calidad Agroalimentaria realice la certificación
de los productos lácteos consumidos en el país, a cargo de
la diputada Martha Angélica Romo Jiménez, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Urgente reso-
lución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los diputa-
dos de la LX Legislatura del Congreso de la Unión, a los
congresos locales y a la Asamblea Legislativa del Distrito
Federal donen libros de conocimientos científicos y gene-
rales para las bibliotecas públicas estatales y municipales,
a cargo del diputado Ernesto Oviedo Oviedo, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno a Co-
misión) 

Con punto de acuerdo, por el que se solicita al Ejecutivo
federal suspenda la aplicación del horario de verano, en
tanto se demuestre la disminución anual en el consumo de
fluido eléctrico y el ahorro acumulado desde su aplicación,
a cargo del diputado Juan Darío Lemarroy Martínez, del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se solicita al GDF ins-
truya a la Consejería Jurídica y de Servicios Legales revi-
se y actualice la remuneración que reciben los defensores
de oficio de la entidad, a cargo de la diputada María Ga-
briela González Martínez, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal instruya la modificación de las Reglas de Opera-
ción de los programas Oportunidades y de Abasto Social de
Leche, a cargo del diputado Mario Salazar Madera, del

Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno
a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Comisión
Intersecretarial para la Protección, Vigilancia y Salvaguar-
da de los Derechos de Propiedad Intelectual realice un es-
tudio de impacto económico sobre la piratería de software
en nuestro país, a cargo del diputado Obdulio Ávila Mayo,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.
(Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal para que a través de la Sectur se considere Lagos de
Moreno, Jalisco, en el programa Pueblos Mágicos, suscri-
ta por los diputados Martha Angélica Romo Jiménez y Ma-
rio Alberto Salazar Madera, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal expida y publique el Reglamento de la Ley de las
Personas con Discapacidad, a cargo del diputado Eduardo
Sánchez Hernández, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se solicita al jefe de Go-
bierno del Distrito Federal coadyuve a que las delegaciones
de la entidad suscriban convenios con las instancias encar-
gadas de fomentar la cultura de la no discriminación en el
DF, a cargo de la diputada María Gabriela González Mar-
tínez, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se crea la comisión de in-
vestigación del Infonavit y del ISSSTE, a cargo del diputa-
do Adrián Pedrozo Castillo, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, relativo al desarrollo regional sus-
tentable de la Sierra Norte del estado de Puebla, a cargo del
diputado Alberto Amador Leal, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional. (Turno a Comi-
sión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a las autorida-
des competentes, para que rehabiliten la carretera Poza Ri-
ca-María de la Torre y se construya el Puente Remolino, en
el municipio de Papantla, Veracruz, a cargo del diputado
José Manuel del Río Virgen, del Grupo Parlamentario de
Convergencia. (Turno a Comisión)
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Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al jefe de Go-
bierno del DF dote de insumos y equipo al Cuerpo de Bom-
beros de la Ciudad de México, a cargo de la diputada Mó-
nica Arriola, del Grupo Parlamentario Nueva Alianza.
(Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, para que se asignen a la Secretaría
de Marina recursos extraordinarios para la adquisición de
equipo bélico y se refuercen las medidas de seguridad en
instalaciones estratégicas del país, a cargo del diputado
Marco Antonio Peyrot Solís, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a las depen-
dencias de seguridad pública y de protección civil locales
y federales realicen acciones a fin de garantizar la seguri-
dad en los estadios de futbol soccer, a cargo del diputado
Armando Barreiro Pérez, del Grupo Parlamentario del Par-
tido de la Revolución Democrática. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Sagarpa,
Conapesca y al Instituto Nacional de Pesca diseñen pro-
gramas de ordenamiento pesquero en el golfo de Tehuante-
pec, a cargo del diputado Jorge Toledo Luis, del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional.
(Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se solicita al Ejecutivo fe-
deral declare como región fronteriza la zona conocida co-
mo “Los Cinco Manantiales”, en el estado de Coahuila, a
cargo del diputado Ángel Humberto García Reyes, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno
a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SE, a la
Sedesol y a la Sectur a crear un programa que fortalezca y
modernice la micro, pequeña y mediana empresa de arte-
sanos mexicanos de plata, a cargo del diputado Octavio
Martínez Vargas, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Sedena in-
cremente las medidas de seguridad en los puntos de revi-
sión carreteros en el estado de Sonora, a cargo del diputa-
do David Figueroa Ortega, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, relativo a la situación del doctor
mexicano-estadounidense Agustín Aguayo, a cargo del di-
putado José Jaques Medina, del Grupo Parlamentario del

Partido de la Revolución Democrática. (Urgente resolu-
ción)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SEP rea-
lice una cruzada educativa a efecto de analizar el conteni-
do de los libros de texto gratuitos, a cargo del diputado
Francisco Javier Murillo Flores, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gobierno del
estado de Veracruz destine recursos para la mejora de las
carreteras estatales que conducen a la zona arqueológica
del Tajín, a cargo del diputado Antonio del Valle Toca, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Urgen-
te resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se solicita una auditoría
respecto a la construcción y operación de la biblioteca Jo-
sé Vasconcelos, suscrita por diversos diputados del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática.
(Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Senado de
la República a dictaminar la minuta con proyecto de Ley de
Planeación para la Soberanía y Seguridad Agroalimentaria
y Nutricional, a cargo del Grupo Parlamentario del Partido
del Trabajo. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SHCP, a
la SE, a la Sagarpa y a la Comisión Federal de Competen-
cia a tomar las medidas necesarias a fin de evitar las prác-
ticas monopólicas en la cadena de maíz-tortilla, a cargo del
Grupo Parlamentario Nueva Alianza. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Sagarpa a
modificar el Reglamento de la Ley de Energía para el Cam-
po, a cargo del diputado Martín Stefanonni Mazzocco, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Urgen-
te resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a las autorida-
des competentes a ampliar y reforzar la operación Tijuana,
a cargo del diputado Ricardo Franco Cazares, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Urgente reso-
lución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal para que a través de la Semarnat informe sobre el
grado de avance que presentan los estudios para que se de-
crete la laguna de Tecocomulco, Hidalgo, como área natu-



ral protegida, a cargo del diputado Miguel Ángel Peña Sán-
chez, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal para que a través de la SHCP y la Sener informe a
esta soberanía sobre las acciones que se llevarán a cabo por
la proximidad de la temporada de verano, en materia del
servicio doméstico de electricidad, a cargo de la diputada
Dolores de María Manuell Gómez Angulo, del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional. (Urgente resolu-
ción)

Con punto de acuerdo, por el que se solicita al Ejecutivo fe-
deral que se integre un apartado en el Plan Nacional de
Desarrollo que incluya la región sur-sureste, a cargo del di-
putado Martín Ramos Castellanos, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido de la Revolución Democrática. (Urgente re-
solución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al jefe de Go-
bierno del Distrito Federal a informar a esta soberanía so-
bre los impactos financieros y de gestión resultado de la
modificación a la estructura de la administración pública
del DF, a cargo del diputado Luis Fernando Rodríguez
Ahumada, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a las faculta-
des, escuelas y departamentos de derecho del país a impar-
tir como obligatoria la asignatura de derecho parlamenta-
rio, a cargo del diputado Obdulio Ávila Mayo, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno a Co-
misión)

Con punto de acuerdo, por el que se solicita la compare-
cencia del titular de la Sedena para que informe la situación
que guarda la lucha contra el narcotráfico y los posibles
atentados en contra de legisladores y funcionarios públi-
cos, a cargo del diputado Antonio Almazán González, del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, para que las comisiones de Radio,
Televisión y Cinematografía, y de Cultura organicen un ho-
menaje donde se otorgue un reconocimiento a los mexica-
nos ganadores del Óscar, suscrita por los diputados María
del Carmen Salvatori Bronca y Jorge Godoy Cárdenas, del
Grupo Parlamentario de Convergencia. (Urgente resolu-
ción)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a las comisio-
nes de Energía de ambas Cámaras del Congreso de la
Unión a retomar los trabajos sobre las modificaciones a la
Ley Minera para la explotación y aprovechamiento del gas
metano, a cargo del diputado Humberto Dávila Esquivel,
del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza. (Urgente reso-
lución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Congreso
del estado de Jalisco a modificar su normatividad para
constituir una comisión ordinaria de atención a grupos vul-
nerables, a cargo del diputado Jorge Quintero Bello, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno
a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SCJN a
pronunciarse en relación con la controversia constitucional
interpuesta en contra del Ejecutivo federal por el Regla-
mento de la Ley General de Desarrollo Social, a cargo de
la diputada Ana Yurixi Leyva Piñón, del Grupo Parlamen-
tario del Partido de la Revolución Democrática. (Turno a
Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a las autorida-
des en materia de vialidad en cada entidad federativa a ha-
cer cumplir los reglamentos de vialidad para prevenir acci-
dentes automovilísticos, a cargo del diputado Jorge Godoy
Cárdenas, del Grupo Parlamentario de Convergencia. (Tur-
no a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Gobierno
del estado de Coahuila a establecer reglas de funciona-
miento, alcance y límite de las atribuciones que tendrá la
policía cibernética que operará en dicha entidad, a cargo
del diputado Jesús de León Tello, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que esta soberanía se pro-
nuncia en contra de la tala inmoderada en la Sierra Madre,
en Chiapas, a cargo del diputado Fernel Gálvez Rodríguez,
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SHCP a
asignar recursos para complementar el pago de las cuotas
de aseguramiento al IMSS de los productores de caña de
azúcar, a cargo del diputado Pedro Montalvo Gómez, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional. (Turno a Comisión)
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Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gobierno fe-
deral y al estado de Nuevo León a fijar su postura respecto
de la situación del municipio de Santa Catarina, sobre el
proyecto de Valle de Reyes, en el Cañón de Ballesteros, a
cargo del diputado Juan Manuel Villanueva Arjona, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno
a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SEP y a la
Conade a incentivar la práctica del deporte autóctono y tra-
dicional en los niveles de educación básica e incrementar
el apoyo económico destinado a las tareas de la Federación
Mexicana de Juegos y Deportes Autóctonos y Tradiciona-
les, a cargo del diputado Francisco Sánchez Ramos, del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, para el desarrollo y fortalecimiento
de la infraestructura urbana del municipio de Puebla, a car-
go del diputado Alberto Amador Leal, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. (Turno
a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Titular de la
SEP a incluir la enseñanza de la lengua inglesa en los pro-
gramas educativos de preescolar y primaria de la educación
pública, a cargo del diputado Óscar González Morán, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno
a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal, a la Secretaría de Economía y a la Secretaría de Sa-
lud a cumplir la norma oficial mexicana que establece el
precio máximo de venta al público de medicinas, a cargo
del diputado Adrián Pedrozo Castillo, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática. (Ur-
gente resolución)

Con punto de acuerdo, para que esta soberanía y el gobier-
no federal impulsen, a través de una política de Estado, el
consumo de productos pesqueros y acuícolas nacionales, a
cargo del diputado Luis Fernando Rodríguez Ahumada, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno
a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la ASF a
realizar una auditoría a los recursos destinados a los pro-
gramas sociales de la Sedesol correspondientes al ejerci-
cio fiscal de 2006, a cargo del diputado Miguel Ángel Pe-

ña Sánchez, del Grupo Parlamentario del Partido de la Re-
volución Democrática. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SHCP, a
la SENER y a la Comisión Reguladora de Energía a reali-
zar un ajuste de la tarifa eléctrica residencial en el estado
de Yucatán, a cargo del diputado José Luis Blanco Pajón,
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los tres po-
deres de la Unión a que en los eventos que organicen con
cargo al erario federal sólo se consuman bebidas naciona-
les, a cargo del diputado Héctor Manuel Ramos Covarru-
bias, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, relativo a la protección de los hu-
medales mexicanos, a cargo de la diputada Aleida Alavez
Ruiz, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal para que, a través de la SCT y de la SHCP, revise el
proceso administrativo de autorización de proyectos de in-
versión pública en infraestructura, a cargo del diputado
Martín Malagón Ríos, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se condena la no acredi-
tación en Cuba de corresponsales de diversos periódicos,
suscrita por diputados del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que esta soberanía se pronun-
cia en solidaridad con la iniciativa de enmienda HR 502 del
congresista norteamericano Henry Cuéllar, a cargo de la di-
putada María Dolores González Sánchez, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al titular del
Ejecutivo del estado de Tabasco a acatar la recomendación
emitida por la CNDH el pasado 27 de diciembre de 2006,
a cargo del diputado Pedro Landero López, del Grupo Par-
lamentario del Partido de la Revolución Democrática. (Ur-
gente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Subcomi-
sión de Examen Previo a abocarse al estudio y resolución



de la denuncia de juicio político presentada por el Presi-
dente del Congreso del estado de Chihuahua, suscrita por
los diputados Lilia Merodio Reza, Enrique Serrano Esco-
bar y César Duarte Jáquez, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gobierno fe-
deral a dirigir una política exterior respetuosa de la autode-
terminación de los pueblos latinoamericanos, a cargo del
Grupo Parlamentario de Convergencia. (Urgente resolu-
ción)

Con punto de acuerdo, por el que se cita a comparecer an-
te las Comisiones Unidas de Gobernación, de Justicia, y de
Seguridad Pública de esta soberanía a los titulares de la
SSP y de la PGR, a cargo del diputado Manuel Cárdenas
Fonseca, del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza. (Ur-
gente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal a incluir dentro del PND la construcción de tres re-
finerías, suscrita por los diputados Alejandro Sánchez Ca-
macho y Ramón Pacheco Llanes, del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática. (Urgente reso-
lución)

Con punto de acuerdo, por el que se cita a comparecer an-
te las Comisiones Unidas de Economía, y de Agricultura y
Ganadería de esta soberanía a los titulares de la SE y de la
Sagarpa, a cargo del diputado Manuel Cárdenas Fonseca,
del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza. (Urgente reso-
lución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a las legisla-
doras y los legisladores federales y locales a suscribir el
Pacto Nacional 2007 para la Igualdad entre Mujeres y
Hombres, a cargo de la diputada Maricela Contreras Julián,
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal a realizar acciones para que se castigue a los miem-
bros del Ejército Mexicano que han participado en viola-
ciones de derechos humanos de mujeres, a cargo de la di-
putada Maricela Contreras Julián, del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática. (Urgente reso-
lución)

Con punto de acuerdo, por el que se solicita a la Segob que
declare alerta de violencia de género contra las mujeres en

la zona de Zongolica, estado de Veracruz, a cargo de la di-
putada Holly Matus Toledo, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. (Urgente resolu-
ción)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal para que a través del Fifonafe inicie el procedi-
miento establecido en el Reglamento de la Ley Agraria en
materia de reordenamiento de la propiedad rural, a efecto
de que ejercite la acción de revisión parcial del decreto pre-
sidencial expropiatorio de fecha 28 de mayo de 1984, en el
municipio Santa María Huatulco, Oaxaca, ante el tribunal
agrario competente, a cargo del diputado Carlos Altamira-
no Toledo, del Grupo Parlamentario del Partido de la Re-
volución Democrática. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SHCP, a
la Sedena, así como al ISSSTE a informar si existe alguna
persona que sea beneficiaria de la Ley a Favor de los Vete-
ranos de la Revolución como Servidores del Estado, a car-
go del diputado Silvio Gómez Leyva, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los congre-
sos de las entidades federativas del sur-sureste de México
a formar una comisión que impulse las políticas públicas
que detonen el desarrollo económico de dicha región, a
cargo del diputado Moisés Dagdug Lutzöw, del Grupo Par-
lamentario del Partido de la Revolución Democrática. (Ur-
gente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a esta soberanía
para que, a través de la Comisión de Hacienda y Crédito Pú-
blico, promueva una reforma fiscal integral, a cargo del Gru-
po Parlamentario de Convergencia. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se solicita a la ASF que
realice una auditoría al Instituto Nacional de Neurología y
Neurocirugía Manuel Velasco Suárez, a cargo del diputado
Ricardo Cantú Garza, del Grupo Parlamentario del Partido
del Trabajo. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los titulares
de la STPS y de la SCT a suscribir el proyecto de bases de
colaboración elaborado por ambas dependencias, a cargo
del diputado Marco Antonio Peyrot Solís, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se solicita a la ASF que
realice una auditoría al fideicomiso número 1936 FARAC,
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relativo a la concesión de autopistas nacionales, a cargo del
diputado Pablo Trejo Pérez, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se solicita la compare-
cencia de la comisionada del Instituto Nacional de Migra-
ción para que informe sobre la situación que guardan los
derechos humanos de los migrantes indocumentados de
Centroamérica en territorio nacional, a cargo del Grupo
Parlamentario de Convergencia. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al IMSS a re-
alizar los trámites necesarios para la construcción de la uni-
dad médica familiar número 10 en el municipio de Mata-
moros, Tamaulipas, a cargo del diputado Carlos Alberto
García González, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal y a la SEP para que atiendan y doten de la infraes-
tructura que permita el óptimo servicio de la educación bá-
sica indígena del sur-sureste del país, a cargo del diputado
Odilón Romero Gutiérrez, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. (Urgente resolu-
ción)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gobierno del
estado de Jalisco a integrar una comisión estatal coordina-
dora del Programa de Apoyo a Madres Adolescentes, a car-
go del diputado Jorge Quintero Bello, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se crea la comisión espe-
cial sobre cambio climático, suscrita por los diputados
Benjamín Hernández Silva y Roberto Mendoza Flores, del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gobierno del
estado de México a informar sobre las condiciones de las
obras del paradero del metro Ciudad Azteca que fueron
concesionadas, a cargo del diputado Silvio Gómez Leyva,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.
(Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, relativo a la próxima visita del Pre-
sidente de Estados Unidos de América, George W. Bush, a
cargo del diputado Humberto Zazueta Aguilar, del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática.
(Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SEP a re-
visar y promover con las entidades federativas los procesos
de programación detallada y asignar los recursos para nue-
vas plazas de docentes en los diferentes niveles y modali-
dades, a cargo del diputado Francisco Javier Murillo Flo-
res, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.
(Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SEP a mo-
dificar y homologar para todo el país el programa curricular
del sistema de educación media superior, a cargo del diputa-
do José de Jesús Solano Muñoz, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, para replantear los contenidos de la
actual campaña publicitaria que lleva a cabo esta soberanía,
a cargo del diputado Gerardo Priego Tapia, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal para que, a través de la SSP y de la PGR, implante
programas para la protección de los periodistas en nuestro
país, a cargo del diputado Gerardo Priego Tapia, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno a Co-
misión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Semarnat,
a la Conagua y a los gobiernos estatales por los que cruza
el río Lerma a establecer un comité de vigilancia de des-
cargas de agua residual, a cargo del diputado Juan Victoria
Alva, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal para que, a través de las dependencias correspon-
dientes, informe a esta soberanía acerca de la aplicación de
la Norma Oficial Mexicana NOM-155-SCFI-2003, a cargo
de la diputada Beatriz Collado Lara, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Acción Nacional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se solicita la compare-
cencia del director general de Pemex para que informe so-
bre la declinación del activo Cantarell y sus futuras impli-
caciones en la plataforma de extracción petrolera nacional,
a cargo del diputado Antonio Soto Sánchez, del Grupo Par-
lamentario del Partido de la Revolución Democrática.
(Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a diversas au-
toridades a implantar acciones y programas de protección



para los bosques de la Sierra de Zongolica y las altas mon-
tañas del volcán Pico de Orizaba, en Veracruz, a cargo de
la diputada Mónica Arriola, del Grupo Parlamentario de
Nueva Alianza. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SCT a pu-
blicar el Reglamento correspondiente a la materia de men-
sajería y paquetería, a cargo del diputado Antonio del Valle
Toca, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se solicita a los titulares
de la SEP, del Conacyt y de la SHCP que corrijan las irregu-
laridades en el proceso de suministro de recursos para el fi-
nanciamiento de proyectos correspondientes a las convoca-
torias de investigación científica, a cargo del diputado
Martín Ramos Castellanos, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Conagua
a realizar una verificación de los pozos de agua ubicados a
lo largo de la Cuenca Lerma-Chapala-Santiago y clausurar
los que se encuentren de forma clandestina, a cargo del di-
putado Joel Arellano Arellano, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los diputa-
dos de la LX Legislatura a donar un día de salario para ayu-
dar al pueblo de Bolivia para que haga frente a las recien-
tes inundaciones, a cargo del diputado Alejandro Sánchez
Camacho, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revo-
lución Democrática. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se solicita la intervención
de la SFP, de la Cofetel y de la Comisión Federal de Com-
petencia para que investiguen las posibles irregularidades
en la comercialización, explotación o ambas de la radiodi-
fusora 105.7 FM, a cargo del diputado Alfonso Suárez del
Real y Aguilera, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los titulares
de la SCT y de Capufe a instrumentar las medidas necesa-
rias para reducir las tarifas de peaje en las autopistas que
administran, a cargo del diputado Carlos Sánchez Barrios,
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Comisión
Intersecretarial de Cambio Climático a instrumentar una

estrategia de difusión nacional sobre los efectos del cambio
climático, a cargo de la diputada Guadalupe S. Flores Sa-
lazar, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se solicita al Conaculta
un informe relativo a las donaciones recibidas y otorgadas
en el año 2006, a cargo del diputado José Alfonso Suárez
del Real y Aguilera, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se solicita a la ASF que
realice una auditoría a Apoyos y Servicios a la Comerciali-
zación Agropecuaria, a cargo del diputado Juan Guerra
Ochoa, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SE y a la
Profeco a solicitar a las empresas e instituciones que reali-
zan la actividad de casas de empeño que se adhieran a la
Norma Oficial Mexicana PROY-NOM-179-SCFI-2006, a
cargo del diputado Carlos Eduardo Felton González, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno
a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Federa-
ción Mexicana de Fútbol a otorgar apoyo económico y pu-
blicitario a la Selección Nacional Femenil, a cargo de la di-
putada Elizabeth Morales García, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional. (Urgente resolu-
ción)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a las autorida-
des educativas y sanitarias de los tres niveles de gobierno
a fortalecer los programas para prevenir las adicciones en
los niños y jóvenes que se encuentran en la educación bá-
sica y media superior, a cargo del diputado Carlos Augus-
to Bracho González, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se crea la comisión de in-
vestigación encargada de revisar la legalidad y cumpli-
miento de los compromisos y obligaciones contraídas por
el Grupo Aeroportuario del Pacífico, SA de CV, suscrita
por diputados de diversos Grupos Parlamentarios. (Turno a
Comisión)

Con punto de acuerdo, en relación con la problemática que
enfrentan los productores de leche de bovino del trópico, a
cargo del diputado Daniel Pérez Valdés, del Grupo Parla-
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mentario del Partido Revolucionario Institucional. (Turno
a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gobernador
del estado de México a detener el cierre de escuelas nor-
males y reincorporar las que han sido cerradas en diversas
comunidades de la entidad, a cargo del diputado Óscar
González Morán, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal y a la Segob a esclarecer los hechos violentos sus-
citados en contra de legisladores en las inmediaciones de
dicha secretaría, a cargo del diputado Juan Hugo de la Ro-
sa García, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revo-
lución Democrática. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, para que se transparente el apoyo
que entregará el gobierno del estado de Chihuahua a la
CFE para contribuir al pago del adeudo de productores, a
cargo del diputado Carlos Armando Reyes López, del Gru-
po Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Urgente
resolución)

Con punto de acuerdo, relativo a los accidentes ocurridos
en las instalaciones de Pemex, a cargo del diputado Fer-
nando Enrique Mayans Canabal, del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática. (Urgente reso-
lución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los congre-
sos locales a legislar respecto al formato de los informes
que rinden los gobernadores y los presidentes municipales,
a cargo del diputado Mario Enrique del Toro, del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática.
(Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se solicita al Ejecutivo fe-
deral que instruya al titular de la PGR para que aplique los
medios jurídicos pertinentes para otorgar la libertad a los
indígenas Gamaliel Ascencio Amaya y Miguel Galindo
Quiroz, a cargo del diputado Humberto W. Alonso Razo,
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los DIF es-
tatales a utilizar leche fluida en sus programas alimenticios
a partir de un padrón de productores nacionales definido
por el DIF nacional, suscrita por los diputados Gerardo An-
tonio Escaroz Soler y Armando Jesús Félix Olguín, del

Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Urgen-
te resolución)

Con punto de acuerdo, relativo al clima de violencia que
vive el estado de Tabasco por la delincuencia organizada y
el narcotráfico, a cargo del diputado Fernando Enrique Ma-
yans Canabal, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la STPS pa-
ra que a través de su delegación en Sinaloa vigile que se
cumpla la normatividad relativa a la contratación de meno-
res de edad y de los trabajadores jornaleros agrícolas, a car-
go del diputado Gilberto Ojeda Camacho, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. (Turno
a Comisión) 

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los titulares
de la Segob, de la SSP y de la SCT a intervenir para dete-
ner los hechos de extorsión que se dan en las terminales de
autobuses del país, a cargo del diputado Óscar González
Morán, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al ISSSTE a
acatar y dar cumplimiento al fallo que ordena activar el pa-
go de pensiones y salarios que perciben desde 1993 los tra-
bajadores agrupados en la denominada Asociación Estatal
de Jubilados y Pensionados del ISSSTE, AC, de Culiacán,
Sinaloa, a cargo del diputado Gilberto Ojeda Camacho, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional. (Turno a Comisión) 

Con punto de acuerdo, por el que se solicita al Ejecutivo
federal que suspenda las importaciones de carne de cerdo
en tanto no se resuelva la situación de la porcicultura na-
cional, a cargo del diputado Francisco Domínguez Servién,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Ur-
gente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SHCP y
al SAT a revisar y modificar las reglas para otorgar el títu-
lo de concesión para administrar la devolución del IVA que
ha sido trasladado a los extranjeros con calidad de turistas,
a cargo del diputado Lorenzo Daniel Ludlow Kuri, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno
a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a las compa-
ñías de seguros a nivel nacional a donar pólizas contra ac-



cidentes para brindar cobertura a los vehículos operados
por la Cruz Roja Mexicana, a cargo del diputado Rolando
Rivero Rivero, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gobierno fe-
deral para que, a través de la Sedena, se instaure una ban-
dera nacional monumental en cada capital de los estados de
la república, a cargo del diputado Luis Fernando Rodríguez
Ahumada, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los legisla-
dores federales y a los organismos involucrados en la or-
ganización del V Parlamento de las Niñas y los Niños de
México, 2007, para que el mecanismo de votación para la
elección de los legisladores infantiles se realice con la ma-
yor legalidad, suscrita por los diputados Marcela Cuén Ga-
ribi y Juan de Dios Castro Muñoz, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal a revisar, a través de las secretarías de Salud, y de
Economía, las normas oficiales mexicanas relativas a la
venta de las bebidas energizantes, a cargo de la diputada
Dolores de María Manuell-Gómez Angúlo, del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional. (Turno a Comi-
sión)

Con punto de acuerdo, por el que se solicitan al gobierno
federal recursos extraordinarios del Presupuesto de Egre-
sos de la Federación de 2007 para sanear el río y cuencas
de Zahuapan, Tlaxcala, a cargo del diputado Alberto Ama-
ro Corona, del Grupo Parlamentario del Partido de la Re-
volución Democrática. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, en relación con el cierre de la bi-
blioteca José Vasconcelos, suscrita por diputados de diver-
sos grupos parlamentarios. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gobierno fe-
deral a integrar un grupo de trabajo que revise el esquema
actual de tarifas eléctricas, a cargo del diputado Cuauhté-
moc Velasco Oliva, del Grupo Parlamentario de Conver-
gencia. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal a emprender, a través de las dependencias compe-
tentes, acciones que conduzcan a la soberanía y seguridad
alimentaria y nutricional de México, a cargo del diputado

Alejandro Martínez Hernández, del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática. (Urgente reso-
lución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Sagarpa,
a la Secretaría de Salud y a la Comisión Federal de la Me-
jora Regulatoria a emitir el dictamen final de la norma ofi-
cial mexicana sobre el uso de betaagonistas no autorizados
en animales, a cargo del diputado José Rubén Escajeda Ji-
ménez, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional. (Urgente resolución) 

Con punto de acuerdo, por el que se solicita la compare-
cencia del titular de la SCT y del vocal ejecutivo del IPAB
para que informen respecto de las causas y consecuencias
del conflicto colectivo de Mexicana de Aviación, a cargo
del diputado Cuauhtémoc Velasco Oliva, del Grupo Parla-
mentario de Convergencia. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los presi-
dentes municipales a modificar el formato de su informe de
labores para que las erogaciones con motivo de éste se li-
miten a la impresión, digitalización y entrega a los miem-
bros del ayuntamiento, a cargo del diputado Mario Enrique
del Toro, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revo-
lución Democrática. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se solicita que los recursos
económicos decomisados por las autoridades se destinen al
fortalecimiento de las políticas y los programas contra las
adicciones, a cargo de la diputada Patricia Villanueva Abra-
ján, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los goberna-
dores a modificar el formato de su informe de actividades
para que las erogaciones con motivo de éste se limiten a la
impresión, digitalización y entrega a la legislatura local, a
cargo del diputado Mario Enrique del Toro, del Grupo Par-
lamentario del Partido de la Revolución Democrática. (Ur-
gente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los titulares
de las secretarías de Salud federal y de Chiapas a estable-
cer como permanente el programa de atención para erradi-
car el tracoma en las comunidades indígenas, a cargo de la
diputada Yari del Carmen Gebhardt Garduza, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.
(Urgente resolución) 
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Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Segob a
establecer políticas en materia migratoria que garanticen la
seguridad nacional y la eficiente prestación de servicios, a
cargo de la diputada Yari del Carmen Gebhardt Garduza,
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los titulares
de la Semarnat y de la Profepa a intensificar las campañas
y programas destinados a la protección de la cubierta ve-
getal del país, a cargo de la diputada Yari del Carmen Geb-
hardt Garduza, del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional. (Urgente resolución)

Excitativa

A las comisiones de Puntos Constitucionales, de Justicia, y
de Seguridad Pública, a solicitud del diputado José Manuel
del Río Virgen, del Grupo Parlamentario del Partido de
Convergencia. 

Agenda política

Comentarios sobre la aprobación de la iniciativa que refor-
ma diversas disposiciones de la Ley General de Vida Sil-
vestre, relativa a la protección de los manglares en Méxi-
co, a cargo del diputado José Luis Espinosa Piña, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.

Comentarios sobre las Jornadas de Lucha Campesina por el
Programa Emergente para la Producción del Maíz, la Sobe-
ranía Alimentaría y la Renegociación del Capítulo Agrope-
cuario del Tratado de Libre Comercio, a cargo del diputado
Carlos Ernesto Navarro López, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. 

Efemérides

Con motivo del CLXXXIII aniversario de la creación del
estado de México, a cargo de la diputada Alma Lilia Luna
Murguía, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revo-
lución Democrática.

Con motivo del Día Mundial del Consumidor, a cargo de la
diputada Elsa de Guadalupe Conde Rodríguez, del Grupo
Parlamentario Alternativa.

Con motivo del LXIX aniversario de la expropiación pe-
trolera, el día 18 de marzo, a cargo del diputado José As-

censión Orihuela Bárcena, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional.

Con motivo del 50 aniversario de la firma de los Tratados
de Roma, a cargo del diputado Alejandro Landero Gutié-
rrez, del Grupo Parlamentario del Parlamentario del Parti-
do Acción Nacional. 

Con motivo del XIII aniversario luctuoso del licenciado
Luis Donaldo Colosio Murrieta, a cargo del diputado Víc-
tor Samuel Palma César, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional.»

ACTA DE LA SESION ANTERIOR

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: El si-
guiente punto del orden del día es la lectura del acta de la
sesión anterior. Consulte la Secretaría a la Asamblea si se
dispensa la lectura, tomando en cuenta que ha sido publi-
cada en la Gaceta Parlamentaria.

El Secretario diputado Jacinto Gómez Pasillas: Por ins-
trucciones de la Presidencia se consulta a la Asamblea, en
votación económica, si se dispensa la lectura del acta de la
sesión anterior. Las diputadas y los diputados que estén por
la afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los di-
putados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Señor Presidente, mayoría por la afirmativa. Se dispensa la
lectura. 

«Acta de la sesión de la Cámara de Diputados del Congre-
so de la Unión, celebrada el jueves veintidós de marzo de
dos mil siete, correspondiente al Segundo Periodo de Se-
siones Ordinarias del Primer Año de Ejercicio de la Sexa-
gésima Legislatura

Presidencia del diputado
Jorge Zermeño Infante

En el Palacio Legislativo de San Lázaro de la capital de los
Estados Unidos Mexicanos, sede de la Cámara de Diputa-
dos del Congreso de la Unión, a las once horas con dieci-
nueve minutos del jueves veintidós de marzo de dos mil
siete, con la asistencia de trescientos siete diputadas y di-
putados, el Presidente declara abierta la sesión.



En votación económica, la asamblea dispensa la lectura al
orden del día.

La asamblea dispensa la lectura del acta de la sesión anterior
en votación económica y de la misma manera la aprueba. 

La Junta de Coordinación Política remite solicitudes de
cambios en la integración del Parlamento Latinoamericano
y la Comisión de Defensa Nacional. De enterado.

La Secretaria de Gobernación remite cinco oficios con los
que da contestaciones a puntos de acuerdo aprobados por
la Cámara de Diputados. Se remiten a las comisiones co-
rrespondientes, para su conocimiento.

La Cámara de Senadores remite iniciativas con proyectos
de decreto que reforman los artículos:

• Veintiséis, Apartado B, setenta y cuatro y setenta y seis
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, así como diversos artículos de la Ley de Infor-
mación Estadística y Geográfica, de la Ley del Banco de
México y del Código Fiscal de la Federación, presenta-
da por el senador Lázaro Mazón Alonso, del Partido de
la Revolución Democrática. Se turna a las Comisiones
Unidas de Puntos Constitucionales, de Hacienda y Cré-
dito Público y de Gobernación.

• Cuarenta y seis, y cuarenta y siete de la Ley de Coor-
dinación Fiscal, presentada por el senador Fernando Eu-
timio Ortega Bernés, del Partido Revolucionario Institu-
cional. Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito
Público.

Se le otorga la palabra a la diputada Bertha Yolanda Rodrí-
guez Ramírez, del Partido Revolucionario Institucional,
quien solicita un minuto de silencio en memoria del ensa-
yista, historiador y diplomático mexicano: José Luis Mar-
tínez; la Presidencia solicita a la asamblea ponerse de pie y
guardar un minuto de silencio.

Dictamen a discusión de las Comisiones Unidas de Ha-
cienda y Crédito Público, y de Seguridad Social, con pro-
yecto de Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Socia-
les de los Trabajadores del Estado. En votación económica,
la asamblea le dispensa la lectura. Para fundamentar el dic-
tamen a nombre de las comisiones, de conformidad con el
artículo ciento ocho del Reglamento para el Gobierno Inte-
rior del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-

nos, se le concede la palabra al diputado Samuel Aguilar
Solís, del Partido Revolucionario Institucional. Para for-
mular voto particular, se le concede el uso de la tribuna a
la diputada Rosario Ignacia Ortiz Magallón, del Partido de
la Revolución Democrática. Presenta proposición de mo-
ción suspensiva el diputado Joaquín Humberto Vela Gon-
zález, del Partido del Trabajo y desde su curul, el diputa-
do Ricardo Cantú Garza, del Partido del Trabajo solicita
la votación nominal de este asunto y la Presidencia ins-
truye la apertura del sistema electrónico de votación para
tal efecto.

A las once horas con cincuenta y nueve minutos se registra
una asistencia de cuatrocientos cincuenta y siete diputadas
y diputados.

Con un resultado de ciento cuarenta y cinco votos en pro;
trescientos en contra y cinco abstenciones, se desecha la
proposición de moción suspensiva. Intervienen para fijar la
posición de su respectivo grupo parlamentario los diputa-
dos: Aída Marina Arvizu Rivas, de Alternativa; Humberto
Dávila Esquivel, de Nueva Alianza; Abundio Peregrino
García, del Partido del Trabajo; Ramón Valdés Chávez, de
Convergencia; Carlos Alberto Puente Salas, del Partido
Verde Ecologista de México; Lorena Martínez Rodríguez,
del Partido Revolucionario Institucional; Miguel Ángel
Navarro Quintero, del Partido de la Revolución Democrá-
tica y Efraín Arizmendi Uribe, del Partido Acción Nacio-
nal. Habla en contra el diputado Antonio Soto Sánchez, del
Partido de la Revolución Democrática.

Presidencia de la diputada
María Elena Álvarez Bernal

Habla en pro el diputado Benjamín González Roaro, del
Partido Acción Nacional. Desde sus respectivas curules,
intervienen los diputados Fernando Enrique Mayans Cana-
bal, del Partido de la Revolución Democrática, para hechos
y Samuel Aguilar Solís, del Partido Revolucionario Institu-
cional, para solicitar una moción de procedimiento. Conti-
núan con el uso de la palabra los diputados: Juan Ignacio
Samperio Montaño, de Convergencia, en contra; José As-
censión Orihuela Bárcenas, del Partido Revolucionario
Institucional, en pro; José Luis Gutiérrez Calzadilla, del
Partido de la Revolución Democrática, en contra; Juan Ma-
nuel Sandoval Munguía, del Partido Acción Nacional, en
pro; Mario Enrique del Toro, del Partido de la Revolución
Democrática, en contra;
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Charbel Jorge Estefan Chidiac, del Partido Revolucionario
Institucional, en pro, quien en su momento acepta interpe-
lación de la diputada Susana Monreal Ávila, pero no acep-
ta la del diputado Javier Hernández Manzanares, ambos del
Partido de la Revolución Democrática. Durante la inter-
vención del diputado Estefan Chidiac y desde sus respecti-
vas curules hacen observaciones los diputados: Isidro Pe-
draza Chávez y Cuauhtémoc Sandoval Ramírez, ambos del
Partido de la Revolución Democrática. Continúan los dipu-
tados: Juan Nicasio Guerra Ochoa, del Partido de la Revolu-
ción Democrática, en contra y acepta interpelaciones de las
diputadas Valentina Valia Batres Guadarrama y Susana
Monreal Ávila, ambas del Partido de la Revolución Demo-
crática. En su oportunidad, durante la intervención del dipu-
tado Guerra Ochoa y desde su curul, el diputado Patricio
Flores Sandoval, del Partido Revolucionario Institucional,
hace observaciones y la presidencia aclara. Se le otorga la
palabra al diputado Benjamín Ernesto González Roaro, del
Partido Acción Nacional, en pro, quien acepta interpelacio-
nes de los diputados José Luis Aguilera Rico, de Conver-
gencia, Víctor Manuel Lizárraga Peraza y Susana Monreal
Ávila, ambos del Partido de la Revolución Democrática.
Desde su curul, el diputado José Manuel Minjares Jiménez,
del Partido Acción Nacional, solicita una moción de proce-
dimiento. Para rectificar hechos interviene el diputado Juan
Nicasio Guerra Ochoa, del Partido de la Revolución Demo-
crática. La asamblea considera el asunto en votación econó-
mica suficientemente discutido en lo general. La Presidencia
comunica a la asamblea las reservas de los artículos. Con un
resultado de trescientos trece votos en pro, ciento cuarenta y
seis en contra y dos abstenciones, se aprueba en lo general y
en lo particular los artículos no impugnados.

Para presentar las reservas correspondientes y proponer mo-
dificaciones, se les otorga la palabra a los diputados del
Partido de la Revolución Democrática: Alejandro Sánchez
Camacho, de los artículos seis y cuadragésimo tercero tran-
sitorio, las que desechan en votación económica; y David
Sánchez Camacho, de los artículos seis, cuarenta y uno,
ciento veintinueve, ciento treinta y uno y ciento treinta y
cinco. Desde su curul, la diputada Aída Marina Arvizu Ri-
vas, de Alternativa expresa su adhesión a las modificacio-
nes propuestas por el diputado Sánchez Camacho, las cua-
les en votación económica se desechan. La diputada Aída
Marina Arvizu Rivas, de Alternativa, presenta la reserva de
los artículos: diecisiete, treinta y uno, ciento cinco, ciento
cuarenta y tres, ciento cincuenta y uno, décimo octavo tran-

sitorio, vigésimo quinto transitorio y la adición de un artí-
culo cuadragésimo séptimo transitorio. Intervienen para
apoyar las modificaciones presentadas por la diputada Ar-
vizu Rivas, los diputados: Luis Enrique Benítez Ojeda, del
Partido Revolucionario Institucional, Efraín Arizmendi
Uribe, del Partido Acción Nacional y desde su curul, el di-
putado Jacinto Gómez Pasillas, de Nueva Alianza, las cua-
les la asamblea acepta en votación económica.

Presidencia de la diputada
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Se les otorga la palabra a los diputados: Pablo Trejo Pérez,
del Partido de la Revolución Democrática, para presentar
las reservas de los artículos catorce y cuadragésimo sexto
transitorio y José Rosas Aispuro Torres, del Partido Revo-
lucionario Institucional, para hablar en pro de esos artícu-
los en los términos del dictamen. Desde su curul, el dipu-
tado Samuel Aguilar Solís, del Partido Revolucionario
Institucional, hace aclaraciones. En votación económica, la
asamblea desecha las modificaciones propuestas por el di-
putado Trejo Pérez. Intervienen, para presentar modifica-
ciones, los diputados: Pablo Leopoldo Arreola Ortega, del
Partido del Trabajo, del artículo veintiocho; Rafael Plácido
Ramos Becerril, del Partido de la Revolución Democrática,
de los artículos veintiocho, veintinueve, treinta, treinta y
dos y cuarenta y dos y Santiago Gustavo Pedro Cortés, del
Partido del Trabajo, al artículo treinta y uno. Presentan re-
servas los diputados del Partido de la Revolución Demo-
crática: Daniel Dehesa Mora, del artículo treinta y uno;
Fernando Enrique Mayans Canabal, al artículo treinta y
seis; Neftalí Garzón Contreras, a los artículos noventa y
ocho, ciento cinco, ciento siete, ciento ocho y ciento nue-
ve; y desde su curul, la diputada Mónica Fernández Bal-
boa, solicita una moción de procedimiento y la Presidencia
la otorga y en sendas votaciones económicas se desechan
las modificaciones presentadas por los diputados anterior-
mente mencionados. Continúan con la presentación de mo-
dificaciones los diputados: Juan Nicasio Guerra Ochoa, de
los artículos ciento tres y ciento diez, quien solicita su vo-
tación nominal y se desechan por ciento treinta y cinco vo-
tos en pro, doscientos ochenta y cuatro en contra y cuatro
abstenciones; Leopoldo Pablo Arreola Ortega, del Partido
del Trabajo, del artículo ciento cuatro;

Presidencia de la diputada
María Elena Álvarez Bernal

la que se desecha en votación económica; José Luis Agui-
lera Rico, de Convergencia, del artículo ciento trece, que la



asamblea desecha en votación económica. Desde su curul,
la diputada Valentina Valia Batres Guadarrama, del Partido
de la Revolución Democrática, realiza una observación.
Continúan con la presentación de modificaciones, los di-
putados del Partido del Trabajo: Pablo Leopoldo Arreola
Ortega, de los artículos ciento cinco y ciento nueve, las
cuales la asamblea desecha en votación económica y San-
tiago Gustavo Pedro Cortés, del artículo ciento diez, quien
solicita su votación nominal, desechándose por ciento
veinticuatro votos en pro, doscientos cincuenta y ocho en
contra y once abstenciones; Carlos Orsoe Morales Váz-
quez, del Partido de la Revolución Democrática a los artí-
culos ciento veinte y décimo transitorio, que la asamblea
desecha en votación económica. El diputado Javier Her-
nández Manzanares, del Partido de la Revolución Demo-
crática, presenta las modificaciones a los artículos ciento
sesenta y siete, ciento setenta, doscientos diez, doscientos
veinticinco y doscientos veintiocho, las cuales se desechan
en votación económica. En su oportunidad y desde su cu-
rul, la diputada Susana Monreal Ávila, del Partido de la
Revolución Democrática, solicita moción de orden. El di-
putado Ramón Almonte Borja, del Partido de la Revolu-
ción Democrática, propone modificaciones a los artículos
ciento setenta y seis, ciento ochenta y cinco, y ciento no-
venta y dos.

Presidencia del diputado
Jorge Zermeño Infante

Posteriormente y desde sus respectivas curules, los diputa-
dos del Partido de la Revolución Democrática: Almonte
Borja, solicita moción de procedimiento y Susana Monre-
al Ávila realiza comentarios y la Presidencia en su oportu-
nidad hace las aclaraciones. Se desechan las modificacio-
nes presentadas por el diputado Almonte Borja por ciento
quince votos en pro, doscientos sesenta y nueve en contra
y cuatro abstenciones. Presentan sus respectivas reservas y
modificaciones los diputados del Partido de la Revolución
Democrática: Víctor Gabriel Varela López, de los artículos
ciento noventa y seis, ciento noventa y ocho, y ciento no-
venta y nueve, que se desechan en votación económica; Al-
fonso Suárez del Real y Aguilera, al artículo ciento noven-
ta y ocho, que se desechan por ciento diez votos en pro,
doscientos sesenta y dos en contra y cuatro abstenciones;
Adrián Pedrozo Castillo, de los artículos cuarenta y cuatro
al ciento cincuenta y seis y transitorios quinto al décimo
sexto y del décimo octavo al vigésimo segundo, que se des-
echan en votación económica; Miguel Ángel Solares Chá-
vez, de los artículos quinto, séptimo y décimo transitorios,
que

Presidencia de la diputada
Ruth Zavaleta Salgado

Se desechan por ciento seis votos en pro, doscientos sesen-
ta en contra y cinco abstenciones; Sergio Hernández Her-
nández, del artículo décimo transitorio,

Presidencia de la diputada
María Elena Álvarez Bernal

la que se desecha en votación económica; Aleida Alavez
Ruiz, del artículo vigésimo transitorio, la que se desecha
por ciento ocho votos en pro, doscientos sesenta y dos en
contra y seis abstenciones; Francisco Márquez Tinoco, de
los artículos vigésimo sexto y vigésimo séptimo transito-
rios,

Presidencia del diputado
Jorge Zermeño Infante

las cuales se desechan en votación nominal por ciento vein-
tiún votos en pro, doscientos setenta y ocho en contra y tres
abstenciones; Claudia Lilia Cruz Santiago, del artículo vi-
gésimo octavo transitorio y se desecha en votación nomi-
nal por ciento diecinueve votos en pro, doscientos setenta
y cinco en contra y dos abstenciones. En su oportunidad, la
diputada Cruz Santiago acepta interpelación de la diputada
Lourdes Quiñones Canales, del Partido Revolucionario
Institucional. En votación económica la asamblea conside-
ra los artículos reservados suficientemente discutidos. Con
un resultado de trescientos ochenta y cinco votos en pro,
dos en contra y veintisiete abstenciones, se aprueban los ar-
tículos: diecisiete, treinta y uno, ciento cinco, ciento cua-
renta y tres, ciento cincuenta y uno y los transitorios déci-
mo octavo y vigésimo quinto, con las modificaciones
admitidas y la adición de un artículo cuadragésimo séptimo
transitorio. Con un resultado de doscientos ochenta y un
votos en pro, ciento diecinueve en contra y cuatro absten-
ciones se aprueban en los términos del dictamen los artícu-
los: seis, catorce, veintiocho, veintinueve, treinta, treinta y
dos treinta y seis, cuarenta y uno, cuarenta y dos; los artí-
culos ciento cuarenta y cuatro al ciento cincuenta y seis,
salvo los artículos ciento cinco, ciento cuarenta y tres y
ciento cincuenta y uno; ciento sesenta y siete, ciento seten-
ta, ciento setenta y seis, ciento ochenta y cinco, ciento no-
venta y dos, ciento noventa y seis, ciento noventa y ocho,
ciento noventa y nueve, doscientos diez, doscientos veinti-
cinco, doscientos veintiocho, así como los transitorios
quinto, al décimo sexto, décimo octavo, décimo noveno,
del vigésimo al vigésimo segundo, vigésimo sexto al vigé-
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simo octavo, trigésimo séptimo, cuadragésimo tercero y
cuadragésimo sexto. La Presidencia declara aprobado en lo
general y en lo particular el proyecto de Ley del Instituto
de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del
Estado. Pasa al Senado de la República para sus efectos
constitucionales.

El Presidente da lectura a un pronunciamiento por el que la
Cámara de Diputados se solidariza con el Secretario Gene-
ral de la Organización de las Naciones Unidas, Ban Ki-Mo-
on por el atentado sufrido en Bagdad, Irak.

La Secretaría da lectura al orden del día de la próxima se-
sión. El Presidente clausura la sesión a las dieciocho horas
con cincuenta y cinco minutos, y cita para la próxima que
tendrá lugar el martes veintisiete de marzo de dos mil sie-
te a las once horas.»

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Proce-
da la Secretaría a poner a discusión el acta.

El Secretario diputado Jacinto Gómez Pasillas: Está a
discusión el acta. No habiendo quién haga uso de la pala-
bra, en votación económica se pregunta si se aprueba. Las
diputadas y los diputados que estén por la afirmativa sír-
vanse manifestarlo. Las diputadas y los diputados que es-
tén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Señor Presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Apro-
bada el acta.

ESTADO DE TABASCO

La Secretaria diputada María Eugenia Jiménez Valen-
zuela: «Tabasco.— Trabajar para transformar.

Diputado Jorge Zermeño Infante, Presidente de la Mesa
Directiva de la LX Legislatura de la Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión.— Presente.

Una de las premisas fundamentales del actual gobierno es-
tatal ha sido garantizar el respeto a la libertad de expresión
y, consecuentemente, tutelar los derechos de quienes ejer-
cen la digna labor periodística. Por ello, situaciones como

la que nos ocupa se vuelven de trascendental importancia
en la vida pública de nuestra entidad, porque, además de no
ser usual, reprobamos este tipo de afrentas a la paz social
tabasqueña.

En ese tenor, y en atención a su oficio D.G.P.L.60-II-6-782
del 6 de marzo del presente año, mediante el cual remite a
esta Procuraduría los puntos de acuerdo leídos en sesión or-
dinaria celebrada ese mismo día en el Pleno del honorable
Congreso de la Unión, en cuyo punto segundo se exhorta a
esta Procuraduría a llevar a cabo, con la mayor brevedad y
en el ámbito de su competencia, las investigaciones ministe-
riales relacionadas con la desaparición del periodista Ro-
dolfo Rincón Taracena, al respecto me permito comunicar-
le lo siguiente:

Primero

Esta institución conoció de los hechos a partir del 23 de
enero del presente año, fecha en que fue recibida la denun-
cia presentada por la señora Olivia Alaniz Cornelio, quien
dijo que es pareja sentimental del ahora desaparecido, ini-
ciándose al respecto la averiguación previa número AMI-
ARMPEC-I-90/2007 y acordándose en esa misma diligen-
cia solicitar a la Policía Ministerial la localización y
presentación de personas relacionadas con los hechos mo-
tivo de la denuncia, así como la ubicación y presentación
de Rodolfo Rincón Taracena.

Segundo

Es de destacarse que, debido a la relevancia que implica el
caso, el 30 de enero del presente año el suscrito giró ins-
trucciones para que se concentrara la investigación en el
despacho del titular de la Dirección de Averiguaciones
Previas Centro para que, en forma coordinada con el sub-
procurador de investigación, se asignara un subdirector que
se abocara a la práctica de las indagatorias correspondien-
tes. Es decir, el asunto que nos ocupa ha venido siendo
atendido desde el más alto nivel jerárquico de esta institu-
ción.

Tercero

En la investigación de referencia se han practicado 566 ac-
tuaciones, a partir de la presentación de la denuncia a la fe-
cha, las cuales, en razón al sigilo que debe guardarse para
no entorpecer la investigación, enlistamos a continuación
en forma general:



Diligencias practicadas Total

Declaración de denunciantes 2
Oficios de investigación 1
Declaraciones de personas relacionadas 
con los hechos 8
Ampliación de declaración 2
Colaboraciones con otras dependencias 9
Avances de informes de la Policía Ministerial 2
Inspección ocular 6
Oficios de cita para personas 14
Solicitudes periciales 2
Dictámenes periciales 1
Constancias de incomparecencia 5
Total 52

Asimismo, en la página web de esta Procuraduría General
de Justicia se ha insertado la foto del periodista Rodolfo
Rincón Taracena, en aras de contar con la colaboración ciu-
dadana para su localización, citándose los números telefó-
nicos a que se puede aportar información.

Por lo expuesto, podrá observarse que el asunto en comen-
to ha sido atendido con la relevancia que su trascendencia
amerita, para lo cual no se ha escatimado en recursos hu-
manos, materiales y financieros para el pronto esclareci-
miento de los hechos denunciados. Esto es, en reiteradas
ocasiones se ha comisionado a personal para realizar in-
vestigaciones fuera de esta entidad federativa con estancias
prolongadas en colaboración con las autoridades de aque-
llos lugares.

Sin otro particular, le envío un saludo.

Atentamente

México, DF, a 16 de marzo de 2007.— Licenciado Gustavo Rosario
Torres (rúbrica), Procurador.»

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Remí-
tase a las comisiones correspondientes para su conoci-
miento.

ASAMBLEA LEGISLATIVA DEL
DISTRITO FEDERAL

La Secretaria diputada María Eugenia Jiménez Valen-
zuela: «Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexica-

nos.— Asamblea Legislativa del Distrito Federal.— IV Le-
gislatura.

Diputado Jorge Zermeño Infante, Presidente de la Mesa
Directiva de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión. — Presente.

Por este conducto, con fundamento en lo dispuesto en los
artículos 10, fracción XXI, y 36, fracciones V y VI, de la
Ley Orgánica de la Asamblea Legislativa del Distrito Fe-
deral, me permito hacer de su conocimiento que esta sobe-
ranía cuenta con una Comisión de Turismo, que está inte-
grada por los siguientes diputados:

Presidenta: Diputada María Elba Garfias Maldonado.

Vicepresidenta: Diputada María de la Paz Quiñones
Cornejo

Secretario: Diputado Miguel Sosa Tan

Integrante: Diputada Nancy Cárdenas Sánchez

Integrante: Diputado Armando Tonatiuh González Case

Integrante: Diputada Celina Saavedra Ortega

Lo anterior para los efectos correspondientes.

Sin otro particular, reitero a usted mi consideración distin-
guida.

Atentamente

Recinto Legislativo, 15 de marzo de 2007.— Diputado Martín Carlos
Olavarrieta Maldonado (rúbrica), Presidente.»

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Remí-
tase a las comisiones correspondientes para su conoci-
miento.

SECRETARIA DE LA FUNCION PUBLICA

La Secretaria diputada María Eugenia Jiménez Valen-
zuela: «Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexica-
nos.— Secretaría de la Función Pública.

Licenciado Jorge Zermeño Infante, Presidente de la Cáma-
ra de Diputados de la LX Legislatura.— Presente.
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Hago referencia al oficio número UAG/210/073/2007 y al
memorando número SP/269/2007, de fechas ocho y nueve
de marzo de dos mil siete (se anexa copia), suscritos por el
contador público Marcos B. González Tejeda, titular de la
Unidad de Auditoría Gubernamental, y el ciudadano Mi-
guel Novoa Gómez, secretario particular, respectivamente,
ambos de la Secretaría de la Función Pública, mediante los
cuales solicitan que se verifiquen y se investiguen los pun-
tos de acuerdo aprobados por la sesión efectuada el veinti-
siete de febrero de dos mil siete en esa Cámara de Diputa-
dos, que dignamente representa, en específico las causas
por las que no se han impuesto medidas necesarias para
proteger la zona arqueológica de Tulum y hacer cumplir la
Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos,
Artísticos e Históricos.

Sobre el particular, hago de su conocimiento que su escri-
to se radicó en esta área de quejas, mediante acuerdo de fe-
cha quince de marzo de dos mil siete, integrándose el ex-
pediente al rubro citado, instruyéndose la práctica de
diligencias investigación, para efectos de esclarecer los
presuntos hechos que nos ocupan.

Sin más por el momento, quedo de usted.

Atentamente

México, DF, a 15 de marzo de 2007.— Contador Público Javier Veláz-
quez González (rúbrica), titular del Área de Auditoría Interna.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de la Función Pública

Licenciado Juan Carlos García Rebolledo, Titular del Ór-
gano Interno de Control del Instituto Nacional de Antropo-
logía e Historia.— Presente.

Me refiero a la copia marcada a la Secretaría de la Función
Pública del oficio número SEL/300/995/07, del pasado 28
de febrero (se anexa copia), mediante el cual el subsecreta-
rio de Enlace Legislativo de la Secretaría de Gobernación
comunica a la secretaria de Educación Pública el punto de
acuerdo, aprobado por la Cámara de Diputados del Con-
greso de la Unión, que a continuación se transcribe:

Primero. Se solicita al Instituto Nacional de Antropolo-
gía e Historia que informe a esta soberanía del estado
que guarda la zona de monumentos arqueológicos de
Tulum, las causas por las que no se han impuesto medi-
das necesarias para proteger la zona arqueológica y ha-

cer cumplir la Ley Federal sobre Monumentos y Zonas
Arqueológicos, Artísticos e Históricos. Segundo. Se ex-
horta a la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Na-
turales (Semarnat) a coordinarse con el Instituto Nacio-
nal de Antropología e Historia para la revisión de
permisos de construcción dentro de la zona protegida
como parque nacional y zona de monumentos arqueoló-
gicos de Tulum. Tercero. Se exhorta al gobierno estatal
de Quintana Roa y al ayuntamiento del municipio de
Solidaridad a detener los permisos de construcción a
particulares, hasta que el INAH valore la situación que
guarda la zona y determine sobre ella. Cuarto. Esta so-
beranía solicita la intervención de la Secretaría de la
Función Pública para que realice una investigación pro-
funda sobre la posible comisión de delitos por parte de
funcionarios públicos en los hechos aquí descritos.

En función de lo anterior, solicito a usted que, conforme a
sus facultades previstas en el artículo 66, fracción VI, del
Reglamento Interior de esta secretaría, verifique lo men-
cionado en el punto cuarto del punto de acuerdo referido
respecto de lo solicitado en los puntos primero y segundo.
De los avances y resultados obtenidos deberá mantener in-
formado al subsecretario de Control y Auditoría de la Ges-
tión Pública de esta dependencia.

Atentamente

8 de marzo de 2007.— Contador Público Marcos B. González Tejeda
(rúbrica), Titular de la Unidad de Auditoría Gubernamental.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de la Función Pública.

Para: Juan Carlos García Rebolledo titular del OIC en el
INAH

De: Miguel Novoa Gómez secretario particular del titular
del ramo

Por indicación del ciudadano secretario, y para la atención
correspondiente, me permito hacerle llegar el oficio núme-
ro SEL/300/997/07, de fecha 28 de febrero del año en cur-
so, suscrito por el ciudadano Armando Salinas Torre, sub-
secretario de Enlace Legislativo de la Secretaría de
Gobernación, por el que remite los puntos de acuerdo apro-
bados en la sesión efectuada el pasado 27 de febrero de
2007, de los cuales el cuarto punto “solicita la intervención
de la Secretaría de la Función Pública para que realice una
investigación profunda sobre la posible comisión de delitos



por parte de funcionarios públicos en la zona arqueológica
de Tulum”.

Al respecto, solicito de la manera más atenta que se sirva
dictar instrucciones a quien corresponda para que se inicien
las investigaciones pertinentes.

Atentamente

México, DF, a 9 de marzo 2007.— Miguel Novoa Gómez (rúbrica), se-
cretario particular del titular del ramo.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Gobernación.

Licenciada Josefina Vázquez Mota, secretaria de Educa-
ción Pública. — Presente.

Los diputados Jorge Zermeño Infante y María Eugenia Ji-
ménez Valenzuela, Presidente y Secretaria, respectivamen-
te, de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados del
Congreso de la Unión, en el oficio número D.G.P.L.60-II-
6-716, signado el 27 del mes en curso, se han dirigido al ti-
tular de esta dependencia para comunicar el punto de
acuerdo aprobado por el Pleno de ese órgano legislativo, en
sesión celebrada en esa fecha, que a continuación hago de
su conocimiento:

Primero. Se solicita al Instituto Nacional de Antropolo-
gía e Historia que informe a esta soberanía del estado
que guarda la zona de monumentos arqueológicos de
Tulum y las causas por las que no se han impuesto me-
didas necesarias para proteger la zona arqueológica y
hacer cumplir la Ley Federal sobre Monumentos y Zo-
nas Arqueológicos, Artísticos e Históricos. Segundo. Se
exhorta a la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos
Naturales a coordinarse con el Instituto Nacional de An-
tropología e Historia para la revisión de permisos de
construcción en la zona protegida como parque nacional
y zona de monumentos arqueológicos de Tulum. Terce-
ro. Se exhorta al gobierno estatal de Quintana Roo y al
ayuntamiento del municipio de Solidaridad a detener los
permisos de construcción a particulares, hasta que el IN-
AH valore la situación que guarda la zona y determine
sobre ella. Cuarto. Esta soberanía solicita la interven-
ción de la Secretaría de la Función Pública para que re-
alice una investigación profunda sobre la posible comi-
sión de delitos por parte de funcionarios públicos en los
hechos aquí descritos.

Por lo anterior, le acompaño copia del documento a que me
he referido, así como de la proposición del citado punto de
acuerdo, para los fines procedentes.

Sin otro particular, reciba un cordial saludo.

Atentamente

México, DF, a 28 de febrero de 2007.— Armando Salinas Torre (rú-
brica), Subsecretario de Enlace Legislativo.»

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Remí-
tase a las comisiones correspondientes para su conoci-
miento.

INSTITUTO NACIONAL DE ANTROPOLOGIA
E HISTORIA

La Secretaria diputada María Eugenia Jiménez Valen-
zuela: «Consejo Nacional para la Cultura y las Artes.

Diputado Jorge Zermeño Infante, Presidente de la Cámara
de Diputados del Congreso de la Unión.— LX Legislatu-
ra.— Presente.

En atención a su oficio de fecha 27 de febrero del año en
curso, mediante el cual solicita un informe sobre el estado
que guarda la zona de monumentos arqueológicos de Tu-
lum, las medidas adoptadas para proteger dicha zona, así
como para hacer cumplir la Ley Federal sobre Monumen-
tos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos, por es-
te conducto me permito informarle lo siguiente:

Situación que guarda la zona de monumentos arqueo-
lógicos de Tulum–Tancah

1) Mediante decreto presidencial publicado en el Diario
Oficial de la Federación los días 8 y 15 de diciembre de
1993, se declaró zona de monumentos arqueológicos el
área conocida como de Tulum-Tancah, con una extensión
de 691-49-57 hectáreas. El área que comprende la zona es-
tá sujeta a la jurisdicción de los poderes federales en los
términos de lo que establece el artículo 38 de la Ley Fede-
ral sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e
Históricos, su reglamento, la propia declaratoria y demás
disposiciones aplicables.
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2) Antes de que se emitiera la declaratoria de la zona de
monumentos arqueológicos, y por cuestiones ajenas a esta
institución, se realizaron construcciones de baja densidad
dentro de lo que hoy abarca la poligonal, mayoritariamen-
te en la parte sur del área amurallada de Tulum. Muchas de
ellas han cambiado de propietario y han sufrido modifica-
ciones, pero no han incrementado sus volúmenes construc-
tivos.

Por tal motivo, como una medida cautelar se procedió a no-
tificar a los propietarios de los predios y hoteles ubicados
en la poligonal, que cualquier tipo de obra que se preten-
diera llevar a cabo requeriría necesariamente de autoriza-
ción del instituto. Asimismo, se han negado solicitudes de
obra adicionales a las existentes, y se mantiene vigilancia
permanente sobre las actividades constructivas que pudie-
ran realizarse al interior de la poligonal.

Reiterando que el Instituto Nacional de Antropología e
Historia no ha otorgado ningún permiso de construcción
dentro de la poligonal de la zona de monumentos arqueo-
lógicos.

3) Por decreto publicado los días 23 y 30 de abril de 1981
se expropió y creó el Parque Nacional Tulum, con una su-
perficie de 664-32-13 hectáreas. Por lo tanto, desde el pun-
to de vista ambiental, la administración y el cuidado de los
recursos naturales situados en dicha superficie le corres-
ponde a la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Na-
turales, en términos de lo previsto por los artículos 32 Bis,
fracciones VI y VII, de la Ley Orgánica de la Administra-
ción Pública Federal; 2, fracción II, 7, fracción XIII, 59,
fracción VII, y 62 de la Ley General de Bienes Nacionales.

Tomando en cuenta que existe una amplia superficie en
donde coinciden las poligonales del parque nacional y de la
zona de monumentos arqueológicos, el Instituto Nacional
de Antropología e Historia ha mantenido una constante co-
ordinación y colaboración con la Secretaría de Medio Am-
biente y Recursos Naturales y la Comisión Nacional de
Áreas Naturales Protegidas, de conformidad con lo previs-
to por los artículos 25 de la Ley Orgánica de la Adminis-
tración Pública Federal, 62, fracción V, y 64 de la Ley Ge-
neral de Bienes Nacionales.

Medidas adoptadas para proteger la zona de monu-
mentos arqueológicos

1) Para darle mayor difusión y protección a la zona de mo-
numentos arqueológicos, se llevó a cabo la inscripción de

la declaratoria de zona en el Registro Público de la Propie-
dad Federal y en el Registro Público de la Propiedad y del
Comercio del estado de Quintana Roo.

2) El Instituto Nacional de Antropología e Historia, por
conducto de su Centro INAH Quintana Roo, ha ordenado
la suspensión e iniciado los procedimientos administrati-
vos correspondientes, en los siguientes casos:

• Mediante el oficio DIRQR/1051/2004 se suspendieron
las labores de construcción del proyecto denominado
Hoteles Villas Tulum Park, Resort & Spa (actualmente
Azul Blue Hotel & Spa), pues la empresa inmobiliaria
Turística del Carmen, SA de CV, comenzó construcción
sin contar con autorización de este instituto, y se inició el
procedimiento administrativo correspondiente, resolvien-
do que procedía la suspensión definitiva de las obras y se
ordenó su demolición. Inconforme con la anterior deter-
minación, la empresa impugnó ante la sala regional del
Caribe del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Admi-
nistrativa. Actualmente dicho juicio sigue en trámite.

En forma paralela a dichas acciones, se presentó por
parte de la delegación regional de este instituto en Quin-
tana Roo, una denuncia de hechos ante la Procuraduría
General de la República, por desobediencia a un man-
dato legítimo de autoridad y por considerar que se había
cometido el delito de quebrantamiento de sellos.

• Mediante el oficio DIRQR/104/2005, se suspendieron
los trabajos constructivos del Hotel Sunscape (actual-
mente Dreams Tulum Resort & Spa). Tratando de sor-
prender a la autoridad federal, la empresa Sole Resort,
SA de CV, quien promovió un juicio de amparo argu-
mentando una ilegal orden de suspender o clausurar la
obra del proyecto desarrollo turístico Sole Resort y su
cumplimiento; previos los trámites legales correspon-
dientes, se decretó el sobreseimiento de dicho juicio. In-
conforme con la sentencia los quejosos interpusieron re-
curso de revisión que actualmente se encuentra en
trámite.

• Mediante el oficio DIRQR/9S9/05, se suspendieron
los trabajos de construcción del proyecto denominado
Hotel La Mansión Tulum México y se entabló un pro-
cedimiento administrativo por la realización de cons-
trucciones sin autorización de este instituto, en contra de
la empresa Sole Capital, SA de CV, y se decretó la sus-
pensión definitiva del proyecto arquitectónico, ordenán-
dose la demolición de las obras.



Inconforme con la anterior determinación, la empresa
interpuso el recurso administrativo de revisión ante el
director general del Instituto Nacional de Antropología
e Historia, quien resolvió confirmando la orden dictada
por el Centro INAH Quintana Roo.

Una vez que la resolución quede firme, el instituto pro-
cederá a su ejecución.

• Mediante el oficio DIRQR/792/06, se suspendieron
los trabajos de construcción en terrenos del doctor Cé-
sar Portilla Rosado, en el inmueble denominado Caleta
Tankah, se inició un procedimiento administrativo, en el
que se resolvió la suspensión definitiva de las obras y la
demolición de lo construido por no contar con autoriza-
ción de este instituto.

Paralelamente, se presentó por parte de la delegación re-
gional del instituto en Quintana Roo, una denuncia de
hechos ante la Procuraduría General de la República,
por considerar que se había incurrido en los delitos de
desobediencia a un mandato legítimo de autoridad y de
quebrantamiento de sellos.

• Mediante el oficio DIRQR/194/05 se solicitó a las au-
toridades del ayuntamiento de Solidaridad que no se
llevaran a cabo los trabajos de construcción de accesos
públicos para playas, quienes atendieron puntualmente
el requerimiento de este instituto.

• Con fecha 12 de marzo de 2006, se suspendieron los
trabajos de construcción de cabañas de madera en el
predio propiedad de la cooperativa pesquera de Tulum.
El procedimiento administrativo está en curso.

3) De igual manera, se han negado las siguientes solicitu-
des de autorización de obra:

• Mediante el oficio DIRQR/302/05, se contestó a la so-
licitud de la ciudadana Caria Esperón Melgar, represen-
tante legal de la empresa Crews Yucatán Propertiers, SA
de CV, informándole que no es factible autorizar obras
dentro de la zona de monumentos arqueológicos.

• Mediante el oficio DIRQR/1042/05, se negó al señor
Sergio Arañó Reyes una autorización para construir un
complejo hotelero denominado Cabañas de Tulum
Ruinas.

• Mediante el oficio DIRQR/165/06, se solicitó a la Di-
rección General de Desarrollo Urbano del municipio de
Solidaridad, Quintana Roo, que comunicara a los desa-
rrolladores de la empresa española que deben contar con
la autorización del INAH para construir dentro de la po-
ligonal en comento.

4) El 28 de febrero de 2005 se suscribieron dos convenios
de colaboración con el municipio de Solidaridad, mediante
los cuales este ayuntamiento se comprometió a no autori-
zar ninguna obra que no cuente con el permiso previo del
Instituto Nacional de Antropología e Historia para su reali-
zación.

5) Respecto de la actualización del programa de desarrollo
urbano que el ayuntamiento de Solidaridad propuso para el
centro de población de Tulum en el año 2004, el Instituto
Nacional de Antropología e Historia participó activamente
en la discusión de las características de este instrumento de
planeación en el cual, en su versión original, prácticamen-
te la totalidad de la porción norte de la poligonal de la zo-
na de monumentos arqueológicos de Tulum-Tancah
(ZMAT-T) aparecía densificada como TH3 (densidad me-
dia baja, 15 cuartos por hectárea) y principalmente como
TH4 (densidad media, 20 cuartos por hectárea), lo que
condenaba a la destrucción a la mayor parte de las estruc-
turas residenciales que se encuentran en esta área. Entre la
muralla norte de Tulum y el inicio de la zona densificada
como TH3 o TH4 existían únicamente 500 metros, en tan-
to que entre el grupo nuclear de Tancah y la zona densifi-
cada como TH4 existían únicamente 250 metros, lo que
prácticamente invalidaba la zona de monumentos arqueo-
lógicos decretada en 1993 y ponía en grave riesgo la con-
servación, incluso de la zona amurallada, al abrir la posibi-
lidad de que se generaran construcciones en el área
inmediata a ésta.

En reiteradas ocasiones, este instituto manifestó su oposi-
ción a la densificación de esta superficie, sosteniendo que
la totalidad de la poligonal debería mantenerse como una
reserva cultural y natural, en la que no se permitiera nin-
guna nueva construcción, debido a que la poligonal de la
ZMAT-T define un espacio de valor histórico y cultural ex-
cepcional, en el que se conservan elementos arqueológicos
fundamentales para la reconstrucción de la historia prehis-
pánica de Quintana Roo, y porque los conjuntos de Tulum
y Tancah están unidos por uno de los sistemas de asenta-
miento rurales prehispánicos más extensos de la región
que, en conjunto, constituyen uno de los ejemplos mejor
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preservados de una antigua ciudad maya completa, que in-
cluye no sólo templos y palacios, sino viviendas campesi-
nas, zonas agrícolas y ayudas para la navegación costera.

El 19 de febrero de 2007, el presidente municipal de Soli-
daridad convocó a todas las dependencias participantes de
la discusión y se llegó al acuerdo final de que la totalidad
de la superficie del Parque Nacional Tulum (664-32-13
hectáreas) se conservará como zona de preservación am-
biental y cultural, de densidad cero, con la salvedad de una
norma especial acordada entre la Comisión Nacional de
Áreas Naturales Protegidas y el ayuntamiento de Solidari-
dad, que señala que únicamente una autoridad administra-
tiva o jurisdiccional federal competente, podrá emitir sen-
tencia en torno a la validez total o parcial del decreto por el
cual se creó el Parque Nacional Tulum. Asimismo, la tota-
lidad de esta superficie, así como las 27 hectáreas adicio-
nales que contempla la poligonal de la ZMAT-T (en total
691-49-57 hectáreas), quedan por supuesto protegidas por
lo previsto en la Ley Federal sobre Monumentos Arqueo-
lógicos, Artísticos e Históricos, en el decreto de 1993, que
no ha tenido cuestionamiento alguno, así como por el
acuerdo suscrito por este instituto con el ayuntamiento de
Solidaridad en febrero de 2005, mencionado arriba.

Con estas acciones, ha quedado garantizada la preserva-
ción del patrimonio histórico y arqueológico del área com-
prendida dentro de la poligonal de la zona de monumentos
arqueológicos de Tulum-Tancah.

6) En cuanto a la conservación del patrimonio arqueológi-
co debe decirse que el sector de la zona arqueológica de
Tulum abierto a la visita, cuenta con un programa perma-
nente de mantenimiento mayor y menor, que ha permitido
que las estructuras se conserven en muy buenas condicio-
nes, a tal grado, que han resistido sin ningún daño, el paso
de los recientes huracanes Wilma y Emily; asimismo, se di-
señó y puso en operación una red de senderos al interior de
la zona amurallada, lo que generó una protección más efec-
tiva de los edificios prehispánicos, al evitar que el público
ascienda y circule sobre ellos.

Adicionalmente, el Instituto Nacional de Antropología e
Historia instrumentará este año, diversos proyectos para la
investigación, conservación y difusión del patrimonio ar-
queológico de Tulum, entre ellos, el del registro de los ele-
mentos arqueológicos residenciales, agrícolas y religiosos
ubicados en la totalidad de la poligonal, el de conservación
in situ de la pintura mural, el de instalación de una planta
de tratamiento de aguas negras en el área de servicios, la

apertura al público del sitio amurallado en horario noctur-
no, y el desarrollo de una propuesta museográfica para la
creación de un centro de interpretación en el sitio.

7) En este sentido, es de especial importancia el proyecto
enfocado al registro de los elementos residenciales, agríco-
las y religiosos ubicados en la totalidad de la poligonal de
la zona de monumentos arqueológicos, ya que permitirá
contar con un inventario completo de cada uno de las es-
tructuras arquitectónicas que formaron parte de la ciudad
prehispánica. Esta información será una herramienta de
enorme valor, no sólo para adelantar hipótesis más confia-
bles acerca de la organización interna del antiguo asenta-
miento, sino para proteger más efectivamente a cada uno
de sus componentes.

Derivado de este registro, se iniciará un amplio proyecto de
investigación enfocado en la exploración y puesta en valor
del conjunto Tankah, en el que los estudios arqueológicos
realizados en años anteriores, permitieron documentar una
de las ocupaciones más antiguas del área, que pudiera re-
montarse hasta el año 300 a.C., cuando el sitio pudo haber
funcionado como un asentamiento de pescadores. Este pro-
yecto se encuentra a cargo del doctor Alejandro Martínez
Muriel.

8) Por lo que se refiere a la coordinación de acciones entre
la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales y
este instituto, el día 9 de marzo del año en curso, se cele-
bró una reunión en las instalaciones de la Dirección Gene-
ral de Operación Regional de la Comisión Nacional de
Áreas Naturales Protegidas.

Por parte de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos
Naturales asistieron a dicha reunión diversos servidores
públicos, como el licenciado Wilehaldo David Cruz Bres-
sant, titular de la Unidad Coordinadora de Asuntos Jurídi-
cos de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Natu-
rales; licenciada María del Consuelo Juárez Mendoza,
directora general adjunta de Legislación y Consulta; licen-
ciado Miguel Ángel Cancino Aguilar, coordinador de aseso-
res del subsecretario de Gestión para la Protección Ambien-
tal; licenciado Bernardo García Camino, subprocurador
jurídico de la Procuraduría Federal de Protección al Am-
biente; licenciada Rosalinda Vélez Juárez, directora gene-
ral de Delitos Federales contra el Ambiente y Litigio; bió-
logo David Gutiérrez Carbonell, director general de
Operación Regional de la Comisión Nacional de Áreas Na-
turales Protegidas; biólogo Alfredo Arellano Guillermo, di-
rector de la Región Península de Yucatán; licenciada San-



dra Rivera, jefa de la Unidad Jurídica de la Comisión Na-
cional de Áreas Naturales Protegidas; licenciada Karla Isa-
bel Acosta Resendi, subdirectora de Técnica Consultiva.

De parte de este instituto asistieron el doctor Rafael Pérez
Miranda, coordinador de asesores del director general; li-
cenciada María del Perpetuo Socorro Villarreal Escárrega,
coordinadora nacional de Asuntos Jurídicos; licenciado
Rodolfo Flores Cruz, director de Asuntos de lo Contencio-
so; y licenciado Juan José Céspedes Hernández, director de
Relaciones Interinstitucionales.

En esta reunión se analizó la situación de la tenencia de la
tierra y la expropiación, identificando las acciones a seguir
en contra de los ocupantes irregulares de las superficies de
terrenos expropiados que se encuentran bajo la administra-
ción y responsabilidad de la Secretaría de Medio Ambien-
te y Recursos Naturales. Se acordó que todos los procedi-
mientos de recuperación de terrenos que se llegaran a
suscitar serían tramitados directamente por dicha depen-
dencia, en virtud de que le corresponde la administración
del área natural protegida.

Se acordó que la Dirección de la Región Península de Yu-
catán de la Comisión Nacional de Áreas Naturales Protegi-
das mantendría una vigilancia constante de las actividades
que se llevan a cabo en la zona y a denunciar ante las au-
toridades competentes cualquier situación que se conside-
re irregular.

Finalmente, se analizó el proyecto de Plan de Desarrollo
Urbano del ayuntamiento de Solidaridad para el Centro de
Población de Tulum y se acordó en insistir ante las autori-
dades municipales que las superficies de terrenos no pue-
den ser destinadas en modo alguno para que particulares
lleven a cabo usos habitacionales, comerciales o turísticos,
en virtud de que se encuentran sujetas a la jurisdicción de
los poderes federales y están destinadas a fines de conser-
vación ambiental y de protección del patrimonio cultural
existente en ese lugar.

Sin otro particular que comunicarle, le reitero la seguridad
de mi más distinguida consideración y respeto.

Atentamente

México, DF, a 20 de marzo de 2007.— Embajador Alfonso de María y
Campos Castelló (rúbrica), director general.»

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Remí-
tase a las comisiones correspondientes para su conoci-
miento.

ARTICULOS 4o. Y 27 CONSTITUCIONALES

El Secretario diputado Antonio Xavier López Adame:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cá-
mara de Diputados.— LX Legislatura.

Diputado Jorge Zermeño Infante, Presidente de la Mesa
Directiva.— Presente.

Por este conducto le informo que, en reunión de mesa di-
rectiva de la Comisión de Puntos Constitucionales celebra-
da el 22 de marzo del año en curso, fue presentado proyec-
to de dictamen correspondiente a la minuta enviada por el
Senado que reforma los artículos 4o. y 27 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos y que, a su
vez, este órgano decidió turnar para su discusión al Pleno
de la Comisión, en la próxima semana. Por este motivo y
en razón de la excitativa enviada a esta comisión para dic-
taminar antes del 29 de marzo, le solicito ampliar el plazo
para la presentación del dictamen al Pleno de la Cámara de
Diputados al 26 de abril del año en curso.

Sin otro particular, reitero mis consideraciones.

Atentamente

Palacio Legislativo, a 22 de marzo de 2007.— Diputado Raymundo
Cárdenas Hernández (rúbrica), Presidente.»

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Se con-
cede la prórroga solicitada.

DICTAMENES NEGATIVOS

El Secretario diputado Antonio Xavier López Adame:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Poder Legislativo Federal.— Cámara de Diputados.

Secretarios de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados.
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Esta Presidencia comunica que se recibieron dictámenes en
sentido negativo de proposiciones con punto de acuerdo,
que fueron publicados en la Gaceta Parlamentaria, de las
siguientes comisiones:

Relaciones Exteriores

Dictamen por el que se desecha la proposición con punto
de acuerdo por el que se solicita a la Secretaría de Relacio-
nes Exteriores que envíe lo antes posible al Senado de la
República la Convención sobre la Seguridad del Personal
de las Naciones Unidas y el Personal Asociado para su
pronta ratificación y, en su momento, remita para los mis-
mos fines su protocolo facultativo.

Fecha de publicación: 23 de marzo.

Dictamen por el que se desechan 12 proposiciones con
punto de acuerdo presentadas a la honorable Cámara de Di-
putados del Congreso de la Unión.

Fecha de publicación: 23 de marzo.

Salud

Dictamen por el que se desecha la proposición con punto
de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo federal a fi-
jar, por conducto de la Secretaría de Salud, la postura del
país en materia de salud reproductiva y sexual, ante la 120
sesión del Consejo Ejecutivo de la Organización Mundial
de la Salud.

Fecha de publicación: 23 de marzo.

Dictamen por el que se desecha la proposición con punto
de acuerdo, por el que se exhorta al Congreso de la Unión
a autorizar los recursos necesarios para la adquisición de la
vacuna contra el rotavirus llamada Rotarix.

Fecha de publicación: 23 de marzo.

Solicito a ustedes que lo hagan del conocimiento de la ho-
norable Asamblea.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 27 de marzo de 2007.— Diputa-
do Jorge Zermeño Infante (rúbrica), Presidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cá-
mara de Diputados.— LX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Relaciones Exteriores, sobre
diversas proporciones con punto de acuerdo

Honorable Asamblea

A la Comisión de Relaciones Exteriores de la Cámara de
Diputados del Congreso de la Unión fueron turnadas para
su estudio y dictamen correspondiente las siguientes pro-
posiciones con punto de acuerdo:

1. Por el que se celebra la transparencia en el desarrollo
del proceso de referéndum en Venezuela y el resultado
que expresa la voluntad soberana del pueblo venezola-
no, presentada ante el Pleno de la Cámara de Diputados
por la diputada Cristina Portillo Ayala, en nombre de los
diputados Jorge Martínez Ramos, Eliana García Laguna
y Juan José García Ochoa, del Grupo Parlamentario del
PRD, el 18 de agosto de 2004 y publicada en la Gaceta
Parlamentaria en la misma fecha.

2. Por el que la Cámara de Diputados se congratula con
la comunidad internacional por haber conseguido la li-
beración de algunos prisioneros de conciencia de cárce-
les cubanas y hace votos porque la medida se extienda a
todo preso de opinión en Cuba, presentada ante el Pleno
de la Cámara de Diputados por el diputado Rodrigo Iván
Cortés Jiménez, del Grupo Parlamentario del PAN, el 7
de diciembre de 2004 y publicada en la Gaceta Parla-
mentaria de la misma fecha.

3. Por el que la Cámara de Diputados se deslinda de la
campaña de hermanamiento con disidentes cubanos
promovida por diputados federales del Partido Acción
Nacional, presentada ante el Pleno de la Cámara de Di-
putados el 10 de febrero de 2005 por el diputado Rafael
García Tinajero, del Grupo Parlamentario del PRD, y
publicada en la Gaceta Parlamentaria del 3 de febrero de
2005.

4. Por el que se formula un extrañamiento al Presidente
de la República y al secretario de Relaciones Exteriores
respecto al sentido del voto de la delegación mexicana
emitido ante el Pleno de la Asamblea General de la Or-
ganización de las Naciones Unidas sobre el tema de clo-
nación artificial de células humanas, presentada por el
diputado Rafael García Tinajero, del Grupo Parlamenta-
rio del PRD, el 10 de marzo de 2005 y publicada en la
Gaceta Parlamentaria de la misma fecha.



5. Por el que se solicita al titular del Poder Ejecutivo fe-
deral que la delegación mexicana ante la 61 sesión de la
Comisión de Derechos Humanos de la ONU en Ginebra
vote contra cualquier resolutivo que vulnere la dignidad,
soberanía e independencia del Estado cubano, presenta-
da ante el Pleno de la Cámara de Diputados con fecha
28 de abril de 2005 y publicada en la Gaceta Parlamen-
taria el 19 de abril de 2005.

6. Sobre la representatividad del titular del Ejecutivo
Federal en sus viajes al extranjero, presentada ante el
Pleno por el diputado José Alberto Aguilar Iñárritu, del
Grupo Parlamentario del PRI, con fecha 14 de diciem-
bre de 2005 y publicada en la Gaceta Parlamentaria del
11 de noviembre de 2005.

7. Por el que se exhorta al Ejecutivo federal a reconsi-
derar su postura frente al apoyo económico que ofreció
el gobierno español a los países centroamericanos afec-
tados por la tormenta Stan, presentada ante el Pleno de
la Cámara de Diputados por el diputado Fernando Her-
nández Bustamante, del Grupo Parlamentario del PRI,
con fecha 14 de diciembre de 2005 y publicada en la
Gaceta Parlamentaria el 25 de octubre de 2005.

8. Por el que esta soberanía apoya las acciones pacíficas
que realizará la coalición Primero de Mayo en Estados
Unidos de América., presentada ante el Pleno de la Cá-
mara de Diputados por la diputada Irma S. Figueroa Ro-
mero, del Grupo Parlamentario del PRD, con fecha 25
de abril de 2006 y publicada en la Gaceta Parlamentaria
de la misma fecha.

9. Para exhortar al Ejecutivo federal a instalar una mi-
sión diplomática permanente en la República de Ango-
la, presentada ante el Pleno de la Cámara el 26 de abril
de 2006 por el diputado Carlos Hernán Silva Valdés, del
Grupo Parlamentario del PRD, y publicado en la Gace-
ta Parlamentaria el 30 de marzo de 2006.

10. Por el que se exhorta a la Secretaría de Relaciones
Exteriores a condonar el pago de obtención de pasapor-
tes y a disminuir los requisitos a favor de los mexicanos
que tengan un compromiso de trabajo en Estados Uni-
dos de América, presentada ante el Pleno de la Cámara
de Diputados por el diputado Francisco Ruiz Monárrez
Rincón, del Grupo Parlamentario del PRI, el 25 de abril
de 2006 y publicado en la Gaceta Parlamentaria el 22 de
marzo de 2006.

11. Por el que se exhorta a la Secretaría de Relaciones
Exteriores y a las autoridades consulares mexicanas en
Estados Unidos a llevar a cabo una defensa activa de los
derechos consulares de los mexicanos y exigir la repa-
ración que corresponda en los casos de violaciones fla-
grantes, presentada ante el Pleno de la Cámara de Dipu-
tados por el diputado Jorge Martínez Ramos, del Grupo
Parlamentario del PRD, el 25 de abril de 2006 y publi-
cada en la Gaceta Parlamentaria del 28 de marzo de
2006.

12. Por el que se exhorta al gobierno federal a evaluar a
través de la Segob y de la SRE el Tratado de Guadalupe
Hidalgo, que suscribieron Estados Unidos de América y
nuestro país, presentada ante el Pleno por el Diputado
Pablo Bedolla López, del Grupo Parlamentario del
PRD, con fecha 27 de abril de 2006 y publicada en la
Gaceta Parlamentaria el 23 de mayo de 2006.

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 39, 44 y
45 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos; y 58, 60, 65, 66, 87 y 88 del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, la Comisión de Rela-
ciones Exteriores somete a la consideración de esta hono-
rable asamblea el dictamen relativo a los puntos de acuer-
do mencionados, el cual se realiza bajo los siguientes

Antecedentes

1. Las proposiciones con puntos de acuerdo listadas en el
proemio de este dictamen fueron presentadas en las fechas
y por los diputados que se mencionan en el mismo, y pu-
blicadas en las gacetas parlamentarias que igualmente se
citan.

2. Las proposiciones enlistadas fueron turnadas a la Comi-
sión de Relaciones Exteriores, bajo la fórmula de comisión
única, para efectos de su análisis y elaboración del dicta-
men previsto en el artículo 60 del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos.

Consideraciones

La comisión dictaminadora realizó el estudio y análisis de
los planteamientos contenidos en las proposiciones con
punto de acuerdo listadas, a fin de valorar su contenido, de-
liberar e integrar el presente dictamen.
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Después de valorar las inquietudes expresadas por los di-
putados proponentes, se considera que cada una de ellas se
refiere a eventos y persigue objetivos concretos que han si-
do rebasados por el mero transcurso del tiempo, por lo que
debe concluirse que las solicitudes resultan ahora extem-
poráneas o los puntos de acuerdo que se solicitan carecen
en la actualidad de materia. De igual manera, existen otros
que no son propiamente competencia de esta comisión.

Consecuentemente, la Comisión de Relaciones Exteriores
considera que no ha lugar a aprobar los puntos de acuerdo
materia de este dictamen y que procede el archivo de los
expedientes como asuntos definitivamente concluidos.

En mérito de lo expuesto, la Comisión de Relaciones Exte-
riores se permite someter a la consideración del Pleno de la
Cámara de Diputados el siguiente

Punto de Acuerdo

Primero. Se desechan las proposiciones con punto de
acuerdo materia del presente dictamen e identificadas en el
proemio del mismo.

Segundo. Archívense los expedientes relativos como asun-
tos total y definitivamente concluidos.

Palacio Legislativo, a 15 de marzo de 2007.

La Comisión de Relaciones Exteriores, diputados: Gerardo Bugan-
za Salmerón (rúbrica), presidente; María Eugenia Campos Galván (rú-
brica), Óscar Miguel Mohamar Dainitin (rúbrica), Mario Enrique del
Toro (rúbrica), Cuauhtémoc Sandoval Ramírez (rúbrica), Antonio de
Jesús Díaz Athié (rúbrica), Alejandro Olivares Monterrubio (rúbrica),
Rodolfo Solís Parga, secretarios; Samuel Aguilar Solís (rúbrica), Alliet
Mariana Bautista Bravo, César Octavio Camacho Quiroz, Cristián
Castaño Contreras (rúbrica), Ariel Castillo Nájera, Alejandro Chanona
Burguete (rúbrica), Felipe Díaz Garibay (rúbrica), Édgar Mauricio
Duck Núñez, María Dolores González Sánchez (rúbrica), José Jacques
y Medina (rúbrica), Alejandro Landero Gutiérrez (rúbrica), Érika La-
rregui Nagel, José Murat (rúbrica), Miguel Ángel Peña Sánchez (rú-
brica), Cruz Pérez Cuéllar, Lourdes Quiñones Canales (rúbrica), José
Edmundo Ramírez Martínez, Luis Fernando Rodríguez Ahumada,
Laura Angélica Rojas Hernández, Antonio Soto Sánchez, Artemio To-
rres Gómez (rúbrica), Jesús Humberto Zazueta Aguilar.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cá-
mara de Diputados.— LX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Relaciones Exteriores, acerca
de la proposición con punto de acuerdo por la que se soli-
cita a la Secretaría de Relaciones Exteriores que envíe al
Senado de la República la Convención sobre Seguridad del
Personal de las Naciones Unidas y el Personal Asociado
para su pronta ratificación y, en su momento, remita para
los mismos fines su Protocolo Facultativo

Honorable Asamblea

A la Comisión de Relaciones Exteriores le fue turnada pa-
ra su estudio y posterior elaboración de dictamen, la pro-
posición con punto de acuerdo por medio del cual la hono-
rable Cámara de Diputados solicita a la Secretaría de
Relaciones Exteriores envíe lo antes posible al Senado de
la República la Convención sobre la seguridad del personal
de las Naciones Unidas y el personal asociado para su
pronta ratificación y en su momento, remita para los mis-
mos fines su Protocolo Facultativo, presentada por la dipu-
tada Érika Larregui Nagel, del Grupo Parlamentario del
Partido Verde Ecologista de México.

La Comisión de Relaciones Exteriores, con fundamento en
lo dispuesto por los artículos 39 y 45 numeral 6, incisos e)
y f), de la Ley Orgánica del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos; 56, 87, 88 y demás aplicables del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, sometemos a la ho-
norable asamblea el siguiente

Dictamen

Antecedentes

El 7 de diciembre de 2006, la diputada Érika Larregui Na-
gel del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista
de México, presentó una proposición con punto de acuerdo
por el que la honorable Cámara de Diputados solicita a la
Secretaría de Relaciones Exteriores envíe lo antes posible
al Senado de la República la “Convención sobre la seguri-
dad del personal de las Naciones Unidas y el personal aso-
ciado” para su pronta ratificación y en su momento, remita
para los mismos fines su Protocolo Facultativo.

En esa misma fecha, la Mesa Directiva de ésta honorable
asamblea turnó la proposición con punto de acuerdo a la
Comisión de Relaciones Exteriores para su análisis y dic-
tamen correspondiente, con base en las siguientes



Consideraciones

La proposición con punto de acuerdo presentada la fecha
anteriormente citada en los antecedentes por la diputada
Érika Larregui, tiene como fin que México ratifique la
“Convención sobre la seguridad del personal de Naciones
Unidas y el personal asociado”, y conjuntamente, ratifique
también su protocolo facultativo que se abrirá para firma el
16 de enero de 2007.

El resolutivo que propone es el siguiente:

Único. Que solicita a la Secretaría de Relaciones Exte-
riores envíe lo antes posible al Senado de la República
la “Convención sobre la seguridad del personal de las
Naciones Unidas y el personal asociado” para su pronta
ratificación y en su momento, remita para los mismos fi-
nes su “Protocolo Facultativo”.

La diputada Larregui menciona en su argumentación que
antiguamente se pensaba que, por el simple hecho de tra-
bajar bajo el signo y bandera de Naciones Unidas, signifi-
caba automáticamente una protección de facto y una segu-
ridad para dicho personal. Sin embargo, los hechos
demuestran que las cosas no son así.

La legisladora dice que han existido atentados contra el
personal que labora para la Organización de las Naciones
Unidas (ONU) y menciona un ejemplo de ello: el atentado
contra la sede de la ONU en Bagdad el 19 de agosto de
2003, cuando veintitrés personas murieron y otras cien re-
sultaron heridas.

La diputada hace un breve recorrido y explica someramen-
te a quiénes se les debe considerar como “personal de la
ONU” y “personal asociado” según lo dispuesto por la pro-
pia convención.

Por último, la diputada Larregui menciona que México, a
pesar de que no es Estado Parte inicial de dicho tratado, ha
promovido la “Resolución 1502” cuando ocupó un asiento
como miembro no permanente del Consejo de Seguridad
de la ONU. Dicha resolución versa sobre “la protección del
personal humanitario, personal de las Naciones Unidas y
personal asociado, en conflictos armados”, la cual fue
aprobada por unanimidad.

Ahora bien, hay que aclarar de qué se trata la convención
de la que estamos hablando. La “Convención para la segu-
ridad del personal de la ONU y el personal asociado” fue

aprobada por la Asamblea General de la ONU el 9 de di-
ciembre de 1994 en su resolución 49-59. Su entrada en vi-
gor fue el 15 de enero de 1999.

La resolución aprobada por la Asamblea General hace una
serie de consideraciones al respecto de la seguridad de su
personal y se manifiesta gravemente preocupada por el nú-
mero de ataques creciente contra dichos trabajadores.

La Asamblea General reconoce la necesidad de fortalecer y
mantener los arreglos necesarios para garantizar la seguri-
dad de su personal.

La Convención1 comienza por mencionar en su artículo
primero algunas definiciones, entre las que destacan:

1) Personal de las Naciones Unidas

a. Personas contratadas o desplegadas por el Secreta-
rio General de la ONU como miembros de los com-
ponentes militares, de policía o civiles o de una ope-
ración de las Naciones Unidas

b. Otros funcionarios y expertos en misión de las Na-
ciones Unidas o sus organismos especializados o en
el Organismo Internacional de Energía Atómica.

2) Personal Asociado

a. Personas asignadas por un gobierno o por una or-
ganización intergubernamental con el acuerdo del ór-
gano competente de las Naciones Unidas

b. Personas contratadas por el secretario general de la
ONU, por un organismo especializado o por el Orga-
nismo Internacional de Energía Atómica

c. Personas desplegadas por un organismo u organi-
zación no gubernamental de carácter humanitario en
virtud de un acuerdo con el secretario general, con un
organismo especializado o con el Organismo Interna-
cional de Energía Atómica.

El mismo artículo primero puntualiza qué se entiende por
operaciones de Naciones Unidas y dice: Por “operación de
las Naciones Unidas” se entenderá una operación estable-
cida por el órgano competente de las Naciones Unidas de
conformidad con la Carta de las Naciones Unidas y reali-
zada bajo la autoridad y el control de las Naciones Uni-
das”. Ya sea que la operación esté destinada a mantener o
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establecer la paz y la seguridad internacionales y cuando la
Asamblea General o el  Consejo de Seguridad establezcan
que existe riesgo para el personal.2

El artículo segundo habla sobre el ámbito de aplicación de
la Convención que nos ocupa, el cual cubre al personal de
las Naciones Unidas, al personal asociado y a las operacio-
nes de las Naciones Unidas.3

Posteriormente, se define como Estado Receptor a un Es-
tado en cuyo territorio se lleve a cabo una operación de las
Naciones Unidas, y un Estado de Tránsito se entenderá co-
mo un Estado, distinto del Estado receptor, en cuyo territo-
rio el personal de las Naciones Unidas o personal asociado
o su equipo esté en tránsito o temporalmente presente en
relación con una operación de las Naciones Unidas.

El artículo segundo menciona que la convención se aplica-
rá al personal de las Naciones Unidas y al personal asocia-
do a las operaciones de las Naciones Unidas, según se de-
finen en el artículo 1. Esto quiere decir que solamente
tendrá aplicación en aquellos estados receptores o de trán-
sito. México no es uno de ellos, puesto que no hay opera-
ciones de Naciones Unidas según lo estipulado arriba por
el artículo primero que hemos mencionado.

Seguido de ello menciona la forma en que habrán de iden-
tificarse aquellas personas que son consideradas como per-
sonal de Naciones Unidas o personal asociado (artículo ter-
cero), acuerdos sobre el estatuto de operación (artículo
cuarto), obligaciones de los Estados Parte para con el per-
sonal de Naciones Unidas o el personal asociado (artículo
séptimo).

Es importante mencionar que en el artículo noveno de la
convención se establecen como “Delitos contra el personal
de Naciones Unidas y el personal asociado” los siguientes
ilícitos:

a) Homicidio, secuestro u otro ataque contra la integri-
dad física o la libertad.

b) Ataque violento contra los locales oficiales, residen-
cia privada o medios de transporte del personal.

c) Amenazas.

d) Tentativas de cometer ataques.

e) Complicidad en la comisión de ataques, amenazas,
tentativas de ataque.

En dicho artículo menciona también que los Estados Parte
sancionarán los delitos “con penas que tengan en cuenta su
gravedad”.

El artículo décimo establece la jurisdicción de la conven-
ción en cada Estado Parte y el resto del articulado, hasta el
último de ellos (vigésimo noveno), establecen otra serie de
indicaciones, límites y reglamentaciones al respecto de la
convención en general.

Cabe destacar también que el instrumento internacional fue
firmado originalmente por cuarenta y tres países, entre los
que destacan: Canadá, Francia, Alemania, Japón, Pakistán,
Rusia, Estados Unidos de América y el Reino Unido.4

De los cuarenta y tres países que suscribieron originalmen-
te el acuerdo, solo lo han ratificado veintiún naciones. En-
tres las más importantes están: Alemania, Italia, Japón, el
Reino Unido, entre otras.

Cabe aclarar que hay naciones importantes que firmaron el
acuerdo inicialmente pero no lo han ratificado como Esta-
dos Unidos de América, Australia, Francia, Holanda, Pa-
kistán, Rusia, entre otros.

Por último, hay países que no suscribieron el acuerdo ori-
ginalmente pero que se han sumado a él y lo han ratificado
como Chile, Hungría, República de Corea, Singapur, Turk-
menistán, entre otros.

Como se puede observar, México no forma parte de dicha
convención ni como signatario inicial y tampoco se ha ad-
herido a él. Recordemos que México, al no ser un país re-
ceptor como lo mencionamos anteriormente, la convención
no encuentra ámbito de aplicación en nuestra nación.

Dentro de los esfuerzos para garantizar la seguridad al per-
sonal de la ONU y su personal asociado, México ha tenido
mucho que ver y ha hecho esfuerzos importantes al respec-
to.

El 26 de agosto de 2003, en la 4814ª Reunión del 58º año
del Consejo de Seguridad de la ONU5, el embajador de
México ante la ONU y representante del país en dicho
Consejo, embajador Adolfo Aguilar Zínser, promovió una
resolución sobre la protección del personal de Naciones



Unidas, el personal asociado y el personal de ayuda huma-
nitaria en zonas de conflicto, la cual fue adoptada por una-
nimidad en el seno del Consejo de Seguridad, a la cual le
fue asignado el número 1502.

Dicha resolución menciona lo que sigue a continuación de
manera somera:6

a) Expresa su condena para todas las formas de violen-
cia, asesinato, violación, abuso sexual, robo, secuestro,
entre otros.

b) Urge a los Estados a que los crímenes contra el per-
sonal no permanezcan impunes.

c) Reafirma el compromiso de las partes para aplicar los
principios legales del ámbito internacional que brindan
protección al personal.

d) Expresa su determinación para tomar las medidas
adecuadas para garantizar la seguridad del personal.

e) Conmina al Secretario General de la ONU a que pro-
mueva entre las naciones el tema de la seguridad del
personal.

Esta resolución es básica para entender el papel que Méxi-
co ha jugado a lo largo de los años en este tema. La reso-
lución 1502 del Consejo de Seguridad confirma que Méxi-
co ha promovido que se garantice la seguridad del personal
de la ONU y el personal asociado.

Resulta necesario analizar la conveniencia de que México
sea parte de la convención que estamos mencionando. Mé-
xico sabe y entiende que el tema de la seguridad es uno de
los más importantes en las discusiones políticas de hoy en
día. La necesidad de que exista la seguridad entre los hom-
bres y mujeres constituye una de las causas fundamentales,
y es uno de los pilares que sostienen a la sociedad actual.

La figura que mejor encarna el concepto de la necesidad de
la seguridad es el “Contrato Social”, el cual, según los teó-
ricos como Hobbes y Rousseau, es celebrado por los hom-
bres, y es mediante dicho contrato que todos se obligan a
ceder la libertad de hacer justicia por su propia mano (es-
tado de naturaleza) y reconocen a una sola autoridad como
“Poder Soberano”, la cual, a cambio de las libertades que
los hombres hubieren cedido, éste les garantizaría una úni-
ca cosa: la seguridad.

No cabe duda que nuestro país y el mundo están viviendo
una crisis severa por la falta de seguridad y por ello se ha-
ce necesario realizar las reflexiones adecuadas para co-
menzar a transitar por caminos de solución.

La Presidencia de la Comisión de Relaciones Exteriores
puso a consideración de los integrantes de la comisión el
siguiente proyecto de resolutivos:

Primero. La honorable Cámara de Diputados protesta
enérgicamente en contra de la inseguridad y la violencia en
contra del personal de Naciones Unidas y su personal aso-
ciado y hace manifiesto su compromiso por velar en todo
tiempo por la seguridad de los ciudadanos en el ámbito de
su competencia.

Segundo. La honorable Cámara de Diputados solicita al
Ejecutivo federal que envíe a esta soberanía la posición del
Estado mexicano respecto a la“Convención sobre la Segu-
ridad del Personal de las Naciones Unidas y el Personal
Asociado” y remita sus consideraciones a esta soberanía a
fin de que se puedan discutir en el seno de la Comisión de
Relaciones Exteriores.

El 17 de enero de 2007, durante la quinta reunión plenaria de
trabajo de la comisión se expuso el tema. La diputada Érika
Larregui expresó no estar de acuerdo con el proyecto de dic-
tamen y solicitó que este se modificara en sentido negativo.
Los miembros de la comisión aprobaron la propuesta.

Por lo anteriormente expuesto, la Comisión de Relaciones
Exteriores resuelve el siguiente

Acuerdo

Primero. Se desecha la proposición con punto de acuerdo
de la diputada Érika Larregui el cual solicita a la Secreta-
ría de Relaciones Exteriores envíe lo antes posible al Sena-
do de la República la “Convención sobre la seguridad del
personal de las Naciones Unidas y el personal asociado”
para su pronta ratificación y en su momento, remita para
los mismos fines su “Protocolo Facultativo”.

Segundo. Archívese como asunto totalmente concluido.

Notas:

1) Cfr. Organización de las Naciones Unidas, “Resoluciones de la
Asamblea General”, consultado en http://www.onu.org/temas/derint/
convenios/ar4959-segpers.pdf, el 11 de enero de 2007 a la 1:40 pm.
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2) Ídem

3) Ídem

4) Cfr. Organización de las Naciones Unidas, Colección de Tratados,
consultado en http://untreaty.un.org/sample/EnglishInternetBible/par-
tI/chapterXVIII/treaty8.htm, el 11 de enero de 2007 a las 2:04 pm.

5) Cfr. Organización de las Naciones Unidas, Sesiones del Consejo de
Seguridad, consultado en http://www.onu.org/temas/derint/conve-
nios/ar4959-segpers.pdf, el 11 de enero de 2007 a las 2:04 pm.

6) Cfr. Organización de las Naciones Unidas, Resoluciones del Conse-
jo de Seguridad, consultado en http://www.onu.org/temas/derint/con-
venios/ar4959-segpers.pdf, el 11 de enero de 2007, a las 2:58 pm.

Honorable Cámara de Diputados, a 17 de enero de 2007

La Comisión de Relaciones Exteriores, diputados: Gerardo Bugan-
za Salmerón (rúbrica), presidente; María Eugenia Campos Galván (rú-
brica), Óscar Miguel Mohamar Dainitin (rúbrica), Cuauhtémoc Sando-
val Ramírez (rúbrica), Mario Enrique del Toro (rúbrica), Antonio de
Jesús Díaz Athié (rúbrica), Alejandro Olivares Monterrubio (rúbrica),
Rodolfo Solís Parga, secretarios; Samuel Aguilar Solís (rúbrica), Alliet
Mariana Bautista Bravo, César Octavio Camacho Quiroz, Cristián
Castaño Contreras (rúbrica), Ariel Castillo Nájera, Alejandro Chanona
Burguete (rúbrica), Felipe Díaz Garibay (rúbrica), Édgar Mauricio
Duck Núñez, María Dolores González Sánchez (rúbrica), José Jacques
y Medina (rúbrica), Alejandro Landero Gutiérrez (rúbrica), Érika La-
rregi Nagel (rúbrica), José Murat (rúbrica), Víctor Samuel Palma Cé-
sar, Miguel Ángel Peña Sánchez (rúbrica), Cruz Pérez Cuéllar, Lour-
des Quiñones Canales (rúbrica), Laura Angélica Rojas Hernández,
Luis Fernando Rodríguez Ahumada, Antonio Soto Sánchez, Artemio
Torres Gómez (rúbrica), Jesús Humberto Zazueta Aguilar.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cá-
mara de Diputados.— LX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Salud, respecto de la proposi-
ción con punto de acuerdo por la que se exhorta al Ejecuti-
vo federal a fijar por conducto de la Secretaría de Salud la
postura del país en materia de salud reproductiva y sexual
ante la 120 sesión del Consejo Ejecutivo de la Organiza-
ción Mundial de la Salud

A la Comisión de Salud fue turnada para su estudio y pos-
terior dictamen la proposición con punto de acuerdo por el
que se exhorta al Ejecutivo federal a fijar por conducto de
la Secretaría de Salud la postura del país en materia de sa-

lud reproductiva y sexual ante la 120 sesión del Consejo
Ejecutivo de la Organización Mundial de la Salud, presen-
tada por la diputada Maricela Contreras Julián y el senador
Ricardo Monreal Ávila, del Grupo Parlamentario del Parti-
do de la Revolución Democrática.

La Comisión de Salud, con fundamento en las atribuciones
que le otorgan los artículos 39, numerales 1o. y 3o., 43, 44,
45 y los demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos; y 55, 56, 60,
87, 88, 89 y 93 del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
somete a la consideración de esta honorable asamblea, el
presente dictamen de acuerdo con la siguiente

Metodología

La comisión encargada del análisis y dictamen de la pro-
puesta con punto de acuerdo mencionada, desarrolla su tra-
bajo conforme al procedimiento que a continuación se des-
cribe:

I. En el capítulo de “Antecedentes” consta el trámite del
proceso legislativo, del recibo en turno para el dictamen
del punto de acuerdo y los trabajos previos de la comi-
sión dictaminadora.

II. En el capítulo de “Contenido” se sintetiza el alcance
de la propuesta en estudio.

III. En el capítulo de “Consideraciones” la comisión
dictaminadora presenta los argumentos de valoración
que sustentan la aprobación o rechazo de la propuesta en
análisis.}

I. Antecedentes

En sesión celebrada con fecha 24 de enero de 2007 por la
Comisión Permanente, la diputada Maricela Contreras Ju-
lián y el senador Ricardo Monreal Ávila, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática, pre-
sentaron la proposición con punto de acuerdo por el que se
exhorta al Ejecutivo federal a fijar, por conducto de la Se-
cretaría de Salud, la postura del país en materia de salud re-
productiva y sexual ante la 120 sesión del Consejo Ejecu-
tivo de la Organización Mundial de la Salud.

Con la misma fecha, la Mesa Directiva de la Comisión Per-
manente turnó la mencionada proposición a la Comisión de
Salud, para su estudio y posterior dictamen.



II. Contenido

En su exposición de motivos los promoventes manifiestan
que las campañas para el uso de diversos métodos anticon-
ceptivos y particularmente el uso del preservativo, forman
parte de las estrategias recomendadas por la OMS para pre-
venir el contagio de VIH/sida y de enfermedades de trans-
misión sexual, además de evitar embarazos no deseados.
En el caso del VIH/sida, en nuestro país existen cerca de 4
mil nuevos casos cada año, de los cuales, más del 95 por
ciento ocurren por transmisión sexual; se han producido
poco más de 107 mil casos, de los cuales 39 mil continúan
vivos.

Debido a esta preocupación proponen que se exhorte al Po-
der Ejecutivo federal, por conducto de la Secretaría de Sa-
lud, para que fije la postura de nuestro país en materia de
salud reproductiva y salud sexual ante la 120 sesión del
Consejo Ejecutivo de la Organización Mundial de la Salud,
de acuerdo con los instrumentos internacionales de que
México es parte, así como a los criterios de laicidad del Es-
tado mexicano, para garantizar con ello el pleno ejercicio
del derecho a la protección a la salud de la población de
nuestro país.

III. Consideraciones

La 120 reunión del Consejo Ejecutivo se celebró en Gine-
bra del 22 al 29 de enero de 2007. Inaugurada con la alo-
cución que pronunció la nueva directora general, doctora
Margaret Chan, en su orden del día figuraban numerosas
cuestiones de salud pública, entre otras: prevención y con-
trol del sarampión, paludismo, enfermedades crónicas, gri-
pe aviar y gripe pandémica, aplicación del Reglamento Sa-
nitario Internacional; control de la tuberculosis, y salud
bucodental.

El consejo adoptó resoluciones relativas a diversas cuestio-
nes, en particular sobre la erradicación de la poliomielitis,
tuberculosis, sistemas de salud y atención de emergencia,
salud bucodental, estrategia de género, gripe aviar y gripe
pandémica, y viruela. En muchas de ellas figuran proyec-
tos de resolución que se presentarán a la Asamblea Mun-
dial de la Salud, en mayo de 2007.

Por otra parte, y a pesar de lo anterior es importante men-
cionar que la Organización Mundial de la Salud ha instado
a los Estados miembros a incorporar la salud sexual y re-
productiva como parte de los planes y presupuestos nacio-
nales; reforzar la capacidad de los sistemas de salud en co-

ordinación con las Organizaciones de la Sociedad Civil pa-
ra lograr acceso universal a la atención de la salud sexual y
reproductiva y vigilar que lo anterior beneficie a los pobres
y otros grupos marginados, incluidos adolescentes y hom-
bres, y asegurarse que todos los aspectos de la salud sexual
y reproductiva estén comprendidos en los mecanismos de
vigilancia del cumplimiento de la Declaración del Milenio
de Naciones Unidas.

Aunado a lo anterior es imperativo referir que nuestro país
ha respaldado en el ámbito internacional iniciativas que
promueven el acceso a servios de salud reproductiva, como
una estrategia fundamental para alcanzar Metas del Mile-
nio.

Debido a todo lo anteriormente señalado, esta comisión
dictaminadora considera improcedente la aprobación de la
proposición en comento.

En mérito de lo expuesto, los integrantes de la Comisión de
Salud ponemos a consideración de esta honorable asam-
blea el siguiente

Acuerdo

Único. Se desecha la proposición con punto de acuerdo por
la que se exhorta al Ejecutivo federal a fijar, por conducto
de la Secretaría de Salud, la postura del país en materia de
salud reproductiva y sexual ante la 120 sesión del Consejo
Ejecutivo de la Organización Mundial de la Salud, presen-
tada por la diputada Maricela Contreras Julián y el senador
Ricardo Monreal Ávila, del Grupo Parlamentario del Parti-
do de la Revolución Democrática, el 24 de enero de 2007.

La Comisión de Salud, diputados: Ector Jaime Ramírez Barba (rú-
brica), José Antonio Muñoz Serrano (rúbrica), Adriana Rebeca Vieyra
Olivares (rúbrica), Efraín Morales Sánchez, María Oralia Vega Ortiz
(rúbrica), Olga Patricia Chozas y Chozas (rúbrica), Juan Abad de Jesús
(rúbrica), Margarita Arenas Guzmán (rúbrica), Efraín Arizmendi Uri-
be, Ricardo Cantú Garza, Maricela Contreras Julián, María Mercedes
Corral Aguilar, Joaquín Conrado de los Santos Molina (rúbrica), Da-
niel Dehesa Mora (rúbrica), Nemesio Domínguez Domínguez, Ángel
Humberto García Reyes, Beatriz Eugenia García Reyes, Yolanda Mer-
cedes Garmendia Hernández, Tomás Gloria Requena (rúbrica), Lorena
Martínez Rodríguez (rúbrica), Holly Matus Toledo (rúbrica), Fernando
Enrique Mayans Canabal (rúbrica), Roberto Mendoza Flores, Eliza-
beth Morales García (rúbrica), Miguel Ángel Navarro Quintero (rúbri-
ca), Gilberto Ojeda Camacho, Jorge Quintero Bello (rúbrica), José Ig-
nacio Alberto Rubio Chávez, María Gloria Guadalupe Valenzuela
García (rúbrica), Patricia Villanueva Abraján.»
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«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cá-
mara de Diputados.— LX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Salud, de la proposición con
punto de acuerdo por el que se exhorta al Congreso de la
Unión a autorizar los recursos necesarios para la adquisi-
ción de la vacuna contra el rotavirus llamada Rotarix e in-
cluir ésta en la Cartilla Nacional de Vacunación

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Salud fue turnada para su estudio y dic-
tamen la proposición con punto de acuerdo por el que se
exhorta al Congreso de la Unión para que autorice los re-
cursos necesarios para la adquisición de la vacuna contra el
rotavirus llamada Rotarix, y para que sea incluida en la
Cartilla Nacional de Vacunación, presentada por el Con-
greso del estado de Chihuahua.

La Comisión de Salud con fundamento en las atribuciones
que le otorgan los artículos 39, numerales 1o. y 3o., 43, 44,
45 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos; y 55, 56, 60, 87,
88, 89 y 93 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, so-
mete a la consideración de esta honorable asamblea el pre-
sente dictamen, de acuerdo con la siguiente

Metodología

La comisión encargada del análisis y dictamen de la pro-
puesta, con punto de acuerdo mencionado, desarrolla su
trabajo conforme al procedimiento que a continuación se
describe:

I. En el capítulo de “Antecedentes” consta el trámite del
proceso legislativo, del recibo en turno el punto de acuer-
do y los trabajos previos de la comisión dictaminadora.

II. En el capítulo de “Contenido” se sintetiza el alcance de
la propuesta en estudio.

III. En el capítulo de “Consideraciones”, la comisión dic-
taminadora presenta los argumentos de valoración que sus-
tentan la propuesta o rechazo de la propuesta en análisis.

I. Antecedentes

En la sesión celebrada con fecha 7 de junio de 2006 por la
Comisión Permanente, se dio cuenta con el punto de acuer-

do aprobado por el Congreso del estado de Chihuahua, por
el que se exhorta al Congreso de la Unión a autorizar los
recursos necesarios para la adquisición de la vacuna contra
el rotavirus llamada Rotarix y que ésta sea incluida en la
Cartilla Nacional de Vacunación.

Con la misma fecha se turnó la mencionada proposición a
la Comisión de Salud, para su estudio y posterior dictamen.

II. Contenido

El honorable Congreso del estado de Chihuahua exhorta al
Congreso de la Unión a autorizar los recursos necesarios
para la adquisición de la vacuna contra el rotavirus llama-
da Rotarix, y que ésta sea incluida en la Cartilla Nacional
de Vacunación.

Asimismo, solicita al titular del Ejecutivo federal que la
Secretaría de Salud implante campañas de prevención del
rotavirus.

Se da cuenta de la problemática epidemiológica, que re-
presentan en todo el mundo los rotavirus, ya que son los
agentes que más frecuentemente causan diarrea aguda, gra-
ve y deshidratación en los niños y que se estima que cada
año causan cerca de 111 millones de casos de enfermedad
diarreica que requiere cuidado ambulatorio, 25 millones de
consultas, 2 millones de hospitalizaciones y 352 mil a 592
mil defunciones en menores de cinco años y que México
ocupa el segundo lugar en América Latina de incidencia
del virus presentando 54 casos por cada 100 mil personas
al año.

Se menciona que esta enfermedad se transmite por vía aé-
rea y que los niños de seis meses a dos años de edad son
los más vulnerables y la enfermedad clínica es más fre-
cuente en este rango de edad.

Que es una enfermedad altamente transmisible, ya que una
persona puede contagiar a otra debido a que el enfermo que
sufre diarrea por rotavirus elimina grandes cantidades de
virus en las evacuaciones.

Por ello se hace indispensable ejecutar campañas de sane-
amiento ambiental e implementar el sistema de vacunación
para combatir el Rotavirus, incluyendo la vacuna Rotarix
en la Cartilla Nacional de Vacunación.



III. Consideraciones

Es necesario hacer mención que el avance en la reducción
de la tasa de mortalidad observada por EDA’s en menores
de 5 años en el período de 1990-2004, en México fue muy
significativo, presentando en 1999 una tasa del 121.5 por
ciento para 2004 fue de 17.5 por ciento. Este hecho repre-
sentó una reducción del 85.6 por ciento (tasa por 100 mil
personas en este grupo de edad).

Que de acuerdo a la información proporcionada por la Se-
cretaría de Salud, actualmente ya se tiene contemplado ba-
jo el concepto de medicamentos, específicamente, insumos
para los programas de vacunación, una asignación de 227
millones 552 mil 300 pesos dentro de los cuales esta con-
templada la adquisición aproximada de 2.5 millones de do-
sis de la vacuna Rotarix que se calcula cubrirán la deman-
da de la población del país.

De igual manera, en cuanto a la inclusión de la vacuna Ro-
tarix, en la Cartilla Nacional de Vacunación (CNV) se in-
formó que a partir de este año, por acuerdo del Consejo Na-
cional de Vacunación, la vacuna para combatir el rotavirus
ya está incluida en dicha CNV por lo que próximamente
estará disponible a nivel nacional.

Con esta medida, la Secretaría de Salud busca como obje-
tivos proteger contra diarreas graves o moderadas, proteger
contra deshidratación, hospitalización y muerte, y reducir
mortalidad e impacto socioeconómico.

De lo anterior, se infiere que la inquietud del promovente
ya es parte de las acciones del Sistema de Vigilancia Epi-
demiológica y que se ha contemplado incluir a partir de es-
te año en la Cartilla Nacional de Vacunación la vacuna Ro-
tarix, por lo que la proposición resulta inviable.

Por lo anteriormente expuesto, esta comisión dictaminado-
ra somete a consideración de esta honorable asamblea el si-
guiente

Acuerdo

Único. Se desecha la proposición con punto de acuerdo por
el que se exhorta al Congreso de la Unión a autorizar los
recursos necesarios para la adquisición de la vacuna contra
el rotavirus llamada Rotarix, y ésta sea incluida en la Car-
tilla Nacional de Vacunación, presentada por el honorable
Congreso del estado de Chihuahua, el día 7 de junio de
2006.

Diputados: Ector Jaime Ramírez Barba (rúbrica), José Antonio Muñoz
Serrano (rúbrica), Adriana Rebeca Vieyra Olivares (rúbrica), Efraín
Morales Sánchez, María Oralia Vega Ortiz (rúbrica), Olga Patricia
Chozas y Chozas (rúbrica), Juan Abad de Jesús (rúbrica), Margarita
Arenas Guzmán (rúbrica), Efraín Arizmendi Uribe (rúbrica), Ricardo
Cantú Garza, Maricela Contreras Julián, María Mercedes Corral Agui-
lar, Joaquín de los Santos Molina Conrado, Daniel Dehesa Mora (rú-
brica), Nemesio Domínguez Domínguez, Ángel Humberto García Re-
yes, Beatriz Eugenia García Reyes, Yolanda Mercedes Garmendia
Hernández (rúbrica), Tomás Gloria Requena (rúbrica), Lorena Martí-
nez Rodríguez (rúbrica), Holly Matus Toledo (rúbrica), Fernando En-
rique Mayans Canabal (rúbrica), Roberto Mendoza Flores, Elizabeth
Morales García (rúbrica), Miguel Ángel Navarro Quintero, Gilberto
Ojeda Camacho, Jorge Quintero Bello (rúbrica), José Ignacio Alberto
Rubio Chávez, María Gloria Guadalupe Valenzuela García (rúbrica),
Patricia Villanueva Abraján.»

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Publí-
quense en el Diario de los Debates y archívense los ex-
pedientes como asuntos totalmente concluidos.

COMISIONES LEGISLATIVAS

El Secretario diputado Antonio Xavier López Adame:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cá-
mara de Diputados.— LX Legislatura.— Junta de Coordi-
nación Política.

Diputado Jorge Zermeño Infante, Presidente de la Mesa
Directiva de la H. Cámara de Diputados.— Presente.

Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 34, inciso
c) de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, así como el artículo 8, tercer párrafo,
del acuerdo relativo al orden del día de las sesiones, las
discusiones de los dictámenes y la operación del Sistema
Electrónico de Votación, le solicito atentamente se someta
a consideración del pleno de la Cámara de Diputados los
siguientes cambios solicitados por el Coordinador del Gru-
po Parlamentario del PRI.

• Que el diputado Carlos Ernesto Zatarain González,
cause baja como integrante en la Comisión de Hacienda
y Crédito Público.

• Que el diputado Horacio Emigdio Garza Garza, cause
alta como Secretario en la Comisión de Hacienda y Cré-
dito Público.
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Lo anterior, para los efectos a que haya lugar.

Sin otro particular, quedo de usted.

Atentamente

Palacio Legislativo, México, DF., 21 de marzo de 2007.—  Diputado
Emilio Gamboa Patrón (rúbrica) Presidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cá-
mara de Diputados.— LX Legislatura.— Junta de Coordi-
nación Política.

Diputado Jorge Zermeño Infante, Presidente de la Mesa
Directiva de la H. Cámara de Diputados.— Presente.

Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 34, inciso
c) de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, así como el artículo 8, tercer párrafo,
del acuerdo relativo al orden del día de las sesiones, las
discusiones de los dictámenes y la operación del Sistema
Electrónico de Votación, le solicito atentamente se someta
a consideración del pleno de la Cámara de Diputados los
siguientes cambios solicitados por el diputado Héctor La-
rios Córdova, Coordinador del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional.

• Que el diputado Antonio Valladolid Rodríguez, cause
baja como integrante de la Comisión de Desarrollo Me-
tropolitano.

• Que el diputado Gerardo Antonio Escaroz Soler, cau-
se baja como integrante de la Comisión Especial de Ci-
tricultura.

Lo anterior, para los efectos a que haya lugar.

Sin otro particular, quedo de usted. 

Atentamente

Palacio Legislativo, México, DF., 21 de marzo de 2007.—  Diputado
Emilio Gamboa Patrón (rúbrica) Presidente.»

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: De en-
terado.

PEDRO VARGAS MATA

El Secretario diputado Jacinto Gómez Pasillas: «Escudo
Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cámara de
Diputados.— LX Legislatura.

Proposición con punto de acuerdo por el que exhorta a la
Secretaría de Gobernación a autorizar el traslado de los res-
tos del intérprete guanajuatense Pedro Vargas Mata a la
Rotonda de las Personas Ilustres

Los que suscriben, diputados federales de la LX legislatu-
ra Héctor Larios Córdova, Javier González Garza, Emilio
Gamboa Patrón, Gloria Lavara Mejía, Alejandro Chanona
Burguete, Ricardo Cantú Garza, Miguel Ángel Jiménez
Godínez y Marina Arvizu Rivas, con fundamento en los ar-
tículos 58, 59, 60 y demás, relativos del Reglamento para
el Gobierno Interior del Congreso General de los Estado
Unidos Mexicanos, someten a la consideración de esta so-
beranía el presente punto de acuerdo de urgente y obvia re-
solución, al tenor de las siguientes

Consideraciones

Con motivo del próximo aniversario del natalicio del artis-
ta e intérprete Pedro Vargas, conocido como el “Tenor
Continental”, los suscritos diputados ponemos a considera-
ción de ésta honorable asamblea el presente punto de
acuerdo.

Pedro Vargas nació 29 de abril de 1906, en la ciudad de San
Miguel de Allende, Guanajuato, cantó por primera vez
siendo parte del coro de la parroquia en su ciudad natal, pa-
ra después, a la edad de 15 quince años, trasladarse a la
Ciudad de México, donde comenzó su ascendente carrera
como cantante, interpretando la ópera “Caballería Rustica-
na”, el 22 de enero de 1929, en el teatro Esperanza Iris, hoy
Teatro de la Ciudad.

Posteriormente, el también conocido como “Tenor de las
Américas”, se dejo llevar por la música popular, dándole
voz a compositores mexicanos distinguidos en todo el
mundo; fue pionero en la industria musical, así como fun-
dador de la radio y la televisión, participando en la XEW,
además de colaborar en 40 películas y realizar numerosas
giras por América y Europa.

Dando muestra siempre de su pasión por el canto, abande-
ró la época de oro del bolero.



El afamado “Samurai de la Canción”, tuvo como parte de
su público, a jefes de Estado, monarcas, así como al sumo
pontífice Juan Pablo II. Fue el primer mexicano en presen-
tarse en el Carnegie Hall de Nueva York, y el primero en
dar un concierto en el Kennedy Center de Washington,
donde días antes, la Organización de Estados Americanos
(OEA), le rindió un homenaje durante una sesión ordinaria
de trabajo, convirtiéndose en el único artista, en ser reco-
nocido por este organismo.

Es de considerarse que Pedro Vargas es un ejemplo para las
generaciones presentes y futuras por su enorme contribución
a las artes y a la cultura del país; además de haber sido va-
luarte del mismo en los diversos continentes a donde, lleva-
do por su invaluable talento, representó la calidez de nuestra
gente, el carisma que siempre lo caracterizó y que lo hizo
merecedor de amistades duraderas con personalidades de ca-
da lugar que visitaba; demostrando en toda circunstancia, el
amor al trabajo, a la responsabilidad, a la familia y sobre to-
do a su México, a su tierra, y a su gente a quien le ha llega-
do el momento de reconocerle su trayectoria, no sólo como
artista, sino como mexicano ilustre, que contribuyera a ser
parte de la herencia común de todos nosotros.

Como ya es conocido, la Rotonda de los Hombres Ilustres
en el Panteón Civil de Dolores es un cementerio creado en
1872 donde se localizan los restos mortuorios de aquellas
personas que hayan realizado importantes contribuciones a
lo largo de la historia para el engrandecimiento de México.
En particular, los héroes nacionales y aquéllos mexicanos
que han destacado en sus acciones al servicio de la nación
en cualquier ámbito (militar, cívico o cultural).

Merecido es, sin duda, que el nombre de un destacado in-
terprete de la música mexicana y digno representante de la
cultura popular, como lo fue el guanajuatense, el por todos
querido “don Pedro Vargas”, sea eternizado trasladando sus
restos a la Rotonda de los Hombres Ilustres.

Cabe destacar que en fecha trece de febrero del año que
transcurre, el Senado de la República, se pronuncio a favor
de la propuesta que el día de hoy, ponemos a consideración
de esta honorable asamblea, como de urgente y obvia reso-
lución, traduciéndose en el siguiente

Punto de Acuerdo

Primero. Se exhorta a la Secretaría de Gobernación a que,
por conducto del Consejo Consultivo de la Rotonda de las

Personas Ilustres, realice las acciones necesarias para tras-
ladar los restos de don Pedro Vargas Mata, a dicho lugar.

Dado en el Salón de Sesiones, a 27 de marzo de dos mil siete.— Di-
putado Héctor Larios Córdova (rúbrica), Coordinador del Grupo Par-
lamentario del  Partido Acción Nacional; Diputado Javier González
Garza (rúbrica), Coordinador del Grupo Parlamentario del  Partido de
la Revolución Democrática; Diputado Emilio Gamboa Patrón (rúbri-
ca), Coordinador del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional; Diputada Gloria Lavara Mejía (rúbrica), Coordinadora
del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México; Di-
putado Alejandro Chanona Burguete (rúbrica), Coordinador del Grupo
Parlamentario de Convergencia; Diputado Ricardo Cantú Garza (rúbri-
ca), Coordinador del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo; Di-
putado Miguel Ángel Jiménez Godínez (rúbrica), Coordinador del Gru-
po Parlamentario de Nueva Alianza; Diputado Aída Marina Arvizu Rivas
(rúbrica), Coordinadora del Grupo Parlamentario de Alternativa..»

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Somé-
talo a votación, Secretario.

El Secretario diputado Jacinto Gómez Pasillas: En vo-
tación económica se pregunta si se aprueba. Las diputadas
y los diputados que estén por la afirmativa sírvanse mani-
festarlo. Las diputadas y los diputados que estén por la ne-
gativa sírvanse manifestarlo.

Diputado Presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Apro-
bado; comuníquese. 

Esta Presidencia saluda al nieto de don Pedro Vargas, el se-
ñor Pedro Vargas Galván, aquí presente.

El diputado Juan Manuel Parás González (desde la cu-
rul): Presidente…

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Sonido
a la curul del diputado Juan Manuel Parás.

El diputado Juan Manuel Parás González (desde la cu-
rul): Presidente, únicamente para que quedara asentado que
la votación fue unánime. Creo que sería importante por tra-
tarse de quien se trata, y de la familia. Gracias, diputado.

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Esta
Presidencia saluda también a los jóvenes estudiantes de la
primaria del Colegio Leopoldo Kiel, del Distrito Federal; de
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la escuela Francisco Mújica, de Tlalnepantla; y del colegio
Nuevo Continente, del Distrito Federal, aquí presentes.

REGISTRO DE ASISTENCIA

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Pido a
la Secretaría que instruya el cierre del sistema electrónico
de asistencia y dé cuenta del registro de las diputadas y los
diputados.

La Secretaria diputada María Eugenia Jiménez Valen-
zuela: Se informa a la Presidencia que hasta el momento
hay una asistencia de 397 diputados y diputadas. Quienes
hasta el momento no han registrado su asistencia disponen
de 15 minutos para realizarlo por cédula. Ciérrese el siste-
ma electrónico.

UNIDAD DE EVALUACION Y CONTROL

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: En vir-
tud de que la propuesta de la Comisión de Vigilancia de la
Auditoría Superior de la Federación se encuentra publica-
da en la Gaceta Parlamentaria, consulte la Secretaría a la
Asamblea si se autoriza que sólo se dé lectura al acuerdo.

El Secretario diputado Jacinto Gómez Pasillas: Por ins-
trucciones de la Presidencia se consulta a la Asamblea, en
votación económica, si se autoriza que sólo se dé lectura al
acuerdo. Las diputadas y los diputados que estén por la
afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los dipu-
tados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Diputado Presidente, mayoría por la afirmativa. 

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Se au-
toriza. Dé lectura al acuerdo.

El Secretario diputado Jacinto Gómez Pasillas: «Escudo
Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cámara de
Diputados.— LX Legislatura.— Comisión de Vigilancia de
la Auditoría Superior de la Federación

Con base en los artículos 67, fracción IX, y 93 de la Ley de
Fiscalización Superior de la Federación, y los artículos 7,

fracción I, y 9 del Reglamento Interior de la Unidad de
Evaluación y Control de la Comisión de Vigilancia de la
Auditoría Superior de la Federación, la Comisión de Vigi-
lancia de la Auditoría Superior de la Federación pone a
consideración de esta soberanía el presente acuerdo, al te-
nor de los siguientes

Antecedentes

1. Derivado del mandato establecido en el artículo 74, frac-
ción II, de nuestra Carta Magna, así como en los artículos
67, fracción VII, y 91 de la Ley de Fiscalización Superior
de la Federación, la Unidad de Evaluación y Control
(UEC) es el órgano técnico con que cuenta la Comisión de
Vigilancia para evaluar si la Auditoría Superior de la Fede-
ración (ASF) cumple con las funciones que tiene asigna-
das.

2. Las atribuciones de la UEC, su estructura orgánica, el
marco para el nombramiento del titular de la unidad y del
personal, así como los aspectos relativos a su régimen la-
boral, se encuentran establecidos en la Ley de Fiscaliza-
ción Superior de la Federación (LFSF), que entró en vigor
el 30 de diciembre de 2000, y en su reglamento interior, pu-
blicado en el Diario Oficial de la Federación el 14 de no-
viembre de 2001.

3. El 30 de abril de 2003, el Pleno de esta honorable Cá-
mara de Diputados aprobó el nombramiento del licenciado
Roberto Michel Padilla como titular de la Unidad y en la
misma fecha rindió la protesta correspondiente.

4. Toda vez que el artículo 9 del Reglamento Interior de la
Unidad de Evaluación y Control establece que el término
del cargo del titular de la unidad es de 4 años, mismo que
podrá prorrogar la Cámara, a propuesta de la Comisión, el
28 de febrero de 2007, en sesión plenaria, la Comisión
aprobó el procedimiento para prorrogar o nombrar al titu-
lar de la unidad.

5. En el marco de dicho procedimiento, el licenciado Ro-
berto Michel Padilla presentó un informe de gestión del pe-
riodo 2003-2006 y compareció ante el pleno de la comi-
sión; asimismo, se realizó una reunión de trabajo para
evaluar dicho informe.

6. Con esta base, en su reunión celebrada el 13 de marzo de
2007, la mesa directiva de la comisión resolvió, por unani-
midad, proponer al pleno de la comisión el presente reso-
lutivo.



Con estos antecedentes y una vez que se analizó, evaluó y
discutió el informe anteriormente citado, la comisión ex-
pone las siguientes

Consideraciones

1. Que para dar cumplimiento a su mandato, desde el ini-
cio de sus funciones en 2003, la unidad ha desarrollado seis
líneas de acción, mismas que se han mantenido en sus pro-
gramas de trabajo anuales. Dichas líneas son:

• Apoyar a la comisión en su atribución de evaluar el tra-
bajo de la Auditoría Superior de la Federación.

• Brindar asesoría jurídica a la comisión.

• Desarrollar estudios y publicaciones vinculados a la
fiscalización superior.

• Crear y actualizar la normatividad interna de la unidad.

• Fomentar la vinculación institucional.

• Administrar de manera eficiente los recursos asigna-
dos a la unidad.

2. Dichas líneas de trabajo, así como las actividades dise-
ñadas en cada una para el cumplimiento de las atribuciones
legalmente asignadas han marcado un desempeño orienta-
do a cumplir con la evaluación de la ASF, aportando ele-
mentos para mejorar el proceso de fiscalización superior e
incrementar la calidad del trabajo del órgano de fiscaliza-
ción superior.

3. En lo que respecta a la evaluación del trabajo de la ASF,
destacan los análisis a los Informes del Resultado de la Re-
visión y Fiscalización Superior de la Cuenta Pública 2002,
2003 y 2004. Dichos ejercicios permitieron el diseño, ins-
trumentación y consolidación de una metodología acorde
con el objetivo de profundizar en el estudio y análisis de
los resultados de la revisión de la Cuenta Pública, aportan-
do elementos útiles a la Cámara de Diputados e identifi-
cando áreas para mejorar el sistema de fiscalización y el
trabajo de la ASF. Resaltan, en este sentido:

• La revisión de los resultados de las mil 98 auditorías
practicadas por la ASF, para la revisión y fiscalización
superior de las cuentas públicas de los años 2002, 2003
y 2004.

• La generación de ciento once recomendaciones a la
ASF, que la Comisión entregó públicamente a la Audi-
toría y que dieron origen a los programas de mejora, en
donde se incluyeron compromisos y acciones que se
llevarían a cabo entre 2005 y 2008.

• El mejoramiento del informe con que la ASF presenta
los resultados de las auditorías practicadas, el cuidado
en el manejo de la información sobre los efectos econó-
micos y contables de la revisión, el equilibrio de la cali-
dad de las revisiones, la mayor consistencia técnica y
metodológica de las auditorías, la mayor participación
del órgano fiscalizador en aquellas observaciones-ac-
ciones que le corresponde fincar directamente, así como
la inclusión del Dictamen de Auditoría en cada caso.

• El crecimiento del número de auditorías de desempe-
ño, así como la presencia de la ASF en las revisiones de
recursos federales que ejercen estados y municipios.

• El seguimiento de las observaciones-acciones promo-
vidas por la ASF.

• El estudio del marco jurídico de la fiscalización y la
necesidad de seguir legislando en temas como las facul-
tades de la ASF, las áreas y figuras que se han manteni-
do al margen de la rendición de cuentas, los tiempos de
presentación de la Cuenta Pública y de su revisión, y el
carácter vinculatorio de las acciones promovidas.

• Las propuestas para evaluar de manera integral y per-
manente las áreas de alto riesgo del Estado, vinculadas
a pasivos contingentes; así como los procesos de liqui-
dación de entidades financieras y la situación de la ban-
ca de desarrollo.

4. Derivado de las siete visitas de evaluación practicadas a
la ASF, en el marco de las revisiones de las cuentas públi-
cas 2001 y 2002, se constató que la ASF practicó las audi-
torías de conformidad con su marco legal y normativo,
aunque se promovieron recomendaciones para mejorar la
planeación y desarrollo de auditorías, el seguimiento y
control de observaciones, y la información sobre resarci-
mientos y solventación de acciones promovidas.

5. Se realizaron diez auditorías a la ASF: tres a los estados
financieros; una de carácter especial, al rubro de Bancos e
Inversiones; dos de evaluación de la selección y contrata-
ción de personas físicas, empresas y despachos de audito-
ría externa; dos al área de recursos humanos; una al Insti-
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tuto de Capacitación y Desarrollo en Fiscalización Supe-
rior, y una a los sistemas de control interno. A través de
ellas se ejerció la facultad de evaluación a la ASF, que es-
tá a cargo de la Comisión de Vigilancia, y se formularon las
observaciones y recomendaciones que se ameritaron, se-
gún lo expuesto en el informe de referencia.

6. Se ha hecho el seguimiento presupuestal de la ASF, a
partir de la recepción y revisión de la cuenta comprobada
que la ASF envía mensualmente a la comisión.

7. La UEC asumió las funciones de contraloría, responsa-
bilidades y registro y control patrimonial, con lo que se ha
dado pleno cumplimiento a las atribuciones legales de la
UEC y a las disposiciones transitorias en esta materia. Los
resultados de estas funciones, así como de las actuaciones
derivadas, dan cuenta del desempeño alcanzado por la uni-
dad en relación con la verificación del cumplimiento de las
responsabilidades a cargo de los servidores públicos de la
ASF.

8. Aunado a lo anterior, se realizó la revisión y análisis de
los programas de trabajo e informes de actividades de la
ASF; de los programas anuales de Auditorías, Visitas e Ins-
pecciones para la Revisión y Fiscalización Superior de la
Cuenta Pública 2002, 2003, 2004 y 2005; los programas de
mejora y los presupuestos anuales de la ASF.

9. De igual forma, la unidad brindó asesoría jurídica a la
comisión en diversas materias y contribuyó en el análisis
del marco legal de la fiscalización superior, así como en el
desarrollo de diversas iniciativas de reforma que fueron
presentadas en la legislatura anterior.

10. En el rubro de publicaciones destacan las memorias de
los análisis a los Informes de la Revisión y Fiscalización
Superior de la Cuenta Pública 2002, 2003 y 2004; los ma-
teriales que integran la Biblioteca de Fiscalización Supe-
rior; diversos estudios jurídicos, así como las memorias de
los foros realizados en anteriores legislaturas, acervo que,
en opinión de esta comisión, constituye un recurso de pri-
mera importancia para enriquecer el conocimiento y deba-
te en la materia.

11. En cuanto a los recursos humanos, materiales y finan-
cieros a cargo de la Unidad, el informe da cuenta de una
administración eficiente, así como de la integración de un
equipo de trabajo capaz, confiable y responsable en el
cumplimiento de las tareas que tiene asignadas. 

12. De igual forma, la comparecencia del actual titular de
la unidad ante el Pleno de la Comisión, así como las pre-
guntas que se le formularon, dieron pie a la evaluación de
dicho funcionario en el cumplimiento de las tareas que tie-
ne asignadas, de acuerdo con el artículo 91 de la LFSF y el
reglamento interior de la unidad, sin que se desprendieran
observaciones de su ejercicio que motivaran una propuesta
contraria a la de su prórroga en el cargo que actualmente
ocupa.

Atendiendo a las consideraciones y antecedentes expues-
tos, la comisión emite las siguientes

Conclusiones

1. La comisión reconoce que la Unidad de Evaluación y
Control, como órgano técnico de apoyo, representa un ac-
tivo institucional de primera importancia para el desempe-
ño de las funciones que tiene asignadas.

2. La comisión considera que el desempeño de la Unidad
de Evaluación y Control durante el periodo evaluado ha si-
do satisfactorio y ha cumplido plenamente con las atribu-
ciones y funciones que tiene legalmente asignadas.

3. De igual forma, la comisión considera que su actual ti-
tular, licenciado Roberto Michel Padilla, ha cumplido sa-
tisfactoriamente con las tareas asignadas y con las respon-
sabilidades que por ley le corresponden.

4. En virtud de lo anterior, la comisión propone al Pleno de
la Cámara de Diputados la prórroga del licenciado Rober-
to Michel Padilla al frente de la unidad.

5. Aunado a ello, la comisión hace un exhorto al licencia-
do Roberto Michel Padilla para que, en ánimo de mejorar
el desempeño de la Unidad y avanzar en su consolidación,
esté atento a las recomendaciones técnicas que la comisión
le formule. Asimismo, le recomienda observar el cuidado
que su encargo, responsabilidades e información a su al-
cance requieren.

6. Producto del análisis del informe de gestión, la compa-
recencia del titular de la unidad y las mesas de trabajo en
donde participaron diputados y funcionarios de la unidad,
se emitieron diversas propuestas y recomendaciones que la
Comisión recuperará, a fin de integrarlas en un documento
que se entregará formalmente al titular de la unidad, a fin
de que las considere e incorpore en su programa de trabajo
y en el desarrollo de sus actividades.



Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en los ar-
tículos 67, fracción IX, y 93 de la Ley de Fiscalización Su-
perior de la Federación, y los artículos 7, fracción I, y 9 del
Reglamento Interior de la Unidad de Evaluación y Control
de la Comisión de Vigilancia de la Auditoría Superior de la
Federación, la Comisión de Vigilancia de la Auditoría Su-
perior de la Federación propone al Pleno de esta honorable
soberanía el siguiente

Acuerdo

Único. Se prorroga el nombramiento del licenciado Rober-
to Michel Padilla como titular de la Unidad de Evaluación
y Control de la Comisión de Vigilancia de la Auditoría Su-
perior de la Federación, por un periodo de cuatro años, del
1° de mayo de 2007 al 30 de abril de 2011.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 14 días del mes de
marzo de 2007.

La Comisión de Vigilancia de la Auditoría Superior de la Federación.
Diputados: Antonio Ortega Martínez (rúbrica), presidente; Alma
Edwviges Alcaraz Hernández (rúbrica), Mario Alberto Salazar Made-
ra, Antonio Valladolid Rodríguez (rúbrica), Pablo Trejo Pérez (rúbri-
ca), Gerardo Sosa Castelán (rúbrica), Víctor Leopoldo Valencia de los
Santos, Alan Notholt Guerrero (rúbrica), Elías Cárdenas Márquez (rú-
brica), Jaime Cervantes Rivera (rúbrica), secretarios; Moisés Alcalde
Virgen (rúbrica), Carlos Altamirano Toledo (rúbrica), Obdulio Ávila
Mayo (rúbrica), Itzcóatl Tonatiuh Bravo Padilla (rúbrica), Francisco
Javier Calzada Vázquez, María Mercedes Colín Guadarrama, Horacio
Emigdio Garza Garza, Javier Guerrero García, José Martín López Cis-
neros (rúbrica), Hugo Eduardo Martínez Padilla (rúbrica), José Anto-
nio Muñoz Serrano (rúbrica), José Murat (rúbrica), Francisco Javier
Murillo Flores, Dolores María del Carmen Parra Jiménez (rúbrica),
Edgar Martín Ramírez Pech (rúbrica), Rolando Rivero Rivero, Enrique
Serrano Escobar (rúbrica).»

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Se au-
toriza y, en consecuencia, está a discusión el acuerdo. Ha
solicitado la palabra por la comisión el diputado Carlos Al-
tamirano Toledo.

El diputado Carlos Altamirano Toledo: Con su permiso,
señor Presidente. Compañeras y compañeros diputados,
hoy vengo a fijar la posición de la Comisión de Vigilancia
de la Auditoría Superior de la Federación en esta prórroga
del nombramiento de Michel para ocupar la Unidad de
Control y Evaluación por las siguientes razones:

La reformas de 1999 a los artículos 74 y 79 de nuestra Car-
ta Magna tuvieron como premisa fundamental fortalecer la
facultad de la Cámara de Diputados en la fiscalización su-
perior de la Cuenta Pública al renovar el marco institucio-
nal.

Con esta reforma se sustituyó la antigua y centenaria Con-
taduría Mayor de Hacienda por la Auditoría Superior de la
Federación, como el órgano técnico de la Cámara para re-
visar el destino y la aplicación de los recursos públicos.

Con esta reforma se reafirmó en la Constitución que la fis-
calización de la Cuenta Pública es una facultad distintiva
de la Cámara de Diputados que tiene por objeto conocer los
resultados de la gestión financiera, comprobar si se ha ajus-
tado a los criterios señalados por el Presupuesto y verificar
el cumplimiento de los objetivos contenidos en los progra-
mas, para lo cual se apoyaría en la Auditoría Superior de la
Federación.

No obstante, en el marco de la cultura de la rendición de
cuentas la Cámara determinó que la Comisión de Vigilan-
cia se encargara de verificar que la Auditoría Superior de la
Federación cumpliera las funciones que la ley le confiere,
para lo cual se apoyaría en un órgano técnico especializa-
do denominado Unidad de Evaluación y Control, el cual
forma parte de la estructura de la misma comisión.

El 30 de abril de 2003 el Pleno de esta soberanía aprobó el
nombramiento del licenciado Roberto Michel Padilla como
titular de la Unidad de Evaluación y Control y en esa mis-
ma fecha rindió la protesta correspondiente.

El artículo 9 del Reglamento Interior de la Unidad de Eva-
luación y Control establece que el término del cargo es de
cuatro años y, a propuesta de la Comisión de Vigilancia, la
Cámara puede prorrogar el nombramiento hasta por otro
periodo igual.

Los diputados integrantes de la Comisión de Vigilancia
analizaron esta disposición con toda seriedad, y en sesión
plenaria del 28 de febrero pasado aprobaron el procedi-
miento para prorrogar o, en su caso, nombrar al titular de
la unidad, de conformidad con lo que establece la legisla-
ción y normatividad aplicables.

Como parte del procedimiento el licenciado Roberto Mi-
chel Padilla, actual titular de la Unidad de Evaluación y
Control, presentó un informe de gestión del periodo 2003-
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2006 y compareció ante el pleno de la comisión para aten-
der las preguntas de los legisladores. Derivado de ello se
acordó constituir una subcomisión de diputados encargada
de analizar los documentos remitidos por el actual titular
de la unidad.

Para disponer de elementos suficientes, la subcomisión
analizó los documentos entregados y llevó a cabo reunio-
nes de trabajo en las que incluso participó el personal de
mayor responsabilidad de la Unidad de Evaluación y Con-
trol, así como asesores de los diputados de la comisión.

De hecho, de la evaluación practicada por la comisión se
considera que en los cuatro años de trabajo de la unidad se
atendió el mandato de ley de vigilar el cumplimiento de las
funciones de los servidores públicos de la Auditoría Supe-
rior de la Federación.

Pero además, consideramos que se contribuyó a institucio-
nalizar un esquema de evaluación del órgano fiscalizador,
a mejorar su desempeño en la revisión de la Cuenta Públi-
ca y a perfeccionar la facultad de fiscalización de la Cáma-
ra de Diputados.

En general, la evaluación al actual titular de la unidad en el
cumplimiento de las funciones que le corresponde no arro-
jó observaciones de su ejercicio que motivaran una pro-
puesta contraria a la de su prórroga en el cargo que actual-
mente ocupa.

Es en razón de lo anterior que el pleno de la Comisión de
Vigilancia de la Auditoría Superior de la Federación con-
cluyó que la Unidad de Evaluación y Control es un órgano
técnico de apoyo de primera importancia para el desempe-
ño de las funciones que tiene asignadas; que su desempeño
durante el periodo evaluado ha sido satisfactorio, cum-
pliendo plenamente las atribuciones y funciones que tiene
legalmente asignadas; y que ha acumulado gran experien-
cia para seguir aportando al trabajo de la comisión y de la
Cámara, en beneficio del sistema de fiscalización superior
del país.

Por ello, con el voto unánime de sus integrantes, la Comi-
sión de Vigilancia de la Auditoría Superior de la Federa-
ción propone a esta soberanía el acuerdo para que el licen-
ciado Roberto Michel Padilla sea ratificado en el cargo de
titular de la Unidad de Evaluación y Control de la Comi-
sión de Vigilancia, por un periodo de cuatro años contados
a partir del 1 de mayo de 2007. Es cuanto, diputada Presi-
denta.

Presidencia de la diputada 
María Elena Álvarez Bernal

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Gracias, señor diputado. No habiendo más oradores regis-
trados, se considera el punto de acuerdo suficientemente
discutido. Pido a la Secretaría que abra el sistema electró-
nico por 10 minutos para proceder a la votación del acuer-
do.

El Secretario diputado Jacinto Gómez Pasillas: Hágan-
se los avisos a que se refiere el artículo 161 del Reglamen-
to Interior. Ábrase el sistema electrónico por 10 minutos
para proceder a la votación del acuerdo.

(Votación)

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Esta Presidencia da una cordial bienvenida a los estudian-
tes de maestría y doctorado de la Universidad de Berkeley,
Estados Unidos. Se encuentra en nuestro país este grupo de
estudiantes para sostener una reunión de trabajo con la Co-
misión de Seguridad Pública de esta Cámara de Diputados.
Sean bienvenidos y les deseamos muy feliz estancia.

El Secretario diputado Jacinto Gómez Pasillas: Se emi-
tieron 345 votos en pro, 0 en contra y 1 abstención.

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Aprobado por 345 votos el acuerdo. Se prorroga el
nombramiento del licenciado Roberto Michel Padilla
como titular de la Unidad de Evaluación y Control de la
Comisión de Vigilancia de la Auditoría Superior de la
Federación por un periodo de cuatro años, del 1 de ma-
yo de 2007 al 30 de abril de 2011; comuníquese.

CODIGO FEDERAL DE INSTITUCIONES 
Y PROCEDIMIENTOS ELECTORALES

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Pasamos a la parte de iniciativas de los señores diputados.
Esta Presidencia recibió del grupo parlamentario del PRI
iniciativa que reforma el artículo 190 del Código Federal
de Instituciones y Procedimientos Electorales. 

El Secretario diputado Jacinto Gómez Pasillas: «Inicia-
tiva que reforma el artículo 190 del Código Federal de Ins-



tituciones y Procedimientos Electorales, a cargo del Grupo
Parlamentario del PRI

Los que suscriben, diputados federales integrantes del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional
de la LX Legislatura del honorable Congreso de la Unión,
con fundamento en la fracción II del artículo 71 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los
artículos 55 y 62 del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
someten a la consideración de esta asamblea la siguiente
iniciativa con proyecto de decreto, que reforma el Código
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales.

Exposición de Motivos

Para una democracia moderna, suena ilógico que se permi-
tan las campañas hasta tres días antes de las elecciones y
que no se permita la difusión de encuestas o sondeos de
opinión en el mismo periodo. Por esa razón se propone ho-
mologar el cierre del periodo para difundir los resultados
de encuestas o sondeos de opinión que tengan por objeto
dar a conocer las preferencias electorales de los ciudadanos
con el cierre de campañas.

Por las consideraciones expuestas y con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 55, fracción
II, 56 y 62 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, so-
metemos a la consideración de la Cámara de Diputados la
presente iniciativa con proyecto de

Decreto de reforma del artículo 190 del Código Federal
de Instituciones y Procedimientos Electorales

Artículo Único. Se reforman el párrafo cuarto del artículo
190 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos
Electorales, para quedar como sigue:

Artículo 190

1. Las campañas electorales…

2. El día de la jornada electoral…

3. Quien solicite u ordene…

4. Durante los tres días previos a la elección y hasta la
hora del cierre oficial de las casillas que se encuentren

en las zonas de husos horarios más occidentales del te-
rritorio nacional, queda prohibido publicar o difundir
por cualquier medio, los resultados de encuestas o son-
deos de opinión que tengan por objeto dar a conocer las
preferencias electorales de los ciudadanos, quedando
sujetos quienes lo hicieren, a las penas aplicables a los
que incurran en alguno de los tipos previstos y sancio-
nados en el artículo 403 del Código Penal para el Dis-
trito Federal en materia de Fuero Común y para toda la
República en materia de Fuero Federal.

5. Las personas físicas o morales…

6. El Instituto, a petición de…

Transitorio

Primero. La presente ley entrará en vigor al día siguiente
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, México, DF, a 27 de marzo de
2007.— Diputado Horacio Emigdio Garza Garza (rúbrica).»

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Túrnese a la Comisión de Gobernación.

LEY FEDERAL DEL TRABAJO

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Tiene la palabra el diputado Carlos Sánchez Barrios, del
grupo parlamentario del PRD, para presentar iniciativa que
reforma diversas disposiciones de la Ley Federal del Tra-
bajo.

El diputado Carlos Sánchez Barrios: Con el permiso de
la Presidencia. Compañeras diputadas, compañeros diputa-
dos:

«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de la Ley
Federal del Trabajo

El suscrito, diputado federal a la LX Legislatura del hono-
rable Congreso de la Unión, Carlos Sánchez Barrios, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática, en ejercicio de la facultad que le
conceden los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 55, fracción
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II, del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos se permite so-
meter a consideración de esta honorable asamblea iniciati-
va con proyecto de decreto que reforma diversas disposi-
ciones de la Ley Federal del Trabajo, al tenor de la
siguiente

Exposición de Motivos

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
señala, en su artículo 4, que las niñas y los niños tienen de-
recho a la satisfacción de sus necesidades de alimentación,
salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo
integral; asimismo, obliga al Estado a proveer lo necesario
para propiciar el respeto a la dignidad de la niñez y el ejer-
cicio pleno de sus derechos. Por otra parte, el artículo 123,
fracción III, de nuestra Ley Primaria prohíbe la utilización
del trabajo de los menores de catorce años y establece que
la jornada laboral de los menores de dieciséis no deberá ser
mayor de seis horas.

Además, el documento firmado por México en la Conven-
ción sobre los Derechos del Niño obliga a los Estados par-
tícipes a proteger a las niñas y niños contra la explotación
económica y contra el desempeño de cualquier trabajo que
sea peligroso, entorpezca su educación o sea nocivo para
su salud, desarrollo físico, mental, espiritual, moral o so-
cial; al mismo tiempo, instruye a los Estados para que
adopten medidas legislativas, administrativas, sociales y
educativas que garanticen la aplicación de ese derecho.

Sin embargo, la realidad que a diario enfrentamos nos re-
vela el incumplimiento de estas normas: todos los días, en
las calles, observamos a niñas y niños que trabajan, cuan-
do deberían estar atendiendo labores escolares. Reciente-
mente, los medios informativos difundieron el fallecimien-
to del menor de 8 años, David Salgado Aranda, originario
del municipio de Tlapa Comonfort, Guerrero, quien murió
durante su jornada laboral en un campo agrícola de Sina-
loa. De la misma forma, en fechas recientes medio cente-
nar de niñas y niños que estaban sujetos a una jornada de
trabajo de entre 8 y 10 horas, superior a lo dispuesto en la
ley, fueron despedidos de la minera Luismin, la cual es una
empresa de capital canadiense que extrae oro en el pobla-
do de Carrizalillo, municipio de Eduardo Neri, Guerrero.

En el país, uno de cada seis niños de entre 6 y 14 años de
edad desempeña un trabajo; de ellos, una cuarta parte no
asiste a la escuela: el Instituto Nacional de Estadística, Ge-

ografía e Informática reporta que en México cerca de 3.3
millones de niñas y niños trabajan; dos terceras partes de
ellos tienen entre12 y 14 años y la otra tercera parte, entre
6 y 11.

Para enfrentar esta situación, la Ley Federal del Trabajo,
Reglamentaria del artículo 123 de la Constitución, estable-
ce las bases para proteger los derechos de las niñas y niños:
impone como edad mínima de trabajo los 14 años y exige
a los empleadores condiciones de seguridad para la presta-
ción de los servicios de los mayores de 14 años y menores
de 16. Asimismo, sanciona a quienes incumplan esos line-
amientos: el artículo 995 de esa ley señala:

Al patrón que viole las normas que rigen el trabajo de las
mujeres y de los menores de edad se le impondrá multa por
el equivalente de 3 a 155 veces el salario mínimo general,
calculado en los términos del artículo 992.

El objetivo de la reforma es aumentar la multa para quie-
nes infrinjan las disposiciones que protegen los derechos
de las niñas y niños y de las mujeres; considero que es in-
justo castigar a empresas millonarias, como la minera Luis-
min, por ejemplo, con una multa que actualmente va de en-
tre 150 y 7 mil 300 pesos; sobre todo, cuando se atenta
contra los derechos humanos de lo más valioso que tiene
nuestra nación: las niñas y los niños.

No es posible que se castigue de forma más severa a quie-
nes atentan contra la flora y fauna silvestre, que a quienes
infringen los derechos de las personas: actualmente el Có-
digo Penal Federal establece una condena de uno a nueve
años de prisión y el equivalente a una sanción económica
de entre trescientos y tres mil días de multa para aquellos
que ponen en riesgo a plantas y animales silvestres. Es im-
portante señalar que el Código Penal Federal fija las san-
ciones pecuniarias en días de multa, estableciendo que el
día multa equivale a la percepción neta diaria del senten-
ciado en el momento de consumar el delito, tomando en
cuenta todos sus ingresos y el límite inferior del día de
multa es el salario mínimo, disposición que implica que su
asignación responde a criterios de justicia. 

Con el objetivo de lograr mayor equidad, es pertinente mo-
dificar el artículo 992 de la Ley Federal del Trabajo, de tal
forma que la sanción pecuniaria se establezca en días de
multa equivalente a la percepción neta diaria del infractor
en el momento de incumplir con las disposiciones de la ley
de merito, tomando en cuenta todos sus ingresos, y señalar



que el límite inferior del día multa será el equivalente al sa-
lario mínimo diario vigente en el lugar donde se consumó
la infracción. Actualmente este artículo dispone:

Las violaciones a las normas de trabajo cometidas por los
patrones o por los trabajadores se sancionarán de confor-
midad con las disposiciones de este título, independiente-
mente de la responsabilidad que les corresponda por el in-
cumplimiento de sus obligaciones.

La cuantificación de las sanciones pecuniarias que en el
presente título se establecen, se hará tomando como base
de cálculo la cuota diaria de salario mínimo general vigen-
te en el lugar y tiempo en que se cometa la violación.

Asimismo, se propone castigar a quienes atenten contra los
derechos de las niñas y niños y de las mujeres, en materia
laboral, con una sanción de entre 5 mil y 10 mil días de
multa –lo que hoy equivaldría, por lo menos, a un monto
de entre 250 mil y 500 mil pesos– que, cierto, no es sufi-
ciente para reparar el daño; no obstante, representa una car-
ga superior para quienes violen las disposiciones legislati-
vas. 

Por los motivos expuestos, me permito proponer la si-
guiente iniciativa con proyecto de:

Decreto por el que se reforman diversas disposiciones
de la Ley Federal del Trabajo

Artículo Único: Se Reforman los artículos 992, segundo
párrafo, y 995 de la Ley Federal del Trabajo, para quedar
como sigue:

Artículo 992. …

Las sanciones pecuniarias que se establecen en el pre-
sente título se fijarán por días multa. El día multa equi-
vale a la percepción neta diaria del infractor en el tiem-
po en que se cometa la violación. Para los efectos de esta
ley, el límite inferior del día multa será el equivalente al
salario mínimo diario vigente en el lugar donde se co-
metió la violación.

Artículo 995. Al patrón que viole las normas que rigen el
trabajo de las mujeres y los menores se le impondrá una
sanción de 5 mil a 10 mil días de multa, calculado en los
términos del artículo 992.

Transitorio

Único: El presente decreto entrará en vigor el día de su pu-
blicación en el Diario Oficial de la Federación.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de marzo de
2007.— Diputado Carlos Sánchez Barrios (rúbrica).»

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Gracias, señor diputado. Túrnese a la Comisión de Tra-
bajo y Previsión Social.

Esta Presidencia saluda cordialmente al grupo que hoy nos
visita del Centro Universitario de Desarrollo Empresarial y
Pedagógico del Distrito Federal. Gracias, y sean bienveni-
dos.

Igualmente expresa un cordial saludo al grupo de concur-
santes de la Semana Nacional de la Ciudadanía y la Demo-
cracia 2006, que han venido de las diferentes escuelas que
conforman el IV distrito de Tulancingo de Bravo, Hidalgo.
Felicidades.

LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Se concede el uso de la palabra al diputado Arnulfo Elías
Cordero Alfonzo, del grupo parlamentario del PRI, para
presentar iniciativa que reforma el artículo 2o. de la Ley
del Impuesto al Valor Agregado.

El diputado Arnulfo Elías Cordero Alfonzo: Con su per-
miso, señora Presidenta. Compañeros diputados, el suscri-
to, Arnulfo Elías Cordero Alfonzo, diputado federal por el
VIII distrito del estado de Chiapas, integrante del Partido
Revolucionario Institucional de la LX Legislatura de la Cá-
mara de Diputados del Honorable Congreso de la Unión, y
con fundamento en lo dispuesto en el artículo 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, y con apoyo en lo previsto en los artículos 55, frac-
ción II, 56, 62 y 63 del Reglamento para el Gobierno Inte-
rior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, somete a consideración de esta soberanía la si-
guiente iniciativa que reforma el cuarto párrafo del artícu-
lo 2o. de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, al tenor
de los siguientes antecedentes:
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La frontera sur de nuestro país se compone de regiones ge-
opolíticas estratégicas y prioritarias que consolidan al Es-
tado mexicano en su conjunto y contribuyen a la unidad, la
soberanía y la independencia nacional. La paz y la demo-
cracia son sustantivas, pero no menos el impulso planifica-
do y de gran visión que el Estado mexicano debe otorgar a
cada entidad federativa de la frontera sur para su desarro-
llo y crecimiento económico, y así rescatarlas de la insegu-
ridad, la parálisis económica y la falta de oportunidades.

Al hablar de la región frontera sur nos referimos a una de
las zonas más pobres de México, donde contrastan las ri-
quezas de sus recursos naturales, los rezagos sociales y cu-
yos estímulos para salir de ellos son insuficientes por par-
te de la federación y por parte del Estado. Su grandeza
histórica no corresponde en forma alguna a los últimos lu-
gares de analfabetismo, nutrición, salud, vivienda y otros
indicadores de los mínimos niveles de bienestar, que la
convierten en una región empobrecida y de grandes con-
trastes socioeconómicos.

Exposición de motivos: la Ley del Impuesto al Valor Agre-
gado, en el párrafo cuarto del artículo 2o. establece, con
marcadas excepciones, una tasa reducida de 10 por ciento
para los estados de las regiones fronterizas de nuestro país.

El establecimiento de zonas diferenciadas en la aplicación
del impuesto al valor agregado se remonta a cinco etapas
publicadas en el Diario Oficial de la Federación: la de
1978, donde se incorpora la frontera norte; la de 79, donde
se incorpora la frontera sur, Belice y Guatemala; la de
1991, donde desaparecen los tratamientos diferenciales; la
de 95, donde se reinstalan nuevamente; y la de 2002, don-
de se incorpora Caborca, Sonora.

Esa tasa reducida se remite a la necesidad de contar con ta-
sas competitivas frente a las naciones vecinas, como Esta-
dos Unidos de América, donde en los impuestos al consu-
mo rondan tasas de 6 a 8 por ciento, y en Guatemala la de
12 por ciento.

Los municipios de Comitán de Domínguez y La Trinitaria,
en el estado de Chiapas, necesitan incentivos fiscales para
estimular la creación de empleos necesarios para la reacti-
vación económica de esa región.

Esos municipios de la frontera sur-sureste del país cuentan
con una economía poco desarrollada, basada en actividades
económicas primarias fundamentalmente. Por ello estima-
mos impostergable promover su desarrollo económico, tra-

tándolos en los mismos términos fiscales que la región
fronteriza del norte y el estado de Quintana Roo, con un ti-
po de estímulo fiscal a 10 por ciento, según la Ley del Im-
puesto al Valor Agregado, en los cuales se argumenta la
existencia de características como alto nivel de competiti-
vidad y alto número de transacciones comerciales diarias,
así como en lugares como Baja California Norte y Sur, y
Sonora, donde se rebasa la franja de los 20 kilómetros a
partir de las líneas fronterizas.

Un ejemplo de lo anterior es que el municipio de Comitán
de Domínguez y su cabecera municipal se establecen a 70
kilómetros de dicha franja fronteriza y a 28 kilómetros en
línea recta de su límite territorial con Guatemala, en el pun-
to denominado Del Carmen Shan.

La Trinitaria se incluye en los municipios que se encuen-
tran dentro de la franja fronteriza de los 20 kilómetros pa-
ralelos a las líneas divisorias internacionales, por lo que se
ubica en desventaja competitiva con las poblaciones fron-
terizas guatemaltecas.

Es importante señalar que el 29 de marzo de 1994 Comitán
de Domínguez fue declarado zona de franja fronteriza por
parte de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en
oficio número 326-A-I-3607; un momento de alegría e ilu-
sión; sin embargo, vinieron 13 años de decepción.

El principio de proporcionalidad en materia tributaria estri-
ba en que las contribuciones deberán respetar las capacida-
des contributivas de los sujetos pasivos. Por otro lado, el
principio de equidad establece que las contribuciones tra-
ten de manera igualitaria a todos aquellos que la enfrentan.

En tal virtud, solicito de usted, ciudadano Presidente de la
Mesa Directiva, que turne la presente iniciativa a la Comi-
sión de Hacienda y Crédito Público, para que en los térmi-
nos establecidos en el artículo 87 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos emita el dictamen correspondiente a es-
ta reforma tan necesaria para los municipios de Comitán y
La Trinitaria, para lo cual sometemos a la consideración
del Pleno de la Cámara de Diputados la siguiente iniciati-
va que reforma el cuarto párrafo del artículo 2o. de la Ley
del Impuesto al Valor agregado.

Único. Se reforma el cuarto párrafo del artículo 2o. de la
Ley del Impuesto al Valor Agregado, para quedar como si-
gue:



Artículo 2o. Para los efectos de esa ley, se considera como
región fronteriza, además de la franja fronteriza de 20 ki-
lómetros, paralela a las líneas divisorias internacionales de
norte y sur del país, todo el territorio de los estados de Ba-
ja California, Baja California Sur y Quintana Roo, así co-
mo la región parcial del estado de Sonora comprendida en
los siguientes límites: al norte la línea divisoria internacio-
nal desde el cauce del Río Colorado hasta el punto situado
en esa línea a 10 kilómetros al oeste del municipio de Plu-
tarco Elías Calles.

Desde ese punto, una línea recta para llegar hasta la costa,
a un punto situado a 10 kilómetros al este de Puerto Peñas-
co. De ahí, siguiendo el cauce de ese río hacia el norte, has-
ta encontrar la línea divisoria internacional, como también
los municipios de Caborca y de Cananea, en Sonora; Co-
mitán de Domínguez y La Trinitaria, en el estado de Chia-
pas.

Transitorio. Único. El presente decreto entrará en vigor el
día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Muchas gracias por su atención. Es cuanto, señora Presi-
denta. Solicito a la Presidencia que el texto íntegro se pu-
blique en el Diario de los Debates. Muchas gracias.

«Iniciativa que reforma el artículo 2o. de la Ley del Im-
puesto al Valor Agregado, a cargo del diputado Arnulfo Elí-
as Cordero Alfonzo, del Grupo Parlamentario del PRI

El suscrito, Arnulfo Elías Cordero Alfonso, diputado fede-
ral por el VIII distrito de Chiapas, integrante del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional de
la LX Legislatura de la Cámara de Diputados del Congre-
so de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en el artí-
culo 71, fracción II), de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, y con apoyo en lo previsto en los
artículos 55, fracción II, 56, 62 y 63 del Reglamento para
el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, somete a la consideración de esta so-
beranía la presente iniciativa que reforma el cuarto párrafo
del artículo 2 de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, al
tenor de los siguientes

Antecedentes

La frontera sur de nuestro país se compone de regiones ge-
opolíticas estratégicas y prioritarias que consolidan al Es-

tado mexicano en su conjunto, y contribuyen a la unidad,
la soberanía y la independencia nacional. La paz y la de-
mocracia son sustantivas, pero no menos el impulso plani-
ficado y de gran visión que el Estado mexicano debe otor-
gar a cada entidad federativa en la frontera sur para su
desarrollo y crecimiento económico, y así rescatarlas de la
inseguridad, la parálisis económica y la falta de oportuni-
dades.

No obstante, debe reconocerse que la aparición recurrente
de conflictos sociopolíticos en el sur mexicano tienen co-
mo característica común las condiciones arraigadas de po-
breza, desigualdades, marginación y olvido que han carac-
terizado a dicha región.

Al hablar de la región fronteriza sur nos referimos a una de
las zonas más pobres de México, donde contrastan las ri-
quezas de sus recursos naturales y los rezagos sociales, y
cuyos estímulos para salir de ellos son insuficientes por
parte de la federación y del estado. En esas áreas sobresa-
len etnias indígenas de predominio maya con altos índices
de marginación, analfabetismo, pobreza, desnutrición, in-
certidumbre y falta de oportunidades para acceder a los mí-
nimos niveles de bienestar, lo que hace que un gran núme-
ro de los habitantes vivan en condiciones de extrema
pobreza y alto grado de marginación.

Su grandeza histórica no corresponde en forma alguna a los
últimos lugares de analfabetismo, nutrición, salud, vivien-
da y otros indicadores de los mínimos niveles de bienestar
que la convierten en una región empobrecida y de grandes
contrastes socioeconómicos. En efecto, esta región tiene ya
dado a México la generosidad de sus vastos recursos natu-
rales, turísticos y energéticos como el petróleo, el gas na-
tural y la energía hidroeléctrica para soportar el crecimien-
to y el desarrollo nacional, como también el gasto mismo
de la federación mediante el usufructo centralizado y des-
igual de estos y otros importantes recursos como café, ca-
cao, plátano, carne bovina y productos del mar, a cabo de
una lejanía institucional histórica que constituye un salto
desfavorable a su desarrollo político, económico, social y
cultural.

No se puede dejar de considerar que en estos tiempos de
globalización las fronteras nacionales y estatales se han
convertido en meras referencias formales para la adminis-
tración y el gobierno; sobre todo cuando la mayoría de los
pueblos de una misma región, en este caso los del sur me-
xicano, comparten geografía, lengua, historia, cultura, pro-
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blemas económicos y de subdesarrollo. Que aun cuando las
leyes fiscales, de importación y exportación hacen men-
ción de la frontera sur y región fronteriza sur del país, no
todos estos municipios se ven beneficiados con esos decre-
tos que son parte sustantiva para el desarrollo económico
de la frontera sur de México, por lo que se hace necesaria
su definición dentro del marco jurídico que rigen estas nor-
mas.

El establecimiento de zonas diferenciadas en la aplicación
del impuesto al valor agregado se remonta originalmente al
decreto publicado el 29 de diciembre de 1978; este decreto
sólo incluía una franja fronteriza de 20 kilómetros paralela
a la línea divisoria internacional del norte del país, y en las
zonas libres de Baja California, norte de Sonora y de Baja
California Sur, omitiendo a los estados del sur de nuestro
país que siempre han quedado marginados de los benefi-
cios fiscales, siendo que, las situaciones precarias que pre-
valecen en esta zona son de marginación y desigualdad.

En una segunda instancia, el 31 de diciembre de 1979, me-
diante su publicación en el Diario Oficial de la Federación
se extendió el beneficio de la aplicación de la tasa menor a
la franja fronteriza sur de 20 kilómetros colindante con Be-
lice, Centroamérica, omitiéndose nuevamente el estado de
Chiapas en dicha demarcación.

El 21 de noviembre de 1991, mediante publicación en el
Diario Oficial de la Federación, en un retroceso en el ám-
bito de política fiscal, se estableció la desaparición del tra-
tamiento diferencial que existe para las franjas fronterizas
y zonas libres del país, derogándose el artículo 2o. de la
Ley del Impuesto al Valor Agregado, homologándose la ta-
sa de dicho impuesto en todo el país.

El 27 de marzo de 1995, como medida para reactivar el
consumo de la producción nacional en las zonas fronteri-
zas, se retorna al tratamiento diferenciado de tasas en el
impuesto al valor agregado, demarcando esta zona “ade-
más de la franja fronteriza de 20 kilómetros paralela a las
líneas divisorias internacionales del norte y sur del país, to-
do el territorio de los estados de Baja California, Baja Ca-
lifornia Sur y Quintana Roo, el municipio de Cananea, So-
nora, así como la región parcial del estado de Sonora”,
estableciéndose ya una simetría en el tratamiento al in-
cluirse ambas fronteras en el artículo 2o. de la Ley del Im-
puesto al Valor Agregado. En la última modificación sufri-
da a este mencionado artículo se incluye dentro de esta
zona de tasa diferenciada al municipio de Caborca, dispo-
sición publicada el 30 de diciembre de 2002.

Exposición de motivos

La Ley del Impuesto al Valor Agregado, en el párrafo cuar-
to del artículo 2o., establece con marcadas excepciones una
tasa reducida de 10 por ciento para los estados de las re-
giones fronterizas de nuestro país.

Considerando como “región fronteriza, además de la fran-
ja fronteriza de 20 kilómetros paralela a las líneas divisorias
internacionales del norte y sur del país, todo el territorio de
los estados de Baja California, Baja California Sur y Quin-
tana Roo, los municipios de Caborca y de Cananea, Sonora,
así como la región parcial del estado de Sonora comprendi-
da en los siguientes límites: al norte, la línea divisoria inter-
nacional desde el cauce del Río Colorado hasta el punto si-
tuado en esa línea a 10 kilómetros al oeste del municipio
Plutarco Elías Calles; de ese punto, una línea recta hasta lle-
gar a la costa, a un punto situado a 10 kilómetros, al este de
Puerto Peñasco; de ahí, siguiendo el cauce de ese río hacia
el norte hasta encontrar la línea divisoria internacional”.

Esta tasa reducida se remite a la necesidad de contar con ta-
sas competitivas frente a las naciones vecinas, como Estados
Unidos de América, donde los impuestos al consumo rondan
tasas de 6 a 8 por ciento; de ahí la necesidad de que nuestros
habitantes connacionales de las regiones fronterizas colin-
dantes con dicho país, o estados, cuyos principales negocios
se realizan con el mismo, como es el caso de Quintana Roo,
gocen de esta tasa preferencial reducida en el impuesto al va-
lor agregado, siendo que, para los demás estados del sureste
mexicano, se incluye exclusivamente la franja de 20 kiló-
metros en torno de la frontera con los países de Centroamé-
rica.

Los municipios de Comitán de Domínguez y la Trinitaria,
en Chiapas, necesitan incentivos fiscales para estimular la
creación de empleos, necesarios para la reactivación eco-
nómica de la región. Estos municipios de la frontera sur-su-
reste del país cuentan con una economía poco desarrollada
basada en actividades económicas primarias fundamental-
mente, por lo que estimamos impostergable promover su
desarrollo económico, tratándolos en los mismos términos
fiscales que la región fronteriza del norte, el estado de
Quintana Roo, con un tipo de estímulo fiscal de 10 por
ciento, según la Ley del Impuesto al Valor Agregado, en los
cuales se argumenta la existencia de características como
alto nivel de competitividad y alto número de transacciones
comerciales diarias, en lugares como Baja California, Baja
California Sur y Sonora, que rebasan la franja de los 20 ki-
lómetros a partir de las líneas fronterizas.
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Chiapas, en específico su frontera sur, atraviesa por mo-
mentos difíciles en cuanto a sus índices económicos; el co-
mercio informal proveniente de Centroamérica hace difícil
mantener una competitividad en precios en los municipios
antes señalados, donde los habitantes de las cabeceras mu-
nicipales, fuera del ámbito de influencia de la llamada zo-
na fronteriza, se inclinan por adquirir sus productos en la
mencionada zona, dejando en desventaja importantes nú-
cleos de operaciones comerciales por el diferencial de las
mencionadas tasas de impuesto al valor agregado.

En Chiapas, el municipio de Comitán de Domínguez es, en
términos prácticos, frontera con la República de Guatema-
la, además es la cuarta ciudad en importancia en el estado
y, por ende, un centro regional de comercio por su ubica-
ción geográfica estratégica.

Un ejemplo anterior es que el municipio de Comitán de
Domínguez y su cabecera municipal se establece a 70 kiló-
metros de dicha franja fronteriza, y a 28 kilómetros en lí-
nea recta de su límite territorial con Guatemala, y La Tri-
nitaria se incluye dentro de los municipios que se
encuentran dentro de la franja fronteriza de los 20 kilóme-
tros paralelos a las líneas divisorias internacionales en tor-
no de la frontera sur con la República de Guatemala, por lo
que se ubica en desventaja competitiva con las poblaciones
que, en teoría, deberían acudir a realizar sus operaciones
comerciales a dicha cabecera; sin embargo, optan por des-
plazarse a la frontera a realizar sus compras u ofrecer sus
productos al ser los precios más competitivos en dicha zo-
na. Es importante señalar que el 29 de marzo de 1994 Co-
mitán de Domínguez fue declarado franja fronteriza sur del
país por la Secretaría de Hacienda y Crédito Publico en ofi-
cio con número 326-A-I-3607, con número de expediente
117/611208. Cabe mencionar que en la actualidad existen
garitas aduanales que supervisan el tránsito de mercancías
en los alrededores de dichos municipios en dirección hacia
el interior de la República de Guatemala.

Promover el desarrollo regional equilibrado, que tiene co-
mo propósito lograr un desarrollo competitivo para cada
una de las regiones en que se dividió, es una de las premi-
sas del Plan Nacional de Desarrollo vigente en nuestro pa-
ís; por ello es necesario el establecimiento diferenciado de
la tasa del impuesto al valor agregado no por zonas delimi-
tadas, ni por un número específico de kilómetros, sino por
áreas de influencias económicas específicas que amalga-
men zonas geográficas delimitadas por municipios, tal y
como sucedió con el otorgamiento de ese beneficio al mu-
nicipio de Caborca, Sonora.

El artículo 31, en su fracción IV, de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, delimita los princi-
pios constitucionales tributarios que deberán en todo mo-
mento ser respetados por los órganos legislativos.

Éstos se conocen como el principio de justicia fiscal (divi-
dido en proporción y equidad) y en el principio de legali-
dad (donde todos los elementos de los tributos deberán de
concentrarse en la ley).

El principio de proporcionalidad en materia tributaria estri-
ba en que las contribuciones deberán respetar la capacidad
contributiva de los sujetos pasivos de las contribuciones,
teniendo en todo momento congruencia la base del tributo
con la capacidad de pago de quien lo enfrenta.

Por otro lado, el principio de equidad establece que las
contribuciones traten de manera igualitaria a todos aque-
llos que la enfrentan, no sólo en cuanto a la imposición de
éste, sino incluso en prerrogativas de pago, exenciones, de-
ducciones, franquicias fiscales.

En este orden de ideas, el principio de legalidad tributario
estriba en que los elementos de las contribuciones que son
los sujetos, el objeto, la base, la tasa o tarifa y la época de
pago, deberán ser ciertos y conocidos de los causantes sin
dejar margen o arbitrariedad alguna en la imposición de és-
tos.

Sin embargo, en ocasiones, por incongruencia en el análi-
sis de dichos principios y la tribulación misma que existe
en las diversas disposiciones fiscales, da como resultado
que puedan llegar a verse lastimados por alguna circuns-
tancia dichos principios, lo cual debe corregirse por este
órgano en uso de sus facultades constitucionales, evitando
problemas innecesarios a los contribuyentes y al propio Po-
der Judicial.

En este sentido, el legislador ha olvidado incluir en este es-
quema de principios tributarios a los municipios de Comi-
tán de Domínguez y La Trinitaria, en Chiapas; que colin-
dan con la República de Guatemala, siendo que en
Guatemala el impuesto al valor agregado causa una tasa
única de 12 por ciento, según dispone el artículo 10 del de-
creto número 27-92, por el que se expide la Ley del Im-
puesto al Valor Agregado, actualmente en vigor.

Esto induce a que los mexicanos que habitan la región
fronteriza colindante con la República de Guatemala en-
frenten problemas de competitividad impositiva y por ende
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económica; sin embargo, dicha circunstancia no ha sido
debidamente reconocida por la vigente Ley del Impuesto al
Valor Agregado.

En tal virtud, solicito de usted, Presidente de la Mesa Di-
rectiva, turne la presente iniciativa a la Comisión de Ha-
cienda y Crédito Público, para que en los términos estable-
cidos en el artículo 87 del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, emita el dictamen correspondiente a esta reforma
tan necesaria para los municipios de Comitán y la Trinita-
ria, del estado de Chiapas, para lo cual sometemos a la con-
sideración del Pleno de la Cámara de Diputados la siguien-
te

Iniciativa que reforma el cuarto párrafo del artículo 2o.
de la Ley del Impuesto al Valor Agregado

Único. Se reforma el cuarto párrafo del artículo 2o. de la
Ley del Impuesto al Valor Agregado, para quedar como si-
gue:

Artículo 2o. ...

...

...

Para los efectos de esta ley se considera como región fron-
teriza, además de la franja fronteriza de 20 kilómetros pa-
ralela a las líneas divisorias internacionales del norte y del
sur del país, todo el territorio de los estados de Baja Cali-
fornia, Baja California Sur y Quintana Roo, así como la re-
gión parcial del estado de Sonora comprendida en los si-
guientes límites: al norte, la línea divisoria internacional
desde el cauce del Río Colorado hasta el punto situado en
esa línea a 10 kilómetros al oeste del municipio Plutarco
Elías Calles; de ese punto, una línea recta hasta llegar a la
costa, a un punto situado a 10 kilómetros, al este de Puerto
Peñasco; de ahí, siguiendo el cauce de ese río, hacia el nor-
te hasta encontrar la línea divisoria internacional; como
también los municipios de Caborca y de Cananea, en So-
nora, y Comitán de Domínguez y la Trinitaria, en el es-
tado de Chiapas.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor en la fecha de
su publicación en el Diario Oficial de la federación.

Palacio Legislativo, San Lázaro, a 20 de marzo de 2007.— Diputado
Arnulfo Elías Cordero Alfonzo (rúbrica).»

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Gracias, señor diputado. Insértese el texto íntegro en el
Diario de los Debates y túrnese a la Comisión de Ha-
cienda y Crédito Público.

Esta Presidencia saluda cordialmente, y agradece su visita,
a los alumnos universitarios del Tecnológico de México,
campus Coyoacán.

LEY DE VIVIENDA

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Tiene la palabra el diputado Sergio Augusto López Ramí-
rez, del grupo parlamentario del Partido Verde Ecologista,
para presentar iniciativa que reforma los artículos 2 y 4 de
la Ley de Vivienda.

El diputado Sergio Augusto López Ramírez: Con su ve-
nia, diputada Presidenta. Estimados colegisladores, respe-
tadas colegisladoras, Sergio Augusto López Ramírez, inte-
grante de la LX Legislatura del Honorable Congreso de la
Unión y del grupo parlamentario del Partido Verde Ecolo-
gista de México, con fundamento en los artículos 71, frac-
ción II, y 73, fracción XXIX-C, de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos; y 55, fracción II, del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, somete ante el Pleno de
esta Honorable Asamblea la presenta iniciativa con pro-
yecto de decreto, con base en la siguiente exposición de
motivos:

Desde que el hombre se volvió sedentario comenzaron a
establecerse asentamientos humanos, en donde la vivienda
juega un papel muy importante para el proceso social, el
desarrollo de comunidades y la cimentación de un espacio
delimitado para la formación de familias, en donde conta-
rán con seguridad, privacidad y un medio ambiente sano.

Con el paso del tiempo y el crecimiento de las urbes, el te-
rreno para la construcción fue comenzando a escasear, pro-
vocando el encarecimiento del suelo. El problema de vi-
vienda llega a ser alarmante, debido a que el número de la
población que puede acceder a un hogar se va reduciendo
cada vez más, orillando a la gente a vivir en viviendas in-
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adecuadas, con falta de servicios básicos, deterioradas, ale-
jadas del trabajo, de las escuelas y de las clínicas de salud,
por mencionar sólo algunos problemas.

Asimismo, el profesor del Universidad Autónoma Metro-
politana, Azcapotzalco, René Coulomb argumenta que la
habitabilidad de una vivienda no sólo está concentrada en
la calidad de los materiales utilizados para su construcción,
la superficie habitable, servicios de agua y saneamientos;
también se deben tomar en cuenta las distancias, es decir,
la proximidad o lejanía con el trabajo, escuelas, servicios
de salud y lugares de recreación que tengan áreas verdes
con espacios abiertos.

Esta situación llega a ser contraproducente, debido a que lo
barato o lo accesible que pudo ser la vivienda adquirida por
la gente de escasos recursos no es contrastado con los cos-
tos y el tiempo invertido en los traslados de un lugar a otro,
afectando la economía y la calidad de vida del individuo.

El incremento demográfico que ha tenido nuestro país, jun-
to con la centralización de la economía en las grandes ciu-
dades y las ineficientes políticas habitacionales, han pro-
vocado la migración del campo a la ciudad en busca de
mejores empleos, asentamientos irregulares, crecimiento
de las colonias y planeación de vida alrededor de las ciu-
dades, provocando la sobrepoblación, como en los casos de
las periferias del Distrito Federal, Guadalajara y Monte-
rrey, por citar sólo algunas.

Para combatir el problema habitacional, el gobierno se ha
enfocado en la construcción masiva de casas nuevas a tra-
vés de la iniciativa privada, para solucionar el rezago de vi-
viendas, dejando a un lado el derecho a una vivienda digna
y decorosa, establecido en el artículo 4o. constitucional. Es
decir, se ha enfocado en una política de construcción, sa-
crificando la calidad de las moradas.

Para poder ejercer el derecho a una vivienda digna y deco-
rosa debemos incorporar elementos como el cuidado y con-
servación de los recursos naturales, y uso de materiales de
buena calidad para garantizar la durabilidad del hogar, to-
da vez que su ejercicio se encuentra vinculado con el dere-
cho a un medio ambiente adecuado para el desarrollo y
bienestar de la persona.

Por lo tanto, se debe enfatizar más en el daño al medio am-
biente que provoca la construcción de los desarrollos in-
mobiliarios del país, sometiéndolos al artículo 28 de la Ley
General de Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente,

en donde se establece la evaluación del impacto ambiental;
además del Principio 17 de la Declaración de Río sobre el
Medio Ambiente y el Desarrollo, que establece lo siguiente:

Que se deberá emprender una evaluación del impacto am-
biental en calidad de instrumento nacional respecto de
cualquier actividad propuesta que probablemente haya de
producir un impacto negativo considerable en el medio am-
biente y que esté sujeta a la decisión de una autoridad na-
cional competente. Termino la cita.

Debido a que los recursos naturales cada vez son más es-
casos, requerimos de la implantación de acciones como la
reducción en la utilización de materiales que perjudican de
manera notable los ecosistemas y cada uno de los elemen-
tos naturales, así como la reducción de los impactos am-
bientales que se generan derivados de la construcción y
funcionamiento de las edificaciones.

Aunado al gran impacto ambiental que está provocando el
aceleramiento del desarrollo inmobiliario, las viviendas
que se construyen son inadecuadas para la población, ya
que el Programa Sectorial de Vivienda 2001-2006 precisa
que el concepto de vivienda deberá cumplir los siguientes
requisitos:

1. Estar ocupado por una familia.

2. No tener más de 2.5 habitantes por cuarto habitable.

3. No estar deteriorada.

4. Contar con agua entubada en el interior.

5. Contar con drenaje.

6. Contar con energía eléctrica.

La Organización de las Naciones Unidas establece como
parámetro para el hacinamiento 2 personas como máximo
por dormitorio. Empero, los indicadores de hacinamiento
llegan a revelar un gran desatino en la vivienda digna que
establece que aquí a veces hay más de 2.5 y hasta 4 por
dormitorio.

Otra deficiencia en la construcción de las viviendas por
parte de los desarrolladores inmobiliarios es la falta de pri-
vacidad, basándose en el derecho a una vivienda adecuada,
que se entiende como un lugar donde poderse aislar si se
desea espacio adecuado.
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Aunado al problema de espacio habitacional, el gobierno
implantó el programa Viva, dirigido a personas que perci-
ben menos de dos salarios mínimos, en donde se apoya a
las familias marginadas para que obtengan una vivienda de
tipo progresiva. Sin embargo, los parámetros de vivienda
establecen en dicho Programa una superficie mínima de 90
metros cuadrados.

El gobierno debe tomar un papel preponderante en la polí-
tica de vivienda y supervisar las condiciones y la calidad de
los inmuebles construidos. La Encuesta Nacionales de In-
greso y Gasto de los Hogares de 2002 reveló que más de 40
por ciento nacional percibe ingresos menores de tres sala-
rios mínimos. Por lo tanto, en materia de acceso a vivien-
da se han hecho estudios, por parte de la profesora de la
Universidad Autónoma Metropolitana Priscilla Connolly
Dietrichsen, y las conclusiones dadas por el estudio El es-
tado de la vivienda en México 2005, en donde se determi-
na que la tercera parte de los derechohabientes tienen in-
gresos familiares menores de tres salarios mínimos.

El grupo parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México tiene como prioridad especificar el término vivien-
da digna en el artículo 2o. de la Ley de Vivienda, ya que
para los órganos especializados en materia de vivienda bas-
ta con tener los servicios de agua potable, electricidad y
drenaje, restando interés al acceso a créditos a personas de
escasos recursos, otorgando viviendas inadecuadas suma-
mente reducidas.

Por ello, sometemos a la consideración de esta honorable
Asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de decreto
que reforma y adiciona diversas disposiciones a la Ley de
Vivienda.

Artículo único. Se reforma el artículo 2 y se adiciona la
fracción XIII al artículo 4, ambos de la Ley de Vivienda,
para quedar como sigue:

Artículo 2. Se considerará vivienda digna y decorosa la que
cumpla las disposiciones jurídicas aplicables en materia de
asentamientos humanos y construcción, habitabilidad, sa-
lubridad; cuente con servicios básicos, así como con una
adecuada iluminación y ventilación, y brinde a sus ocu-
pantes seguridad jurídica en cuanto a su propiedad o legíti-
ma posesión, y contemple criterios para la prevención de
desastres y la protección física de sus ocupantes ante los
elementos naturales potencialmente agresivos, todo ello a
un costo razonable.

La vivienda a que se refiere el párrafo anterior deberá con-
tar con el espacio suficiente que satisfaga la privacidad de
sus habitantes, así como para los fines naturales del matri-
monio. Asimismo, contar con el apoyo de las autoridades
locales para el establecimiento de acceso a las vías de co-
municación y de sistemas de transportes públicos.

Artículo 4o. Para los efectos de esta ley se entenderá…
Fracción XIII. Privacidad. Deberá distinguirse el concepto
de privacidad en dos puntos: privacidad externa, a la capa-
cidad que tiene el grupo de personas que ocupa la vivienda
para aislarse del medio social y físico exterior; y privacidad
interna, a las subdivisiones del espacio físico con el uso de
materiales que permitan la separación visual y acústica
dentro de la vivienda, que pueda otorgar un aislamiento vo-
luntario a los ocupantes respecto a los demás.

Transitorio. Único. El presente decreto entrará en vigor el
día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Dado en la sede del honorable del Congreso de la Unión, a
los 22 días del mes de marzo de 2007. El diputado Sergio
Augusto López Ramírez, integrante del grupo parlamenta-
rio del Partido Verde Ecologista, lo pone a su considera-
ción. Por su atención, muchísimas gracias.

«Iniciativa que reforma los artículos 2 y 4 de la Ley de Vi-
vienda, a cargo del diputado Sergio Augusto López Ramí-
rez, del Grupo Parlamentario del PVEM

Sergio Augusto López Ramírez, integrante de la LX Legis-
latura del honorable Congreso de la Unión y del Grupo
Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México, con
fundamento en los artículos 71, fracción II, y 73, fracción
XXIX-C, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; 55, fracción II, del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, presenta ante el Pleno de esta honorable
asamblea iniciativa con proyecto de decreto, con base en la
siguiente:

Exposición de Motivos

Desde que el hombre se volvió sedentario comenzaron a
establecerse asentamientos humanos en donde la vivienda
juega un papel muy importante para el proceso social, el
desarrollo de comunidades y la cimentación de un espacio
delimitado para la formación de familias, donde contaran
con seguridad, privacidad y un medio ambiente sano. 
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Con el paso del tiempo y el crecimiento de las urbes, el te-
rreno para la construcción fue comenzando a escasear, pro-
vocando el encarecimiento del suelo. El problema de vi-
vienda llega a ser alarmante, debido a que el número de la
población que puede acceder a un hogar se va reduciendo
cada vez más, orillando a la gente a residir en viviendas in-
adecuadas, con falta de servicios básicos, deterioradas, ale-
jadas del trabajo, escuelas y clínicas de salud, por mencio-
nar algunos defectos.

Asimismo, el profesor de la UAM Azcapotzalco René
Coulomb argumenta que la habitabilidad1 de una vivienda
no sólo esta concentrada en la calidad de los materiales uti-
lizados en la construcción, la superficie habitable, servicios
de agua y saneamiento. También se debe de tomar en cuen-
ta las distancias, es decir, la proximidad o lejanía con el tra-
bajo, escuelas, servicios de salud y lugares de recreación
que tengan áreas verdes con espacios abiertos. Esta situa-
ción llega a ser contraproducente, debido a que lo “barato”
o lo accesible que pudo ser la vivienda adquirida por la
gente de escasos recursos no lo es contrastado con los cos-
tos y el tiempo invertido en los traslados de un lugar a otro,
afectando la economía y la calidad de vida del individuo.

El incremento demográfico que ha tenido nuestro país, jun-
to con la centralización de la economía en las grandes ciu-
dades y las ineficientes políticas habitacionales han provo-
cado la migración del campo a la ciudad en busca de
mejores empleos, asentamientos irregulares, crecimiento
de las colonias sin la planeación debida alrededor de las
ciudades, provocando la sobrepoblación como es el caso de
la periferia del Distrito Federal.

Para combatir el problema habitacional, el gobierno se ha
realizado construcción masiva de casas nuevas, a través de
la iniciativa privada para solucionar el rezago2 de vivien-
das, dejando a un lado el derecho a una vivienda digna y
decorosa establecido en el artículo 4o. constitucional; es
decir, se ha centrado en una política de construcción, sacri-
ficando la calidad de los moradas.

Para poder ejercer el derecho a una vivienda digna y deco-
rosa, debemos incorporar elementos como el cuidado y
conservación de los recursos naturales; uso de materiales
de buena calidad para garantizar la durabilidad del hogar,
toda vez que su ejercicio se encuentra vinculado con el de-
recho a un medio ambiente adecuado para el desarrollo y
bienestar de la persona. Por lo tanto, se debe enfatizar más
en el daño al medio ambiente que provoque la construcción
de los desarrollos inmobiliarios del país, sometiéndolos al

artículo 28 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y
Protección al Ambiente, en donde se establece la evalua-
ción del impacto ambiental. Además del principio 17 de la
Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarro-
llo que establece que se “deberá emprender una evaluación
del impacto ambiental, en calidad de instrumento nacional,
respecto de cualquier actividad propuesta que probable-
mente haya de producir un impacto negativo considerable
en el medio ambiente y que esté sujeta a la decisión de una
autoridad nacional competente”. 

Ello, debido a que los recursos naturales cada vez son más
escasos y requerimos de la implementación de acciones co-
mo la reducción en la utilización de materiales que perju-
dican de manera notable los ecosistemas y cada uno de los
elementos naturales; así como la reducción de los impactos
ambientales que se generen derivados de la construcción y
funcionamiento de edificaciones.

Debido a que el diseño, construcción y mantenimiento de
edificios causa un gran impacto sobre el medio ambiente y
los recursos naturales; requerimos que se implementen los
instrumentos normativos encargados del fomento y promo-
ción de técnicas como el desarrollo de la vivienda susten-
table, progresiva, la bioconstrucción, la arquitectura biocli-
mática y el uso de materiales limpios.

Aunado al gran impacto ambiental que esta provocando, el
aceleramiento del desarrollo inmobiliario, las viviendas
que se construyen son inadecuadas para la población, ya
que el Programa Sectorial de Vivienda (2001-2006) preci-
sa que el concepto de vivienda deberá cumplir con los si-
guientes requisitos: a) estar ocupada por una familia, b) no
tener más de 2.5 habitantes por cuarto habitable, c) no es-
tar deteriorada, d) contar con agua entubada en el interior,
e) contar con drenaje, f) contar con energía eléctrica. 

La ONU establece como parámetro para el hacinamiento
de dos personas como máximo por dormitorio. Empero los
indicadores de hacinamiento llegan a revelar una gran des-
atino en la vivienda digna cuando se establece 2.5 habitan-
tes por cuarto, cuando las medidas de las habitaciones lle-
gan a ser de 2.7 metros.3

Un ejemplo del problema de espacio reducido de los cuar-
tos es con la mesa del comedor, debido que durante el día
debe estar arrinconada para permitir el libre tránsito y en
las noches el comedor sirve como un dormitorio más por la
falta de espacio en habitaciones. 
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Otra deficiencia en la construcción de las viviendas por
parte de los desarrolladores inmobiliarias, es la falta de pri-
vacidad, es decir, que pueda otorgar un aislamiento volun-
tario a los ocupantes con respecto a los demás. Esto es que
existan subdivisiones del espacio interno de la vivienda y
el uso de materiales que permitan la separación visual y
acústica. En consecuencia, la privacidad interna de la vi-
vienda es resultado también de su tamaño efectivo en rela-
ción con el número de habitantes.4

Basándonos en el derecho a una vivienda adecuada que se
entiende como “un lugar donde poderse aislar si se desea
espacio adecuado, seguridad adecuada, iluminación y ven-
tilación adecuadas, una infraestructura básica adecuada y
una situación adecuada en relación con el trabajo y los ser-
vicios básicos, todo ello a un costo razonable5 es uno de los
derechos económicos, sociales y culturales establecidos
por la ONU. Este punto es muy importante, debido a que
los integrantes de la familia deben contar con un espacio
independiente para su desarrollo personal.

Aunado al problema de espacio habitacional, el gobierno
implantó el programa VivAh, dirigido a personas que per-
ciben menos de 2.5 salarios mínimos, mediante el cual se
apoya a las familias marginadas para que obtengan una vi-
vienda de tipo progresivo.6 Sin embargo, los parámetros de
vivienda establecidos en dicho programa una superficie
mínima de 90 m2 y el área mínima de construcción de 21
m2, que incluya al menos un cuarto habitacional de usos
múltiples cuarto para baño con excusado; instalación eléc-
trica, hidráulica y sanitaria; puerta principal y ventanas.
Posteriormente existe una continuación con el programa
Tu Casa, que tiene como objeto terminar el rezago de las
viviendas progresivas y seguir ayudando a las familias
marginadas. 

Aunque estos programas aportan una solución de habitabi-
lidad, no cumplen con la condición de una vivienda “dig-
na”. Actualmente estos programas conllevan problemas de
hacinamiento y, al mismo tiempo, no prevén una separa-
ción física al interior del inmueble, provocando falta de
privacidad entre los habitantes de la misma; por citar un
ejemplo, cómo efectuar y consumar los fines naturales del
matrimonio7 sin el debido aislamiento respecto a los me-
nores de edad, quienes no cuentan aún con la capacidad de
asimilación de un acto de esta naturaleza. 

Muchas de las viviendas entregadas presentan problemas
de aislamiento térmico, es decir, que las paredes sufren de
problemas de humedad.

Al mismo tiempo se presentan dificultades con el servicio
de transporte para poder desplazarse desde sus hogares, de-
bido a la lejanía en que se encuentran las colonias de inte-
rés social. Asimismo, sufren de la deficiencia o de la falta
de servicios urbanos, como la recolección de basura, agua
potable, etcétera.

El gobierno debe de tomar un papel preponderante en la
política de vivienda y supervisar las condiciones y la cali-
dad de los inmuebles construidos por la iniciativa privada.
Además de verificar con mayor detenimiento sobre el otor-
gamiento de créditos a personas que realmente necesiten
una morada para subsistir y ayudar a las personas que per-
ciban un sueldo inferior a cuatro salarios mínimos para ac-
ceder a una vivienda.

La Encuesta Nacional de Ingresos y Gastos de los Hogares
de 2002 reveló que más de 40 por ciento de la población
nacional percibía ingresos menores a tres salarios mínimos,
que es el mínimo para acceder a un crédito para una vi-
vienda básica; y el 60 por ciento percibía menos de cuatros
salarios mínimos; por tanto, existe una saturación en las so-
licitudes de créditos. Otro aspecto es que los contribuyen-
tes que pueden acceder al crédito por percibir más de 6 sa-
larios mínimos no prefieren reubicarse en los desarrollos
inmobiliarios de interés social, debido a la lejanía que les
provoca de su vida laboral y social.

Esto evidencia la ineficiente política habitacional de nues-
tro país respecto al otorgamiento de créditos, aunado a la
preferencia regional de vivienda, ya que existe una brecha
entre el norte y el sur del país en relación con la ayuda a
grupos marginados para acceder a un lugar digno donde vi-
vir.

Por tanto, en materia de acceso a vivienda se han hecho es-
tudios por parte de la profesora de la Universidad Autóno-
ma Metropolitana Priscila Connolly Dietrischen y las con-
clusiones dadas por el estudio Softec El estado de la
vivienda en México, 2005, donde se determina que la ter-
cera parte de los derechohabientes tiene ingresos familiares
menores a tres salarios mínimos, excluyéndolos de un cré-
dito hipotecario. Existe un gran número de hogares perte-
necientes al estrato de ingreso correspondiente a la deman-
da efectiva de la vivienda comercializada con créditos de
Infonavit, Fovissste y similares, más de la tercera parte no
es derechohabiente de dichas instituciones. Por tanto la
mayor parte de derechohabientes pertenece a estratos don-
de no se busca una vivienda de interés social.
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Otro factor es la sobreoferta de viviendas, es decir que se
ha dirigido a la construcción de vivienda nueva, sin tomar
en cuenta la remodelación de viviendas actuales que pue-
den ser habitadas nuevamente por derechohabientes. Los
estados del norte tienen un alto índice de vivienda deshabi-
tada, provocado por la migración, por ejemplo, Zacatecas,
con 22 por ciento; Michoacán, con 19 por ciento, y Duran-
go, con 18 por ciento,8 revelando la incongruencia en la
política de vivienda, ya que se construyen más casas en el
norte que en el sur. Aunado a esto, la construcción de 750
mil viviendas al año y la creciente saturación de inmuebles
ha provocado que en México existan 4.3 millones de casas
deshabitadas según datos del INEGI. Dejando como único
beneficiario a las inmobiliarias con altas ganancias a corto
plazo, ya que a un mediano plazo, esta sobreoferta provo-
cará que pierdan valor las viviendas, que es el único patri-
monio de muchas personas.

El Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México tiene como prioridad especificar el término de vi-
vienda digna en el artículo segundo de la Ley de Vivienda,
ya que para los órganos especializados en materia de vi-
vienda basta con tener los servicios de agua potable, elec-
tricidad y drenaje, restando interés al acceso de créditos a
personas de escasos recursos, otorgando viviendas inade-
cuadas sumamente reducidas de tamaño habitacional y sin
privacidad, alejadas de las fuentes de trabajo y con caren-
tes servicios urbanos, asociado con el impacto ambiental
de la excesiva construcción de viviendas.

Por ello sometemos a la consideración de esta asamblea la
siguiente iniciativa con proyecto de:

Decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones a
la Ley de Vivienda.

Articulo Único. Se reforma el artículo 2o. y se adiciona
una fracción XIII al artículo 4o., ambos de la Ley de Vi-
vienda; para quedar como sigue:

Artículo 2o. Se considerará vivienda digna y decorosa la
que cumpla con las disposiciones jurídicas aplicables en
materia de asentamientos humanos y construcción, habita-
bilidad, salubridad, que cuente con los servicios básicos,
así como con una adecuada iluminación, ventilación y
que brinde a sus ocupantes seguridad jurídica en cuanto a
su propiedad o legítima posesión, y considere criterios pa-
ra la prevención de desastres y la protección física de sus
ocupantes ante los elementos naturales potencialmente
agresivos, todo ello a un costo razonable.

La vivienda a que se refiere el párrafo anterior deberá
contar con el espacio suficiente que satisfaga la privaci-
dad de sus habitantes, así como para los fines naturales
del matrimonio; asimismo, contará con el apoyo de las
autoridades locales para el establecimiento de accesos a
vías de comunicación y de sistemas de transporte pú-
blicos.

Artículo 4o. Para los efectos de esta ley, se entenderá:

I. a XII. …

XIII. Privacidad: Deberá distinguirse el concepto de
privacidad en: 

a) Privacidad externa, a la capacidad que tiene el
grupo de personas que ocupa la vivienda para ais-
larse del medio social y físico exterior.

b) Privacidad interna, a las subdivisiones de espa-
cio físico con el uso de materiales que permitan la
separación visual y acústica dentro de la vivienda,
que pueda otorgar un aislamiento voluntario a los
ocupantes respecto a los demás.

Transitorio

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor al día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Notas:

1 Se entenderá el concepto “habitabilidad” en el sentido de poder ofre-
cer espacio adecuado para sus ocupantes y que los proteja del frío, la
humedad, el calor, la lluvia, el viento u otras amenazas para la salud,
de riesgos estructurales, es decir, que proporcione también seguridad
física.

2 La Comisión Nacional de Vivienda define rezago como “el número
de viviendas que por su característica de ocupación (hacinamiento) y
que por los componentes y materiales utilizados en la eficiencia (dete-
rioro) no satisfacen un mínimo de bienestar para sus ocupantes”.

3 Esther Maya y Jorge Cervantes (coordinadores), La producción de
vivienda del sector privado y su problemática en el municipio de Ixta-
paluca, Plaza y Valdés, México, 2005.

4 “Necesidades esenciales en México: situación actual y perspectivas
al año 2000”, México, Coordinación General del Plan Nacional de
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Zonas Deprimidas y Grupos Marginados, México, editorial Siglo XXI,
1983.

5 Estrategia Mundial de Vivienda hasta el Año 2000 (Asamblea Gene-
ral de la Organización de las Naciones Unidas).

6 Se entenderá vivienda progresiva como la que su terminación se re-
alizará por etapas, dependiendo del ingreso y del ahorro del trabajador.

7Artículo 182 del Código Civil.

8 Consejo Nacional de Población.

Dado en la sede del honorable Congreso de la Unión, a 22 de marzo de
2007.— Diputado Sergio Augusto López Ramírez (rúbrica).»

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Gracias, señor diputado. Túrnese a la Comisión de Vi-
vienda.

LEY GENERAL DE EDUCACION

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Se concede el uso de la palabra a la diputada Martha An-
gélica Tagle Martínez, del grupo parlamentario de Conver-
gencia, para presentar iniciativa que reforma y adiciona di-
versas disposiciones de la Ley General de Educación.

La diputada Martha Angélica Tagle Martínez: Con su
permiso, señora Presidenta. Compañeras y compañeros le-
gisladores, presento ante ustedes la iniciativa con proyecto
de decreto que reforma y adiciona los artículos 2, 7, 8, 32
y 41 de la Ley General de Educación.

Con esta iniciativa se cubren los vacíos legales existentes
para fortalecer la obligatoriedad de que las mujeres y todo
individuo tengan la oportunidad de acceder al sistema edu-
cativo nacional en todos sus niveles.

La educación y las estructuras familiares son fundamenta-
les en nuestro país, porque en ambas instituciones se pue-
den fomentar los ideales de integración social en igualdad,
equidad y no violencia que, orientados de manera adecua-
da, permitirán erradicar las prácticas culturales de discri-
minación y exclusión.

Los distintos niveles educativos permiten a las mujeres, a
la sociedad en general, a los sectores vulnerables y despro-
tegidos, contar con una formación adecuada, a partir de la
cual obtienen una cierta movilidad económico-social, para
romper el círculo vicioso de la pobreza y la violencia. Por
ello, esta cuestión se convierte en uno de los retos esencia-
les de las políticas de Estado.

En el contexto actual, los nuevos roles de las mujeres obli-
gan a enfrentar los retos que el Estado debe asumir a partir
de una visión democrático-federalista para cubrir los ámbi-
tos de su desarrollo.

Lo anterior obliga a los legisladores a poner mayor aten-
ción a los niveles educativos básicos y superiores, para
construir un esquema que permita, de manera incluyente, el
libre desenvolvimiento de los estudiantes y las estudiantes
para ampliar sus horizontes y capacidad.

En un acto de justicia, debemos eliminar los patrones y es-
tigmas sociales, discriminatorios y excluyentes de las mu-
jeres, que históricamente les han negado alcanzar un futu-
ro próspero de libertad en la forma de ser y pensar,
equitativo y libre de violencia.

Una sociedad cambiante, en constante evolución, precisa
difundir el conocimiento y la práctica de la democracia co-
mo la forma de gobierno más adecuada, para dar paso a una
forma de convivencia incluyente que permita a toda la so-
ciedad participar en la toma de decisiones, consolidando el
trato con perspectiva de género orientada a erradicar la vio-
lencia.

Con el esquema del sistema educativo nacional se deben
fortalecer la justicia, la convivencia social sin prejuicios
entre géneros, e integrar a las personas con discapacidad y
a los grupos desprotegidos en todos los ámbitos de la vida
nacional; además, propiciar el conocimiento y práctica de
los derechos humanos, la no violencia de género en todas
sus manifestaciones y el rechazo a los vicios que corrom-
pen desde la infancia a nuestra sociedad. Por ello, éste es
un eje rector para la reforma del Estado que las mujeres
aportamos a nuestro país.

El criterio que orienta la educación que imparte el Estado,
la formación de maestros de educación básica, e incluso el
impartido por los particulares, debe fomentar el progreso
científico, la lucha contra la violencia de género, la igno-
rancia en todas sus manifestaciones, la servidumbre, los fa-
natismos, los estereotipos por género o por el origen, el ni-
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vel económico y la orientación ideológica, política o reli-
giosa.

Para evitarlo, deberán proponerse políticas orientadas a la
transversalidad de las instituciones. Dichos esfuerzos de-
berán dirigirse especialmente a los grupos sociales y regio-
nes con mayor rezago educativo o que enfrenten condicio-
nes económicas y sociales de desventaja.

Los esfuerzos deben ser coordinados y evaluables en cum-
plimiento de la transparencia, para que las autoridades edu-
cativas tomen las medidas concernientes a establecer las
condiciones que permitan el ejercicio pleno del derecho a
la educación, una mayor equidad educativa, así como el lo-
gro de la efectiva igualdad en oportunidades de acceso y
permanencia en los servicios educativos, sin que medie
obstáculo alguno, salvo en los casos de la educación espe-
cial, donde el deterioro producido por la misma condición
física lo impida.

Por ello, la educación especial debe mantenerse como una
política de Estado, y evitarse que los recursos que se le des-
tinen se vean disminuidos en los distintos niveles de go-
bierno por su naturaleza… para individuos con discapaci-
dades transitorias o definitivas; así como a aquellos con
aptitudes sobresalientes, debiendo ser atendidos de manera
adecuada y acorde con sus propias condiciones, en centros
preparados ex profeso en equidad social incluyente, con
perspectiva de género y para evitar que su condición física
se vea mermada.

Respecto de las oportunidades de alto nivel, se deberán
crear los medios para permitir que las mujeres apliquen sus
conocimientos en el aparato productivo de manera equita-
tiva, transversal y exitosa.

Finalmente, con la presente iniciativa pretendo sensibilizar
a todos los sectores políticos y a la sociedad, para alcanzar
niveles de gobernabilidad en armonía con el Estado demo-
crático de derecho en beneficio de toda la federación, las
instituciones que la comparten, y consolidar una política
educativa de gran visión y una vida libre de violencia con
la participación de todas las fuerzas sociales.

Por lo antes expuesto y fundado, someto a la consideración
de esta soberanía la presente iniciativa con proyecto de de-
creto y solicito atentamente a la Presidencia que considere
turnarla a la Comisión de Educación y a la Comisión de
Equidad y Género, para su dictamen en conjunto. Es cuan-
to; muchas gracias.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General de Educación, a cargo de la diputada
Martha Angélica Tagle Martínez, del Grupo Parlamentario
de Convergencia

Martha Angélica Tagle Martínez, en su carácter de diputa-
da federal del Grupo Parlamentario de Convergencia de la
LX Legislatura, en ejercicio de las facultades que le con-
fieren los artículos 64 y 71, fracciones II y III, de la Cons-
titución General de la República; y 55, fracción II, 56 y 62
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, somete a la consi-
deración de esta honorable asamblea iniciativa con proyec-
to de decreto que reforma y adiciona los artículos 2, 7, 8,
32 y 41 de la Ley General de Educación, al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

Con este proyecto de decreto se pretende fortalecer la obli-
gatoriedad de que las mujeres y todo individuo tenga las
mismas oportunidades de acceso al sistema educativo na-
cional con sólo satisfacer los requisitos que establezcan las
disposiciones generales aplicables y cuente con los aspec-
tos que la complementen y se eviten los vacíos legales
existentes que han imposibilitado el acceso de las mujeres
a los niveles de educación.

El sistema educativo y las estructuras familiares son fun-
damentales porque con ambas instituciones se deben fo-
mentar constantemente los ideales de integración social en
igualdad, equidad y no violencia; además, orientados de
manera adecuada, permiten erradicar la discriminación y la
exclusión en todos los sectores de la población.

Así, en el país educar es una responsabilidad de mayores
proporciones, donde las mujeres y la sociedad, así como
los sectores vulnerables y desprotegidos, logran su movili-
dad social rompiendo el círculo de la pobreza. Por ello, lo
antes mencionado se convierte en uno de los retos esencia-
les de las políticas de Estado.

En el contexto actual, las nuevas funciones de las mujeres
en la sociedad obligan a enfrentar nuevos retos que el Es-
tado debe asumir en sus tres niveles de gobierno con una
visión federalista, para cubrir los ámbitos de su desarrollo
humano, como establece de manera trascendental e inelu-
dible la prerrogativa reconocida a título de garantía indivi-
dual en los artículos 3o. y 5o. de la Constitución General
de la República.
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Por ello, los legisladores debemos poner mayor atención a
los niveles educativos básicos y superiores, a fin de cons-
truir un esquema que permita de manera incluyente el libre
desenvolvimiento de las estudiantes. De esa manera se les
permitirá ampliar sus horizontes, sus capacidades intelec-
tuales y humanas tendentes a eliminar los patrones y estig-
mas tradicionales de discriminación o exclusión social, que
a lo largo de la historia les ha negado alcanzar un futuro
próspero, equitativo y libre de violencia.

En nuestro país, los valores culturales y educativos son in-
dispensables para consolidar una integración social inclu-
yente con equidad, con perspectiva de género y con visión
de Estado que dé seguridad y proteja a la sociedad en ge-
neral de forma democrática.

Por lo expuesto, es elemental avalar la participación de la
relación entre los géneros para el desarrollo del país en co-
ordinación con los tres niveles de gobierno a fin de dar se-
guimiento real a los resultados que se desean alcanzar en
los niveles básico, medio, superior y de posgrado en cohe-
rencia con los objetivos y planes educativos.

Por otra parte, en una sociedad cambiante y en constante
evolución, es preciso difundir el conocimiento y la prácti-
ca de la democracia como la forma de gobierno más ade-
cuada a lo largo de la historia de la humanidad, además de
dar paso a una forma de convivencia incluyente que per-
mita a todos participar en la toma de decisiones para que
con ello se consolide el trato igualitario, equitativo y con
perspectiva de género, orientándolo a erradicar la violencia
en todas y cada una sus formas.

Bajo el esquema del sistema educativo nacional es impor-
tante continuar promoviendo el valor de la justicia, la ob-
servancia de la ley y la convivencia social entre géneros
para permitir la integración de las personas con discapaci-
dad y grupos desprotegidos en todos los ámbitos de la vida
nacional.

Además, se deben propiciar el conocimiento y la práctica
de los derechos humanos, y la sensibilización cívica para
cimentar las bases en que residen los valores de la no dis-
criminación.

Esos principios quedarían vacíos si no se desarrollan com-
portamientos solidarios en el país para crear conciencia so-
bre las políticas preventivas de la salud, la planeación fami-
liar y la paternidad responsable; desde luego, sin menoscabo

de la libertad, del respeto absoluto de la dignidad humana,
la no violencia de género en todas sus manifestaciones y el
rechazo a los vicios, que corrompen desde la infancia nues-
tra sociedad.

Por otra parte, el criterio que orienta la educación que im-
parten el Estado y sus organismos descentralizados, así co-
mo toda la educación preescolar, la primaria, la secundaria,
la normal y demás, para la formación de maestros de edu-
cación básica que los particulares impartan, debe fomentar
el progreso científico, para luchar contra la ignorancia en
todas sus manifestaciones, la violencia de género, y sus
causas y efectos para proponer soluciones a partir de la im-
plantación de políticas de Estado orientadas a la transver-
salidad de criterios en los tres niveles de gobierno para
erradicar la servidumbre, los fanatismos, los prejuicios, la
formación de estereotipos y la discriminación por el ori-
gen, el nivel económico y la orientación ideológica, políti-
ca e incluso religiosa.

Los legisladores debemos contribuir a la mejor conviven-
cia entre géneros, tanto por los elementos que aporte a fin
de robustecer en el educando dichos valores, junto con el
aprecio por la dignidad de las personas, la sensibilización
de los valores de interés general de la sociedad, fortale-
ciendo los ideales de fraternidad e igualdad de derechos de
todos los hombres, debiendo evitar los privilegios de razas,
de religión, de grupos, de sexos o de individuos.

Hemos considerado importante agregar una fracción que
busca contribuir en los tres niveles de gobierno en la for-
mulación de programas relativos a la cultura de la no vio-
lencia, perspectiva de género, inclusión y reincursión so-
cial de los grupos vulnerables y grupos desprotegidos, ya
que si la sociedad no se sensibiliza al respecto corremos el
riesgo de propiciar actitudes negativas que marginarán y
excluirán aún más a esos sectores y grupos sociales.

Los esfuerzos deben ser coordinados, transversales y eva-
luables para que las autoridades educativas tomen las me-
didas conducentes a establecer condiciones que permitan el
ejercicio pleno del derecho a la educación de cada indivi-
duo y mayor equidad educativa, así como el logro de la
efectiva igualdad en oportunidades de acceso y permanen-
cia en los servicios educativos sin que medie obstáculo al-
guno, salvo en los casos de la educación especial donde el
deterioro producido por la misma condición física lo impi-
da, por lo cual se les destinará a los centros adecuados pa-
ra su debida atención.
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Dichos esfuerzos deberán dirigirse especialmente a los
grupos sociales y regiones con mayor rezago educativo o
que enfrenten condiciones económicas y sociales de des-
ventaja en los términos establecidos en los artículos 7 y 8
de la Ley General de Educación.

Como hemos mencionado, debemos fortalecer y ampliar la
cobertura de la educación especial, que en todo momento
debe mantenerse como una política de Estado para evitar
que los recursos destinados a ésta disminuyan en los dis-
tintos niveles de gobierno. Por tanto, la educación especial
por su naturaleza se destina a individuos con discapacida-
des transitorias o definitivas, así como a los de aptitudes
sobresalientes. En ese sentido, debemos considerar que se
debe atender los educandos de manera adecuada y acorde
con sus propias condiciones, en centros preparados ex pro-
feso, en equidad social incluyente y con perspectiva de gé-
nero para evitar que su condición y su calidad de vida se
merman; se deberán habilitar centros especiales donde se
concentren esfuerzos y se evite la dispersión de los recur-
sos. En este punto debemos considerar, como hemos men-
cionado, que si su condición le impide integrarse deberá
permanece en los centros habilitados para ello y de esa ma-
nera mantener su calidad de vida.

A pesar de la existencia de un sistema educativo abierto y
de calidad, persisten factores que inhiben el armónico des-
arrollo académico de las mujeres que tiendan a disminuir
las diferencias sociales existentes en la población y niegan
los potenciales de las mexicanas para generar profesionis-
tas de manera equitativa, transversal y exitosa, porque la
educación de alto nivel en nuestros días sólo es alcanzable
en los núcleos sociales privilegiados, al que sólo unas
cuantas mexicanas tienen la oportunidad de acceder.

Finalmente, un Estado democrático se distingue por permi-
tir la participación de todas las fuerzas sociales para cons-
truir acuerdos basados en los principios básicos de la justi-
cia, la equidad, la igualdad y la oportuna atención de los
fenómenos que afectan el desarrollo de las personas. Por
tanto con la presente iniciativa pretendo sensibilizar a los
sectores políticos y a la sociedad en su conjunto para con-
tribuir a enriquecer estas nuevas medidas que dotarán a los
estudiantes de una cultura basada en la igualdad y el respe-
to, para alcanzar niveles de gobernabilidad en armonía con
el estado de derecho en beneficio de toda la federación, las
instituciones que la componen y consolidar una vida libre
de violencia.

Por lo expuesto y fundado, someto a la consideración de
esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto que reforma y adiciona los artículos 2, 7, 8, 32
y 41 de la Ley General de Educación

Artículo Único. Se reforma y adiciona los artículos 2, 7, 8,
32 y 41 de la Ley General de Educación, para quedar como
sigue:

Artículo 2. Todo individuo tiene derecho a recibir educa-
ción y, por tanto, todos los habitantes del país deben tener
las mismas oportunidades de acceso al sistema educativo
nacional con sólo satisfacer los requisitos que establezcan
las disposiciones generales aplicables.

...

...

Artículo 7. La educación que impartan el Estado, sus orga-
nismos descentralizados y los particulares con autorización
o con reconocimiento de validez oficial de estudios tendrá,
además de los fines establecidos en el segundo párrafo del
artículo 3o. de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, los siguientes:

I. ...

II. Favorecer el desarrollo de facultades para adquirir
conocimientos, así como la capacidad de observación,
análisis, reflexión, sensibilización social e incluyente
orientada a erradicar la violencia en todas y cada
una de sus formas;

III. y IV. ...

V. Infundir el conocimiento y la práctica de la democra-
cia como la forma de gobierno, la convivencia que per-
mita a todos participar en la toma de decisiones al me-
joramiento de la sociedad en forma igualitaria,
equitativa y con perspectiva de género;

VI. Promover el valor de la justicia, la observancia de la
ley y la convivencia social entre géneros, integración
de las personas con discapacidad y grupos desprote-
gidos en todos los individuos de la federación, así co-
mo propiciar el conocimiento de los derechos humanos,
los derechos individuales, el respeto de los mismos y
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la sensibilización cívica de las bases en que residen
las prácticas de la no discriminación y la exclusión
social;

VII. a IX. ...

X. Desarrollar actitudes solidarias en los individuos pa-
ra crear conciencia sobre la preservación de la salud, la
planeación familiar, la paternidad responsable, sin me-
noscabo de la libertad, del respeto absoluto a la dignidad
humana, la no violencia de género en todas sus mani-
festaciones y el rechazo a los vicios;

XI. a XIII. ...

Artículo 8. El criterio que orientará a la educación que el
Estado y sus organismos descentralizados impartan, así co-
mo toda la educación preescolar, la primaria, la secundaria,
la normal y demás para la formación de maestros de edu-
cación básica que los particulares impartan, se basará en
los resultados del progreso científico; luchará contra la ig-
norancia, la violencia especialmente la de género, sus
causas, efectos y soluciones debiendo implementar polí-
ticas de Estado orientadas a la transversalidad de crite-
rios en los tres niveles de gobierno para erradicar las
servidumbres, los fanatismos, los prejuicios, la formación
de estereotipos y la discriminación. Además:

I. y II. ...

III. Contribuirá a la mejor convivencia humana entre
géneros, tanto por los elementos que aporte a fin de ro-
bustecer en el educando, junto con el aprecio para la
dignidad de la persona, la integridad de la familia, la
sensibilización de los valores de interés general de la
sociedad, cuanto por el cuidado que ponga en sustentar
los ideales de fraternidad e igualdad de derechos de to-
das las personas, evitando los privilegios de razas, de
religión, de grupos, de sexos o de individuos.

IV. Contribuirá dentro de los tres niveles de gobier-
no en la formulación de programas relativos a la cul-
tura de la no violencia, perspectiva de género, inclu-
sión y reincursión social de los grupos vulnerables y
grupos desprotegidos.

Artículo 32. Las autoridades educativas tomarán medidas
tendentes a establecer condiciones que permitan el ejerci-
cio pleno del derecho a la educación de cada individuo, una
mayor equidad educativa, así como el logro de la efectiva

igualdad en oportunidades de acceso y permanencia en los
servicios educativos.

Dichas medidas estarán dirigidas, de manera preferente, a
los grupos y regiones con mayor rezago educativo o que
enfrenten condiciones económicas y sociales de desventa-
ja en términos de lo establecido en los artículos 7 y 8 de
esta ley.

Artículo 41. La educación especial está destinada a indivi-
duos con discapacidades transitorias o definitivas, así co-
mo a aquellos con aptitudes sobresalientes. Atenderá a los
educandos de manera adecuada a sus propias condiciones,
con equidad social incluyente y con perspectiva de géne-
ro.

...

...

Transitorio

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor al día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de marzo de
2007.— Diputada Martha Angélica Tagle Martínez (rúbrica).»

La Presidente diputada María Elena Álvarez Bernal:
Gracias, señora diputada. Túrnese a la Comisión de Edu-
cación Pública y Servicios Educativos, con opinión de la
Comisión de Equidad y Género.

ARTICULO 41 CONSTITUCIONAL - CODIGO 
FEDERAL DE INSTITUCIONES Y

PROCEDIMIENTOS ELECTORALES

La Presidente diputada María Elena Álvarez Bernal:
Se concede el uso de la palabra a la diputada Elsa de Gua-
dalupe Conde Rodríguez, del grupo parlamentario Alterna-
tiva, para presentar iniciativa que reforma los artículos 41
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, y 38 del Código Federal de Instituciones y Procedi-
mientos Electorales.

La diputada Elsa de Guadalupe Conde Rodríguez: Con
su venia, señora Presidenta. Compañeros y compañeras le-
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gisladores, esta iniciativa se propone ser un aporte en la
discusión que hemos iniciado en este ámbito legislativo so-
bre la Reforma del Estado, y se propone ser un aporte por-
que no puede haber reforma del Estado completa sin tocar
aquellos temas nodales que pueden y deben reformar el po-
der y sus reglas en nuestro país.

Es el caso y la causa de las mujeres en el ámbito de lo pú-
blico. Tere Incháustegui menciona que una reforma de Esta-
do que no modifique deliberadamente, en sentido progresis-
ta y democrático, el orden de género es una nueva operación
de encubrimiento de la desigualdad, porque normalmente las
agendas de estas reformas no pretenden eliminar los meca-
nismos de discriminación de las mujeres y la desigualdad,
a pesar de que dicha desigualdad es parte sustantiva de la
estructura de oportunidades para el desarrollo y parte fun-
damental para una verdadera democracia.

Esta iniciativa pretende elevar a rango constitucional el de-
recho de las mujeres a participar con equidad e igualdad de
oportunidades en la vida política del país; busca que los
partidos políticos se obliguen y garanticen, a través de la
postulación de sus candidaturas, una participación mayor
de mujeres en los puestos de elección popular.

Su propósito final es equilibrar la representatividad y par-
ticipación de ambos géneros a nivel municipal. El munici-
pio, como la organización político-administrativa más pró-
xima y visible a la ciudadanía, necesita fortalecer los
espacios de participación de las mujeres en sus ámbitos de
competencia.

En América Latina varios países, siguiendo el modelo eu-
ropeo, especialmente el de España, han adecuado sus le-
gislaciones, y dictado e implantado planes de igualdad de
oportunidades con diversos contenidos y alcances para lo-
grar una mayor intervención de las mujeres en el ámbito lo-
cal.

México, en relación con la representación femenina a nivel
municipal, ocupa un deshonroso último lugar en América
Latina, y muestra un estancamiento y un grave problema
en el proceso de la alternancia democrática al contar con
una mínima participación de mujeres que desempeñen car-
gos de elección popular en estos niveles.

Esta realidad, en un proceso democrático como el que vive
nuestro país, es simple y sencillamente insostenible. Ac-
tualmente existen 2 mil 438 municipios en el territorio na-

cional, de los cuales sólo 88 son ocupados por mujeres, lo
que corresponde a 3.6 por ciento del total de municipios
del país. Esta misma proporción se ha presentado desde ha-
ce dos décadas y nunca ha llegado ni ha superado el 4 por
ciento.

Para el año 2003 tan sólo 6.8 por ciento de los puestos de
síndicos y 15.9 por ciento de los regidores estaban repre-
sentados por mujeres, y en febrero de 2004 en 13 de los 31
estados del país no había ninguna presidenta municipal, lo
que muestra desigualdad de género en la representación y
dirección en los ayuntamientos.

En lo que se refiere a la inclusión femenina como funcio-
narias gubernamentales, los espacios de las áreas de admi-
nistración municipal ocupados por mujeres son todavía es-
casos y concentrados en ciertas áreas consideradas propias
de su condición.

Formar parte del ayuntamiento o del grupo de funcionarios
de la administración municipal sigue siendo, entonces, un
fenómeno inusual y marginal en la mayoría de las áreas, y
el acceso a los espacios de toma de decisiones dentro de los
gobiernos municipales constituye todavía un gran reto pa-
ra la igualdad de oportunidades.

Dos encuestas de opinión realizadas en América Latina por
la empresa Gallup en el año 2000, a petición del Banco
Interamericano de Desarrollo, sugieren que la actitud de la
ciudadanía no es obstáculo para que las mujeres alcancen
cargos políticos, sino más bien son los partidos políticos y
las estructuras institucionales las que no favorecen que las
mujeres accedan a estos puestos.

Por todo lo anterior, con la adición de un tercer párrafo al
artículo 41 de nuestra Constitución, se busca establecer la
obligación que tienen los partidos políticos de promover y
garantizar conforme a la ley la igualdad de oportunidades
y la equidad entre hombres y mujeres en la vida política de
nuestro país, a través de las postulaciones que realicen pa-
ra puestos de elección popular, incluyendo las municipales.

También se propone en la iniciativa reforma al inciso s) del
artículo 38 del Código Federal de Instituciones y Procedi-
mientos Electorales, a fin de que los partidos políticos ga-
ranticen la participación de las mujeres en los puestos de
elección popular a nivel municipal, en donde en ningún ca-
so se incluyan más de 70 por ciento de candidaturas pro-
pietarias de un mismo género.
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En su libro Paridad electoral y cuotas femeninas, Alfonso
Ruiz afirma: “Las cuotas son necesarias y se justifican,
aunque sea temporalmente, si con ellas se logra el objetivo
de borrar las diferencias, ya que de lo que se trata al final
es que podamos construir una sociedad más igualitaria, en
la que la pertenencia a la categoría de hombres o mujeres
sea irrelevante para el reparto de los papeles públicos y pri-
vados”.

Señora Presidenta, solicito respetuosamente que la iniciati-
va se inserte de manera íntegra en el Diario de los Debates.
Muchas gracias.

«Iniciativa que reforma los artículos 41 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y 38 del Código
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, a
cargo de la diputada Elsa de Guadalupe Conde Rodríguez,
del Grupo Parlamentario Alternativa

La suscrita, Elsa de Guadalupe Conde Rodríguez, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Alternativa Socialde-
mócrata y Campesina, con fundamento en lo dispuesto por
los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, así como por los artículos
55, fracción II, 56 y 62 del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, someto a la consideración del Pleno de la Cámara
de Diputados, la presente iniciativa de decreto que adicio-
na un tercer párrafo a la fracción I del artículo 41 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y
reforma el artículo 38 inciso s) del Código Federal de Ins-
tituciones y Procedimientos Electorales, con base en la si-
guiente

Exposición de Motivos

La presente iniciativa de reforma y adición al artículo 41
constitucional, y al artículo 38 inciso s) del Código Federal
de Instituciones y Procedimientos Electorales pretende ele-
var a rango constitucional el derecho de las mujeres a par-
ticipar con equidad e igualdad de oportunidades en la vida
política del país. Busca, que los partidos políticos garanti-
cen a través de la postulación de sus candidaturas para pre-
sidencias municipales, regidores y síndicos una participa-
ción mayor de mujeres a estos puestos de elección popular.
Su propósito es equilibrar la representatividad y participa-
ción de ambos géneros a nivel municipal.

Las mujeres mexicanas han ido ganando espacios de toma
de decisiones y cargos de representación popular, pero lo

que llama la atención es lo que sucede en el entorno local
y los gobiernos municipales, en cuanto a la persistencia de
dificultades para acceder a dichos espacios.

El municipio es la organización político-administrativa que
se encuentra más próxima y visible a la ciudadanía. Por
ello la importancia de fortalecer la participación de las mu-
jeres en el ámbito municipal.

Varios países de América Latina no han sido ajenos a esta
problemática y en la mayoría de ellos, siguiendo el mode-
lo europeo, especialmente de España, han adecuado sus le-
gislaciones y han dictado e implantado planes de igualdad
de oportunidades con diversos contenidos y alcances.

México, en relación a la representación femenina a nivel
municipal, ocupa el último lugar en América Latina y
muestra un estancamiento y un grave problema del proce-
so de la alternancia, al contar con una mínima representa-
ción de mujeres que desempeñan cargos de elección popu-
lar en estos niveles.

Los municipios como gobierno local se encuentran ante un
prolongado y difícil proceso de transición y su gestión exi-
ge diseños y arreglos institucionales adecuados a las nue-
vas competencias y retos.

Actualmente existen 2 mil 438 municipios en el territorio
nacional, de los cuales sólo 88 son representados por mu-
jeres, lo que corresponde al 3.6 por ciento del total de los
municipios del país. Esta misma proporción se presenta
desde hace dos décadas y nunca ha llegado ni superado el
4 por ciento.1

Para el año 2003, tan sólo el 6.8% de los puestos de síndi-
cos y el 15.9% de los regidores, estaban representados por
mujeres. Lo que muestra desigualdad de género en la re-
presentación y dirección de los ayuntamientos.

Presencia femenina
en los Gobiernos Municipales

Marzo 2002

Cargo Porcentaje de mujeres
Presidencias municipales 3.6 por ciento
Síndicos 6.8 por ciento
Regidores 15.9 por ciento

Fuente: Centro Nacional de Desarrollo Municipal. Secretaría de Go-
bernación
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En febrero de 2004, en 13 de los 31 estados no había ni una
presidenta municipal, lo que representaba el 41.9 por cien-
to del total. En 18 estados existían 86 presidentas munici-
pales, sobresaliendo los casos de Veracruz (con 15), Yuca-
tán y Oaxaca (con 11 cada uno) y el estado de México (con
10). En una situación intermedia estaban Jalisco (seis) e
Hidalgo (cuatro), en tanto que San Luis Potosí, Sinaloa,
Nuevo León y Puebla contaban con tres presidentas muni-
cipales y Campeche, Chiapas, Chihuahua, Durango y Gue-
rrero tenían sólo dos; Nayarit y Querétaro contaban con
una. Esto nos habla de la situación de aislamiento y margi-
nalidad en la mayor parte de los estados.

México

Municipios gobernados por mujeres, 
por entidad federativa

Marzo 2004

Estado Número de municipios
Veracruz 15
Yucatán 11
Oaxaca 11
México 10
Jalisco 6
Hidalgo 5
Michoacán 4
San Luis Potosí 3
Sinaloa 3
Nuevo León 3
Puebla 3
Campeche 2
Chiapas 2
Chihuahua 2
Durango 2
Guerrero 2
Nayarit 1
Querétaro 1
Total 86

Fuente: http://www.e-local.gob.mx/ELOCAL Mujeres en Gobiernos
Locales Marzo

En lo que se refiere a la inclusión femenina como funcio-
narias gubernamentales, los espacios de las áreas de la ad-
ministración municipal ocupados por mujeres son todavía
escasos y concentrados en ciertas áreas, consideradas pro-
pias de su condición.

Para el 2004, la mayor proporción de mujeres se encontra-
ba como responsables del área de Participación Social (29
por ciento) y de la Unidad de Personal (23 por ciento). Las
mujeres representaban 17 por ciento en el cargo de la teso-
rería municipal, 15 por ciento de los secretarios, 13 por
ciento de los contralores, 12 por ciento de los responsables
de la Unidad de Evaluación y 11 por ciento de quienes se
desempeñaban en el cargo de oficial mayor.2

Además las mujeres participan en la vida social y política
como gestoras de servicios y satisfacción de las necesida-
des de sus familias y de su comunidad, constituyendo im-
portantes bases sociales de diversos movimientos como el
sindical, el campesino, el indígena o el urbano-popular, así
como en movimientos político-electorales, en la defensa
del respeto al voto y de los derechos humanos. Sin embar-
go sigue siendo un problema el poder acceder a los cargos
públicos y a los espacios de toma de decisiones.

En relación a la incorporación de la equidad de género en
la gestión municipal también se ha visto limitada a sólo al-
gunos estados con resultados muy pobres, por las resisten-
cias primitivas contra los derechos políticos de las mujeres
que ahí se encuentran. El término género es de los más re-
cientes y nuevos que están adoptando los gobiernos locales
y municipales, y ha sido controvertido porque acostumbran
concebir a las mujeres como madres, esposas, amas de ca-
sa, beneficiarias pasivas, grupos vulnerables y clientelas
electorales, sin tomar en cuenta que la participación feme-
nina ha enriquecido las competencias de los municipios.

Además no ha sido tomada en cuenta la perspectiva de gé-
nero como una herramienta metodológica conceptual que
ayuda a identificar y analizar las condiciones y posiciones
sociales diferenciadas de mujeres y hombres.

Para lograrlo, se requiere de incorporar procesos incluyen-
tes participativos individuales y colectivos; construir alian-
zas, promover y fortalecer la formación de redes sociales,
generar sistemas de información diferenciados para el aná-
lisis de género; mejorar y generar los sistemas de evalua-
ción de la gestión y transparencia, utilizando instrumentos
de rendición de cuentas que permitan mostrar las decisio-
nes y acciones de equidad de género.

Por lo anterior, podemos decir que en estos ámbitos públi-
cos la representación de las mujeres ha sido prácticamente
nula. Formar parte del ayuntamiento o del grupo de fun-
cionarios de la administración municipal sigue siendo en-
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tonces un fenómeno inusual y marginal en la mayoría de
las áreas, y el acceso a los espacios de toma de decisiones
dentro de los gobiernos municipales constituye todavía un
gran reto para la igualdad de oportunidades.

Tampoco en los contenidos de las políticas llevadas ade-
lante por los gobiernos locales se ha reflejado la problemá-
tica de las mujeres, que han quedado excluidas no sólo de
instancias de decisión, sino que en muchos casos ni siquie-
ra se han alcanzado dichas políticas públicas.

Es así que paulatinamente tenemos que implantar distintas
medidas para revertir estas situaciones, desde acciones po-
sitivas concretas (cupo femenino en diversas instancias)
hasta planes de igualdad de oportunidades, como herra-
mientas para aumentar la participación de las mujeres en
las instancias de gobierno.

La marginación y la discriminación de cualquier tipo, pero
particularmente la exclusión de la mujer en los procesos e
instancias en los que se toman las decisiones políticas,
atentan contra la democracia y lesionan sus valores más
elementales como la igualdad y justicia social.

Dos encuestas de opinión realizadas en América Latina,
una hecha en el año 2000 por la empresa Gallup a petición
del Banco Interamericano de Desarrollo, en la que se en-
cuestó a 2000 latinoamericanos de 5 ciudades importantes
y otra, realizada en los Estados Unidos, sugieren que la ac-
titud de la ciudadanía es menos un obstáculo para que las
mujeres alcancen cargos políticos al estar dispuestos a vo-
tar por mujeres capacitadas. Otros estudios realizados, han
concluido que las barreras que impiden que las mujeres ac-
cedan al poder no se encuentran en el electorado sino más
bien en los partidos políticos y en las estructuras institu-
cionales.

Con base en lo anterior, podemos afirmar que la opinión
pública favorece a las mujeres pero aún así son postuladas
por sus partidos en menor proporción.

Por ello, con la adición de un tercer párrafo al artículo 41
de la Constitución, se busca establecer la obligación que
tienen los partidos políticos de promover y garantizar con-
forme a la ley, la igualdad de oportunidades y la equidad
entre mujeres y hombres en la vida política del país, a tra-
vés de las postulaciones que realicen para puestos de elec-
ción popular, incluyendo los municipales.

La Carta Magna en su artículo 4o. establece la igualdad en-
tre hombres y mujeres, sin embargo con respecto a la re-
presentación y participación política, éstas se han visto re-
legadas a su mínima expresión.

Las mujeres significan más del 50 por ciento de la pobla-
ción y del electorado, por eso para construir una ciudada-
nía plena en regímenes democráticos como el nuestro, es
necesario incluirlas en todos los procesos de cambio, como
actoras significativas de la transición y no como ciudada-
nas de segunda subrepresentadas.

Una de las estrategias para superar la subrepresentación
política femenina es el establecimiento de acciones afirma-
tivas, que tienen por objeto compensar a quienes han esta-
do por largo tiempo en condiciones de desventaja.

Conforme a lo anterior, las acciones positivas o afirmativas
propuestas tienen como objetivo compensar dichas des-
ventajas. En este sentido la iniciativa, también propone re-
formar el inciso s) del artículo 38 del Código Federal de
Instituciones y Procedimientos Electorales, con el fin de
que los partidos políticos garanticen la participación de las
mujeres en puestos de elección popular a nivel municipal,
en donde en ningún caso se incluyan más del setenta por
ciento de candidatos propietarios de un mismo género.

Las cuotas electorales por razón de género son una especie
dentro del concepto más amplio de las acciones afirmativas
y su objetivo es asegurar un mínimo de representación pa-
ra el género femenino.3

El establecer cuotas de representación para los partidos sig-
nifica un mínimo de presencia organizada y de acción por
parte de las mujeres militantes y un cambio de actitud de
las cúpulas dirigentes.

Además no hay que olvidar que ya la Suprema Corte de
Justicia de la Nación se ha pronunciado a favor de que las
leyes electorales promuevan la equidad entre los sexos, al
considerar válidas las cuotas de género tanto para diputa-
ciones plurinominales como para regidurías municipales.

“Las cuotas son necesarias y se justifican, aunque sea
temporalmente, si con ellas se logra el objetivo final que
borre las diferencias ya que de lo que se trata es que al
final podamos construir una sociedad más igualitaria en
la que la pertenencia a la categoría de los hombres o mu-
jeres sea irrelevante para el reparto de los papeles pú-
blicos y privados.”4
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Por los motivos expuestos, presento a la consideración del
Pleno de la Cámara de Diputados, la presente

Iniciativa de decreto que adiciona un tercer párrafo a la
fracción I del artículo 41 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, y reforma el artículo 38,
inciso s), del Código Federal de Instituciones y Procedi-
mientos Electorales

Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos

Capítulo I
De la Soberanía Nacional 

y de la Forma de Gobierno

Artículo 41. …

Los partidos políticos deberán promover y garantizar,
conforme a la ley, la igualdad de oportunidades y la
equidad entre mujeres y hombres en la vida política del
país, a través de las postulaciones que realicen tanto pa-
ra las candidaturas de diputados y senadores, como pa-
ra las de presidentes municipales, regidores y síndicos.

Código Federal de Instituciones 
y Procedimientos Electorales

Capítulo Cuarto
De las obligaciones

Artículo 38. Son obligaciones de los partidos nacionales:

s) Garantizar la participación de las mujeres en
puestos de elección popular tanto de las candidatu-
ras a diputados y senadores, como las de presidentes
municipales, regidores y síndicos, en donde en nin-
gún caso se incluirán más del setenta por ciento de
candidaturas propietarios de un mismo género.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Notas:

1 Massolo Alejandra, de la Red Mujer y Hábitat en América Latina.
“Seminario Internacional Acuerdos Básicos para la Consolidación
Democrática”. 31de mayo de 2006.

2 Barrera Bassols, Dalia y Massolo, Alejandra. “Guía para la Equidad
de Género en el Municipio”. Indesol y Grupo Interdisciplinario Sobre
Mujer, Trabajo y Pobreza. México, 2004.

3 Carbonell, Miguel. “La Reforma al Código Federal de instituciones
y Procedimientos Electorales en Materia de Cuotas Electorales de Gé-
nero” Biblioteca Jurídica Virtual. Revista Mexicana de Derecho Cons-
titucional. http:/www.jurídicas.unam.mx

4 Ruíz Miguel, Alfonso. “Paridad Electoral y Cuotas Femeninas”
Claves de la Razón Práctica. No. 94, julio-agosto 1999-p. 48-53.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 27 de marzo de dos
mil siete.— Diputada Elsa de Guadalupe Conde Rodríguez (rúbrica).»

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Gracias, diputada. Insértese el texto íntegro en el Diario de
los Debates y túrnese a las Comisiones Unidas de Pun-
tos Constitucionales y de Gobernación.

LEY NACIONAL AGRARIA

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Tiene la palabra el diputado Félix Castellanos Hernández,
para presentar iniciativa que expide la Ley Nacional Agra-
ria.

El diputado Félix Castellanos Hernández: Con el permi-
so de la diputada Presidenta… compañeras y compañeros
diputados, el suscrito, diputado federal Félix Castellanos
Hernández, sin pertenecer a ningún grupo parlamentario,
en ejercicio que le confiere el artículo 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y
el artículo 55, fracción II, del Reglamento para el Gobier-
no Interior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, se permite someter a su consideración la si-
guiente iniciativa con proyecto de decreto que expide la
Ley Nacional Agraria, al tenor de la siguiente exposición
de motivos:

Queremos precisar que en virtud de que ya ha sido publi-
cada en la Gaceta Parlamentaria, y por razones de tiempo,
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solicitamos a la Presidencia la incorporación íntegra de es-
te texto al Diario de los Debates.

Compañeras y compañeros, hace 15 años el Ejecutivo fe-
deral con singular alegría aprobó y envió aquí, al Congre-
so de la Unión, las modificaciones al artículo 27 constitu-
cional, y por supuesto su consecuente Ley Agraria.

Se decía entonces que entre otras bondades de esta reforma
al artículo 27 estaba establecer un marco jurídico para fa-
vorecer el desarrollo rural integral en nuestro país. Decía el
Presidente Salinas en ese entonces que esta reforma al 27
de la Ley Agraria iba a posibilitar la capitalización del
campo a través de la inversión pública, pero sobre todo de
la inversión privada nacional e internacional. Y también
aseguraban en aquel entonces que íbamos a garantizar el
aseguramiento del abasto alimentario.

En ese año, en 1992, el Ejecutivo federal consideró que la
reforma era necesaria para garantizar un ambiente de certi-
dumbre y fomentar la inversión rural. Debemos aceptar
que hubo algunas bondades: tal reforma reconoció la capa-
cidad legal a ejidatarios y comuneros, a través de sus asam-
bleas generales y soberanas.

Otro de los mayores aportes que debemos reconocer a esa
reforma, fue la creación de los tribunales agrarios; sin em-
bargo, debemos reconocer también que los cambios gene-
rados trajeron consigo nuevas prácticas, fenómenos y pro-
cesos que transformaron la problemática, la estructura y la
realidad rural.

A 15 años de la reforma al artículo 27 y su Ley Agraria es
tarea necesaria de esta legislatura replantear la vigencia de
esta reforma; es decir, se requiere hacer una revisión y una
evaluación objetiva de sus efectos en el campo mexicano y
en la sociedad rural en su conjunto. Es decir, necesitamos
hacer un corte, un balance: qué ha funcionado y qué no ha
funcionado de las reformas del artículo 27 y de la Ley
Agraria.

Debemos preguntarnos: ¿Se ordenó la propiedad rural en
este país o hay una situación irregular? ¿El Procede es un
medio o sólo un fin? ¿La Procuraduría Agraria es una ver-
dadera defensora de los campesinos o solamente se buro-
cratizó? ¿Los tribunales agrarios abatieron el rezago agra-
rio o ahora ya tienen su propio rezago?

¿En verdad ya no hay tierra que repartir o existen latifun-
dios simulados? ¿Llegó la necesaria inversión al campo

mexicano o se agudizó la pobreza entre los pobladores del
medio rural? ¿Se fomentó la organización rural o, con el
pretexto de combatir el corporativismo, se aplastó a la or-
ganización campesina? Estos son una serie de temas que
debemos debatir.

En fin, hay mucho que corregir y readecuar en la vigencia
del nuevo marco jurídico agrario. Queremos mencionar
que el nuevo marco jurídico agrario se ha venido discu-
tiendo desde la LVIII Legislatura, y queremos reconocer en
esta iniciativa de decreto la aportación de los trabajos ex-
celentes que la LIX Legislatura hizo en este sentido.

Vale decir que la Comisión de Reforma Agraria de la LIX
Legislatura realizó un intenso trabajo para dictaminar la
iniciativa de Ley Federal Agraria, que fue votada y apro-
bada en lo general el 13 de diciembre de 2005 y que extra-
ñamente, después de su aprobación, cuando debiera haber
sido votada en lo particular, fue enviada y fue turnada a la
Comisión de Reforma Agraria.

Existieron seis temas de controversia, existieron seis pun-
tos; ni siquiera hubo reservas de la Ley Federal Agraria.
Por eso queremos reactivar con esta propuesta el debate y
la discusión sobre la cuestión agraria y campesina en nues-
tro país. ¿Cuáles fueron esos seis temas?

1. La conceptualización de la existencia de tierras indíge-
nas.

2. El procedimiento ante tribunales agrarios para que por la
vía de la jurisdicción voluntaria se emita la declaratoria de
tierras indígenas.

3. El aprovechamiento de recursos naturales de forma ex-
clusiva por los núcleos agrarios.

4. El deber de consultar a ejidos y comunidades indígenas
para determinar si hay perjuicio para ellos en un aprove-
chamiento de recursos por terceros.

5. El hecho de que los ejidos y comunidades indígenas pue-
dan determinar por sí mismos sus propios mecanismos de
consulta para decidir el aprovechamiento de recursos natu-
rales.

6. La competencia que otorgan los tribunales agrarios para
que puedan conocer de las controversias que afecten tie-
rras, bosques, aguas y otros recursos naturales de los nú-
cleos agrarios.
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Pudo haber sido correcto o incorrecto el trámite que se le
dio en aquel entonces; por ello hacemos esta propuesta, pa-
ra que hagamos las modificaciones y las readecuaciones a
los artículos que fueron motivo de discrepancias, e invita-
mos a los diferentes grupos parlamentarios para que poda-
mos debatir, en el seno de la Comisión de Reforma Agra-
ria y aquí en el Pleno, los articulados, a fin de tener ya una
ley que reclama el campesinado mexicano.

Pero vamos a discutirlo en forma, respetando el procedi-
miento legislativo; por eso solicitamos a la Presidencia que
se turne a la brevedad a la Comisión de Reforma Agraria,
e iniciar ahí el debate y la discusión sobre los temas de es-
te asunto campesino y digno, tan importante para nuestro
país.

Queremos hacer un reconocimiento al Centro de Estudios
para el Desarrollo Rural Sustentable de la Cámara de Di-
putados por sus aportaciones, y de igual forma hacer un re-
conocimiento a los trabajos de destacados investigadores y
académicos de la UNAM, de la UAM y de Chapingo, y por
supuesto también al Consejo Nacional del Sector Agrario,
del Conacosa. También queremos agradecer la participa-
ción, en diferentes foros, de los campesinos, de los hom-
bres y las mujeres que participaron en los diferentes foros
para hacer esta iniciativa.

Y finalmente quiero dedicar esta modesta intervención a
quien fue un excelente ser humano, un excepcional inves-
tigador y académico, a un honesto, austero y eficiente ser-
vidor público, es decir a un “agrario nato”; me refiero al
doctor Arturo Warman, por su brillante aportación al Mé-
xico rural del siglo XX y del siglo XXI; vaya para él nues-
tro reconocimiento. Por su atención, muchas gracias.

«Iniciativa que expide la Ley Nacional Agraria, a cargo del
diputado Félix Castellanos Hernández

El suscrito, diputado Félix Castellanos Hernández, sin per-
tenecer a ningún grupo parlamentario, en ejercicio de la fa-
cultad que me confiere el artículo 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
el artículo 55, fracción II, del Reglamento para el Gobier-
no Interior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, me permito someter a consideración de esta
soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de decreto
que expide la Ley Nacional Agraria, al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

I. Antecedentes

A partir de la adopción formal del modelo económico neo-
liberal, dio inicio una importante reforma jurídica integral
y de política para el medio rural, encaminada a un ajuste
estructural de todo el sector que fuera consecuente con los
acuerdos y políticas internacionales de fomento agrícola.

Una de las reformas de mayor trascendencia es la de 1992,
a iniciativa del Poder Ejecutivo federal, el artículo 27 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos se
reformó con el propósito fundamental establecer el marco
jurídico suficiente para propiciar las condiciones mínimas
necesarias para favorecer el desarrollo rural, posibilitar la
capitalización del campo y asegurar el abasto alimenticio
de la población; la reforma partía de la premisa de que el
reparto de tierras, proceso que representó la transformación
de la estructura agraria había llegado a su fin al no existir
más tierra para satisfacer la demanda campesina. El Ejecu-
tivo consideró en la propuesta correspondiente que la re-
forma constitucional era necesaria para garantizar un am-
biente de certidumbre y fomentar la inversión rural,
reconociendo plena capacidad legal a ejidatarios y comu-
neros y otorgándoles un margen más amplio de decisión
para que ellos fueran los protagonistas principales de su
propio desarrollo.

Fue esta reforma constitucional la que también fundamen-
tó la creación de los Tribunales Agrarios y sustituyó la mul-
tiplicidad de procedimientos administrativo-jurisdicciona-
les existentes por un solo juicio de estricto derecho.

Los cambios generados con las modificaciones al marco le-
gal trajeron consigo nuevas prácticas, fenómenos y proce-
sos que transformaron la problemática agraria y dieron lu-
gar a una serie de situaciones jurídicas concretas hasta hace
poco desconocidas, justamente por ser producto de la apli-
cación de las nuevas normas y, por lo mismo, imposibles
de prever por el legislador.

En este contexto, a trece años de la reforma constitucional,
es tarea impostergable de esta Legislatura, replantear la vi-
gencia de esta reforma, requiere la revisión, evaluación res-
ponsable y objetiva de sus efectos en el campo mexicano y
en la sociedad rural en su conjunto, y poder implementar
las medidas legales necesarias para amortiguar o revertir
sus efectos.
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El análisis que Legislaturas anteriores han venido hacien-
do, y el reclamo que desde hace tiempo diversas voces de
distintos sectores han hecho para revisar y actualizar el
marco jurídico en la materia, como una forma para promo-
ver la apertura de una etapa superior de la Reforma Agra-
ria en nuestro país, orientada al desarrollo rural integral
sustentable, requirió la participación obligada de diversos
sectores sociales, organizaciones campesinas, autoridades
del ramo y estudiosos de la materia, lo cual arrojó un diag-
nóstico preocupante, ya que sus principales fines no se han
cumplido.

En este análisis se reconoce principalmente, que la inver-
sión productiva, alentada por la transformación de las rela-
ciones de propiedad y uso de la tierra, no fluyó como se es-
peraba y que el crédito agropecuario, tanto el otorgado por
la banca de desarrollo como el comercial, disminuyó noto-
riamente con respecto a décadas anteriores.

De igual manera, la promesa de impartición de una “justi-
cia agraria pronta y expedita a los hombres y mujeres del
campo” es todavía una deuda pendiente, pues, sin haberse
abatido totalmente el rezago histórico (amparos en trámite,
ejecutorias sin cumplimentar, resoluciones pendientes de
ejecutar, etc.), se ha generado un nuevo rezago ante la im-
posibilidad material de concluir los procesos judiciales
agrarios en términos de la ley.

Por otra parte, contra lo que se proponía, la reforma cons-
titucional de 1992 no pudo revertir la creciente pulveriza-
ción de la propiedad resultante del reparto agrario, antes
bien ahora se encuentran minifundios más acentuados que
resultan inviables frente a un modelo económico basado en
las ventajas comparativas y ante la ausencia de tecnologías
propias para la agricultura campesina.

Asimismo, los pueblos y comunidades indígenas no han
visto satisfechas sus añejas demandas de respeto a sus po-
sesiones ancestrales, a su forma de vida y a sus usos y cos-
tumbres.

De 1992 a la fecha, la demografía del medio rural ha teni-
do un desenvolvimiento natural que, si bien era predecible,
no fue objeto de atención por parte de la legislación agra-
ria vigente. Ahora esa realidad se ha expresado en dos
grandes problemas en el campo: el primero, conformado
por las consecuencias del envejecimiento de los titulares de
la propiedad rural, y el segundo, íntimamente ligado al an-
terior consistente en la falta de opciones para que los jóve-
nes accedan a la tierra, esta situación se ha traducido en un

problema de emigración campesina, abandono del campo y
rezago en la producción agrícola.

Adicionalmente, las reformas de 1992, si bien dieron cohe-
rencia al funcionamiento de los órganos de representación
y vigilancia, también dejaron vacíos legales que al mo-
mento de revelar los cargos de los integrantes de dichos ór-
ganos se generaron graves conflictos internos, en detri-
mento de la estructura orgánica funcional del ejido y de la
comunidad, así como de la estabilidad y tranquilidad en el
campo, lo que ha quedado evidenciado en numerosos con-
flictos derivados del relevo de los órganos de administra-
ción y de autoridad de los ejidos y el vacío de representa-
ción que se genera ante autoridades administrativas y
jurisdiccionales.

Ahora bien, durante la última parte del siglo pasado, tanto
en países desarrollados como en vías de desarrollo, el mar-
co jurídico agrario y social en general ha registrado signi-
ficativas transformaciones para configurar una legislación
de nueva generación, que busca ampliar la solidaridad y la
democracia, mediante una mayor participación de los suje-
tos agrarios; con la finalidad de que sean ellos quienes, de
manera consciente, tomen sus propias decisiones, cada vez
más comprometidos con su familia, con el grupo al que
pertenecen, con el campo y con la sociedad en su conjun-
to.

Esta nueva generación de derecho agrario y social en el
mundo, ha servido como marco de referencia y compara-
ción para determinar, las pautas y medidas que pueden im-
plementarse y que han demostrado un efecto positivo.

Por estas consideraciones, es imperativo legislar sobre la
Ley en general y en la legislación secundaria en materia
agraria con el fin de contar con un marco jurídico que res-
ponda a la realidad del siglo XXI y dé respuesta, a través
de soluciones viables y efectivas, a las apremiantes necesi-
dades de los hombres y mujeres del campo mexicano.

Las modificaciones a las normas y a las instituciones agra-
rias existentes propuestas en esta Iniciativa, parten de las
bases jurídico-sociales que han guiado al agrarismo mexi-
cano; de los principios sustentados por las leyes sociales de
nueva generación y del estudio objetivo y analítico de la re-
alidad actual del campo, con el fin único de contribuir a so-
lucionar los problemas del agro nacional.

El ordenamiento contenido en la presente Iniciativa preten-
de contribuir a proporcionar una legislación con sentido so-
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cial, ya que se protege a la familia y se nivelan los derechos
de mujeres y hombres, regulando por este camino el patri-
monio familiar; esta iniciativa de ley declara la tierra patri-
monio familiar, incluye normas que organizan dicho patri-
monio determinando los bienes que deben constituirlo
sobre la base de que será inalienable y no estará sujeto a
embargo ni gravamen alguno, salvo el caso de que se de-
muestre la conveniencia de enajenarlo y reducirlo. Se pre-
vé la creación de un fondo de tierras que tendrá un carác-
ter estratégico, a través de este se inducirá la reconversión
productiva de terrenos de agostadero susceptibles de culti-
vo para ampliar la frontera agrícola, debiendo darse su
aplicación en el marco de proyectos productivos regionales
definidos en los Consejos Distritales de Desarrollo Rural
Sustentable. Además, la transmisión de tierras del fondo
será a título oneroso y de acuerdo con las condiciones so-
cioeconómicas de sus beneficiarios, por lo que no se incu-
rre en acciones paternalistas del Estado.

A rescatar la función productiva; esta Ley recoge el princi-
pio del interés por la producción reconocido incluso cons-
titucionalmente por diversos países como Italia y España,
perspectiva desde la cual el Estado puede imponer al pro-
pietario de predios rústicos un destino específico para cier-
tos cultivos, o prohibirlos en su caso en atención a fines
programáticos para el campo, y de igual forma, estimular
determinada producción a través del manejo de incentivos.
De conformidad con este principio, la propiedad se man-
tiene como tal, pero el bien ya no es considerado solamen-
te como objeto de goce, sino también como medio de pro-
ducción, conduciendo hacia una visión más responsable
del propio Estado en la política agraria y productiva. Se es-
tablece la obligación de las sociedades mercantiles y civi-
les agrarias de mantener la tierra en explotación, con el evi-
dente propósito de evitar que la integración de este tipo de
figura asociativa se convierta en una forma de ocultar la ti-
tularidad de la propiedad y la proliferación de grandes lati-
fundios improductivos y/o especulativos.

Dar respuesta a la demanda de justicia de los pueblos indí-
genas, ya que contiene los elementos necesarios para defi-
nir, delimitar y garantizar la protección del Estado en ma-
teria indígena. Crea un procedimiento especial para ejidos
y comunidades los cuales si así lo desean podrán acogerse
al marco jurídico con la finalidad de reconocerse una for-
ma de organización consuetudinaria de poseer tierras eji-
dales y comunales indígenas, por parte de los Tribunales
Agrarios, para cuyo efecto se contempla la definición de
pueblos, comunidades y tierras indígenas, señalando como

requisito el que se trate de una posesión permanente del
pueblo o comunidad en relación con su cultura. Este senti-
do de protección implica que se asigne a las tierras el ca-
rácter de inembargables, imprescriptibles e inalienables y
se otorga seguridad jurídica mediante el respeto a los me-
dios de transmisión de estas tierras, reconociendo sus sis-
temas normativos, usos y costumbres, y cuando se trate de
la explotación de recursos reservada al Estado, antes de
proceder a dicha explotación, se deberá procurar la acepta-
ción previa del pueblo o comunidad de que se trate, y en su
caso, se deberá llegar a un acuerdo sobre los beneficios que
reportará la explotación, las medidas para evitar daños al
medio ambiente y a la cultura indígena.

Fortalecimiento en la vida de los núcleos agrarios, resca-
tando la tradición de organizaciones campesinas e incorpo-
rando nuevas alternativas, ya que, se incorporan disposi-
ciones que buscan contribuir a rescatar la organización
campesina adecuándola a las realidades actuales y la pre-
paran para enfrentar exitosamente los retos de la globaliza-
ción. Se define a las organizaciones rurales con personali-
dad jurídica, dentro de las que se incluye a la Unidad
Agrícola Industrial de la Mujer y se establece que las orga-
nizaciones campesinas deberán regirse bajo los principios
de: adhesión voluntaria y abierta; gestión democrática de los
socios y participación económica de los mismos, autonomía
e independencia, implantación de procesos de educación,
formación e información, promoción de la cooperación e in-
tegración en superiores niveles entre organizaciones, demos-
tración de interés por la comunidad, respeto a las creencias
religiosas y políticas, y promoción de la cultura ecológica.
Además de darle fuerza a la organización social y econó-
mica, la Iniciativa reafirma los valores en los órganos de
decisión, representación y vigilancia, consigna que la
Asamblea del núcleo agrario se encargará de la recepción,
discusión, modificación y aprobación en su caso, de los in-
formes, cuentas, balances y aplicación de los recursos eco-
nómicos del Comisariado Ejidal y del Consejo de Vigilan-
cia.

Una regulación de los múltiples acuerdos de arrendamien-
to que se dan en el campo; se propone rescatar e incorpo-
rar al marco jurídico la visión de los sujetos agrarios. Los
diferentes actores rurales crean y recrean sus propias alter-
nativas con base en valores de solidaridad, bien común y
defensa de los espacios naturales; sus opciones no están re-
ñidas con la eficiencia productiva, la mejora tecnológica, la
producción para el mercado ni los valores de la “economía
liberal”; sus estrategias de desarrollo se rigen y construyen
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a partir de la satisfacción de sus necesidades básicas y de
la unidad familiar. Parte de estas estrategias es considerar a
los contratos de arrendamiento de tierras como una opción.

Dar principios de sustentabilidad, diversidad productiva y
beneficio social para los dueños de la tierra, incluye dispo-
siciones que protegen las tierras de ejidos y comunidades
estableciendo que podrán aprovecharse en actividades pro-
ductivas, de servicios, de conservación del ambiente y la
biodiversidad, de protección de la riqueza arqueológica y
cultural. Se considera que las actividades realizadas en te-
rrenos de los ejidos y comunidades deberán beneficiar di-
rectamente a los dueños de la tierra.

Reconocimiento a los nuevos sujetos agrarios; se define
con claridad la calidad de los posesionarios y establece que
son aquellos mexicanos mayores de edad, o de cualquier
edad si tienen familia a su cargo, que trabajan tierras par-
celadas del núcleo agrario y que han sido reconocidos co-
mo tales por la asamblea ejidal o por el Tribunal Agrario.
Como consecuencia, se otorga a los posesionarios diversos
derechos que no tenían, como la posibilidad de adquirir la
calidad de ejidatario y la de promover la adjudicación de
tierras a su favor cuando no existan sucesores, lo que per-
mitirá definir con mayor precisión esta calidad jurídica y
evitar conflictos al interior de los núcleos agrarios.

Apoyo a los pequeños propietarios de la tierra; se propone
como mecanismos para el reagrupamiento de la tierra: la
promoción de la organización económica, la operación del
Fondo de Tierras y la normatividad de los contratos de
arrendamiento. Dichos dispositivos legales deberán acom-
pañarse de una política de Estado que dé un trato preferen-
cial a este tipo de unidad productiva.

Prevención en la reconcentración de la tierra; las socieda-
des mercantiles propietarias de la tierra no puedan tener en
propiedad tierras en mayor extensión a siete mil quinientas
hectáreas, a lo que se aúna que deben estar en explotación.
Tales cambios al marco jurídico agrario no pretenden aca-
bar con la posibilidad de constituir sociedades mercantiles
o civiles agrarias, su objetivo es evitar la concentración de
la tierra y salvaguardar la función social de la propiedad.
Se establece la obligación de la Secretaría de Agricultura,
Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación, de ha-
cer públicos los coeficientes de agostadero, lo que evita la
simulación, favorece la transparencia y posibilita que los
propietarios privados oferten áreas a fin de que se incorpo-
ren al Fondo de Tierras, con lo que se fortalece esta acción
de gobierno.

Se considera urgente dotar a la Procuraduría Agraria de in-
dependencia plena, lo que implica se convierta en un orga-
nismo descentralizado con autonomía operativa, presu-
puestal, técnica y administrativa. Así mismo, se propone
que esta institución cuente con una Junta de Gobierno co-
mo órgano colegiado de máxima autoridad que evalúe su
funcionamiento y le dé legitimidad ante la sociedad rural.

Vinculación con la legislación en desarrollo agrario y
agropecuario, ya que propone una serie de adecuaciones
que tienen como objetivo establecer la necesaria compati-
bilidad y congruencia entre la Ley Agraria y la legislación
periférica o colateral, básicamente con la Ley de Desarro-
llo Rural Sustentable, lo que se busca es garantizar que el
marco jurídico agrario contribuya y se ajuste a las necesi-
dades del desarrollo integral del país y a la nueva política
de Estado para el campo; que permita mejorar las condi-
ciones de vida de la población de las áreas rurales, forta-
lezca la soberanía alimentaria; promueva, favorezca y re-
gule el aprovechamiento adecuado de las tierras, bosques y
aguas, dé respuesta a las demandas de los nuevos sujetos
agrarios y contribuya a mejorar los estándares de vida de la
población rural de nuestro país.

II. Conclusiones

Los cambios que a continuación se detallan en el proyecto
de decreto son resultado de la deliberación de diversos sec-
tores de la sociedad rural que participaron en un amplio,
variado, metódico y responsable, proceso de consulta rea-
lizado con el interés de dar respuesta a los problemas deri-
vados o vinculados a la tenencia de la tierra, que han pre-
valecido por muchos años en el campo mexicano.

Esta iniciativa responde a todos los interesados ya que no
ha sido un proceso fácil ni rápido, se tomaron en cuenta los
resultados de los nueve foros de consulta realizados en va-
rios estados de la República en el año 2002 por la Comi-
sión de Reforma Agraria de la LVIII Legislatura, la cual tu-
ve el privilegio de presidir, también se consideró el examen
de varias iniciativas presentadas en la materia durante esa
misma Legislatura, los compromisos sobre el marco jurídi-
co agrario comprendidos en el Acuerdo Nacional para el
Campo, y por supuesto, el arduo trabajo que realizó la LIX
Legislatura ya que esta llevó a cabo foros de análisis en el
marco del ciclo de mesas redondas denominadas “El Mé-
xico agrario del siglo XXI”, los resultados de estas mesas
fueron procesados y sistematizados dentro de un grupo de
trabajo plural conformado por integrantes del Centro de
Estudios para el Desarrollo Rural Sustentable y la Sobera-
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nía Alimentaria de la Cámara de Diputados (CEDRSSA),
así como por los asesores de la Comisión de Reforma
Agraria y desatacados especialistas e investigadores del
sector agrario, pertenecientes a la Universidad Autónoma
de Chapingo y de la UNAM. A esta propuesta de Ley tam-
bién se incorporó el análisis de de las diversas iniciativas
presentadas sobre el tema y la propuesta surgida del Con-
sejo Nacional de Coordinación en el Sector Agrario (Cona-
cosa), lo cuál derivo en una iniciativa presentada en esa mis-
ma Legislatura y la elaboración de un dictamen discutido y
analizado dentro de la Comisión de Reforma Agraria.

Por todo lo anterior, invito a mis compañeros diputados y
diputadas a adherirse y suscribir conmigo esta Iniciativa.

En mérito de lo expuesto, con fundamento en el artículo
71, fracción II de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y 55, fracción II del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso de los Estados Unidos Me-
xicanos, someto a la consideración del honorable Congre-
so de la Unión el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

LIBRO PRIMERO
DEL REGIMEN AGRARIO

TITULO PRIMERO
DISPOSICIONES PRELIMINARES

Artículo 1°. La presente ley es reglamentaria del artículo
27 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos en materia agraria y de observancia general en toda
la República. Su aplicación corresponde a la Secretaría de
la Reforma Agraria y a las instituciones del Sector coordi-
nado por la misma, que se establecen en esta ley, conforme
a sus respectivas competencias.

De conformidad con la fracción XIX del artículo 27 cons-
titucional, corresponderá a los Tribunales Agrarios impar-
tir la justicia agraria y dirimir las controversias jurisdiccio-
nales derivadas de la aplicación de esta ley, de sus
reglamentos y del régimen jurídico agrario, de acuerdo al
procedimiento señalado en el Libro Segundo de este orde-
namiento y con las disposiciones contenidas en la Ley Or-
gánica de los Tribunales Agrarios.

Artículo 2°. En lo no previsto por esta ley, se aplicará su-
pletoriamente la legislación civil federal y, en su caso, mer-
cantil, según la materia de que se trate.

Los tratados internacionales signados por el Estado Mexi-
cano, los principios generales de derecho y los sistemas
normativos de los pueblos y las comunidades indígenas se
invocarán en lo que fuere indispensable para completar las
disposiciones de esta ley, siempre que dichas normas no se
opongan a los principios contenidos en este ordenamiento.

El ejercicio de los derechos de propiedad a que se refiere
esta ley, en lo relacionado con el ordenamiento urbano,
equilibrio ecológico y ambiental, aprovechamiento de
aguas y recursos forestales, desarrollo sustentable, seguri-
dad agroalimentaria, minería y petróleo, se estará a lo dis-
puesto en la legislación aplicable a cada una de estas mate-
rias.

Artículo 3°. El Ejecutivo Federal, a través de la Secretaría
de la Reforma Agraria y de las entidades del Sector Agra-
rio, promoverá acciones conjuntas con los gobiernos de las
entidades federativas y sus municipios y el Gobierno del
Distrito Federal y sus órganos político-administrativos de
las demarcaciones territoriales, para la debida aplicación
de esta ley.

TITULO SEGUNDO
DEL DESARROLLO Y FOMENTO AGRARIO

Artículo 4°. El Ejecutivo Federal salvaguardará los dere-
chos de los sujetos agrarios y promoverá el desarrollo inte-
gral, sustentable y equitativo del sector rural, mediante el
fomento de actividades de producción, transformación y
comercialización de bienes y servicios y demás acciones
sociales, para elevar el bienestar de su población y su par-
ticipación en la vida nacional, en términos de la Ley de
Desarrollo Rural Sustentable.

Los ejidos, las comunidades, los pueblos indígenas y las
organizaciones sociales y de productores rurales, podrán
elaborar propuestas de políticas de desarrollo y fomento al
campo y proyectos productivos para ser presentados ante
los Consejos de Desarrollo Rural Sustentable u otras ins-
tancias, para su consideración y apoyo por el Ejecutivo Fe-
deral.

Artículo 5°. Las dependencias y entidades competentes de
la Administración Pública Federal, fomentarán el cuidado
y conservación de los recursos naturales y su aprovecha-
miento racional y sostenido para preservar el equilibrio
ecológico, el ordenamiento territorial, el mejoramiento de
las condiciones de producción, promoviendo obras de in-
fraestructura e inversiones, para aprovechar el potencial y
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aptitud de las tierras en beneficio de la población rural y ur-
bana.

Artículo 6°. La Secretaría de la Reforma Agraria y las en-
tidades del Sector Agrario, en el ámbito de sus respectivas
competencias, promoverán las condiciones que permitan:

I. Fortalecer la actividad productiva y la creación de em-
pleos al interior de los ejidos y comunidades;

II. Canalizar recursos de inversión y de crédito para la
capitalización de los núcleos agrarios;

III. Fomentar la organización económica y productiva
de los ejidos y comunidades, mediante el aprovecha-
miento conjunto de parcelas y predios en unidades de
producción rentables;

IV. Promover, fomentar y asesorar la constitución de
asociaciones con fines productivos, de transformación,
de comercialización y de servicios entre ejidatarios, co-
muneros y pequeños propietarios y cualquiera de éstos
con terceros, así como asesorar a sus miembros para in-
crementar su eficiencia;

V. Fortalecer la investigación y estudios en materia
agraria y la transferencia de sus resultados entre todos
los productores rurales preferentemente entre los sujetos
agrarios;

VI. Diseñar, promover y operar programas de capacita-
ción en materia de organización y asociación agraria pa-
ra el desarrollo económico, social y humano en los nú-
cleos agrarios;

VII. Llevar a cabo acciones que propicien el desarrollo
agrario sustentable de los núcleos agrarios y una inte-
gración equilibrada a nivel regional y social, así como
una sana interacción del sector rural con el sector urba-
no, y

VIII. Asesorar a los sujetos agrarios sobre el uso y des-
tino del suelo para su mejor aprovechamiento, de acuer-
do con los ordenamientos legales aplicables.

Con el objeto de coadyuvar en el fomento de las activida-
des económicas en el medio rural, el Fideicomiso Fondo
Nacional de Fomento Ejidal, entre otros fideicomisos pú-
blicos y fondos que al efecto se constituyan, promoverán el

desarrollo de las actividades productivas, de transforma-
ción y de servicios de ejidos y comunidades.

Artículo 7°. El Ejecutivo Federal establecerá las medidas
necesarias para mantener la integridad de las tierras de los
ejidos y comunidades y promoverá acciones que protejan
la vida en comunidad, propicien su libre desarrollo y me-
joren sus posibilidades de atender y satisfacer las necesida-
des de sus integrantes.

Artículo 8°. El Ejecutivo Federal creará los instrumentos
que permitan a la población rural el acceso a la tierra al in-
terior de los propios núcleos para atender los siguientes
propósitos:

I. Estimular la reestructuración de las unidades de pro-
ducción con el objeto de que su extensión permita un
aprovechamiento rentable;

II. Promover la reorientación del uso del suelo para evi-
tar que se afecten los recursos naturales o el equilibrio
ecológico;

III. Apoyar la reconversión productiva hacia actividades
de mayor rentabilidad;

IV. Contribuir al relevo generacional de los propietarios
de la tierra, favoreciendo la incorporación de los jóve-
nes del medio rural;

V. Fomentar las acciones que permitan que la transmi-
sión de derechos agrarios pueda realizarse a favor de los
familiares del titular de los derechos;

VI. Fomentar la asociación como medio para la forma-
ción o apoyo de las unidades productivas agrarias con
extensión suficiente, para su viabilidad económica, y

VII. Realizar acciones tendientes a evitar el fracciona-
miento excesivo de las parcelas, que genere minifun-
dismo.

Artículo 9°. Para los efectos del artículo anterior, el Eje-
cutivo Federal dará prioridad a los sectores de población
más débiles económica y socialmente, en especial, a los jó-
venes que deseen incorporarse a las actividades producti-
vas rurales y arraigarse en su localidad de origen, a las mu-
jeres de los núcleos agrarios en lo individual u organizadas
de acuerdo a las disposiciones de esta ley y a los ejidatarios
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titulares que cuenten con menos de diez hectáreas y que
quieran ampliar la extensión de sus unidades productivas.

Artículo 10. En los términos que establecen la Ley de Pla-
neación, la Ley de Desarrollo Rural Sustentable, la Ley de
Desarrollo Social y la Ley de Presupuesto, Contabilidad y
Gasto Público Federal, el Ejecutivo Federal, con la partici-
pación de las organizaciones sociales, campesinas, de pro-
ductores, pequeños propietarios, de los pueblos y comuni-
dades indígenas y pobladores del campo en los consejos
nacional, estatales, distritales y municipales de desarrollo
rural sustentable, u otras instancias, en sus respectivos ám-
bitos, formulará programas de desarrollo integral, de corto,
mediano y largo plazo, en los que se fijarán las metas, la es-
timación de los recursos y su distribución geográfica y por
objetivos, las instituciones responsables y los plazos de
ejecución, en beneficio de los ejidos y comunidades y para
el desarrollo integral del campo mexicano.

El Ejecutivo Federal vigilará que en las asignaciones anua-
les para el Programa Especial Concurrente en el Proyecto
de Presupuesto de Egresos de la Federación, se consideren
las partidas para la seguridad en la tenencia de la tierra, a
que se refiere la fracción XIII del artículo 15 de la Ley de
Desarrollo Rural Sustentable y para las acciones previstas
en esta ley.

TITULO TERCERO
DE LOS EJIDOS, COMUNIDADES 

Y TIERRAS INDIGENAS

CAPITULO I
De los Ejidos

Sección Primera
Disposiciones Generales

Artículo 11. Los núcleos de población ejidales o comuna-
les tienen personalidad jurídica y patrimonio propio y son
propietarios de las tierras, bosques y aguas que les han si-
do dotadas o de las que hubieren adquirido por cualquier
otro título.

Artículo 12. Los ejidos operarán de acuerdo con su Regla-
mento Interno y sin más limitaciones en sus actividades
que las que disponen la Constitución y las leyes. El Regla-
mento Interno será expedido por la asamblea y contendrá,
cuando menos:

I. Las bases generales para la organización económica y
social del ejido;

II. Los requisitos para admitir ejidatarios y reconocer
posesionarios y avecindados;

III. Las causas de separación de ejidatarios y desconoci-
miento de los derechos de los posesionarios y avecinda-
dos, sin que ello implique la pérdida de los derechos de
propiedad sobre el solar urbano;

IV. Las reglas para el aprovechamiento de las tierras de
uso común;

V. Las reglas a que se someterá el uso de las aguas pro-
pias o concesionadas del núcleo agrario;

VI. La normatividad a que se someterá la promoción,
planeación, programación y evaluación productiva del
ejido con las instituciones del medio rural;

VII. Las normas específicas que además de las genera-
les previstas para los contratos en esta ley, el núcleo
considere necesario establecer;

VIII. Los mecanismos de vinculación y formas de rela-
ción entre el ejido y las figuras asociativas que se cons-
tituyan al interior de éste;

IX. Las estipulaciones que cada ejido considere perti-
nentes, y

X. Las demás disposiciones que conforme a esta ley de-
ban formar parte del mismo.

Serán nulas de pleno derecho las disposiciones del regla-
mento que vayan en contra de los derechos humanos, sean
discriminatorias, contrarias a otras leyes aplicables o vio-
len las garantías reconocidas por la Constitución.

El Reglamento Interno deberá ser inscrito en el Registro
Agrario Nacional y el comisariado ejidal será responsable
de su difusión entre los miembros del núcleo.

Artículo 13. La explotación colectiva de las tierras ejida-
les puede ser adoptada por un ejido cuando su asamblea así
lo resuelva, en cuyo caso deberán establecerse previamen-
te las disposiciones relativas a la forma de organizar el tra-
bajo y la explotación de los recursos del ejido, así como los
mecanismos para el reparto equitativo de los beneficios, la
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constitución de reservas de capital, de previsión social o de
servicios y las que integren los fondos comunes.

Los ejidos colectivos, ya constituidos como tales, o que
adopten la explotación colectiva podrán modificar o con-
cluir el régimen colectivo mediante resolución de la asam-
blea, en los términos del artículo 27 de esta ley.

Sección Segunda
De los Ejidatarios, Avecindados y Posesionarios

Artículo 14. Son ejidatarios los hombres y las mujeres ti-
tulares de derechos ejidales.

Artículo 15. Son avecindados del ejido quienes sean reco-
nocidos como tales por la asamblea, siempre y cuando
cumplan los siguientes requisitos:

I. Ser mexicanos, hombre o mujer, mayores de edad, o
menores con familia a su cargo;

II. Haber residido al menos por un año inmediato ante-
rior a su solicitud de reconocimiento, en el núcleo eji-
dal, y

III. Los demás que señale el Reglamento Interno del
ejido.

En caso de que la asamblea se niegue a reconocer la cali-
dad de avecindado, el interesado podrá acudir ante el Tri-
bunal Agrario competente a deducir sus derechos.

No se considerarán como avecindados a quienes se asien-
ten en forma irregular o quienes hayan invadido terrenos
ejidales.

Artículo 16. Son posesionarios quienes sean reconocidos
por la asamblea y cumplan con los siguientes requisitos:

I. Ser mexicanos, hombre o mujer, mayores de edad o de
cualquier edad con familia a su cargo, y

II. Que hayan trabajado directamente tierras parceladas,
durante el término mínimo de dos años inmediatos an-
teriores a su solicitud de reconocimiento.

El posesionario podrá heredar sus derechos reconocidos en
los mismos términos que los ejidatarios, conforme se esta-
blece en esta ley.

En caso de que la asamblea se niegue a reconocer la cali-
dad de posesionario, el interesado podrá acudir al Tribunal
Agrario competente a deducir sus derechos.

Una vez otorgado el reconocimiento por la asamblea o, en
su caso, hayan sido beneficiados por sucesión o emitida la
resolución judicial, el Registro Agrario Nacional expedirá
el certificado correspondiente.

No se considerarán como posesionarios a quienes hayan in-
vadido terrenos ejidales.

Artículo 17. Corresponde a los ejidatarios el derecho de
uso y usufructo sobre sus parcelas, los derechos sobre los
demás bienes ejidales que legalmente les correspondan y
los que el Reglamento Interno de cada ejido les otorgue.

Los ejidatarios, hombre o mujer, con familia a su cargo,
compuesta por cónyuge, concubina o concubinario, ascen-
dientes o descendientes a quienes se tenga obligación de
dar alimentos, podrán acudir a los Tribunales Agrarios pa-
ra que, por la vía de jurisdicción voluntaria, se declare que
los derechos sobre su parcela y, en su caso, sobre el agua,
quedan sujetos a limitaciones en favor de la protección pa-
trimonial de su familia y, en consecuencia, permanecerán
como inalienables e inembargables, por lo que no podrán
otorgarse en garantía usufructuaria, aportarse a una socie-
dad, enajenarse, ni adoptarse el dominio pleno.

Para que la declaratoria sea procedente, el ejidatario debe-
rá acreditar lo siguiente:

I. La titularidad de los derechos señalados en el segun-
do párrafo;

II. La existencia de la familia a cuyo favor se confiere la
protección, indicando quienes son sus integrantes, y

III. Que los derechos parcelarios no reportan graváme-
nes, con excepción de las servidumbres.

En su solicitud el ejidatario deberá señalar con toda preci-
sión los derechos que quedarán protegidos.

Sustanciado el procedimiento y, de ser procedente, el Tri-
bunal Agrario emitirá la declaratoria respectiva y ordenará
al Registro Agrario Nacional que se haga la inscripción co-
rrespondiente.
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La declaratoria y su inscripción no implican la transmisión
de la titularidad de los derechos protegidos a los miembros
de la familia beneficiaria.

Esta declaratoria podrá ser revocada en todo tiempo por los
Tribunales Agrarios, previa solicitud del titular, con el con-
sentimiento expreso de los integrantes de la familia benefi-
ciaria.

Artículo 18. Para poder adquirir la calidad de ejidatario se
requiere ser reconocido por la asamblea, siempre y cuando
se cumplan los siguientes requisitos:

I. Ser mexicano, hombre o mujer, mayor de edad, o de
cualquier edad si tiene familia a su cargo o se trate de
heredero de ejidatario;

II. Ser posesionario o avecindado del ejido correspon-
diente, y

III. Cumplir con los requisitos que establezca cada ejido
en su Reglamento Interno, sin contravenir lo dispuesto
en la presente ley.

Artículo 19. La calidad de ejidatario se acredita con:

I. Certificado de derechos agrarios expedido por autori-
dad competente;

II. Certificado parcelario o de derechos comunes;

III. Resolución Presidencial o la sentencia o resolución
relativa del Tribunal Agrario;

IV. Constancia de vigencia de derechos que expida el
Registro Agrario Nacional, y

V. Acta de asamblea en la que se reconozca tal carácter
al interesado inscrita en el Registro Agrario Nacional.

Artículo 20. El ejidatario tiene la facultad de designar a
quien deba sucederle en sus derechos sobre la parcela, los
de uso común, los de aguas que, en su caso, le correspon-
dan y los demás inherentes a su calidad de ejidatario, para
lo cual bastará con que formule una lista de sucesión en la
que consten los nombres de las personas y el orden de pre-
ferencia conforme al cual deba hacerse la adjudicación de
derechos a su fallecimiento.

Para tal efecto se observará el siguiente orden de preferen-
cia:

I. Cónyuge, concubina o concubinario, uno de sus des-
cendientes o uno de sus ascendientes a quien tenga obli-
gación de dar alimentos, y

II. Cualquier otra persona.

De entre las personas señaladas en las fracciones anterio-
res, el ejidatario podrá preferir a aquel que se haya hecho
cargo de su manutención.

En caso de ingratitud de alguno de los señalados en la frac-
ción I, porque hayan cometido delito contra la persona, la
honra o los bienes del ejidatario, su cónyuge, sus ascen-
dientes o descendientes, o se haya negado a socorrerlo en
enfermedad o pobreza, el ejidatario podrá excluirlo libre-
mente de la sucesión.

La designación del sucesor en los términos del presente ar-
tículo se hará sin perjuicio de los derechos que pudieran
corresponder al cónyuge supérstite derivado del régimen
de sociedad conyugal, para el caso de que así se acreditara.

En todos los casos la persona a la que se adjudiquen los de-
rechos agrarios deberá garantizar proporcionalmente, con
el producto de la parcela, los alimentos a aquellos acreedo-
res alimentarios del ejidatario fallecido que por ley tengan
el derecho a recibirlos.

La lista de sucesión deberá ser depositada en el Registro
Agrario Nacional o formalizada ante fedatario público,
quien dará aviso a dicho órgano registral en la entidad que
corresponda, dentro de los treinta días naturales siguientes.
Con las mismas formalidades podrá ser modificada por el
propio ejidatario, en cuyo caso, será válida la de fecha más
reciente.

El sucesor designado que no se encuentre en posesión de la
parcela, deberá reclamar sus derechos en un plazo no ma-
yor de dos años siguientes al fallecimiento del titular. Des-
pués de dicho plazo prescribirá su derecho.

Artículo 21. El ejidatario podrá formular una lista de su-
cesión por cada uno de los derechos agrarios de los que sea
titular.

En el supuesto de que el ejidatario tenga más de un dere-
cho parcelario en el mismo núcleo, podrá designar a un su-
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cesor por cada uno de éstos, de los cuales sólo uno deberá
ser designado para sucederlo en sus derechos como ejida-
tario. Los demás sucesores en su caso, adquirirán la calidad
de posesionarios, sin menoscabo de que la asamblea pueda
reconocerles posteriormente el carácter de ejidatario.

Artículo 22. Cuando el ejidatario no haya hecho designa-
ción de sucesores o cuando ninguno de los señalados en la
lista de herederos pueda heredar por imposibilidad material
o legal, los derechos agrarios se transmitirán de acuerdo
con el siguiente orden de preferencia:

I. Al cónyuge;

A la concubina o concubinario;

II. A uno de los descendientes;

III. A uno de sus ascendientes, y

IV. A cualquier otra persona de las que dependan eco-
nómicamente de él.

En los casos de las fracciones III, IV y V se preferirá a
aquel que se haya hecho cargo de su manutención.

Si al fallecimiento del ejidatario resultan dos o más perso-
nas con derecho a heredar, será preferente en la sucesión
quien acepte cumplir con la obligación alimentaria referida
en el artículo 20 de esta ley. En caso de existir dos o más
herederos que acepten cumplir con la obligación alimenta-
ria, el Tribunal Agrario determinará por sorteo a quien co-
rresponde la adjudicación.

La persona a quien se adjudiquen los derechos agrarios res-
ponderá de las obligaciones alimentarias del autor de la su-
cesión y, en consecuencia, deberá garantizarlas proporcio-
nalmente con el producto de la parcela.

Para el caso de que ninguna persona acepte la obligación
alimentaria, el Tribunal Agrario proveerá de forma inme-
diata la venta en subasta pública de los derechos ejidales.
El valor de la adjudicación no será inferior al monto que fi-
je el Instituto de Administración y Avalúos de Bienes Na-
cionales. El adquirente cubrirá el costo del avalúo y el pro-
ducto de la venta será entregado íntegramente a los
acreedores alimentarios.

En los casos a que se refieren las fracciones III, IV y V, si
al fallecimiento del ejidatario existen dos o más personas

con derecho a heredar y no hay acreedores alimentarios,
éstas gozarán de tres meses contados a partir de la muerte
del ejidatario, prorrogables por una sola vez a solicitud de
los interesados, para decidir quién de ellos adquirirá los de-
rechos ejidales. De no existir acuerdo, el Tribunal Agrario
resolverá a quien de entre las personas con derecho a here-
dar, se le adjudicarán los derechos agrarios; considerando
para este efecto, los elementos de convicción que pueda
obtener en el caso.

Los solares urbanos que pudieran ser parte de la sucesión
agraria se sujetan a las disposiciones previstas en los artí-
culos 67 a 76 de esta ley.

Artículo 23. Cuando no existan sucesores el Tribunal
Agrario proveerá lo necesario para que se vendan los dere-
chos correspondientes, en subasta pública, al mejor postor
de entre los ejidatarios, posesionarios y avecindados del
núcleo de población de que se trate. El importe de la venta
corresponderá al núcleo de población ejidal.

Artículo 24. La calidad de ejidatario se pierde:

I. Por enajenación de sus derechos parcelarios y comu-
nes;

II. Por renuncia a sus derechos, en cuyo caso se enten-
derán cedidos en favor del núcleo de población, y

III. Por prescripción negativa, cuando otra persona ad-
quiera sus derechos en los términos del artículo 52 de
esta ley.

Sección Tercera
De los Órganos del Ejido

Artículo 25. Son órganos del ejido:

I. La asamblea;

II. El comisariado ejidal, y

III. El consejo de vigilancia.

Artículo 26. El órgano supremo del ejido es la asamblea,
en la que participan todos los ejidatarios.

El comisariado ejidal llevará un libro de registro en el que
asentarán los nombres y datos básicos de identificación de
los ejidatarios que integran el núcleo de población ejidal
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correspondiente. La asamblea revisará los asientos que el co-
misariado realice conforme a lo que dispone este párrafo.

Artículo 27. La asamblea se reunirá por lo menos una vez
cada tres meses o con mayor frecuencia cuando así lo de-
termine su reglamento o su costumbre. La asamblea será
competente para conocer y resolver, con exclusión de los
otros órganos del ejido, los siguientes asuntos:

I. Formulación y modificación del Reglamento Interno
del ejido;

II. Aceptación y separación de ejidatarios;

III. El reconocimiento y desconocimiento de avecinda-
dos o posesionarios;

IV. Establecimiento de las aportaciones económicas y
trabajos personales a favor del núcleo por parte de eji-
datarios, posesionarios y avecindados;

V. Recepción, discusión, modificación y aprobación, en
su caso, de los informes del comisariado ejidal y del
consejo de vigilancia y remoción de sus miembros;

VI. Recepción, discusión, modificación y autorización,
en su caso, de cuentas y balances, aplicación de los re-
cursos económicos del ejido y el otorgamiento de pode-
res y mandatos;

VII. Aprobación de los contratos y convenios que ten-
gan por objeto el aprovechamiento por terceros de las
tierras de uso común, cuya finalidad no sea la explota-
ción de los recursos a que se refiere la fracción XV de
este artículo;

VIII. Distribución de ganancias que arrojen las activida-
des del ejido;

IX. Expedición de las disposiciones de carácter general
para alcanzar los objetivos del núcleo de población eji-
dal sin que contravengan la ley;

X. La elección del Comisariado Ejidal y del Consejo de
Vigilancia;

XI. Señalamiento y delimitación de las áreas necesarias
para el asentamiento humano, fundo legal y parcelas
con destino específico, así como la localización y relo-
calización del área de urbanización;

XII. Reconocimiento del parcelamiento económico o de
hecho;

XIII. Reconocimiento de los posesionarios como ejida-
tarios;

XIV. Autorización a los ejidatarios para que adopten el
dominio pleno sobre sus parcelas y la aportación de las
tierras de uso común a una sociedad, en los términos del
artículo 79 de esta ley y de los requisitos y lineamientos
que al efecto se fijen en el Reglamento Interno del nú-
cleo agrario;

XV. Aprobación de contratos y convenios que tengan
por objeto la explotación por terceros de recursos no re-
novables y de bosques y selvas del núcleo en tierras de
uso común;

XVI. Delimitación, asignación y destino de las tierras
de uso común, así como su régimen de explotación;

XVII. División del ejido o su fusión con otros ejidos;

XVIII. Terminación del régimen ejidal cuando, previo
dictamen de la Procuraduría Agraria solicitado por el
núcleo de población, se determine que ya no existen las
condiciones para su permanencia. El acta de asamblea
que dé por terminado el régimen ejidal deberá ser ratifi-
cada ante el Tribunal Agrario correspondiente en los tér-
minos señalados por esta ley.

XIX. Conversión del régimen ejidal al régimen comunal
o viceversa;

XX. Instauración, modificación y cancelación del régi-
men de explotación colectiva;

XXI. Adopción de la protección de la integridad de las
tierras, bosques y aguas de los pueblos y comunidades
indígenas en ejidos y comunidades, de acuerdo con la
sección octava del capítulo II del título tercero de esta
ley;

XXII. Allanamiento o desistimiento de un juicio agrario
o de un juicio de amparo que afecte el interés colectivo;

XXIII. Aprobación de los convenios judiciales que im-
pliquen la afectación de los derechos colectivos del nú-
cleo sobre sus tierras, bosques y aguas, y
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XXIV. Los demás que establezca la ley y el Reglamen-
to Interno del ejido.

Son competentes los Tribunales Agrarios para conocer de
las controversias que se susciten con motivo del ejercicio
de las facultades a que se refiere este artículo.

Artículo 28. La asamblea podrá ser convocada por el co-
misariado ejidal o por el consejo de vigilancia, ya sea a ini-
ciativa propia o si así lo solicitan al menos veinte ejidata-
rios o el veinte por ciento del total de ejidatarios que
integren el núcleo de población ejidal. Si el comisariado o
el consejo no lo hicieren en un plazo de cinco días hábiles
a partir de la solicitud, el mismo número de ejidatarios po-
drá solicitar a la Procuraduría Agraria que convoque a la
asamblea.

Artículo 29. La asamblea deberá celebrarse dentro del eji-
do o en el lugar habitual, salvo causa justificada. Para ello,
deberá expedirse convocatoria con no menos de ocho días
de anticipación ni más de quince, por medio de cédulas fi-
jadas en los lugares más visibles del ejido. En la cédula se
expresarán los asuntos a tratar y el lugar y fecha de la reu-
nión. El comisariado ejidal será responsable de la perma-
nencia de dichas cédulas en los lugares fijados para los
efectos de su publicidad hasta el día de la celebración de la
asamblea.

La convocatoria para tratar cualquiera de los asuntos seña-
lados en las fracciones X a la XXIII del artículo 27 de esta
ley, deberá ser expedida por lo menos con un mes de anti-
cipación a la fecha programada para la celebración de la
asamblea.

Si el día señalado para la asamblea no se cumplieran las
mayorías de asistencia requeridas para su validez, se expe-
dirá de inmediato una segunda convocatoria. En este caso,
la asamblea se celebrará en un plazo no menor a ocho ni
mayor a treinta días contados a partir de la expedición de
la segunda.

Artículo 30. Para la instalación válida de la asamblea,
cuando ésta se reúna por virtud de primera convocatoria,
deberán estar presentes cuando menos la mitad más uno de
los ejidatarios, salvo que en ella se traten los asuntos seña-
lados en las fracciones X a la XXIII del artículo 27, en cu-
yo caso deberán estar presentes cuando menos tres cuartas
partes de los ejidatarios.

Cuando se reúna por virtud de segunda o ulterior convoca-
toria, la asamblea se celebrará válidamente con los ejidata-
rios que concurran, salvo en el caso de la asamblea que co-
nozca de los asuntos señalados en las fracciones X a la
XXIII del artículo 27, la que quedará instalada únicamente
cuando se reúna la mitad más uno de los ejidatarios.

Para el caso previsto en la fracción X del artículo 27 de es-
ta ley, cuando se trate de tercera o ulterior convocatoria, se
requerirá para la instalación de la asamblea cuando menos
del treinta y tres por ciento de los ejidatarios.

Cuando una asamblea debidamente instalada haya sido
suspendida por caso fortuito o de fuerza mayor, sin haber
tratado todos los asuntos incluidos en el orden del día, los
acuerdos tomados tendrán plena validez, siempre y cuando
se levante acta con la razón de las causas que motivaron la
suspensión en la que se ratifiquen los acuerdos tomados
hasta antes de la suspensión.

Los puntos del orden del día pendientes de ser desahoga-
dos, deberán ser incluidos en el orden del día de la asam-
blea inmediata posterior.

Artículo 31. Las resoluciones de la asamblea se tomarán
válidamente por mayoría de votos de los ejidatarios pre-
sentes y serán obligatorias para los ausentes y disidentes.
En caso de empate el presidente del comisariado ejidal ten-
drá voto de calidad.

Cuando se trate alguno de los asuntos señalados en las frac-
ciones XI a la XXIII del artículo 27 de esta ley, se requeri-
rá el voto aprobatorio de dos terceras partes de los asisten-
tes a la asamblea. Cuando se trate del asunto señalado en la
fracción X del artículo 27 de esta ley, la votación aproba-
toria será por mayoría.

La nulidad de acuerdos de interés colectivo tomados en
asamblea podrá ser demandada al Tribunal Agrario por
veinte ejidatarios o el veinte por ciento del total de ejidata-
rios que integren el núcleo de población ejidal. Tratándose
de acuerdos que afecten intereses individuales, la demanda
sólo podrá ser planteada por el interesado.

Artículo 32. En la asamblea que trate los asuntos detalla-
dos en las fracciones X a XXIII del artículo 27 de esta ley,
deberá estar presente un representante de la Procuraduría
Agraria, así como un fedatario público. Al efecto, quien ex-
pida la convocatoria deberá notificar a la Procuraduría so-

Año I, Segundo Periodo, 27 de marzo de 2007 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados88



bre la celebración de la asamblea, con la misma anticipa-
ción requerida para la expedición de aquélla y deberá pro-
veer lo necesario para que asista el fedatario público. La
Procuraduría verificará que la convocatoria que se haya ex-
pedido para tratar los asuntos a que se refiere este artículo,
se haya hecho con la anticipación y formalidades que se-
ñala el artículo 29 de esta ley.

Serán nulas las asambleas que se reúnan en contravención
de lo dispuesto por este artículo.

Artículo 33. Cuando la asamblea resuelva terminar el ré-
gimen ejidal el acuerdo respectivo será publicado en el
Diario Oficial de la Federación y en el periódico de mayor
circulación de la región en que se ubique el ejido.

Previa liquidación de las obligaciones subsistentes del eji-
do, las tierras ejidales, con excepción de las que constitu-
yan el área necesaria para el asentamiento humano, serán
asignadas en pleno dominio a los ejidatarios, de acuerdo a
los derechos que les correspondan, salvo cuando se trate de
bosques o selvas tropicales. La superficie de tierra asigna-
da a cada ejidatario no podrá rebasar los límites señalados
a la pequeña propiedad. Si después de la asignación hubie-
re excedentes de tierra o se tratare de bosques o selvas tro-
picales, pasarán a propiedad de la Nación.

Tratándose de la parcela escolar, de las superficies de la
unidad productiva para el desarrollo integral de la juventud
y de la unidad agrícola industrial de la mujer, cuando se
pretenda dar por terminado el régimen ejidal, la asamblea,
previa comprobación de la finalidad para la cual fueron
asignadas, podrá otorgarlas en dominio pleno, en forma
onerosa o gratuita, preferentemente en beneficio de las ins-
tituciones u organizaciones públicas o privadas a cuya dis-
posición se encuentren destinadas, o bien aportarlas en tér-
minos de lo previsto en el último párrafo del artículo 68 de
esta ley.

Artículo 34. Para la asistencia válida de un mandatario a
una asamblea, bastará una carta poder debidamente suscri-
ta ante dos testigos que sean ejidatarios, posesionarios o
avecindados del mismo núcleo, o, en su caso, ante fedata-
rio público. El ejidatario mandante que no pueda firmar,
imprimirá su huella digital en la carta y solicitará a un ter-
cero que firme la misma y asiente el nombre de ambos. El
mandatario sólo podrá representar a un ejidatario en la
asamblea para la cual se le confirió el poder.

En el caso de asambleas que se reúnan para tratar los asun-
tos señalados en las fracciones X a XXIII del artículo 27 de
esta ley, el ejidatario no podrá designar mandatario.

Artículo 35. De toda asamblea se levantará el acta corres-
pondiente, misma que después de leída ante ésta, será fir-
mada en la fecha de su terminación por los miembros del
comisariado ejidal y del consejo de vigilancia que asistan,
así como por los ejidatarios presentes que deseen hacerlo.
En caso de que quien deba firmar no pueda hacerlo, impri-
mirá su huella digital debajo de donde esté escrito su nom-
bre.

Cuando exista inconformidad sobre cualquiera de los
acuerdos asentados en el acta, cualquier ejidatario podrá
firmar bajo protesta haciendo constar tal hecho.

Cuando se trate de la asamblea que discuta los asuntos es-
tablecidos en las fracciones X a XXIII del artículo 27 de
esta ley, el fedatario público que asista deberá certificar el
acta, la que será firmada por el representante de la Procu-
raduría Agraria que esté presente. El acta deberá ser inscri-
ta en el Registro Agrario Nacional.

Artículo 36. El comisariado ejidal es el órgano encargado
de la ejecución de los acuerdos de la asamblea, así como de
la representación legal y gestión administrativa del ejido.
Estará constituido por un presidente, un secretario y un te-
sorero, propietarios y sus respectivos suplentes. Asimismo,
contará, en su caso, con las comisiones y los secretarios au-
xiliares que señale el Reglamento Interno. Este deberá es-
tablecer las facultades y obligaciones de cada uno de sus
integrantes, así como de las comisiones y secretarios auxi-
liares. Los integrantes del comisariado funcionarán con-
juntamente, salvo que esta ley o el Reglamento Interno se-
ñalen lo contrario.

Artículo 37. Son facultades y obligaciones del comisariado:

I. Representar al núcleo de población ejidal y adminis-
trar los bienes comunes del ejido en los términos que fi-
je la asamblea, con las facultades de un apoderado ge-
neral para actos de administración y pleitos y cobranzas;

II. Procurar que se respeten estrictamente los derechos
de los ejidatarios;

III. Convocar a la asamblea en los términos de la ley, así
como cumplir los acuerdos que se tomen en la misma;
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IV. Dar cuenta a la asamblea de las labores efectuadas y
del movimiento de fondos, así como informar a ésta so-
bre los trabajos de aprovechamiento de las tierras de uso
común y el estado en que éstas se encuentren;

V. Nombrar a los integrantes de las comisiones del co-
misariado ejidal y secretarios auxiliares que señale el
Reglamento Interno y conocer de los asuntos e informes
que rindan;

VI. Intervenir en los avisos a que se refieren los artícu-
los 84 y 89, y

VII. Las demás que señalen la ley y el Reglamento in-
terno del ejido.

Cuando se afecte el interés colectivo del ejido y el Comi-
sariado sea omiso en ejercitar su defensa, conforme a las
atribuciones señaladas en este artículo, cualquier ejidatario
podrá ejercer la representación sustituta del núcleo.

Artículo 38. Los miembros del comisariado ejidal y del
consejo de vigilancia que se encuentren en funciones sólo
podrán adquirir tierras u otros derechos ejidales en igual-
dad de circunstancias que los demás miembros del núcleo
y por acuerdo de asamblea, con excepción de los que ad-
quieran por sucesión.

Los servidores públicos agrarios que en el ejercicio de sus
funciones o con motivo de ellas adquieran por si o por in-
terpósita persona, tierras u otros derechos ejidales, serán
sancionados en los términos de las disposiciones aplica-
bles. Quedan exceptuadas las tierras que el servidor públi-
co adquiera por herencia o que deriven de su previa calidad
de ejidatario, posesionario o avecindado.

Artículo 39. El consejo de vigilancia estará constituido por
un presidente y dos secretarios, propietarios y sus respecti-
vos suplentes y operará conforme a sus facultades y de
acuerdo con el Reglamento Interno; si éste nada dispone, se
entenderá que sus integrantes funcionarán conjuntamente.

Artículo 40. Son facultades y obligaciones del consejo de
vigilancia:

I. Vigilar que los actos del comisariado se ajusten a los
preceptos de la ley y a lo dispuesto por el Reglamento
Interno o la asamblea;

II. Revisar las cuentas y operaciones del comisariado a
fin de darlas a conocer a la asamblea y denunciar ante
ésta las irregularidades en que haya incurrido el propio
comisariado;

III. Convocar a asamblea cuando no lo haga el comisa-
riado, y

IV. Las demás que señalen la ley y el Reglamento Inter-
no del ejido.

Artículo 41. Los miembros del comisariado y del consejo
de vigilancia, así como sus suplentes, serán electos en
asamblea. El voto será secreto y el escrutinio público e in-
mediato. En caso de que la votación se empate se repetirá
ésta y si volviere a empatarse se asignarán los puestos por
sorteo entre los individuos que hubiesen obtenido el mismo
número de votos.

La nulidad de la asamblea en que se haya elegido a los ór-
ganos de representación y vigilancia del ejido, sólo podrá
ser demandada ante los Tribunales Agrarios por un mínimo
del veinte por ciento de los ejidatarios del núcleo.

Artículo 42. Para ser miembro de un comisariado o del
consejo de vigilancia se requiere ser ejidatario del núcleo
de población de que se trate, haber trabajado en el ejido du-
rante el último año, estar en pleno goce de sus derechos y
no haber sido sentenciado por delito intencional que ame-
rite pena privativa de libertad. Asimismo, deberá trabajar
en el ejido mientras dure su encargo.

Artículo 43. Los integrantes del comisariado y del conse-
jo de vigilancia durarán en sus funciones tres años impro-
rrogables.

Los titulares de los órganos de representación y de vigilan-
cia no podrán ser reelectos para ningún cargo dentro del
ejido, sino hasta que haya transcurrido un lapso igual a
aquél en que estuvieron en ejercicio.

La ausencia temporal de los miembros propietarios del co-
misariado ejidal o del consejo de vigilancia será cubierta de
manera automática por sus respectivos suplentes. Si la au-
sencia es de ambos, la asamblea elegirá a quienes deban
cubrirlas. Se considera ausencia temporal, aquella que no
exceda de seis meses salvo lo que establezca el Reglamen-
to Interno.
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Cuando se trate de la ausencia definitiva de un miembro
propietario, el suplente concluirá la gestión del miembro
ausente. Si la ausencia definitiva es de ambos, la asamblea
elegirá a quienes deban concluir la gestión. Se considera
ausencia definitiva la que exceda de seis meses, la muerte,
la incapacidad total permanente, la privación de la libertad
derivada de sentencia ejecutoriada y las demás que deter-
mine el Reglamento Interno.

El comisariado deberá convocar a asamblea para elección
de los integrantes del comisariado y del consejo de vigi-
lancia, dentro de los primeros quince días del plazo de se-
senta días naturales previos a la terminación del periodo
para el que hayan sido electos.

En caso de que el comisariado ejidal no cumpliese con es-
ta disposición, será el consejo de vigilancia quien convo-
que a la asamblea de elección dentro de los siguientes
quince días y si éste no lo hiciere, al menos veinte ejidata-
rios o el veinte por ciento del total de ejidatarios que inte-
gren el núcleo de población ejidal podrán solicitar a la Pro-
curaduría Agraria que convoque a la asamblea de elección
dentro de los siguientes quince días y, en defecto de todo lo
anterior, será dicha Procuraduría la que de oficio convoca-
rá en los últimos quince días, para garantizar que el ejido
cuente permanentemente con sus órganos de representa-
ción en funciones y vigentes.

El Registro Agrario Nacional informará a la Procuraduría
Agraria de la conclusión del período de dichos órganos,
con la anticipación de sesenta días naturales a su venci-
miento.

Todo cambio en la integración del comisariado ejidal o en
la del consejo de vigilancia deberá ser comunicado por es-
crito al Registro Agrario Nacional para que realice las ins-
cripciones correspondientes en el término de sesenta días
naturales, a fin de que los cambios surtan efectos frente a
terceros.

Artículo 44. La remoción de los miembros del comisaria-
do ejidal y del consejo de vigilancia, será acordada por vo-
to secreto de los integrantes de la asamblea que al efecto se
reúna. En el caso de que la convocatoria correspondiente
sea expedida por la Procuraduría Agraria, la solicitud de
los ejidatarios del núcleo expresará las causas que motiven
su petición, sin que sea necesario haber solicitado la cele-
bración de la asamblea al comisariado ejidal o al consejo
de vigilancia.

La solicitud a que se refiere el párrafo anterior deberá ser
formulada, por lo menos, por el treinta por ciento de los eji-
datarios del núcleo.

La nulidad de la asamblea en que se haya removido a uno
o varios integrantes de los órganos del ejido, sólo podrá ser
demandada ante los Tribunales Agrarios por el veinte por
ciento o más de los ejidatarios del núcleo.

Artículo 45. Como instancia de participación y consulta de
la comunidad podrá constituirse en cada ejido una junta de
pobladores, integrada por los ejidatarios, posesionarios,
avecindados y habitantes del núcleo agrario en general, la
que podrá participar con el carácter de delegación especial
del núcleo, en los consejos a que se refiere la Ley de Des-
arrollo Rural Sustentable.

La integración y funcionamiento de las juntas de poblado-
res se determinará en el reglamento que al efecto elaboren
los miembros de la misma, pudiendo incluir las comisiones
que se juzguen necesarias para gestionar los intereses de
los pobladores.

Artículo 46. Son atribuciones y obligaciones de las juntas
de pobladores:

I. Promover el mejoramiento de los servicios sociales y
urbanos del núcleo agrario;

II. Gestionar la introducción y mantenimiento de escue-
las, mercados, hospitales y clínicas rurales, así como la
construcción de vivienda;

III. Dar a conocer a la asamblea del ejido las necesida-
des que existan sobre solares urbanos o los pendientes
de regularización, así como opinar sobre la delimitación
de la zona urbana;

IV. Participar en los consejos municipales de desarrollo
rural sustentable, y

V. Las demás que le señale el reglamento de la junta de
pobladores, que se limiten a cuestiones relacionadas con
el asentamiento humano y que no sean contrarias a la
ley ni a las facultades previstas por esta ley para los ór-
ganos del ejido.
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CAPITULO II
De las tierras ejidales

Sección Primera
Disposiciones Generales

Artículo 47. Son tierras ejidales y por tanto están sujetas a
las disposiciones relativas de esta ley, las que han sido do-
tadas al núcleo o incorporadas al régimen ejidal.

Los derechos de los núcleos agrarios derivados de la pose-
sión de excedentes de tierras que hayan detentado de bue-
na fe, desde el momento de la ejecución de una resolución
de autoridad agraria, que sea mayor de cinco años, de ma-
nera pública, pacífica y continua, se reconocerán como de-
rechos posesorios del núcleo mediante resolución del Tri-
bunal Agrario.

Si se tratare de terrenos de propiedad privada, la Procura-
duría Agraria, de considerar procedente la regularización,
dará asesoría al núcleo para que ejercite las acciones co-
rrespondientes ante las autoridades jurisdiccionales loca-
les, tendientes a incorporar al patrimonio del ejido las su-
perficies excedentes que tenga en posesión.

Si se tratare de terrenos nacionales, la Secretaría de la Re-
forma Agraria realizará los trabajos técnicos necesarios pa-
ra delimitar la superficie e incorporar en forma gratuita, ba-
jo el régimen ejidal o comunal, según corresponda, las
tierras excedentes al patrimonio del núcleo.

Artículo 48. Para efectos de esta ley las tierras ejidales, por
su destino, se dividen en:

I. Tierras para el asentamiento humano;

II. Tierras de uso común, y

III. Tierras parceladas.

Artículo 49. Las tierras ejidales podrán ser objeto de cual-
quier convenio o contrato celebrado por el núcleo de po-
blación ejidal, o por los sujetos agrarios, según se trate de
tierras de uso común o parceladas. Los contratos que im-
pliquen el uso de tierras ejidales por terceros tendrán una
duración acorde al proyecto productivo correspondiente.

Son contratos agrarios aquellos que involucren derechos o
bienes de naturaleza agraria y podrán ser verbales o escri-

tos. En ambos casos deberán ser formulados cuando menos
frente a dos testigos. Los que sean escritos podrán ser otor-
gados ante un fedatario público.

Serán siempre por escrito aquellos que impliquen la trans-
misión o enajenación de derechos ejidales, que involucren
un proyecto de desarrollo o inversión productiva o tengan
una vigencia mayor de tres años, mismos que deberán ser
inscritos en el Registro Agrario Nacional. En el caso de que
el contrato no se otorgue con las formalidades previstas,
surtirá efectos entre las partes y cualquiera de ellas podrá
exigir que se perfeccione.

Los contratos escritos contendrán cuando menos:

I. Nombre de los contratantes;

II. Naturaleza y objeto del contrato;

III. Contraprestaciones del contrato y, en su caso, las ga-
rantías para su cumplimiento;

IV. Plazos para el cumplimiento de las obligaciones
contraídas;

V. Revisión periódica del precio y, en su caso, del por-
centaje de participación de las utilidades pactadas o de
las ventas que correspondan a las partes;

VI. Vigencia, y

VII. Causas de terminación y de rescisión.

Las partes podrán establecer penas convencionales para el
caso de incumplimiento parcial o total de las obligaciones.

Serán nulas de pleno derecho las cláusulas que contraven-
gan las modalidades y limitaciones impuestas por esta ley
a las diferentes formas de propiedad. También lo serán los
contratos que impliquen actividades que dañen el equili-
brio ecológico, o que no se ajusten a las normas y disposi-
ciones de planeación del desarrollo urbano, de acuerdo con
la legislación de la materia.

Todos los contratos podrán ser inscritos en el Registro
Agrario Nacional.

Para los efectos de planeación, organización e inscripción
en el libro de registro del ejido, el ejidatario deberá infor-
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mar al comisariado ejidal de la celebración del contrato, sin
que la omisión de esto afecte la validez o existencia del
mismo.

Las partes podrán solicitar la asesoría de la Procuraduría
Agraria para la formulación del contrato respectivo.

En el caso de que las utilidades de los campesinos no co-
rrespondan a lo pactado esto será causa suficiente para res-
cindir los contratos, sin responsabilidad alguna para el nú-
cleo de población o ejidatario contratante.

Artículo 50. El núcleo de población ejidal, por resolución
de la asamblea, y los ejidatarios en lo individual, podrán
otorgar en garantía el usufructo de las tierras de uso común
y de las tierras parceladas, respectivamente. Esta garantía
sólo podrán otorgarla en favor de instituciones de crédito o
de aquellas personas con las que tengan relaciones de aso-
ciación o comerciales. Esta garantía deberá constituirse an-
te fedatario público e inscribirse en el Registro Agrario Na-
cional.

En caso de incumplimiento de la obligación garantizada, el
acreedor, por resolución del Tribunal Agrario o mediante el
mecanismo pactado por los contratantes para tales efectos,
podrá hacerla efectiva hasta por el plazo pactado, a cuyo
vencimiento volverá el usufructo al núcleo de población
ejidal o al ejidatario, según sea el caso.

Artículo 51. Dentro de un mismo ejido ningún ejidatario
podrá ser titular de derechos parcelarios sobre una exten-
sión mayor que la equivalente al cinco por ciento de las tie-
rras ejidales, ni de más superficie que la equivalente a la
pequeña propiedad. Para efectos de cómputo, las tierras
ejidales y las de dominio pleno serán acumulables.

La Secretaría de la Reforma Agraria, previa audiencia, or-
denará al ejidatario de que se trate, la enajenación de los
excedentes dentro de un plazo de un año contado a partir
de la notificación correspondiente. Si el ejidatario no hu-
biere enajenado en el plazo indicado, la Secretaría fraccio-
nará, en su caso, los excedentes y enajenará los derechos
correspondientes al mejor postor entre los miembros del
núcleo de población, respetando en todo caso los derechos
de preferencia señalados en el artículo 84 de esta ley.

Artículo 52. Quien hubiere poseído y trabajado tierras par-
celadas, en concepto de titular de derechos de ejidatario,
que no sean las destinadas al asentamiento humano ni se
trate de bosques o selvas, de manera pacífica, continua y

pública durante un período de cinco años, si la posesión es
de buena fe, o de diez, si fuera de mala fe, y reúne los re-
quisitos para ser ejidatario, adquirirá sobre dichas tierras
los mismos derechos que cualquier ejidatario sobre su par-
cela.

El posesionario podrá acudir ante el Tribunal Agrario para
que en el juicio correspondiente, previa audiencia del titu-
lar registral si la parcela ha sido asignada o del comisariado
ejidal, en caso de que se trate de parcelas no adjudicadas y
de los colindantes en ambos casos, dicte sentencia sobre la
adquisición de los derechos sobre la parcela. De ser proce-
dente la acción, se comunicará al Registro Agrario Nacio-
nal, para que expida el certificado correspondiente.

La demanda presentada por cualquier interesado ante el
Tribunal Agrario o la denuncia ante el Ministerio Público
por despojo, interrumpirá el plazo a que se refiere el primer
párrafo de este artículo hasta que se dicte resolución defi-
nitiva.

Artículo 53. Los núcleos de población ejidales o comuna-
les que hayan sido o sean privados ilegalmente de sus tie-
rras o aguas, que les fueron materialmente entregadas en la
ejecución de una resolución agraria, podrán acudir ante el
Tribunal Agrario para demandar la restitución de sus
bienes.

En los casos en que, por acuerdo de asamblea, el núcleo
agrario haya otorgado su consentimiento respecto de la
ocupación de sus tierras o aguas, sólo procederá la acción
de restitución si existe una causa de nulidad o rescisión de
lo pactado.

Artículo 54. Si el titular de los derechos agrarios es des-
poseído ilegalmente de sus derechos parcelarios o del solar
urbano no titulado, para efectos de esta ley sólo procederá
la acción de restitución en los mismos términos del artícu-
lo que antecede.

Cuando la posesión de una parcela haya sido otorgada por
el titular del derecho agrario correspondiente a un tercero
en forma escrita, sólo procederá la acción de restitución si
existe una causa de nulidad o rescisión de lo pactado.

Artículo 55. El núcleo de población y los ejidatarios en lo
individual podrán constituir, por sí o en forma conjunta con
el Gobierno Federal, los estatales o municipales, fondos de
garantía para hacer frente a las obligaciones crediticias que
contraigan. Estos fondos se crearán y organizarán de con-
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formidad con los montos y lineamientos que dicte el Eje-
cutivo Federal por conducto de la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público, cuando intervengan instituciones públicas
o se aporten recursos públicos federales.

Sección Segunda
De las Aguas del Ejido

Artículo 56. El uso o aprovechamiento de las aguas ejida-
les corresponde a los propios ejidos y a los ejidatarios, se-
gún se trate de tierras comunes o parceladas.

Artículo 57. La distribución, servidumbres de uso y de pa-
so, mantenimiento, contribuciones, tarifas, transmisiones
de derechos y demás aspectos relativos al uso de volúme-
nes de agua de los ejidos estarán regidos por lo dispuesto
en las leyes y normatividad de la materia.

Artículo 58. Los núcleos de población ejidal beneficiados
con aguas correspondientes a distritos de riego u otros sis-
temas de abastecimiento están obligados a cubrir las tarifas
aplicables.

Artículo 59. Los aguajes comprendidos dentro de las tie-
rras ejidales, siempre que no hayan sido asignados indivi-
dualmente conforme a la ley, serán de uso común y su
aprovechamiento se hará como lo disponga el reglamento
interno del ejido o, en su defecto, de acuerdo con la cos-
tumbre de cada ejido, siempre y cuando no se contravenga
la ley y la normatividad de la materia. En los casos de
transferencia de derechos individuales de agua, deberá
otorgarse el derecho del tanto, de acuerdo con el orden de
preferencia dispuesto por el artículo 22.

Sección Tercera
De la Delimitación y Destino de 

las Tierras Ejidales

Artículo 60. La asamblea de cada ejido, con las formalida-
des previstas a tal efecto en los artículos 28 a 32 y 35 de es-
ta ley, y en tanto no contravenga lo establecido en otras le-
yes, podrá determinar el destino de las tierras que no estén
formalmente parceladas, efectuar el parcelamiento de és-
tas, reconocer el parcelamiento económico o de hecho o re-
conocer la tenencia de los posesionarios y de éstos como
ejidatarios o de quienes carezcan de los certificados co-
rrespondientes. Consecuentemente, la asamblea podrá des-
tinarlas al asentamiento humano, al uso común o parcelar-
las en favor de los ejidatarios. En todo caso, a partir del

plano general del ejido que haya sido elaborado por la au-
toridad competente o el que elabore el Registro Agrario
Nacional, procederá como sigue:

I. Si lo considera conveniente, reservará las extensiones
de tierra correspondientes al asentamiento humano y de-
limitará las tierras de uso común del ejido;

II. Si resultaren tierras cuya tenencia no ha sido regula-
rizada o estén vacantes, podrá asignar los derechos eji-
dales correspondientes a dichas tierras a otros ejidata-
rios con preferencia a colindantes o usufructuarios que
hayan demostrado interés en el trabajo de la tierra;

III. Los derechos sobre las tierras de uso común se pre-
sumirán concedidos en partes iguales, a menos que la
asamblea determine la asignación de proporciones dis-
tintas, en razón de las aportaciones materiales, de traba-
jo y financieras de cada individuo.

En todo caso, el Registro Agrario Nacional emitirá las nor-
mas técnicas que deberá seguir la asamblea al realizar la
delimitación de las tierras al interior del ejido y proveerá a
la misma del auxilio que al efecto le solicite. El Registro
certificará el plano interno del ejido, y con base en éste, ex-
pedirá los certificados parcelarios o los certificados de de-
rechos comunes, o ambos, según sea el caso, en favor de
todos y cada uno de los individuos que integran el ejido,
conforme a las instrucciones de la asamblea, por conducto
del comisariado o por el representante que se designe. Es-
tos certificados deberán inscribirse en el propio Registro
Agrario Nacional.

Artículo 61. Para proceder a la asignación de derechos so-
bre las tierras a que se refieren la fracción II del artículo an-
terior, la asamblea se apegará, salvo causa justificada y ex-
presa, al siguiente orden de preferencia:

I. Ejidatarios;

II. Posesionarios y avecindados reconocidos legalmen-
te, cuya dedicación y esmero sean notorios o que hayan
mejorado con su trabajo e inversión las tierras de que se
trate;

III. Hijos de ejidatarios, posesionarios y avecindados
que hayan trabajado las tierras por dos años o más, y

IV. Otros individuos, a juicio de la asamblea.
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Cuando así lo decida la asamblea, la asignación de tierras
podrá hacerse por resolución de la misma, a cambio de una
contraprestación que se destine al beneficio del núcleo de
población ejidal.

Artículo 62. La asignación de parcelas por la asamblea se
hará siempre con base en la superficie identificada en el
plano general del ejido y, cuando hubiere sujetos con dere-
chos iguales, conforme al orden de prelación establecido
en el artículo anterior la hará por sorteo. A la asamblea en
que se lleve a cabo el sorteo deberá asistir un representan-
te de la Procuraduría Agraria y un fedatario público o en
defecto de este último, un servidor público investido de fe
pública que certifique el acta correspondiente.

Artículo 63. Será nula de pleno derecho la asignación de
parcelas en bosques, selvas tropicales, en zonas de refores-
tación o en áreas que hayan sido taladas o destruidas por el
fuego y en tierras en las que sea evidente la existencia de
yacimientos de recursos no sujetos a concesión minera
conforme a la legislación aplicable, es decir, de sustancias
no concesibles, tales como el mármol, ónix y otros mate-
riales para construcción y fines similares, que puedan ser
aprovechados en beneficio de los núcleos de población eji-
dales o comunales.

Si con posterioridad a la asignación de parcelas se descu-
bre en éstas un yacimiento de recursos no renovables de los
que trata el párrafo anterior, el ejido tendrá derecho a una
contraprestación que se fijará de común acuerdo entre el
ejidatario y la asamblea, atendiendo a la naturaleza y mag-
nitud de la explotación. De no existir acuerdo entre las par-
tes, el Tribunal Agrario fijará el monto de la contrapresta-
ción mencionada.

Será igualmente nula la asignación de parcelas sobre su-
perficies con asentamientos humanos irregulares.

Artículo 64. La cesión de los derechos sobre tierras de uso
común por un ejidatario, a menos que también haya cedido
sus derechos parcelarios, no implica que éste pierda su ca-
lidad como tal, sino sólo sus derechos al aprovechamiento
o beneficio proporcional sobre las tierras correspondientes.

Artículo 65. La asignación de tierras por la asamblea po-
drá ser impugnada ante el Tribunal Agrario, directamente o
a través de la Procuraduría Agraria, por los individuos que
se sientan perjudicados por la asignación y que constituyan
un veinte por ciento o más del total de los ejidatarios del
núcleo respectivo, o de oficio por parte del Procurador

Agrario, cuando a juicio de éste se presuma que la asigna-
ción se realizó con vicios o defectos graves que puedan
perturbar seriamente el orden público, en cuyo caso el tri-
bunal dictará las medidas necesarias para lograr la conci-
liación de intereses. Los perjudicados en sus derechos por
virtud de la asignación de tierras, podrán acudir igualmen-
te ante el Tribunal Agrario para deducir individualmente su
reclamación, sin que ello pueda implicar la invalidación de
la asignación de las demás tierras.

Será firme y definitiva la asignación de tierras que no haya
sido impugnada dentro de los noventa días naturales poste-
riores a la resolución de la asamblea. Este término no será
aplicable cuando el acuerdo respectivo vaya en contra de
una disposición prohibitiva o de orden público.

Artículo 66. A partir de la asignación de parcelas, corres-
ponderán a los ejidatarios beneficiados los derechos sobre
uso y usufructo de las mismas, en los términos de esta ley.

Cuando la asignación se hubiere hecho a un grupo de eji-
datarios se presumirá, salvo prueba en contrario, que gozan
de dichos derechos en partes iguales y serán ejercidos con-
forme a lo convenido entre ellos o, en su defecto, a lo que
disponga el Reglamento Interno o la resolución de la asam-
blea y, supletoriamente, conforme a las reglas de copropie-
dad que dispone el Código Civil Federal.

Sección Cuarta
De las Tierras del Asentamiento Humano

Artículo 67. Las tierras destinadas al asentamiento huma-
no integran el área necesaria para el desarrollo de la vida
comunitaria del ejido, que está compuesta por los terrenos
en que se ubique la zona de urbanización y su fundo legal.
Se dará el mismo tratamiento a la parcela escolar, la unidad
agrícola industrial de la mujer, la unidad productiva para el
desarrollo integral de la juventud y a las demás áreas re-
servadas para el asentamiento.

Artículo 68. Las tierras ejidales destinadas por la asamblea
al asentamiento humano conforman el área irreductible del
ejido y son inalienables, imprescriptibles e inembargables,
salvo lo previsto en el último párrafo de este artículo.
Cualquier acto que tenga por objeto enajenar, prescribir o
embargar dichas tierras será nulo de pleno derecho.

Las autoridades federales, estatales y municipales y en es-
pecial, la Procuraduría Agraria, vigilarán que en todo mo-
mento quede protegido el fundo legal del ejido.
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A los solares de la zona de urbanización del ejido no les es
aplicable lo dispuesto en este artículo.

El núcleo de población podrá aportar tierras del asenta-
miento al municipio o entidad correspondiente para dedi-
carlas a los servicios públicos, con la intervención de la
Procuraduría Agraria, la cual se cerciorará de que efectiva-
mente dichas tierras sean destinadas a tal fin.

Artículo 69. Cuando el poblado ejidal esté asentado en tie-
rras ejidales, la asamblea podrá resolver que se delimite la
zona de urbanización en la forma que resulte más conve-
niente, respetando la normatividad aplicable y los derechos
parcelarios. Igualmente, la asamblea podrá resolver que se
delimite la reserva de crecimiento del poblado, conforme a
las leyes de la materia.

Artículo 70. Para la localización, deslinde y fracciona-
miento de la zona de urbanización y su reserva de creci-
miento, se requerirá la intervención de las autoridades fe-
derales, estatales y municipales correspondientes, en el
ámbito de sus respectivas competencias, con el objeto de
dar cumplimiento a los ordenamientos legales de desarro-
llo urbano, así como a los planes y programas vigentes en
la materia.

En el caso de asentamientos humanos irregulares ubicados
en tierras ejidales, el núcleo podrá, por si o a petición de
parte interesada, incorporarlas a la zona del asentamiento
humano ejidal y adjudicarlas en propiedad a sus poseedo-
res, mediante la firma de un convenio de regularización
que establezca las condiciones y términos para la enajena-
ción, entre la asamblea, a través del comisariado ejidal y
los poseedores, a través de una representación común, con
la intervención de la Procuraduría Agraria, de un fedatario
público y del Municipio correspondiente, para que la regu-
larización se apegue a la normatividad de la materia y al
plan de desarrollo municipal. Para tal efecto, se tomarán las
medidas necesarias, de acuerdo con lo previsto por esta ley,
a fin de proteger los derechos colectivos e individuales de
los ejidatarios.

Lo anterior, sin perjuicio de que el núcleo agrario pueda so-
licitar a la Comisión para la Regularización de la Tenencia
de la Tierra, su intervención para la regularización de di-
chos asentamientos.

En el caso de asentamientos humanos irregulares ubicados
en tierras ejidales dentro de zonas conurbadas a las ciuda-

des o cabeceras municipales, el núcleo deberá solicitar la
intervención de la Secretaría de Desarrollo Social, del Go-
bierno del Estado o del Municipio correspondiente, con el
propósito de asegurar la acción integral del sector público,
del ejido o comunidad y de los poseedores, para que la re-
gularización de la tenencia de la tierra incluya la dotación
de servicios y satisfactores básicos que tiendan al desarro-
llo integral del asentamiento; con base en las disposiciones
legales aplicables.

Artículo 71. Cuando la asamblea constituya la zona de ur-
banización y su reserva de crecimiento, separará las super-
ficies necesarias para los servicios públicos de la comuni-
dad.

Artículo 72. Los solares serán de propiedad plena de sus
titulares. Todo ejidatario tendrá derecho a recibir gratuita-
mente un solar al constituirse la zona de urbanización,
cuando ello sea posible. La extensión del solar se determi-
nará por la asamblea con la participación del municipio co-
rrespondiente, de conformidad con las leyes aplicables en
materia de fraccionamientos y atendiendo a las caracterís-
ticas, usos y costumbres de cada región.

La asamblea hará la asignación de solares a los ejidatarios,
determinando en forma equitativa la superficie que corres-
ponda a cada uno de ellos. Esta asignación se hará en pre-
sencia de un representante de la Procuraduría Agraria y de
acuerdo con los solares que resulten del plano aprobado
por la misma asamblea e inscrito en el Registro Agrario
Nacional. El acta respectiva se inscribirá en dicho Registro
y los certificados que éste expida de cada solar constituirán
los títulos oficiales correspondientes.

Una vez satisfechas las necesidades de los ejidatarios, los
solares excedentes podrán ser arrendados o enajenados por
el núcleo de población ejidal a personas que deseen ave-
cindarse.

Cuando se trate de ejidos en los que ya esté constituida la
zona de urbanización y los solares ya hubieren sido asig-
nados, los títulos se expedirán en favor de sus legítimos po-
seedores.

Artículo 73. La propiedad de los solares se acreditará con el
documento señalado en el artículo anterior y los actos jurí-
dicos subsecuentes serán regulados por el derecho común.
Para estos efectos los títulos se inscribirán en el Registro Pú-
blico de la Propiedad de la entidad correspondiente.
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Artículo 74. En cada ejido la asamblea podrá resolver so-
bre el deslinde de las superficies que considere necesarias
para el establecimiento de la parcela escolar, la que se des-
tinará a la investigación, enseñanza y divulgación de prác-
ticas agrícolas que permitan un uso más eficiente de los re-
cursos humanos y materiales con que cuenta el ejido. El
Reglamento Interno del ejido normará el uso de la parcela
escolar.

Artículo 75. La asamblea, de existir tierras disponibles,
deberá reservar igualmente una superficie en la extensión
que determine, localizada de preferencia en las mejores tie-
rras colindantes con la zona de urbanización, que será des-
tinada al establecimiento de una granja agropecuaria o de
industrias rurales aprovechadas por las mujeres mayores de
dieciséis años o menores con familia a su cargo del núcleo
de población. En esta unidad se podrán integrar instalacio-
nes destinadas específicamente al servicio y protección de
la mujer campesina.

Artículo 76. En cada ejido y comunidad podrá destinarse
una parcela para constituir la unidad productiva para el
desarrollo integral de la juventud, en donde se realizarán
actividades productivas, culturales, recreativas y de capaci-
tación para el trabajo para los hijos de ejidatarios, comune-
ros, posesionarios y avecindados mayores de dieciséis y
menores de veinticuatro años. Esta unidad será administra-
da por un comité cuyos miembros serán designados exclu-
sivamente por los integrantes de la misma. Los costos de
operación de la unidad serán cubiertos por sus miembros.

Sección Quinta
De las Tierras de Uso Común

Artículo 77. Las tierras ejidales de uso común constituyen
el sustento económico de la vida en comunidad del ejido y
están conformadas por aquellas tierras que no hubieren si-
do especialmente reservadas por la asamblea para el asen-
tamiento del núcleo de población, ni sean tierras parcela-
das.

Artículo 78. La propiedad de las tierras de uso común es
inalienable, imprescriptible e inembargable, salvo los casos
previstos en el artículo 79 de esta ley.

El Reglamento Interno regulará el uso, aprovechamiento,
acceso y conservación de las tierras de uso común del eji-
do, incluyendo los derechos y obligaciones de ejidatarios,
posesionarios y avecindados respecto a dichas tierras.

Los derechos sobre las tierras de uso común se acreditan
con el certificado a que se refiere el artículo 60 último pá-
rrafo de esta ley.

Artículo 79. En los casos de manifiesta utilidad para el nú-
cleo de población ejidal, éste podrá transmitir el usufructo
de tierras de uso común a sociedades mercantiles en las que
participen el ejido o los ejidatarios, asimismo podrá trans-
mitir el dominio cuando la naturaleza del proyecto de la so-
ciedad lo justifique plenamente, conforme al siguiente pro-
cedimiento:

I. La aportación de las tierras deberá ser resuelta por la
asamblea, con las formalidades previstas a tal efecto en
los artículos 28 a 32 y 35 de esta ley.

II. El proyecto de desarrollo y de escritura social res-
pectivos deberán ser sometidos a la asesoría y opinión
de la Procuraduría Agraria, la que deberá de analizar y
pronunciarse sobre la certeza de la realización de la in-
versión proyectada, el aprovechamiento racional y sos-
tenido de los recursos naturales y la equidad en los tér-
minos y condiciones que se propongan. Esta opinión
deberá ser emitida en un término no mayor a sesenta dí-
as hábiles para ser analizada por la asamblea previa-
mente a aquella en la que se adopte la resolución co-
rrespondiente. Lo anterior, sin perjuicio de que, para los
efectos de esta fracción, el ejido pueda recurrir a los
servicios profesionales que considere pertinentes.

De igual manera, un representante de la Secretaría de la
Reforma Agraria deberá asistir a la asamblea en la que
se analice la opinión emitida por la Procuraduría Agra-
ria, a efecto de que a su vez, manifieste lo que corres-
ponda a esta dependencia. Para ello, la Procuraduría
Agraria deberá notificar su opinión tanto al núcleo agra-
rio como a la Secretaría de la Reforma Agraria con al
menos quince días de anticipación a la fecha de cele-
bración de la asamblea en la que se analizará el proyec-
to de que se trate.

III. Las acciones que correspondan por la aportación de
las tierras de uso común a la sociedad, invariablemente
corresponderán al núcleo ejidal. La asamblea determi-
nará el uso de las utilidades que se deriven de la partici-
pación en la sociedad.

IV. El valor de suscripción de las acciones o partes so-
ciales que correspondan al ejido por la aportación de sus
tierras deberá ser, cuando menos, igual al precio de re-
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ferencia que establezca el Instituto de Administración y
Avalúos de Bienes Nacionales.

V. Cuando participen socios ajenos al ejido, éste o los
ejidatarios, según sea el caso, tendrán el derecho irre-
nunciable de designar un comisario que informe direc-
tamente a la asamblea del ejido, con las funciones que
sobre la vigilancia de las sociedades prevé la Ley Gene-
ral de Sociedades Mercantiles. Si el ejido o los ejidata-
rios no designaren comisario, la Procuraduría Agraria,
bajo su responsabilidad, deberá hacerlo.

Las sociedades que conforme a este artículo se constituyan
deberán ajustarse a las disposiciones previstas en el Título
Sexto de la presente ley.

En caso de liquidación de la sociedad, el núcleo de pobla-
ción ejidal y los ejidatarios, de acuerdo a su participación
en el capital social y bajo la estricta vigilancia de la Procu-
raduría Agraria, tendrán preferencia, respecto de los demás
socios, para recibir tierra en pago de lo que les correspon-
da en el haber social.

En todo caso el ejido o los ejidatarios, según corresponda,
tendrán derecho de preferencia para la adquisición de aqué-
llas tierras que aportaron al patrimonio de la sociedad.

La aportación de tierras que se haga en contravención a lo
dispuesto por este artículo, será nula de pleno derecho.

Sección Sexta
De las Tierras Parceladas

Artículo 80. Corresponde a los ejidatarios el derecho de
aprovechamiento, uso y usufructo de sus parcelas.

Artículo 81. En ningún caso la asamblea ni el comisariado
ejidal podrán usar, disponer o determinar la explotación co-
lectiva de las tierras parceladas del ejido, sin el previo con-
sentimiento por escrito de sus titulares.

Artículo 82. Los derechos de los ejidatarios sobre sus par-
celas se acreditarán con sus correspondientes certificados
de derechos agrarios o certificados parcelarios, los cuales
ostentarán los datos básicos de identificación de la parcela.
Los certificados parcelarios serán expedidos de conformi-
dad con lo dispuesto por el artículo 60 último párrafo de es-
ta ley.

En su caso, la resolución correspondiente del Tribunal
Agrario hará las veces de certificado para los efectos de es-
ta ley.

Artículo 83. El ejidatario puede aprovechar su parcela, los
derechos de agua que le correspondan, su uso o usufructo,
directamente o concederlos a otros ejidatarios o a terceras
personas, físicas o morales, mediante cualquier clase de
contrato, convenio o cualquier otro acto jurídico no prohi-
bido por la ley, sin necesidad de contar con la autorización
de autoridad alguna. Cuando se trate de terceros ajenos al
núcleo se hará del conocimiento de la Asamblea o del co-
misariado.

Artículo 84. Los ejidatarios podrán enajenar sus derechos
parcelarios a otros ejidatarios, posesionarios o avecindados
del mismo núcleo de población. Cuando se trate de avecin-
dados o posesionarios, éstos deberán justificar una perma-
nencia mínima de tres años en el ejido, inmediatos poste-
riores a su reconocimiento como tales.

Para la validez de la enajenación a que se refiere este artí-
culo se necesitará la conformidad por escrito de las partes
ante dos testigos y el aviso por escrito que se haga al co-
misariado ejidal y al Registro Agrario Nacional, el que de-
berá expedir sin demora los nuevos certificados parcela-
rios. Por su parte el comisariado ejidal deberá realizar la
inscripción correspondiente en el libro respectivo. Cuando
el enajenante esté casado bajo el régimen de sociedad con-
yugal, se requerirá que el cónyuge otorgue su autorización
expresa y por escrito, para la enajenación y su renuncia al
derecho del tanto.

El cónyuge casado bajo el régimen de separación de bien-
es, la concubina o concubinario, los hijos del enajenante, y
sus ascendientes, en ese orden, gozarán del derecho de pre-
ferencia en el caso de que la enajenación sea gratuita y, del
derecho del tanto cuando se trate de enajenación onerosa,
especificando el monto de la operación; derechos que se
deberán ejercer dentro del término de treinta días naturales
contados a partir del aviso que deberá realizar el enajenan-
te, a cuyo vencimiento prescribirán. La renuncia a los de-
rechos mencionados deberá constar por escrito, ser ratifi-
cada ante fedatario público e inscrita en el Registro Agrario
Nacional. Si no se realiza el aviso referido, la venta podrá
ser anulada y el enajenante quedará obligado a devolver el
pago que recibió, actualizado a la fecha en que se declare
la nulidad.
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El comisariado ejidal dará aviso de la enajenación a los eji-
datarios, posesionarios o avecindados para que ejerzan los
derechos que correspondan.

En los casos de enajenación de derechos parcelarios a que
se refiere este artículo, la inobservancia de los derechos de
preferencia o del tanto establecidos en esta ley, no impide
que los contratos surtan efectos entre las partes. El ejerci-
cio de las acciones correspondientes prescribe en dos años,
a partir de la inscripción del contrato en el Registro Agra-
rio Nacional o del aviso que se haya dado por escrito a los
interesados.

Para la validez de la enajenación a que se refiere este artí-
culo, se requiere:

I. El consentimiento expreso y por escrito del cónyuge,
concubina o concubinario del titular del derecho agrario;

II. La conformidad por escrito de las partes en presencia
de dos testigos y ratificado ante fedatario público, ante
el que deberán acreditar:

a) La calidad e identidad de los contratantes;

b) La autenticidad de los derechos parcelarios, y

c) Que se hicieron los avisos y se respetaron los de-
rechos de preferencia o del tanto que se refieren en
este artículo.

El contrato que se otorgue deberá inscribirse en el Registro
Agrario Nacional.

Artículo 85. La permuta de derechos parcelarios entre eji-
datarios y posesionarios no requerirá la autorización de la
asamblea y no estará sujeta a la observancia de los dere-
chos de preferencia. Cuando se permuten parcelas de dis-
tinto valor o calidad los contratantes podrán pactar un pa-
go adicional en monetario o en especie.

El contrato de permuta deberá celebrarse por escrito, ante
dos testigos y ser inscrito en el Registro Agrario Nacional,
el que expedirá sin demora los nuevos certificados parcela-
rios. Con base en estos certificados, el comisariado ejidal re-
alizará la inscripción correspondiente en el libro respectivo.

La permuta parcelaria entre ejidatarios o posesionarios de
diferentes núcleos agrarios, deberá ser autorizada por la
asamblea de ambos núcleos.

Una vez autorizada la permuta e inscrita ante el Registro
Agrario Nacional, se procederá a reconocer los derechos
permutados y se expedirán los certificados que corresponda.

La permuta de parcelas a que se refiere este artículo, no im-
plica el cambio de calidad agraria de los permutantes.

Artículo 86. Cuando la mayor parte de las parcelas de un
ejido hayan sido delimitadas y asignadas a los ejidatarios
en los términos del artículo 60, la asamblea, con las forma-
lidades previstas a tal efecto por los artículos 28 a 32 y 35
de esta ley, podrá resolver que los ejidatarios puedan, a su
vez, adoptar el dominio pleno sobre dichas parcelas, cum-
pliendo lo previsto por esta ley y los requisitos y limitacio-
nes que al efecto fije el Reglamento Interno del núcleo
agrario.

Artículo 87. Una vez que la asamblea hubiere adoptado la
resolución prevista en el artículo anterior, los ejidatarios in-
teresados podrán, en el momento que lo estimen pertinen-
te, asumir el dominio pleno sobre sus parcelas, en cuyo ca-
so solicitarán al Registro Agrario Nacional que las tierras
de que se trate sean dadas de baja de dicho Registro, el cual
expedirá el título de propiedad respectivo, que será inscri-
to en el Registro Público de la Propiedad correspondiente
a la localidad.

A partir de la cancelación de la inscripción correspondien-
te en el Registro Agrario Nacional, las tierras dejarán de ser
ejidales y quedarán sujetas a las disposiciones del derecho
común.

Artículo 88. La adopción del dominio pleno sobre las par-
celas ejidales no implica cambio alguno en la naturaleza ju-
rídica de las demás tierras ejidales, ni significa que se alte-
re el régimen legal, estatutario o de organización del ejido.

La enajenación a terceros no ejidatarios tampoco implica
que el enajenante pierda su calidad de ejidatario, a menos
que no conserve derechos sobre otra parcela ejidal o sobre
tierras de uso común, en cuyo caso el comisariado ejidal
deberá notificar la separación del ejidatario al Registro
Agrario Nacional, el cual efectuará las cancelaciones co-
rrespondientes.

Artículo 89. En caso de la primera enajenación de parce-
las sobre las que se haya adoptado el dominio pleno, goza-
rán, en su orden, del derecho del tanto:

I. El cónyuge, la concubina o el concubinario;
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II. Los descendientes;

III. Los ascendientes;

IV. Las personas que hayan trabajado las parcelas du-
rante los dos años anteriores a la enajenación, al ampa-
ro del artículo 83 de esta ley;

V. Los demás ejidatarios;

VI. Los posesionarios;

VII. Los avecindados, y

VIII. El ejido.

El derecho del tanto que se otorga deberá ser ejercido den-
tro de los treinta días naturales que sigan al aviso escrito
que se haga. Al vencimiento de este término prescribirá el
derecho.

En el caso de las fracciones I a III, deberá dar el aviso el
enajenante y en todos los demás casos, el aviso lo hará el
comisariado ejidal.

La inobservancia de cualquiera de estos requisitos traerá
aparejada la nulidad de la enajenación, quedando el enaje-
nante obligado a devolver el pago que recibió, actualizado a
la fecha en que se declare la nulidad por el Tribunal Agrario.

De ignorarse el domicilio de las personas a quienes se de-
ba comunicar la enajenación, el comisariado ejidal publi-
cará de inmediato, en los lugares más visibles del ejido,
una relación de los bienes o derechos que se pretenden en-
ajenar.

El consejo de vigilancia será responsable de verificar que
el comisariado ejidal cumpla con la obligación que este ar-
tículo le señala.

Artículo 90. En caso de que se presente ejercicio simultá-
neo del derecho del tanto con posturas iguales el comisa-
riado ejidal, ante la presencia de fedatario público, realiza-
rá un sorteo para determinar cuál postura prevalecerá.

Artículo 91. La primera enajenación a personas ajenas al
núcleo de población de parcelas sobre las que se hubiere
adoptado el dominio pleno, será libre de impuestos o dere-
chos federales para el enajenante y deberá hacerse cuando
menos al precio de referencia que establezca el Instituto de

Administración y Avalúos de Bienes Nacionales o cual-
quier institución de crédito.

Sección Séptima
De las Tierras Ejidales en Zonas Urbanas

Artículo 92. Cuando los terrenos de un ejido se encuentren
ubicados dentro de los límites de un centro de población,
los núcleos de población ejidal podrán beneficiarse de la
urbanización de sus tierras. En todo caso, la incorporación
de las tierras ejidales al desarrollo urbano deberá sujetarse
a las leyes, reglamentos y planes vigentes en materia de
asentamientos humanos.

Artículo 93. Queda prohibida la urbanización de las tierras
ejidales que se ubiquen en zonas de riesgo para la pobla-
ción, en zonas de uso ceremonial por los pueblos y comu-
nidades indígenas, con vestigios arqueológicos, culturales
o históricos, lo mismo que en áreas naturales protegidas,
incluyendo las zonas de preservación ecológica de los cen-
tros de población.

Artículo 94. En toda enajenación de terrenos ejidales ubi-
cados en las áreas declaradas reservadas para el crecimien-
to de un centro de población, de conformidad con los pla-
nes o programas de desarrollo urbano municipal, en favor
de personas ajenas al ejido, y se deberá respetar el derecho
de preferencia de los gobiernos de los estados y municipios
establecido por la Ley General de Asentamientos Huma-
nos.

La Procuraduría Agraria deberá intervenir en los casos a
que se refiere este artículo para salvaguardar los derechos
de los ejidatarios.

Sección Octava
De la protección de la integridad de las tierras, 
bosques y aguas de los pueblos y comunidades 

indígenas en ejidos y comunidades

Artículo 95. Las disposiciones de esta sección reglamen-
tan lo dispuesto por el párrafo segundo de la fracción VII
del artículo 27 constitucional.

Para los efectos de esta ley, se entenderán como tierras de
los pueblos y comunidades indígenas en ejidos y comuni-
dades, las que han sido dotadas, reconocidas, restituidas o
incorporadas a su propiedad en el régimen ejidal o comu-
nal y que hayan sido declaradas como tales en los términos
de esta ley.
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Artículo 96. Se reconocen como pueblos indígenas a las
poblaciones que descienden de aquellas que habitaban en
el territorio actual del país al iniciarse la colonización y que
conservan sus propias instituciones sociales, económicas,
culturales y políticas o parte de ellas.

Se entiende como comunidades de un pueblo indígena
aquellas que forman una unidad socioeconómica y cultural,
asentada en un territorio y que reconocen autoridades pro-
pias de acuerdo con sus sistemas normativos, usos y cos-
tumbres.

La conciencia de su identidad indígena deberá ser criterio
fundamental para determinar a quiénes se aplican las dis-
posiciones de esta sección.

Artículo 97. Las tierras de los pueblos y comunidades in-
dígenas en ejidos y comunidades son inalienables, inem-
bargables e imprescriptibles, por lo que sobre ellas no po-
drá adoptarse el dominio pleno, ni podrán aportarse a
sociedades mercantiles, mientras conserven esta calidad.
Son aplicables a las tierras de pueblos y comunidades indí-
genas todas las disposiciones que esta Ley establece para
ejidos y comunidades siempre y cuando no contravengan
los dispuesto en esta sección.

Artículo 98. De conformidad con lo que establece el artí-
culo 11 de esta Ley, igualmente se considera propiedad de
los ejidos y comunidades a que se refiere esta sección los
recursos naturales que se encuentren en dichas tierras, sal-
vo aquellos que corresponden al dominio directo de la Na-
ción.

El aprovechamiento de los recursos naturales en las tierras
de los pueblos y comunidades indígenas en ejidos y comu-
nidades, deberá hacerse preferentemente por los propios
pueblos indígenas dueños de dichas tierras, sin embargo,
cuando exista una manifiesta utilidad para el núcleo de po-
blación y sea declarada la imposibilidad de estos para rea-
lizar el aprovechamiento, podrá realizarse por terceros con
base a lo que establecen los artículos 49, 79, 83, 130, y de-
más realtivos a contratos de usufructo con las únicas limi-
taciones que marca esta sección de la Ley previo consenti-
miento que para ello sea otorgado mediante asamblea que
cumpla las formalidades señaladas en el artículo 29 de es-
ta ley.

Artículo 99. Cuando en las tierras de los pueblos y comu-
nidades indígenas en ejidos y comunidades existan recur-

sos naturales que correspondan al dominio directo de la
Nación, los pueblos directamente involucrados por razón
de la propiedad de la tierra deberán participar siempre que
sea posible en los beneficios que reporten tales actividades
y percibir una indemnización justa por cualquier daño o
perjuicio que puedan sufrir en su hábitat, como resultado
de esas actividades.

Este criterio se aplicará también cuando se prevea la ex-
propiación por causa de utilidad pública sobre tierras de los
pueblos y comunidades indígenas en ejidos y comunida-
des.

Artículo 100. Los ejidos y comunidades que hayan adop-
tado la calidad a que se refiere esta sección, podrán acudir
a los Tribunales Agrarios para que:

I. Se restrinjan las actividades de terceras personas en
sus tierras cuando representen valores culturales y de
identidad contrarios a los usos y costumbres de los pue-
blos y las comunidades indígenas, y

II. Se permita el acceso a los lugares sagrados o centros
ceremoniales de los pueblos o comunidades, que hayan
sido previamente declarados como tales por autoridad
competente y que se encuentren fuera del ejido o comu-
nidad.

Artículo 101. Las autoridades competentes respetarán y
garantizarán las modalidades de uso y disfrute de las tierras
de los pueblos y comunidades indígenas en ejidos y comu-
nidades, así como la cesión o transmisión de derechos al
interior de estos, de acuerdo con las instituciones sociales,
económicas, culturales, políticas y sistemas normativos del
pueblo o comunidad correspondiente, sujetándose a los
principios generales de la Constitución.

Artículo 102. Los núcleos agrarios a que se refiere el artí-
culo 95 de esta ley, mediante acuerdo de asamblea que re-
úna las formalidades previstas en los artículos 28 a 32 y 35
de la misma, podrán adoptar la protección de sus tierras,
bosques y aguas en los términos previstos en esta sección.

Artículo 103. El acuerdo de la asamblea dará lugar a la tra-
mitación de la declaratoria de tierras indígenas por la vía de
jurisdicción voluntaria ante el Tribunal Agrario, para lo
cual será necesario demostrar:

I. La legal existencia del ejido o comunidad;
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II. Que las tierras materia de la declaración son de su
propiedad y que las tienen en posesión;

III. Que el acuerdo de asamblea se adoptó con las for-
malidades previstas en esta ley; y

IV. Que el solicitante tenga la representación legal del
núcleo agrario promovente.

Verificada la legalidad de los documentos aportados, el Tri-
bunal Agrario resolverá lo conducente. En caso de ser pro-
cedente la promoción emitirá la resolución y ordenará que
se haga su inscripción en el Registro Agrario Nacional, el
que expedirá la constancia correspondiente.

Artículo 104. La resolución que declare las tierras de los
pueblos y comunidades indígenas en ejidos y comunidades
podrá revocarse por los Tribunales Agrarios en los casos si-
guientes:

I. Cuando así lo solicite la asamblea del núcleo cumplien-
do con los requisitos señalados en los artículos 28 a 32 y 35
de esta ley, sin que medie controversia, y

II. Por sentencia que resuelva una controversia.

Sustanciado el procedimiento, el Tribunal Agrario ordena-
rá, de ser procedente, al Registro Agrario Nacional que
efectúe la cancelación de la inscripción respectiva.

CAPÍTULO III
De la Constitución de Nuevos Ejidos

Artículo 105. Para la constitución de un ejido bastará:

I. Que un grupo de veinte o más individuos participen
en su constitución y aporten una superficie de tierra;

II. Que cada individuo aporte tierra u otros recursos, y

III. Que tanto las aportaciones como el Reglamento In-
terno, consten en escritura pública y se inscriba en el
Registro Agrario Nacional.

Será nula la aportación de tierras en fraude de acreedores.

El Ejecutivo Federal, a través de la Procuraduría Agraria,
asesorará y otorgará facilidades a los pequeños propietarios
interesados en la constitución de nuevos ejidos.

Artículo 106. A partir de la inscripción a que se refiere la
fracción III del artículo anterior, el nuevo ejido quedará le-
galmente constituido y las tierras aportadas se regirán por
lo dispuesto por esta ley para las tierras ejidales.

Artículo 107. El ejido podrá convertir las tierras que hu-
biere adquirido bajo el régimen de dominio pleno al régi-
men ejidal, en cuyo caso el comisariado ejidal tramitará las
inscripciones correspondientes en el Registro Agrario Na-
cional, a partir de lo cual dicha tierra quedará sujeta a lo
dispuesto por esta ley para las tierras ejidales.

CAPÍTULO IV
De la Expropiación de 

Bienes Ejidales y Comunales

Artículo 108. Los bienes ejidales y comunales sólo podrán
ser expropiados, ocupados temporalmente o imponerles al-
guna limitación de dominio, por alguna o algunas de las si-
guientes causas de utilidad pública:

I. El establecimiento, explotación o conservación de un
servicio o función públicos;

II. La constitución de reservas territoriales para el des-
arrollo urbano y la vivienda;

III. La realización de acciones para promover y ordenar
el desarrollo y la conservación de los recursos agrope-
cuarios, forestales y pesqueros;

IV. Explotación del petróleo, su procesamiento y con-
ducción, la explotación de otros elementos naturales
pertenecientes a la Nación y la instalación de plantas de
beneficio asociadas a dichas explotaciones;

V. Regularización de la tenencia de la tierra urbana y ru-
ral;

VI. La construcción de puentes, carreteras, ferrocarriles,
campos de aterrizaje y demás obras que faciliten el
transporte, así como aquellas sujetas a la Ley de Vías
Generales de Comunicación y disposiciones relaciona-
das y líneas de conducción de energía, obras hidráulicas,
sus pasos de acceso y demás obras relacionadas, y

VII. Las demás previstas en la Ley de Expropiación y
otras leyes.
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Artículo 109. La expropiación deberá tramitarse ante la
Secretaría de la Reforma Agraria. Deberá hacerse por de-
creto presidencial que determine la causa de utilidad públi-
ca, los bienes por expropiar y mediante indemnización. El
monto de la indemnización será determinado por el Institu-
to de Administración y Avalúos de Bienes Nacionales,
atendiendo al valor comercial de los bienes expropiados.

En el caso de la fracción V del artículo anterior, para la fi-
jación del monto de la indemnización, el Instituto de Ad-
ministración y Avalúos de Bienes Nacionales, deberá to-
mar en cuenta, además de los criterios previstos en la Ley
General de Bienes Nacionales, los costos de los trabajos de
regularización.

Cuando sea previsible que el objeto de la expropiación ge-
nerará utilidades para terceros por su participación directa
en la prestación del servicio público de que se trate, el Ins-
tituto de Administración y Avalúos de Bienes Nacionales
tomará en consideración esta circunstancia al fijar el mon-
to de la indemnización.

En todos los casos, el decreto deberá publicarse en el Dia-
rio Oficial de la Federación y se notificará la expropiación
al núcleo de población.

Las entidades federativas, el Distrito Federal y los munici-
pios, podrán promover la expropiación en los términos del
presente artículo. En los casos en que la Administración
Pública Federal sea promovente, lo hará por conducto de la
dependencia o entidad paraestatal que corresponda, según
las funciones señaladas por la ley.

El decreto expropiatorio sólo podrá ser ejecutado previo el
pago o depósito del importe total de la indemnización, que
se hará de preferencia en el Fideicomiso Fondo Nacional
de Fomento Ejidal.

Artículo 110. Queda prohibido autorizar la ocupación pre-
via de tierras aduciendo que, respecto de las mismas, se
tramita expediente de expropiación, a menos que la asam-
blea y, en su caso, los ejidatarios afectados, aprueben dicha
ocupación, según se trate de tierras de uso común o parce-
ladas.

Para llevar a cabo la ocupación deberá suscribirse un con-
venio entre la dependencia o entidad promovente de la ex-
propiación y la asamblea o el ejidatario afectado, en su ca-
so, en el que expresen su consentimiento, el cual contendrá
cuando menos lo siguiente:

I. La superficie a ocupar, su ubicación geográfica y el
uso que tendrá durante la ocupación previa;

II. La fecha en que el promovente de la expropiación
presentó la solicitud formal ante la Secretaría de la Re-
forma Agraria y la causa de utilidad pública que se in-
vocó;

III. La contraprestación que se cubrirá por la ocupación,
las modalidades de pago y la garantía de su cumpli-
miento; cantidad que no podrá deducirse del monto de
la indemnización, y

IV. Las causas por las que puede rescindirse el conve-
nio, en su caso, las bases para la devolución de la con-
traprestación y del pago de los daños derivados de la
ocupación.

Artículo 111. La indemnización se pagará al núcleo agra-
rio. Cuando la expropiación afecte parcelas asignadas a de-
terminados ejidatarios, éstos podrán optar por recibir la
parte de la indemnización que les corresponda o tierras de
igual calidad a las que tenían, dentro del mismo ejido, si és-
te cuenta con superficies disponibles. Si existiere duda res-
pecto de la proporción que corresponde a cada ejidatario, la
Procuraduría Agraria intentará la conciliación de intereses
y si ello no fuera posible, se acudirá ante el Tribunal Agra-
rio competente para que éste resuelva en definitiva.

En todo caso la afectación de bienes distintos a la tierra se
pagará adicionalmente a la indemnización, tomando en
consideración su valor comercial.

Artículo 112. Cuando los bienes expropiados se destinen a
un fin distinto del señalado en el decreto respectivo o, si
transcurrido un plazo de cinco años a partir de la publica-
ción del decreto de expropiación, no se ha cumplido con la
causa de utilidad pública, el Fideicomiso Fondo Nacional
de Fomento Ejidal ejercitará la acción de reversión, parcial
o total, según corresponda, de los bienes expropiados.

Los bienes revertidos se incorporarán al patrimonio del eji-
do expropiado si éste devuelve el monto de la indemniza-
ción que corresponda, según se trate de reversión total o
parcial. El monto de la devolución se integrará al patrimo-
nio del Fideicomiso Fondo Nacional de Fomento Ejidal,
para que sea destinado al financiamiento de proyectos pro-
ductivos en los núcleos agrarios.
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En los casos de ocupación temporal o de limitación de do-
minio la compensación se fijará atendiendo a los daños y
perjuicios derivados de estas circunstancias, pudiéndose
establecer su pago en forma total o en parcialidades. Con-
cluida la ocupación temporal o de limitación de dominio se
reincorporarán las tierras al núcleo afectado.

Artículo 113. Los núcleos de población afectados podrán
demandar directamente la reversión de los bienes expro-
piados ante los Tribunales Agrarios cuando se cumplan las
condiciones siguientes:

I. Que no haya sido cubierta la indemnización;

II. Que no haya sido ejecutado el decreto, y

III. Que los afectados conserven aún la posesión de las
tierras de que se trate o que, no estando en posesión, no
se haya cumplido con el objeto de la expropiación.

CAPITULO V
De las Comunidades

Artículo 114. Se reconoce la personalidad jurídica de las
comunidades.

Las comunidades se constituyen mediante los siguientes
procedimientos:

I. Un juicio agrario de restitución para las comunidades
que fueron privadas ilegalmente de su posesión;

II. El reconocimiento y confirmación de las tierras a la
comunidad resultado de una jurisdicción voluntaria pro-
movida por quienes guardan el estado comunal con o sin
título primordial, que detenten la posesión de una su-
perficie con respecto de la cual no exista litigio y no se
trate de terreno baldío o nacional. En este supuesto, se
citará a la Secretaría de la Reforma Agraria para que
manifieste lo que corresponda. En caso de existir oposi-
ción de parte interesada, se abrirá el juicio agrario que
resuelva la controversia, o

III. El procedimiento de conversión de ejido a comuni-
dad.

El comisariado de bienes comunales es el órgano de repre-
sentación y gestión administrativa de la comunidad y de
ejecución de los acuerdos de la asamblea, en los términos
que establezcan el estatuto comunal y la costumbre.

Artículo 115. Si en las superficies sujetas a uno de los pro-
cedimientos anteriores existen tierras de pequeños propie-
tarios o poseedores de buena fe, deberán ser notificados del
procedimiento o juicio, para garantizarles su derecho de
audiencia y puedan ejercer sus excepciones o defensas.

La sentencia o resolución que culmine los procedimientos
anteriores se notificará personalmente a los propietarios,
posesionarios y colindantes y se inscribirá en el Registro
Agrario Nacional, así como en el Registro Público de la
Propiedad correspondiente.

Artículo 116. Los pequeños propietarios o poseedores de
buena fe, tendrán derecho a que sus tierras se excluyan en
la sentencia que reconozca los terrenos comunales, siempre
y cuando se cumplan los siguientes requisitos:

I. Tratándose de propietarios, que la escritura se haya
inscrito en el Registro Público de la Propiedad, por lo
menos con cinco años de anterioridad a la solicitud de
restitución o de reconocimiento y titulación;

II. Tratándose de poseedores de buena fe, que su pose-
sión sea a título de dueño, de manera pública, pacífica y
continua, con una antigüedad mínima de cinco años an-
teriores a la solicitud del grupo de comuneros, y

III. Que la superficie de dichos particulares no rebase
las cincuenta hectáreas.

Artículo 117. Los pequeños propietarios o poseedores de
buena fe cuyas superficies no hubieren sido excluidas de la
propiedad comunal en la sentencia, podrán acudir ante el
Tribunal Agrario a deducir sus derechos, siempre y cuando
reúnan los requisitos previstos en el artículo anterior.

Esta acción precluye a los cinco años de la notificación
personal de la sentencia o resolución que reconozca la exis-
tencia de la comunidad.

Artículo 118. Son comuneros:

I. Los hombres y mujeres mexicanos censados en la re-
solución o sentencia de la restitución o reconocimiento
y confirmación de las tierras comunales;

II. Los que hayan nacido dentro de las tierras de la co-
munidad;
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III. Los que tengan una residencia mínima de cinco
años, y

IV. Los que cumplan los requisitos que establezca el es-
tatuto comunal.

En los casos de las fracciones II a IV deberán ser recono-
cidos por la asamblea.

Artículo 119. Las tierras, bosques y aguas de las comuni-
dades son inalienables, imprescriptibles e inembargables.

Artículo 120. La comunidad determinará el uso de sus tie-
rras, su división en distintas porciones según diferentes fi-
nalidades y la organización para el aprovechamiento de sus
bienes. Podrá constituir sociedades mercantiles, asociarse
con terceros, encargar la administración o ceder temporal-
mente el uso y usufructo de sus bienes para su mejor apro-
vechamiento. La asamblea, con los requisitos de asistencia
y votación previstos para la fracción XIV del artículo 27
podrá decidir transmitir el usufructo de áreas de uso común
a estas sociedades en los casos de manifiesta utilidad para
el núcleo y en los términos previstos por el artículo 79, así
mismo podrá transmitir el dominio cuando la naturaleza
del proyecto de la sociedad lo justifique plenamente.

Artículo 121. La comunidad implica el estado individual
de comunero y, en su caso, permite a su titular el uso y usu-
fructo de su parcela, así como la transmisión de sus dere-
chos sobre la misma en favor de sus familiares, posesiona-
rios y avecindados, el aprovechamiento de los bienes de
uso común en los términos que establezca el estatuto co-
munal. El beneficiado por la transmisión de derecho de un
comunero adquirirá dicha calidad.

Cuando no exista litigio se presume como legítima la asig-
nación de parcelas existentes de hecho en la comunidad.

Artículo 122. En los casos en que no exista asignación de
parcelas individuales se presumirán iguales, mientras no se
pruebe lo contrario, los derechos correspondientes a los
comuneros.

Artículo 123. Los ejidos que decidan adoptar el régimen
de comunidad, podrán hacerlo con los requisitos de asis-
tencia y votación previstos para la fracción XIX del artícu-
lo 27 de esta ley. La asignación parcelaria de los ejidos
que opten por la calidad comunal, será reconocida como
legítima.

A partir de la inscripción de la resolución respectiva en el
Registro Agrario Nacional, el ejido se tendrá por legal-
mente transformado en comunidad.

Cuando los inconformes con la conversión al régimen co-
munal formen un número mínimo de veinte ejidatarios, és-
tos podrán mantenerse como ejido con las tierras que les
correspondan.

Artículo 124. Las comunidades que quieran adoptar el ré-
gimen ejidal podrán hacerlo a través de su asamblea, con
los requisitos previstos en los artículos 28 a 32 y 35 de es-
ta ley.

A partir de la inscripción de la resolución respectiva en el
Registro Agrario Nacional, la comunidad se tendrá por le-
galmente transformada en ejido.

Cuando los inconformes con la conversión al régimen eji-
dal formen un número mínimo de veinte comuneros, éstos
podrán mantenerse como comunidad con las tierras que les
correspondan.

Artículo 125. Para su administración las comunidades po-
drán establecer grupos o subcomunidades con órganos de
representación y gestión administrativa, así como adoptar
diversas formas organizativas sin perjuicio de las faculta-
des de los órganos generales de la asamblea. Esta podrá es-
tablecer el régimen de organización interna de los grupos
comunales o subcomunales.

Artículo 126. Son aplicables a las comunidades todas las
disposiciones que para los ejidos prevé esta ley, en lo que
no contravengan lo dispuesto en este Capítulo.

TITULO CUARTO
DE LAS ASOCIACIONES 

Y SOCIEDADES AGRARIAS

Artículo 127. Los ejidos y comunidades son unidades so-
ciales, económicas y productivas, con personalidad jurídi-
ca y patrimonio propios y constituyen las figuras asociati-
vas fundamentales para la organización en el medio rural.
Cuentan con capacidad para ser sujetos de crédito y de fi-
nanciamiento, realizar todas las actividades inherentes a
sus finalidades, recibir los beneficios y apoyos de los pro-
gramas que los gobiernos federal, estatales y municipales
aprueben para su desarrollo colectivo y el de sus inte-
grantes.
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Igualmente y con las mismas prerrogativas que establece el
párrafo anterior para los ejidos y las comunidades, se reco-
nocen, en forma enunciativa mas no limitativa, como figu-
ras asociativas agrarias a las siguientes: Sociedad de Pro-
ducción Rural, (SPR); Unidad Agrícola Industrial de la
Mujer (UAIM); Sociedad Cooperativa (SC); Sociedad de
Solidaridad Social (SSS); Unión de Ejidos y/o de Comuni-
dades; Unión de Sociedades de Producción Rural (USPR);
Unión de Unidades Agrícolas Industriales de la Mujer
(UUAIM); Unión y Federación de Sociedades Cooperati-
vas; Federación de Sociedades de Solidaridad Social; Aso-
ciación Rural de Interés Colectivo (ARIC); Confederación
de Sociedades Cooperativas y Confederación de Socieda-
des de Solidaridad Social.

Las figuras asociativas reguladas por otras leyes cuyo ob-
jeto social se relacione con las actividades productivas en
el campo gozarán de los derechos a que se refiere el primer
párrafo de este artículo, siempre que se integren por suje-
tos agrarios previstos en esta ley.

Artículo 128. Las asociaciones y sociedades agrarias se
regirán por los siguientes principios: adhesión voluntaria y
abierta; gestión democrática de los socios; participación
económica de los socios; autonomía e independencia; pro-
moción de la educación, formación e información de sus
socios; cooperación entre organizaciones; interés por la co-
munidad; respeto a las creencias religiosas y políticas y
promoción de la cultura ecológica.

El acta constitutiva de las asociaciones y sociedades agra-
rias deberá incluir, además de lo establecido en las leyes de
la materia, los estatutos sociales o bases constitutivas que
al menos deberán contener:

I. Denominación;

II. Domicilio;

III. Duración;

IV. Objeto;

V. Capital social;

VI. Régimen de responsabilidad;

VII. Lista de socios;

VIII. Estipulaciones respecto de la admisión, separación
y exclusión de socios o asociados;

IX. Derechos y obligaciones de los socios;

X. Órganos de administración y vigilancia;

XI. Normas de funcionamiento;

XII. Ejercicio y balances;

XIII. Fondos, reservas y reparto de utilidades;

XIV. Normas para su disolución y liquidación, y

XV. Las demás que sean necesarias de conformidad con
su naturaleza y objeto social.

XVI. El acta constitutiva deberá formalizarse ante feda-
tario público e inscribirse en el Registro Agrario Nacio-
nal. Las figuras asociativas adquirirán personalidad ju-
rídica a partir de la fecha de la inscripción mencionada.

Las modificaciones al acta constitutiva y la elección o re-
moción de los miembros de los órganos de administración
y de vigilancia aprobadas por la asamblea de socios, serán
inscritas en el Registro Agrario Nacional.

La máxima autoridad de las asociaciones y sociedades
agrarias será la asamblea general de socios que se integra-
rá y funcionará de acuerdo a sus estatutos. Los órganos de
representación y de vigilancia serán los siguientes: consejo
de administración o, en su caso, administrador único y con-
sejo de vigilancia o, en su caso, delegado de vigilancia.

La dirección, representación y vigilancia se regirán por lo
dispuesto en sus estatutos.

Artículo 129. En lo no previsto por los estatutos o por las
leyes específicas que regulen la organización y funciona-
miento de las asociaciones y sociedades agrarias, se estará
a lo siguiente:

I. Los acuerdos de la asamblea general obligarán a todos
los socios, presentes, ausentes y disidentes, siempre que
se hubieren tomado conforme a la ley y los estatutos res-
pectivos. La asamblea general resolverá todos los nego-
cios y problemas de importancia para la sociedad y es-
tablecerá las reglas generales que deben normar el
funcionamiento social.
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II. El consejo de administración nombrado por la asam-
blea general, estará formado por un presidente, un se-
cretario, un tesorero y los vocales propietarios y sus res-
pectivos suplentes, y tendrán la representación de la
sociedad ante terceros. Para este efecto se requerirá la
firma mancomunada de por lo menos dos de los miem-
bros de dicho consejo.

III. La vigilancia estará a cargo de un consejo de vigi-
lancia nombrado por la asamblea general e integrado
por un presidente, un secretario y un vocal propietarios,
con sus respectivos suplentes.

IV. La constitución de las asociaciones y sociedades
agrarias deberá realizarse en asamblea general que cele-
bren los interesados y en la que se levantará un acta que
contendrá como mínimo los requisitos señalados. Los
socios deberán de acreditar su identidad y ratificar su
voluntad de constituirse en asociación o sociedad rural
y de ser suyas las firmas o las huellas digitales que
obran en el acta constitutiva, indistintamente ante feda-
tario público, ante juzgado de primera instancia del fue-
ro común o ante la autoridad municipal facultada para
ello, sin perjuicio de lo establecido en la legislación lo-
cal.

V. Los miembros que integren los consejos de adminis-
tración y de vigilancia durarán en sus funciones tres
años o un plazo mayor si así lo establecen los estatutos
de la organización. No serán reelegibles para el periodo
inmediato posterior, salvo que la sociedad se componga
de un número de socios que no permita su relevo.

Artículo 130. Los ejidos podrán constituir uniones, cuyo
objeto comprenderá la coordinación de actividades pro-
ductivas, asistencia mutua, comercialización u otras no
prohibidas por la ley.

Un mismo ejido, si así lo desea, podrá formar, al mismo
tiempo, parte de dos o más uniones de ejidos.

Para constituir una unión de ejidos se requerirá la resolu-
ción de la asamblea de cada uno de los núcleos participan-
tes, la elección de sus delegados y la determinación de las
facultades de éstos.

El acta constitutiva que contenga los estatutos de la unión
deberá otorgarse ante fedatario público e inscribirse en el
Registro Agrario Nacional, a partir de lo cual la unión ten-
drá personalidad jurídica.

Las uniones de ejidos podrán establecer empresas especia-
lizadas que apoyen el cumplimiento de su objeto y les per-
mita acceder de manera óptima a la integración de su ca-
dena productiva.

Los ejidos y comunidades, de igual forma podrán estable-
cer empresas para el aprovechamiento de sus recursos na-
turales o de cualquier índole, así como la prestación de ser-
vicios. En ellas podrán participar ejidatarios, grupos de
mujeres campesinas organizadas, hijos de ejidatarios, co-
muneros, posesionarios, avecindados y pequeños produc-
tores.

Las empresas a que se refieren los dos párrafos anteriores
podrán adoptar cualquiera de las formas asociativas previs-
tas por la ley.

Artículo 131. Las Asociaciones Rurales de Interés Colec-
tivo podrán constituirse por dos o más de las siguientes
personas: ejidos, comunidades, uniones de ejidos o comu-
nidades, sociedades de producción rural, o uniones de so-
ciedades de producción rural.

Su objeto será la integración de los recursos humanos, na-
turales, técnicos y financieros para el establecimiento de
industrias, aprovechamientos, sistemas de comercializa-
ción y cualesquiera otras actividades económicas; tendrán
personalidad jurídica propia a partir de su inscripción en el
Registro Agrario Nacional, y cuando se integren con So-
ciedades de Producción Rural o con uniones de éstas, se
inscribirán además en los Registros Públicos de la Propie-
dad correspondientes.

Artículo 132. Los productores rurales podrán constituir so-
ciedades de producción rural. Dichas sociedades tendrán
personalidad jurídica, debiendo constituirse con un mínimo
de dos socios.

La denominación social se formará libremente y al emple-
arse irá seguida de las palabras Sociedad de Producción
Rural o de su abreviatura SPR así como del régimen de res-
ponsabilidad que hubiere adoptado, ya sea ilimitada, limi-
tada o suplementada.

Las de responsabilidad ilimitada son aquéllas en que cada
uno de sus socios responde por sí, de todas las obligacio-
nes sociales de manera solidaria; las de responsabilidad li-
mitada son aquellas en que los socios responden de las
obligaciones hasta por el monto de sus aportaciones al ca-
pital social, y las de responsabilidad suplementada son
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aquellas en las que los socios, además del pago de su apor-
tación al capital social, responden de todas las obligaciones
sociales subsidiariamente, hasta por una cantidad determi-
nada en el pacto social y que será su suplemento, el cual en
ningún caso será menor de dos tantos de su mencionada
aportación.

Artículo 133. Los derechos de los socios serán transmisi-
bles con el consentimiento de la asamblea. Cuando la so-
ciedad tenga obligaciones con alguna institución financie-
ra, se requerirá además la autorización de ésta.

Las Sociedades de Producción Rural constituirán su capi-
tal social mediante aportaciones de sus socios, conforme a
las siguientes reglas:

I. En las sociedades de responsabilidad ilimitada no se
requiere aportación inicial;

II. En las de responsabilidad limitada, la aportación ini-
cial será la necesaria para formar un capital mínimo que
deberá ser equivalente a setecientas veces el salario mí-
nimo diario general vigente en el Distrito Federal;

III. En las de responsabilidad suplementada, la aporta-
ción inicial será la necesaria para formar un capital mí-
nimo, que deberá ser equivalente a trescientas cincuen-
ta veces el salario mínimo diario general en el Distrito
Federal.

La contabilidad de la sociedad será llevada por la persona
propuesta por la junta de vigilancia y aprobada por la
asamblea general.

Artículo 134. Dos o más sociedades de producción rural
podrán constituir uniones con personalidad jurídica propia
a partir de su inscripción en el Registro Público de la Pro-
piedad correspondiente.

Las uniones se constituirán siguiendo el procedimiento esta-
blecido en el artículo 131 de esta ley. Asimismo, los estatu-
tos y su organización y funcionamiento se regirán, en lo con-
ducente, por lo dispuesto en el artículo 129 de esta ley.

Artículo 135. Las operaciones financieras y crediticias que
constituyan, modifiquen o extingan un derecho u obliga-
ción de carácter patrimonial, que realicen las figuras aso-
ciativas a que se refiere este título, deberán inscribirse en el
Registro Agrario Nacional y en el Público de la Propiedad
y de Comercio de la entidad federativa de que se trate.

La Procuraduría Agraria proporcionará la asesoría legal
que le sea requerida por los interesados para la constitución
y funcionamiento de sociedades agrarias de que trata este
Título.

En los casos en que quien deba convocar a asamblea de so-
cios no lo haga dentro de los cinco días posteriores a la so-
licitud de sus miembros y una vez agotadas las instancias
que establezcan el estatuto de las sociedades, la Procura-
duría Agraria estará facultada para convocarla, si así se lo
solicita al menos el veinte por ciento del total de socios.

Las controversias derivadas de la constitución, funciona-
miento y liquidación de las sociedades agrarias a las que se
refiere este Título, serán competencia de los Tribunales
Agrarios.

Artículo 136. Los ejidatarios y los ejidos podrán formar
uniones de ejidos, asociaciones rurales de interés colectivo
y cualquier tipo de sociedades mercantiles o civiles o de
cualquier otra naturaleza que no estén prohibidas por la ley,
para el mejor aprovechamiento de las tierras ejidales, así
como para la comercialización y transformación de pro-
ductos, la prestación de servicios y cualesquiera otros ob-
jetos que permitan a los ejidatarios el mejor desarrollo de
sus actividades.

Las figuras asociativas señaladas en el párrafo anterior po-
drán acceder al crédito y otorgar las garantías respectivas.

Artículo 137. Las mujeres mexicanas, mayores de edad o
menores con familia a su cargo, pertenecientes a un mismo
núcleo agrario: ejidatarias, comuneras, avecindadas, pose-
sionarias y pobladoras, podrán organizarse como Unidad
Agrícola Industrial de la Mujer, la que tendrá personalidad
jurídica, debiendo constituirse con un mínimo de cinco so-
cias.

La denominación social irá seguida de las palabras Unidad
Agrícola Industrial de la Mujer o de su abreviatura UAIM.

Su objeto será la realización y coordinación de actividades
productivas, de asistencia mutua, aprovechamiento de recur-
sos, comercialización u otras actividades no prohibidas por
la ley que desarrollen las mujeres dentro del núcleo agrario.

El acta constitutiva que contenga los estatutos de la Uni-
dad, deberá otorgarse ante un fedatario público e inscribir-
se en el Registro Agrario Nacional, a partir de lo cual la
Unidad tendrá personalidad jurídica. Para su constitución
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no se exigirá como requisito la aportación de tierras parce-
ladas por parte de las socias.

Dos o más de las Unidades a que se refiere este artículo po-
drán constituirse como Uniones de Unidades Agrícolas In-
dustriales de la Mujer de carácter regional.

TITULO QUINTO
DE LA PEQUEÑA PROPIEDAD 

INDIVIDUAL DE TIERRAS AGRÍCOLAS, 
DE AGOSTADERO Y FORESTALES

Artículo 138. Para los efectos del párrafo tercero y la frac-
ción XV del artículo 27 de la Constitución, se consideran
latifundios las superficies de tierras agrícolas, de agostade-
ro o forestales que, siendo propiedad de un solo individuo
o de una sociedad mexicana, excedan los límites respecti-
vos de la pequeña propiedad.

Artículo 139. Para los efectos de esta ley, se entiende por:

I. Tierras agrícolas: las utilizadas para la siembra, plan-
tación, cultivo y cosecha de vegetales;

II. Tierras de agostadero: Las que por su precipitación
pluvial, topografía y calidad, producen en forma natural
o cultivada, pastos y forrajes que sirven para alimento
del ganado;

III. Tierras forestales: las utilizadas para el manejo pro-
ductivo, establecimiento, conservación o restauración
de bosques o selvas.

Se reputan como agrícolas las tierras rústicas que no estén
efectivamente dedicadas a alguna actividad económica.

Artículo 140. Se considera pequeña propiedad agrícola la
superficie de tierras que no exceda los siguientes límites:

I. 100 hectáreas de riego o humedad de primera;

II. 200 hectáreas de temporal;

III. 150 hectáreas si se destinan al cultivo del algodón y
son de riego;

IV. 300 hectáreas si se destinan al cultivo del plátano,
caña de azúcar, café, henequén, hule, palma, vid, olivo,
quina, vainilla, cacao, agave, nopal o árboles frutales,
sean de riego o de temporal.

Para los efectos de esta ley, se consideran árboles frutales
las plantas perennes de tronco leñoso productoras de frutos
útiles al hombre.

Artículo 141. Para efectos de la aplicación de los límites
de la pequeña propiedad, cuando un mismo individuo sea
propietario de tierras de distinta clase o las destine a dife-
rentes cultivos, se sumarán todas ellas de acuerdo con su
clasificación y al cultivo a que se destinen.

Para tales efectos se computarán una hectárea de riego o
humedad de primera por dos de temporal, por cuatro de
agostadero de buena calidad y por ocho de bosque, monte
o agostadero en terrenos áridos.

En los predios dedicados a las actividades previstas en la
fracción IV del artículo 141, podrán intercalarse otros cul-
tivos, sin que por ello dejen de aplicarse los límites previs-
tos para dichas actividades.

Artículo 142. Se considera pequeña propiedad forestal la
superficie de bosques o selvas de cualquier clase que no
exceda de ochocientas hectáreas.

Artículo 143. Se considera pequeña propiedad ganadera la
superficie de tierras de agostadero que de acuerdo al coefi-
ciente ponderado en la región de que se trate, resulte nece-
saria para mantener hasta quinientas cabezas de ganado
mayor o su equivalente en ganado menor, conforme a las
determinaciones que publique la Secretaría de Agricultura,
Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación. No se-
rá aplicable lo señalado en este artículo cuando se trate de
bosques o selvas.

El coeficiente de agostadero por regiones que determine la
Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural,
Pesca y Alimentación se hará mediante estudios técnicos
de campo tomando en cuenta la superficie que se requiere
para alimentar una cabeza de ganado mayor o su equiva-
lente en ganado menor, atendiendo los factores topográfi-
cos, climatológicos y pluviométricos que determinen la ca-
pacidad forrajera de la tierra de cada región.

La Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural,
Pesca y Alimentación se obliga a hacer públicos los coefi-
cientes de agostadero por municipio para que existan pará-
metros generales y se puedan establecer los límites de las
propiedades ganaderas.
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Artículo 144. La superficie de las tierras que a partir de su
estado natural hubieren sido mejoradas con obras de riego,
drenaje, nivelación o cualesquiera otras ejecutadas por sus
dueños o poseedores, continuarán computándose conforme
a la clase o coeficiente de agostadero anteriores a la mejo-
ra, según se trate de tierras agrícolas o de agostadero, res-
pectivamente.

Artículo 145. Las pequeñas propiedades ganaderas segui-
rán siendo consideradas como tales, aún cuando se dedi-
quen a uso agrícola, siempre que las tierras dedicadas a tal
fin hubieren sido mejoradas con el trabajo e inversión del
productor y se cumpla con lo siguiente:

I. Que la producción obtenida de la superficie destinada a
uso agrícola se utilice para la alimentación de ganado, o

II. Que las tierras dedicadas a uso agrícola, sin fines de
alimentación de ganado, no excedan las superficies se-
ñaladas en el artículo 141. El límite aplicable será el que
corresponda a la clase que tenían dichas tierras antes de
la mejora.

Continuarán en el supuesto de la fracción I, quienes, man-
teniendo como mínimo el número de cabezas que corres-
ponda al coeficiente de agostadero anterior a la mejora, co-
mercien con los excedentes de los productos que se
obtengan debido a las mejoras realizadas.

Los vegetales que en forma espontánea se obtengan en tie-
rras de agostadero podrán comercializarse sin que por ello
se entienda que dichas tierras se destinan a uso agrícola.

Artículo 146. Cuando las tierras de una pequeña propiedad
ganadera se conviertan en forestales, por el desarrollo de
plantaciones forestales o la realización de actividades de
forestación o reforestación por el trabajo o inversión de su
propietario, ésta seguirá considerándose como pequeña
propiedad, aunque rebase ochocientas hectáreas.

Artículo 147. Las pequeñas propiedades que no excedan
de diez hectáreas de riego o sus equivalentes y que consti-
tuyan la principal o única fuente de ingresos para su pro-
pietario, gozarán de la protección a que se refiere el artícu-
lo 6° de esta ley. En este caso, el Estado incentivará la
formación de unidades productivas rentables a través de la
integración de figuras asociativas o de la conjunción de
predios.

Artículo 148. Las tierras que conforme a lo dispuesto en
esta ley excedan la extensión de la pequeña propiedad in-
dividual, deberán ser fraccionadas y, en su caso, enajena-
das de acuerdo con los procedimientos previstos en las le-
yes de las entidades federativas correspondientes.

De acuerdo con lo dispuesto por la parte final del párrafo
segundo, de la fracción XVII, del artículo 27 de la Consti-
tución, cuando en la enajenación de excedentes en pública
almoneda se hagan dos o más ofertas iguales, tendrán pre-
ferencia, en el orden señalado:

I. Los núcleos de población colindantes a las tierras de
cuya enajenación se trate;

II. Los municipios en que se localicen los excedentes;

III. Las entidades federativas en que se localicen los ex-
cedentes;

IV. La Federación, y

V. Los demás oferentes.

TITULO SEXTO
DE LAS SOCIEDADES PROPIETARIAS 

DE TIERRAS AGRICOLAS, 
DE AGOSTADERO O FORESTALES

Artículo 149. Las disposiciones de este título son aplica-
bles a las sociedades mexicanas que tengan en propiedad
tierras agrícolas, de agostadero o forestales.

Asimismo, lo dispuesto en este título será aplicable a las
sociedades a que se refieren los artículos 79 y 121 de esta
ley, excepto cuando se dediquen a actividades distintas a
las señaladas en el párrafo anterior.

Artículo 150. Las sociedades mexicanas no podrán tener
en propiedad tierras dedicadas a actividades agrícolas, ga-
naderas o forestales en mayor extensión que la equivalente
a veinticinco veces los límites de la pequeña propiedad in-
dividual y deberán cumplir con los siguientes requisitos:

I. Deberán participar en la sociedad, por lo menos, tan-
tos individuos como veces rebasen las tierras de la so-
ciedad los límites de la pequeña propiedad individual.
Al efecto, se tomará en cuenta la participación de cada
individuo, ya sea directamente o a través de otra socie-
dad;
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II. Su objeto social deberá limitarse a la producción,
transformación o comercialización de productos agrí-
colas, ganaderos o forestales y a los demás actos ac-
cesorios necesarios para el cumplimiento de dicho ob-
jeto;

III. Su capital social deberá distinguir una serie especial
de acciones o partes sociales identificada con la letra T,
la que será equivalente al capital aportado en tierras
agrícolas, de agostadero o forestales o al destinado a la
adquisición de las mismas, de acuerdo con el valor de
las tierras al momento de su aportación o adquisición, y

IV. Para conservar el registro de las acciones serie T, las
tierras de la sociedad no podrán permanecer sin explo-
tación por más de dos años consecutivos, de acuerdo
con la calidad del suelo, a menos que exista caso fortui-
to o fuerza mayor que lo impidan transitoriamente, ya
sea en forma parcial o total, sin perjuicio de la aplica-
ción, en su caso, de la legislación local en materia de tie-
rras ociosas.

Será motivo para perder el registro cuando las tierras de las
sociedades sean insuficientemente cultivadas, salvo el caso
fortuito o de fuerza mayor. Se entiende que las tierras están
insuficientemente cultivadas cuando la producción prome-
dio de los últimos tres años no ha alcanzado al menos el
cuarenta por ciento de la producción obtenida por el mis-
mo cultivo en terrenos explotados en la zona de que se tra-
te con similares características.

La Secretaría de la Reforma Agraria, previa audiencia, or-
denará a la sociedad que en el plazo correspondiente al si-
guiente ciclo agrícola, tratándose de tierras de uso agríco-
la, regularice su situación. Tratándose de tierras destinadas
a otros usos, dicha Secretaría determinará el plazo, mismo
que en ningún caso podrá exceder de un año. Si transcu-
rrido el plazo la sociedad no lo hubiere hecho, la depen-
dencia ordenará al Registro Agrario Nacional que proce-
da a la cancelación del registro de las acciones serie T de
la sociedad por lo que hace a las tierras insuficientemente
cultivadas.

Artículo 151. Las acciones o partes sociales de serie T no
gozarán de derechos especiales sobre la tierra ni de dere-
chos corporativos distintos a las demás acciones o partes
sociales. Sin embargo, al liquidarse la sociedad sólo los ti-
tulares de dichas acciones o partes sociales tendrán derecho
a recibir tierra en pago de lo que les corresponda en el ha-
ber social.

Artículo 152. Los estatutos sociales de las sociedades a
que este título se refiere deberán contener transcritas las
prescripciones que señala el artículo 151.

Artículo 153. Ningún individuo, ya sea directamente o a
través de una sociedad, podrá detentar más acciones o par-
tes sociales de serie T, ya sea de una o varias sociedades
emisoras, que las que equivalgan a la extensión de la pe-
queña propiedad.

Ninguna sociedad podrá detentar más acciones o partes so-
ciales de serie T, ya sea de una o varias sociedades emiso-
ras, que las que equivalgan a una superficie igual a veinti-
cinco veces la pequeña propiedad.

Artículo 154. En las sociedades a que se refiere este título,
los extranjeros no podrán tener una participación que exce-
da del cuarenta y nueve por ciento de las acciones o partes
sociales de serie T.

Artículo 155. El Registro Agrario Nacional contará con
una sección especial en la que se inscribirán:

I. Las sociedades mercantiles propietarias de tierras
agrícolas, de agostadero o forestales;

II. Las superficies, linderos y colindancias de los pre-
dios agrícolas, de agostadero o forestales propiedad de
las sociedades a que se refiere la fracción anterior, con
indicación de la clase y uso de sus tierras;

III. Los individuos tenedores de acciones o partes socia-
les de serie T de las sociedades a que se refiere la frac-
ción I de este artículo;

IV. Las sociedades tenedoras de acciones o partes socia-
les de serie T representativas del capital social de las so-
ciedades a que se refiere la fracción I de este artículo;

V. Los demás actos, documentos o información que sea
necesaria para vigilar el cumplimiento de lo dispuesto
en este título y que prevea el reglamento de esta ley.

Los administradores de las sociedades, así como los socios
tenedores de acciones o partes sociales de serie T, según
corresponda, serán responsables de proporcionar al Regis-
tro la información a que se refiere este artículo, en la for-
ma y términos que señale el reglamento respectivo de esta
ley.
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Artículo 156. Cuando una sociedad rebase los límites a la
extensión de tierra permitidos por esta ley, la Secretaría de
la Reforma Agraria, previa audiencia, ordenará a la socie-
dad que en el plazo de un año fraccione, en su caso, y ena-
jene los excedentes o regularice su situación. Si transcurri-
do el plazo la sociedad no lo hubiere hecho, la dependencia
seleccionará discrecionalmente las tierras que deban ser
enajenadas y notificará a la autoridad estatal correspon-
diente para que aplique el procedimiento a que se refiere el
artículo 149.

Artículo 157. Las acciones o partes sociales de serie T que
un individuo o sociedad tenga en exceso de las que equi-
valgan a la pequeña propiedad o a veinticinco veces ésta,
respectivamente, deberán ser enajenadas por su propietario
o se ordenará su enajenación en los términos que para la
enajenación de tierra prescribe el artículo anterior.

Serán nulos los actos o contratos por los que se pretenda si-
mular la tenencia de acciones de serie T.

TITULO SÉPTIMO
DE LA PROCURADURÍA AGRARIA

Artículo 158. La Procuraduría Agraria es un organismo
descentralizado de la Administración Pública Federal, con
autonomía de gestión y presupuestaria, personalidad jurídi-
ca y patrimonio propios, sectorizado en la Secretaría de la
Reforma Agraria y con sede en la Ciudad de México, Dis-
trito Federal.

Artículo 159. La Procuraduría tiene funciones de servicio
social y está encargada de la defensa de los derechos de los
ejidatarios, comuneros, sucesores de ejidatarios o comune-
ros, ejidos, comunidades, pueblos y comunidades indíge-
nas, pequeños propietarios, posesionarios, avecindados y
jornaleros agrícolas, como de promover la procuración de
la justicia agraria, conforme lo establece el artículo 27,
fracción XIX de la Constitución, mediante la aplicación de
las atribuciones que le confiere la presente ley y su regla-
mento correspondiente, cuando así se lo soliciten, o de ofi-
cio en los términos de esta ley.

Artículo 160. Son atribuciones de la Procuraduría Agraria
las siguientes:

I. Coadyuvar y, en su caso, representar a los sujetos
agrarios en los asuntos y procedimientos administrati-
vos, o jurisdiccionales cuyos actos y resoluciones afec-
ten sus bienes o derechos agrarios;

II. Atender las consultas jurídicas planteadas por los su-
jetos agrarios respecto de sus relaciones con terceros
que tengan que ver con la aplicación de esta ley y, en ge-
neral, orientarlos en las diversas materias y disposicio-
nes relacionadas con sus derechos y bienes agrarios;

III. Promover y procurar la conciliación de intereses en-
tre las personas a que se refiere el artículo anterior, en
casos controvertidos que se relacionen con la normati-
vidad agraria;

IV. Prevenir y denunciar ante la autoridad competente,
la violación de las leyes agrarias, para hacer respetar los
derechos agrarios de sus asistidos; instar a las autorida-
des a la realización de las funciones a su cargo; investi-
gar las denuncias sobre presuntas violaciones a estos de-
rechos y emitir las recomendaciones que considere
pertinentes, para preservar, restituir o prevenir violacio-
nes a derechos agrarios, en los términos que establezca
el reglamento;

V. Estudiar y proponer medidas encaminadas a fortale-
cer la seguridad jurídica en el campo;

VI. Denunciar el incumplimiento de las obligaciones o
responsabilidades de los funcionarios agrarios o de los
empleados de la administración de justicia agraria;

VII. Ejercer, con el auxilio y participación de las autori-
dades federales, estatales o municipales, las funciones
de inspección y vigilancia encaminadas a defender los
derechos de sus asistidos;

VIII. Investigar y denunciar los casos en los que se pre-
suma la existencia de prácticas de acaparamiento o con-
centración de tierras, en extensiones mayores a las per-
mitidas legalmente;

IX. Asesorar y representar, en su caso, a las personas a
que se refiere el artículo anterior en sus trámites y ges-
tiones para obtener la regularización y titulación de sus
derechos agrarios, ante las autoridades administrativas o
judiciales que corresponda;

X. Procurar a los pueblos y comunidades indígenas el
acceso pleno a la jurisdicción del Estado en materia
agraria, garantizando cuando así proceda que en los jui-
cios y procedimientos en que sean parte, individual o
colectivamente, sean tomados en cuenta sus usos y cos-
tumbres;
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XI. Garantizar a las personas o grupos de pueblos o co-
munidades indígenas que no hablen español sean asisti-
dos por traductores e intérpretes que tengan conoci-
miento de su lengua y cultura;

XII. Denunciar ante el Ministerio Público o ante las au-
toridades correspondientes, los hechos que lleguen a su
conocimiento y que puedan ser constitutivos de delito o
que puedan constituir infracciones o faltas administrati-
vas en la materia, así como atender las denuncias sobre
las irregularidades en que, en su caso, incurra el comi-
sariado ejidal y que le deberá presentar el comité de vi-
gilancia;

XIII. Dirimir mediante el arbitraje las controversias so-
metidas a su consideración, que se susciten entre los su-
jetos agrarios, o entre estos con terceros, o con autori-
dades administrativas, previo acuerdo de las partes;

XIV. Asesorar y representar a los núcleos agrarios en la
regularización de los excedentes de tierras que posean
con motivo de la ejecución de la resolución o sentencia
que lo benefició, por más de cinco años, de buena fe y
de manera pública, pacífica y continua;

XV. Convocar las asambleas a que se refieren los artí-
culos 43 y 44 de esta ley, y

XVI. Las demás que esta ley, sus reglamentos y otras le-
yes le señalen.

Artículo 161. La Procuraduría establecerá delegaciones en
todas las entidades federativas, así como oficinas en todos
aquellos lugares que estime necesario, sujetándose a su dis-
ponibilidad presupuestaria.

Artículo 162. Las controversias en las que la Procuraduría
sea directamente parte, serán competencia de los tribunales
federales.

Las autoridades federales, estatales, municipales y las or-
ganizaciones sociales agrarias, serán coadyuvantes de la
Procuraduría en el ejercicio de sus atribuciones.

Artículo 163. La Procuraduría Agraria contará con un
Consejo de Evaluación y Seguimiento, que constituirá una
instancia de interlocución y participación de las organiza-
ciones campesinas de los sectores social y privado más re-
presentativas, académicos e investigadores con experiencia
en cuestiones agrarias y de los servidores públicos de la

Procuraduría. El cargo de consejero será honorario y, por
tanto, no recibirán retribución alguna.

Este consejo tiene por objeto:

I. El análisis y evaluación de las funciones de la institu-
ción y el cumplimiento de sus programas;

II. Emitir opiniones en los asuntos que sus miembros u
otras personas o instancias planteen, y verificar su cum-
plimiento;

III. Dar seguimiento a las recomendaciones que emita el
Procurador, y

IV. Analizar el informe anual de actividades que rinda el
Procurador.

Para el cumplimiento de su objeto, el consejo, previo
acuerdo de sus miembros y a través de su presidente, podrá
solicitar los informes que considere necesarios a los servi-
dores públicos de la Procuraduría, quienes están obligados
a proporcionar dicha información. El incumplimiento será
sancionado a través de las medidas disciplinarias corres-
pondientes.

La información que se reciba en el consejo será reservada
y su presidente decidirá el tratamiento que se le deba dar.

La integración y el funcionamiento del consejo, así como
de su secretaría técnica, se establecerán en el Reglamento
de la Procuraduría Agraria.

Artículo 164. La Procuraduría Agraria estará presidida por
un procurador. Se integrará, además, por los subprocurado-
res, sustitutos del procurador en el orden que señale el Re-
glamento; por un secretario general, por un cuerpo de abo-
gados capacitados, con experiencia en materia jurisdiccional
y agraria, adscritos a las diversas delegaciones y oficinas, y
otro de servicios periciales, así como por las demás unida-
des administrativas, técnicas y órganos internos que se es-
timen necesarios para el adecuado funcionamiento de la
misma.

Artículo 165. El Procurador Agrario deberá satisfacer los
siguientes requisitos:

I. Ser mexicano, tener por lo menos treinta años cum-
plidos el día de su designación, y estar en pleno ejerci-
cio de sus derechos políticos y civiles;
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II. Ser licenciado en derecho o de profesión afín al me-
dio rural con experiencia mínima de cinco años en cues-
tiones agrarias, y

III. Gozar de buena reputación y no haber sido conde-
nado por delito intencional sancionado con pena corpo-
ral.

Artículo 166. Los Subprocuradores deberán reunir los re-
quisitos siguientes:

I. Ser mexicano, mayor de edad y estar en pleno ejerci-
cio de sus derechos políticos y civiles;

II. Ser licenciado en derecho con título debidamente re-
gistrado, expedido cuando menos tres años antes a la fe-
cha de la designación y acreditar una práctica profesio-
nal de tres años, y

III. Gozar de buena reputación y no haber sido conde-
nado por delito intencional sancionado con pena corpo-
ral.

El Secretario General deberá reunir los requisitos previstos
en las fracciones I y III anteriores.

Artículo 167. El Procurador Agrario tendrá las siguientes
atribuciones:

I. Actuar como representante legal de la Procuraduría;

II. Dirigir y coordinar las funciones de la Procuraduría;

III. Tomar en cuenta las opiniones que emita el Consejo
de Evaluación y Seguimiento, para emitir, en su caso,
las recomendaciones correspondientes;

IV. Nombrar y remover al personal al servicio de la ins-
titución, así como señalar sus funciones, áreas de res-
ponsabilidad y remuneración de acuerdo con el presu-
puesto programado;

V. Crear las unidades técnicas y administrativas necesa-
rias para el adecuado funcionamiento de la Procuradu-
ría;

VI. Expedir los manuales de organización y procedi-
mientos, y dictar normas para la adecuada desconcen-
tración territorial, administrativa y funcional de la insti-
tución;

VII. Hacer la propuesta del presupuesto de la Procura-
duría;

VIII. Delegar sus facultades en los servidores públicos
que el reglamento correspondiente de esta ley señale, y

IX. Las demás que esta ley, sus reglamentos y otras le-
yes le señalen.

Artículo 168. Al Secretario General corresponderá realizar
las tareas administrativas de la Procuraduría y coordinar las
oficinas de la dependencia de conformidad con las instruc-
ciones y disposiciones del Procurador.

Artículo 169. A los Subprocuradores corresponderá dirigir
las funciones de sus respectivas áreas de responsabilidad,
de conformidad con el Reglamento de la Procuraduría,
atendiendo las tareas relativas a la asistencia y defensa de
los derechos e intereses de ejidos, comunidades, pueblos y
comunidades indígenas, ejidatarios, comuneros, sucesores
de ejidatarios y comuneros, pequeños propietarios, pose-
sionarios, avecindados y jornaleros, la asistencia en la re-
gularización de la tenencia de la tierra de los mismos y la
inspección y vigilancia en el cumplimiento de las leyes
agrarias.

Artículo 170. El cuerpo de servicios periciales se integra-
rá por los expertos de las distintas disciplinas profesionales
y técnicas que requiera la Procuraduría. Tendrán a su cargo
la realización de los estudios, peritajes, consultas y dictá-
menes que le sean requeridos por la propia dependencia.

Las relaciones de trabajo con su personal se regirán por las
disposiciones del apartado B del artículo 123 de la Consti-
tución, la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del
Estado, Reglamentaria del Apartado B del artículo 123
Constitucional, y el Estatuto del Servicio Profesional Agra-
rio que regule el servicio de carrera a su interior.

TITULO OCTAVO
DEL REGISTRO AGRARIO NACIONAL

Artículo 171. Para el control de la tenencia de la tierra y la
seguridad documental derivados de la aplicación de esta
ley funcionará el Registro Agrario Nacional, como órgano
desconcentrado de la Secretaría de la Reforma Agraria, en
el que se inscribirán los documentos en que consten las
operaciones originales y las modificaciones que sufra la
propiedad de las tierras y los derechos legalmente consti-
tuidos sobre la propiedad ejidal y comunal. El registro ten-
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drá además una sección especial para las inscripciones co-
rrespondientes a la propiedad de sociedades.

Artículo 172. La Secretaría de la Reforma Agraria será
responsable de organizar el Servicio Nacional de la Fe Pú-
blica Agraria, a efecto de proporcionar a los sujetos agra-
rios, de manera accesible y segura, la certificación de los
actos, hechos y documentos que constituyan, modifiquen o
extingan derechos y obligaciones derivados de la aplica-
ción de esta ley y sus reglamentos. Este servicio será gra-
tuito, con excepción del pago de contribuciones de acuer-
do con la legislación aplicable.

Será optativo para los sujetos agrarios acudir al Servicio
Nacional de la Fe Pública Agraria, ante los notarios públi-
cos o cualquier otro servidor público habilitado como no-
tario por disposición de la ley.

Artículo 173. Para efectos de lo dispuesto en la fracción
XVII del artículo 27 Constitucional, el Registro Agrario
Nacional prestará la asistencia técnica necesaria y se coor-
dinará estrechamente con las autoridades de las entidades
federativas y el Instituto Nacional de Estadística, Geogra-
fía e Informática.

Artículo 174. Las inscripciones en el Registro Agrario Na-
cional y las constancias que de ellas se expidan, harán
prueba plena en juicio y fuera de él.

Cuando los actos a que esta ley se refiere deban inscribirse
en el Registro y no se inscriban, sólo surtirán efectos entre
los otorgantes pero no podrán producir perjuicio a terceros,
quienes sí podrán aprovecharlos en lo que les fueren favo-
rables.

Artículo 175. El Registro Agrario Nacional será público y
cualquier persona podrá obtener información sobre sus
asientos e inscripciones y obtener a su costa las copias que
solicite.

Artículo 176. Deberán inscribirse en el Registro Agrario
Nacional:

I. Todas las resoluciones judiciales o administrativas
que reconozcan, creen, modifiquen o extingan derechos
ejidales o comunales;

II. Los certificados o títulos que amparen derechos so-
bre solares, tierras de uso común y parcelas de ejidata-
rios o comuneros;

III. Los títulos primordiales de las comunidades, y en su
caso, los títulos que las reconozcan como comunidades
tradicionales;

IV. La resolución que declara las tierras de los pueblos
y comunidades indígenas en ejidos y comunidades;

V. Los planos y delimitación de las tierras a que se re-
fiere el artículo 60 de esta ley;

VI. Las actas constitutivas de las asociaciones y socie-
dades agrarias previstas en el título cuarto de esta ley,
así como sus modificaciones;

VII. Los planos y documentos relativos al catastro y
censos rurales;

VIII. Los documentos relativos a las sociedades mer-
cantiles, en los términos del Título Sexto de esta ley;

IX. Los decretos de expropiación de bienes ejidales o
comunales;

X. Los convenios y contratos agrarios que deban inscri-
birse de acuerdo con esta ley;

XI. Las operaciones crediticias celebradas por núcleos
de población ejidales o comunales, por ejidatarios o co-
muneros o por las sociedades reguladas por la presente
ley, y

XII. Los demás actos y documentos que dispongan esta
ley, sus reglamentos u otras disposiciones normativas.

Artículo 177. El Registro Agrario Nacional también debe-
rá llevar las inscripciones de todas las declaratorias de te-
rrenos nacionales y los denunciados como baldíos.

Artículo 178. Para los efectos de esta ley, las autoridades
federales, estatales y municipales están obligadas a propor-
cionar al Registro Agrario Nacional la información estadís-
tica, documental, técnica, catastral y de planificación, que
éste requiera para el mejor desempeño de sus funciones.

Artículo 179. El Registro Agrario Nacional deberá:

I. Llevar clasificaciones alfabéticas de nombres de indi-
viduos tenedores de acciones de serie T y denominacio-
nes de sociedades propietarias de tierras agrícolas, de
agostadero o forestales;
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II. Llevar clasificaciones geográficas de la ubicación de
predios de sociedades, con indicaciones sobre su exten-
sión, clase y uso;

III. Llevar el registro de los integrantes de los comisa-
riados ejidales y de los consejos de vigilancia elegidos
por las asambleas de los ejidos, así como la información
correspondiente a la fecha de conclusión de los períodos
de ambos órganos, y proporcionar esta información con
la oportunidad debida a la Procuraduría Agraria para los
efectos del artículo 43 de esta ley;

IV. Registrar las operaciones que impliquen la cesión de
derechos sobre tierras ejidales y la garantía a que se re-
fiere el artículo 50, así como las de los censos ejidales y
comunales;

V. Disponer el procesamiento y óptima disponibilidad
de la información bajo su resguardo;

VI. Participar en la regularización de la tenencia de la
tierra ejidal y comunal en los términos que señala el ar-
tículo 60 de esta ley;

VII. Realizar el trámite administrativo para la transmi-
sión, por lista de sucesión, de los derechos agrarios y ex-
pedir los certificados correspondientes, y

VIII. Ejercer las demás funciones que esta ley, sus re-
glamentos y otras disposiciones le confieran.

Artículo 180. Los notarios y los registros públicos de la
propiedad, cuando autoricen o registren operaciones o do-
cumentos sobre conversión de propiedad ejidal a dominio
pleno y de éste al régimen ejidal, así como la adquisición
de tierra por sociedades mercantiles, deberán dar aviso al
Registro Agrario Nacional. Asimismo, los notarios públi-
cos deberán dar aviso al Registro Agrario Nacional de toda
traslación de dominio de terrenos rústicos de dichas socie-
dades.

TITULO NOVENO
DE LOS TERRENOS 

BALDIOS Y NACIONALES

Artículo 181. Son baldíos, los terrenos de la Nación que no
han salido de su dominio por título legalmente expedido y
que no han sido deslindados ni medidos.

Artículo 182. Son nacionales:

I. Los terrenos baldíos deslindados y medidos en los tér-
minos de este título, y

II. Los terrenos que recobre la Nación por virtud de nu-
lidad de los títulos que respecto de ellos se hubieren
otorgado.

Artículo 183. Los terrenos baldíos y los nacionales serán
inembargables e imprescriptibles.

Artículo 184. La Secretaría de la Reforma Agraria llevará
a cabo las operaciones de deslinde que fueren necesarias,
directamente o por conducto de la persona que designe. El
deslindador formulará aviso de deslinde en el que señalará
el lugar donde tenga instaladas sus oficinas, en las que de-
berá poner los planos relativos a los terrenos que se van a
deslindar a disposición de cualquier interesado para su con-
sulta. Dicho aviso será publicado por una sola vez en el
Diario Oficial de la Federación, en el periódico oficial de
la entidad federativa en que se encuentre el terreno que se
va a deslindar y en uno de los diarios de mayor circulación
de la propia entidad federativa, fijándolo además en los pa-
rajes cercanos al mismo terreno. En este último caso, al
aviso se agregará un croquis en el que se indiquen los lí-
mites y colindancias del terreno. Los propietarios, posee-
dores, colindantes y aquellos que se consideren afectados
por el deslinde, tendrán un plazo de treinta días hábiles pa-
ra exponer lo que a su derecho convenga.

El deslindador notificará a quienes se hubieren presentado
el día, hora y lugar en que principiarán las operaciones de
deslinde a efecto de que concurran por sí o designen repre-
sentante. Se levantará acta de las diligencias realizadas, en
la que firmarán el deslindador, dos testigos y los interesa-
dos que estuvieren o no conformes; en caso de inconformi-
dad se hará constar esta circunstancia, sin que la falta de
firma de estos últimos afecte la validez del acta. Los pro-
pietarios o poseedores de predios prestarán toda clase de
facilidades para que se lleven a cabo los trabajos de deslin-
de. En caso de oposición, el deslindador solicitará la ayuda
de la fuerza pública.

Recibida por la Secretaría la documentación de las opera-
ciones de deslinde procederá a hacer el estudio de las mis-
mas, tanto de la parte técnica topográfica, como de la titu-
lación enviada y resolverá si el terreno solicitado es o no
nacional o, en su caso, si dentro de la zona abarcada por el
deslinde existen o no terrenos nacionales.

Las resoluciones se notificarán a los interesados en los do-
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micilios que hayan señalado, y se publicarán además en el
Diario Oficial de la Federación.

En caso de controversia respecto de las resoluciones que
dicte la Secretaría de la Reforma Agraria, el interesado po-
drá someter el asunto al conocimiento de los Tribunales
Agrarios, en un plazo de quince días hábiles siguientes al
en que haya surtido efectos la notificación personal al inte-
resado, o de la fecha de publicación en el Diario Oficial de
la Federación en caso de que se desconozca su domicilio.

Artículo 185. La Secretaría de la Reforma Agraria estará
facultada para enajenar terrenos nacionales a título gratui-
to, a favor de los ejidos o comunidades de acuerdo con lo
dispuesto por el último párrafo del artículo 47 de esta ley,
y a título oneroso, en subasta pública, a ejidos, comunida-
des, siempre y cuando no existan poseedores, caso en el
cual éstos tendrán preferencia, o a los particulares dedica-
dos a la actividad agropecuaria, de acuerdo al valor que fi-
je el Comité Técnico de Valuación de la propia Secretaría.
Lo anterior procederá, siempre y cuando los terrenos no se
requieran para el servicio de las dependencias y entidades
federales, estatales o municipales y su utilización prevista
no sea contraria a la vocación de las tierras.

Artículo 186. La Secretaría de la Reforma Agraria estará
facultada para enajenar terrenos nacionales de carácter tu-
rístico, urbano, industrial o de otra índole no agropecuaria,
a título oneroso, mediante subasta pública, de acuerdo al
valor comercial que determine el Instituto de Administra-
ción y Avalúos de Bienes Nacionales. Lo anterior procede-
rá, siempre y cuando los terrenos no se requieran para el
servicio de las dependencias y entidades federales, estata-
les o municipales y su utilización prevista no sea contraria
a la vocación de las tierras.

LIBRO SEGUNDO
DE LA JUSTICIA AGRARIA

TITULO PRIMERO
DEFINICIONES, PRINCIPIOS Y REGLAS 

GENERALES DEL JUICIO AGRARIO

Capítulo I
Definiciones

Artículo 187. La jurisdicción agraria es la potestad que la
fracción XIX del artículo 27 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos otorga a los Tribunales
Agrarios, para que con plena autonomía, impartan y admi-

nistren justicia, con la finalidad de garantizar la seguridad
jurídica en la tenencia de la tierra ejidal, comunal y de la
pequeña propiedad; así como sustanciar, dirimir y resolver
las controversias que se susciten con motivo de la aplica-
ción de las disposiciones contenidas en esta u otras leyes
vigentes, cuando los actos que se realicen sean de natura-
leza agraria.

Artículo 188. Para los efectos de esta ley se entiende por:

I. Actos de naturaleza agraria. Aquellos que constituyan,
alteren, modifiquen, transmitan o extingan un derecho o
una obligación en favor o en contra de los sujetos agra-
rios o en sus bienes, conforme a lo dispuesto por esta ley
o sus reglamentos;

II. Autoridades agrarias. Son aquellas que formal o ma-
terialmente realizan actos que constituyan, alteren, mo-
difiquen o extingan derechos o determinen la existencia
de obligaciones, respecto de los sujetos agrarios y sus
bienes, protegidos por el régimen jurídico agrario;

III. Bienes agrarios. Las tierras, bosques y aguas que
han sido dotados a los núcleos ejidales o comunales o
que hubieren adquirido por cualquier otro título y hayan
sido incorporadas al régimen jurídico ejidal o comunal;

IV. Régimen jurídico agrario. El conjunto de leyes, re-
glamentos y demás ordenamientos que regulen los bien-
es, derechos y obligaciones de los sujetos agrarios, así
como las que regulen la impartición de la justicia agra-
ria;

V. Sujetos agrarios:

a) Los ejidatarios y sus sucesores;

b) Los comuneros y sus sucesores;

c) Los avecindados en la zona urbana del poblado;

d) Los posesionarios de tierras parceladas del núcleo
agrario;

e) Los poseedores de tierras ejidales o comunales;

f) Los colonos agrícolas, ganaderos o agropecuarios;

g) Los poseedores de terrenos nacionales;
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h) Quienes se encuentren vinculados por un contra-
to o convenio que involucre tierras, bosques o aguas,
ejidales o comunales;

i) Los núcleos de población ejidal o comunal;

j) Ejidos y comunidades propietarios de tierras de-
claradas como pertenecientes a pueblos y comunida-
des indígenas;

k) Las asociaciones y sociedades agrarias y las pro-
pietarias de tierras agrícolas, de agostadero o fores-
tales, a las que se refiere esta ley, y

l) Las personas físicas o morales que pertenecen al
régimen jurídico agrario, conforme a la ley de la ma-
teria y los reglamentos que deriven de ésta.

Capítulo II
Principios del Juicio Agrario

Artículo 189. En el juicio agrario se observarán los si-
guientes principios generales:

Iniciativa de parte. El inicio del proceso corresponde ex-
clusivamente a quien tenga interés en que el Tribunal
Agrario declare o constituya un derecho o imponga una
condena. Los Tribunales Agrarios no podrán iniciar de
oficio ningún procedimiento.

Legalidad. Los tribunales se ajustarán a los preceptos
contenidos en la Constitución, en esta ley y en las demás
leyes aplicables, para la correcta prosecución del juicio
y la decisión judicial apegada a derecho.

Igualdad. Se deberá observar un tratamiento igualitario
en el ejercicio de los derechos procesales de las partes,
para que éstas actúen de la manera que estimen perti-
nente a sus intereses y cumplan las obligaciones legales
que les correspondan en paridad de condiciones, con-
forme a las disposiciones de esta ley.

Publicidad. Las diligencias del proceso agrario serán
públicas, salvo que la ley disponga lo contrario o así lo
considere el tribunal con la finalidad de guardar el orden
de las diligencias.

Inmediación. Todas las audiencias deberán ser presidi-
das por el magistrado agrario o por el secretario autori-

zado por el Tribunal Superior Agrario en los casos de
habilitación, conforme lo establece la Ley Orgánica de
los Tribunales Agrarios. Las actuaciones realizadas en
contravención a esta disposición serán nulas.

Concentración. Es responsabilidad del Tribunal Agrario
lograr que la justicia sea pronta y expedita, para lo cual
proveerá lo necesario a fin de desahogar el mayor nú-
mero de actuaciones procesales en una sola audiencia,
cuando así lo permita la ley y sin perjuicio de los dere-
chos de las partes.

Gratuidad. Los servicios que proporcionen los Tribuna-
les Agrarios serán gratuitos.

Oralidad. Entendida como la preeminencia de la inter-
vención oral directa, tanto de las partes, como de aque-
llos que deban participar en las actuaciones de los pro-
cedimientos agrarios, con el fin de facilitar y agilizar su
comparecencia en juicio.

Búsqueda de la verdad. Los tribunales buscarán la ver-
dad material o histórica en los hechos y puntos contro-
vertidos, proveyendo lo que fuere necesario para alcan-
zarla, sin lesionar los derechos de las partes, conforme
al principio de igualdad procesal.

Imparcialidad. El Tribunal Agrario deberá mantener
siempre una posición equilibrada, sin preferencias ni
privilegios hacia ninguna de las partes.

Sustentabilidad. El tribunal deberá vigilar que sus reso-
luciones propendan a conservar, preservar y restaurar
las tierras, bosques, aguas y otros recursos naturales,
cualquiera que sea el régimen de propiedad al que per-
tenezcan, tratando de evitar perjuicios al medio ambien-
te o al equilibrio ecológico.

Celeridad. El Tribunal Agrario está obligado a proveer,
con la colaboración de las partes, las medidas que sean
pertinentes para alcanzar la economía procesal, a fin de
que la impartición de justicia agraria sea eficaz, eficien-
te y expedita.

Itinerancia. Los tribunales unitarios podrán realizar sus
funciones fuera de su sede, en las regiones o municipios
ubicados dentro de su jurisdicción territorial, a fin de
acercar la impartición de justicia agraria a los sujetos
agrarios.
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Conciliación. En cualquier estado del proceso los Tribu-
nales Agrarios exhortarán a las partes para que resuel-
van su conflicto mediante una amigable composición.

Suplencia de la queja. Los Tribunales Agrarios suplirán
la deficiencia de los planteamientos de derecho de los
sujetos agrarios.

Dirección. Corresponderá al magistrado la conducción
del proceso, quien deberá poner especial cuidado para
alcanzar los principios enunciados y obtener la verdad
material o histórica de los hechos controvertidos, a efec-
to de resolver con justicia la controversia sometida a su
consideración.

Capítulo III
De las Reglas Generales

Sección Primera
Facultades y Obligaciones 
de los Tribunales Agrarios

Artículo 190. A falta de disposición expresa en el régimen
jurídico agrario, para la resolución de los procedimientos
agrarios se aplicarán de manera supletoria el Código Fede-
ral de Procedimientos Civiles y la Ley Orgánica del Poder
Judicial de la Federación, en todo lo que no se opongan di-
recta o indirectamente a los principios del juicio agrario se-
ñalados en esta ley y a los objetivos de la justicia agraria
que se derivan del artículo 27 Constitucional.

De igual forma, se aplicarán las costumbres y especificida-
des culturales cuando se trate de los pueblos y comunida-
des indígenas a que se refiere el artículo 2 Constitucional y
el Libro Primero de esta ley.

Artículo 191. Los Tribunales Agrarios tienen las siguien-
tes facultades y obligaciones:

I. Conocer y resolver los asuntos de su competencia que
se sometan a su jurisdicción;

II. Procurar que las partes en litigio se encuentren debi-
damente asesoradas por un experto en derecho;

III. Examinar la demanda y su contestación y prevenir a
las partes, en su caso, para subsanar las irregularidades
que contengan;

IV. Observar los sistemas normativos de cada pueblo in-
dígena mientras no contravengan lo dispuesto por la
Constitución o por el régimen jurídico agrario, ni se
afecten derechos de terceros. El tribunal se asegurará de
que los indígenas sean asistidos por intérpretes y tra-
ductores que tengan conocimiento de su lengua y cultu-
ra, cuando así se requiera;

V. Decretar, de oficio o a petición de parte, las medidas
precautorias tendientes a proteger los bienes y derechos
en litigio, manteniendo las cosas en el estado en que se
encuentren al momento de su conocimiento y salva-
guardando los intereses colectivos e individuales de los
núcleos agrarios o de sus integrantes;

VI. Llamar de oficio o, a petición de parte, a cualquier
persona que pueda resultar afectada con la solución del
juicio;

VII. Girar oficios a las autoridades para que expidan do-
cumentos o apremiar a las partes o a terceros para que
exhiban los que tienen en su poder;

VIII. Suplir la deficiencia de las partes en sus plantea-
mientos de derecho cuando se trate de núcleos de po-
blación ejidales o comunales, así como de ejidatarios,
comuneros, aspirantes a ellos, posesionarios y avecin-
dados y pequeños propietarios a que se refiere el artícu-
lo 148 de esta ley;

IX. Proveer la práctica, ampliación o perfeccionamien-
to de cualquier diligencia, siempre que sea conducente
para el conocimiento de la verdad sobre los puntos con-
trovertidos, sin lesionar el derecho de las partes, oyén-
dolas y procurando siempre su igualdad;

X. Los magistrados podrán ordenar que se subsane toda
omisión o irregularidad que se cometiere en cualquier
momento de la substanciación del juicio agrario con el
único fin de regularizarlo.

Artículo 192. Los magistrados agrarios tienen el deber de
mantener el buen orden, y de exigir que se les guarde el
respeto y consideración debidos tanto a ellos como a los
demás miembros del tribunal, por parte de los litigantes y
personas que ocurran a los tribunales y sancionarán inme-
diatamente, con correcciones disciplinarias, cualquier acto
que contravenga este precepto. Si se presume que algún ac-
to constituye un delito, se levantará acta circunstanciada
que se remitirá al ministerio público.
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Artículo 193. Son correcciones disciplinarias:

I. Apercibimiento;

II. La amonestación privada o pública, y

III. Multa hasta de cien salarios mínimos generales vi-
gentes en la zona económica que corresponda.

Artículo 194. Los tribunales, para hacer cumplir sus deter-
minaciones, pueden emplear, a discreción, los siguientes
medios de apremio:

I. Multa hasta de cien salarios mínimos generales vi-
gentes en la zona económica que corresponda;

II. El auxilio de la fuerza pública, y

III. Arresto hasta por treinta y seis horas.

La aplicación de los medios de apremio es independiente
de la intervención que pudiera corresponder al Ministerio
Público.

Sección Segunda
De las Formalidades, Actuaciones 

y Términos Judiciales

Artículo 195. El despacho de los Tribunales Agrarios co-
menzará a las nueve de la mañana, pudiendo retirarse el
personal cuando fueren, por lo menos las diecisiete horas.

Para las actuaciones ante los Tribunales Agrarios no habrá
días ni horas inhábiles.

Artículo 196. Los Tribunales Agrarios dejarán constancia
en autos de todas sus actuaciones, interviniendo el magis-
trado y el secretario de acuerdos, autorizándolas este últi-
mo con su firma.

Artículo 197. Las promociones de las partes y terceros, así
como los informes y comunicaciones de las autoridades de-
berán presentarse por escrito en lengua española y contener
la firma autógrafa del promovente.

En el caso de las promociones que presenten los pueblos o
comunidades indígenas o los indígenas en lo individual, en
su lengua, dialecto o idioma, no necesitarán acompañarse
de su traducción al español. El tribunal ordenará la traduc-

ción, la que deberá elaborar un traductor designado por el
propio tribunal.

Artículo 198. Para cada asunto se formará un expediente
con los documentos relativos al mismo, que podrá ser con-
sultado por cualquier persona que esté acreditada legal-
mente para ello.

Las partes pueden pedir en todo tiempo, a su costa, previo
pago de los derechos correspondientes, copias certificadas
por el secretario de acuerdos de cualquier constancia o do-
cumento original o certificado que obre en los autos y que
señale de manera precisa el solicitante, las que mandará ex-
pedir el tribunal sin audiencia previa de las partes.

Los Tribunales Agrarios llevarán un registro en que se
asentarán por días y meses los nombres de actores y de-
mandados y el objeto de la demanda, destacándose todos
aquellos actores y demandados que se identifiquen como
indígenas.

Artículo 199. El tribunal en su primer auto solicitará a las
partes autorización para hacer públicos sus nombres en ca-
so de consultas previstas por la Ley Federal de Transpa-
rencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental.

Artículo 200. Los documentos y objetos presentados por
las partes les serán devueltos al terminar la audiencia sólo
si así lo solicitan, tomándose razón de ello en el expedien-
te, previa copia certificada que de los documentos se agre-
gue a los autos. Si alguna de las partes manifestara su oposi-
ción a la devolución de las constancias, porque pretendiera
impugnar la autenticidad o contenido de dichos documen-
tos y la resolución por cualquier vía, el tribunal resolverá
de plano y, en su caso, negará la devolución hasta la solu-
ción definitiva del asunto.

Artículo 201. Para la facilidad y rapidez en el despacho,
los emplazamientos, citatorios, órdenes, actas y demás do-
cumentos necesarios, se extenderán de preferencia en for-
matos impresos que tendrán los espacios que su objeto re-
quiera y los cuales se llenarán haciendo constar en un breve
extracto claro y legible, lo indispensable para la exactitud
y precisión del documento.

Artículo 202. En el juicio agrario opera la caducidad por la
inactividad procesal o falta de promoción del actor duran-
te el plazo de cuatro meses. No procederá la caducidad en
caso de que la inactividad procesal se derive de la falta de
actuación del tribunal.
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La caducidad tiene como efecto anular los actos procesales
verificados y sus consecuencias; entendiéndose como no
presentada la demanda y, en cualquier juicio futuro sobre la
misma controversia, no puede invocarse lo actuado en el
proceso caduco.

Esta caducidad no influye en forma alguna sobre las rela-
ciones de derecho existentes entre las partes que hayan in-
tervenido en el proceso.

Artículo 203. Las diligencias que no puedan practicarse en
el lugar de la residencia del tribunal en que se siga el jui-
cio, deberán encomendarse, mediante exhorto, al Tribunal
Agrario correspondiente.

Los exhortos y despachos se expedirán al día siguiente al
en que se emita el acuerdo que los ordene.

Los exhortos y despachos que se reciban, se acordarán den-
tro de los tres días siguientes a su recepción y se diligen-
ciarán dentro de los cinco días siguientes, a no ser que lo
que haya de practicarse exija necesariamente mayor tiem-
po. En este caso, el tribunal requerido fijará el plazo que
considere necesario.

Artículo 204. Para el exacto desahogo de sus despachos, el
Tribunal Superior Agrario puede encomendar la práctica de
toda clase de diligencias a cualquier tribunal unitario agra-
rio, autorizándolo para dictar las resoluciones que sean ne-
cesarias para su cumplimiento.

Artículo 205. Las autoridades administrativas del orden
federal auxiliarán sin excusa alguna a los Tribunales Agra-
rios en la realización de las diligencias y actuaciones en
que se requiera su participación.

Artículo 206. Las cartas rogatorias se tramitarán por vía
judicial, por intermedio de los funcionarios consulares o
agentes diplomáticos o por la autoridad competente del Es-
tado requerido según sea el caso.

Las cartas rogatorias contendrán la petición a la autoridad
competente para la realización de las actuaciones que el
tribunal estime necesarias dentro del juicio y los datos in-
formativos relativos.

El tribunal que las expida acompañará las copias certifica-
das, cédulas, copias de traslado y demás anexos proceden-
tes.

Artículo 207. Cuando se advierta que una de las partes re-
alizó una promoción con el propósito de retrasar el proce-
dimiento, se le impondrá una multa en términos de lo pre-
visto por el artículo 194 de esta ley.

Artículo 208. La tramitación del juicio se interrumpirá
por:

I. El fallecimiento de alguna de las partes, durante el
tiempo indispensable para que el causahabiente del fi-
nado o el representante de la sucesión se apersone en el
juicio;

II. El fallecimiento del representante legal de cualquie-
ra de las partes, a fin de que ésta provea su sustitución;

III. La presentación de desastres naturales que afecten
notablemente las vías de comunicación y la prestación
de servicios públicos en la jurisdicción del tribunal;

IV. En los demás casos señalados en esta ley.

En los casos de las fracciones I y II, la interrupción que
acuerde el tribunal será la mínima necesaria para su conti-
nuación en condiciones normales. La interrupción de que
trata la fracción III, durará en tanto se restablezca la opera-
ción de los servicios públicos.

Artículo 209. Cuando la práctica de un acto procesal o el
ejercicio de un derecho, dentro de un proceso agrario, de-
ba efectuarse fuera de la jurisdicción del tribunal que co-
nozca el asunto, se ampliará el término en un día más por
cada cuarenta kilómetros o fracción que exceda de la mi-
tad, entre el lugar de residencia del Tribunal Agrario y
aquél en el que deba tener lugar el acto o ejercitarse el de-
recho correspondiente.

La distancia se calculará sobre la vía de comunicación te-
rrestre más usual y breve en tiempo de recorrido.

Capítulo IV
De la Jurisdicción y Competencia

Artículo 210. Son de jurisdicción federal agraria, todas las
cuestiones que tiendan a garantizar la seguridad jurídica en
la propiedad, posesión o disfrute de bienes y derechos
agrarios, ya sean de carácter ejidal, comunal y de la peque-
ña propiedad; y en general, todas las cuestiones que tiendan
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a la administración de justicia agraria, tuteladas por ésta y
otras leyes relacionadas directamente con el régimen jurí-
dico agrario.

Artículos 211. Son juicios agrarios los que tienen por ob-
jeto sustanciar, dirimir y resolver las controversias que se
susciten con motivo de la aplicación de las disposiciones
contenidas en esta ley o en otras disposiciones generales
respecto de actos que sean de naturaleza agraria.

En la substanciación y resolución de las controversias que
sean puestas bajo su conocimiento, los tribunales se sujeta-
rán siempre al procedimiento previsto por esta ley y que-
dará constancia de ello por escrito.

Artículo 212. Los tribunales unitarios serán competentes
para conocer dentro de la circunscripción territorial que les
corresponda, de las siguientes controversias:

I. Por límites de terrenos entre núcleos de población eji-
dal o comunal, así como entre estos y pequeños propie-
tarios, sociedades o asociaciones;

II. De la restitución de tierras, bosques y aguas, a los nú-
cleos de población ejidal o comunal, que hayan sido pri-
vados ilegalmente de las propiedades o posesiones que
les fueron materialmente entregadas en la ejecución de
sus resoluciones o sentencias, por actos de autoridades
administrativas federales, estatales o municipales, reso-
luciones de jurisdicción voluntaria, o por actos de parti-
culares en los términos del Libro Primero de esta ley; así
como de la restitución de tierras de pequeños propieta-
rios, sociedades y asociaciones por privaciones ilegales
por parte de núcleos ejidales o comunales o por actos de
autoridades agrarias;

III. De juicios de nulidad contra resoluciones dictadas
por autoridades formal o materialmente agrarias que al-
teren, modifiquen o extingan un derecho o determinen
la existencia de una obligación;

IV. De las nulidades previstas en las fracciones VIII y
IX del artículo 27 de la Constitución, así como de los
actos, acuerdos, decretos o resoluciones dictadas por las
autoridades administrativas que constituyan, alteren,
modifiquen o extingan un derecho o determinen la exis-
tencia de una obligación de los sujetos sometidos al ré-
gimen jurídico agrario;

V. De las omisiones en que incurran las autoridades
agrarias y que deparen perjuicio a los sujetos agrarios
que contempla esta ley;

VI. De las controversias que se deriven con motivo de
la expropiación de los bienes ejidales o comunales; así
como de la reversión prevista en los artículos 113 y 114
de esta ley;

VII. Del reconocimiento del régimen comunal y de la
exclusión de pequeñas propiedades ubicadas en dichas
tierras;

VIII. De las controversias derivadas de la constitución,
funcionamiento y liquidación de las asociaciones y so-
ciedades a las que se refiere esta ley;

IX. De las controversias relativas a terrenos baldíos y
nacionales;

X. De las controversias que se susciten por actos o acti-
vidades que deterioren las tierras, bosques y aguas u
otros recursos naturales propiedad de los núcleos agra-
rios, generando un daño patrimonial y un perjuicio a las
características del ecosistema y equilibrio ecológico, sin
perjuicio de las sanciones administrativas o penales que
procedan en los términos de las disposiciones de la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente;

XI. De las controversias que se susciten con motivo de
la posesión de superficies en asentamientos humanos
irregulares en tierras ejidales o comunales que no hayan
salido del régimen agrario;

XII. De las controversias relativas a los contratos a que
se refiere esta ley, celebrados por los núcleos agrarios;

XIII. De los asuntos relativos a la protección de la inte-
gridad de las tierras, bosques y aguas de los pueblos y
comunidades indígenas en ejidos y comunidades a que
se refiere la sección octava del capítulo II del título ter-
cero del libro primero de esta ley;

XIV. De las cuestiones relativas a las excedencias de tie-
rras en ejidos y comunidades;

XV. De las controversias que afecten los intereses co-
lectivos de los núcleos agrarios;
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XVI. De la nulidad de los acuerdos tomados en asam-
bleas de ejidos o comunidades;

XVII. De la nulidad de las asambleas de ejidos o comu-
nidades que se lleven a cabo sin cubrir los requisitos de
ley;

XVIII. De controversias por derechos o posesiones en-
tre ejidatarios, comuneros, posesionarios o avecindados
entre sí; así como las que se susciten entre éstos y los ór-
ganos de representación del núcleo de población ejidal
o comunal;

XIX. De la sucesión de derechos ejidales y comunales;

XX. De las controversias relativas a los contratos a que
se refiere esta ley, celebrados individualmente por los
integrantes de los núcleos agrarios;

XXI. De los negocios de jurisdicción voluntaria en ma-
teria agraria;

XXII. De la prescripción y restitución de parcelas, así
como de los conflictos relacionados con los lotes urba-
nos que no hayan salido del régimen ejidal, en los tér-
minos que prevé esta ley;

XXIII. De los conflictos relacionados con la tenencia de
la tierra en las colonias agrícolas o ganaderas que no ha-
yan salido del régimen agrario;

XXIV. De los conflictos relacionados con la tenencia de
las tierras ejidales y comunales;

XXV. De la homologación y ejecución de los laudos ar-
bitrales y de la aprobación y ejecución, previa ratifica-
ción, de los convenios de conciliación que se lleven a
cabo fuera de juicio, una vez determinado que se en-
cuentran apegados a las disposiciones legales aplica-
bles, y

XXVI. De los demás asuntos que determine esta ley y
otras disposiciones derivadas del régimen jurídico agra-
rio.

Artículo 213. El Tribunal Superior Agrario será competen-
te para conocer:

I. Del recurso de revisión en contra de sentencias dicta-
das por los tribunales unitarios en juicios que se refieran

a controversias contenidas de la fracción I a la XV del
artículo anterior;

II. De los conflictos de competencia que se susciten en
los tribunales unitarios agrarios;

III. De la integración de la jurisprudencia, conforme a
las reglas que para tal efecto se establezcan en el Regla-
mento Interior de los Tribunales Agrarios;

IV. De los impedimentos y excusas de los magistrados,
tanto del Tribunal Superior Agrario como de los tribu-
nales unitarios;

V. De las excitativas de justicia cuando los magistrados
del Tribunal Superior Agrario no formulen sus proyec-
tos o los magistrados de los tribunales unitarios no cum-
plan con los plazos establecidos, y

VI. De los demás asuntos que las leyes expresamente le
confieran.

Corresponderá al magistrado ponente instruir el procedi-
miento y formular el proyecto de resolución definitiva pa-
ra someterlo a la consideración y, en su caso, aprobación
del Tribunal Superior Agrario.

Artículo 214. Cuando el tribunal, al recibir la demanda o
en cualquier estado del procedimiento agrario se percate de
que el litigio o asunto no litigioso no es de su competencia,
en razón de corresponder a tribunal de diversa jurisdicción
o competencia por razón de la materia, grado o territorio,
suspenderá de plano el procedimiento y remitirá lo actuado
al tribunal que considere competente. Lo actuado por el tri-
bunal incompetente será nulo, salvo cuando se trate de in-
competencia por razón de territorio.

Cuando el Tribunal Agrario recibiere inhibitoria de otro en
que se promueva competencia y considerase debido soste-
ner la suya, el mismo día lo hará saber al competidor y re-
mitirá el expediente con el oficio inhibitorio, con informe
especial, al tribunal superior agrario, el cual decidirá, en su
caso, la competencia.

Capítulo V
De las Partes

Artículo 215. Es parte en el juicio quien tenga interés en
que la autoridad judicial agraria declare o constituya un de-
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recho o imponga una condena, y quien tenga el interés con-
trario.

Artículo 216. Son partes en el juicio agrario:

I. El actor, quien es la persona física o moral que tenga
interés en que la autoridad jurisdiccional declare o cons-
tituya un derecho o imponga una condena y ejercite al-
guna acción agraria;

II. El demandado, quien es la persona física o moral en
contra de la cual el actor ejercita la acción.

Es tercero la persona física o moral con interés que pueda
resultar afectado con el fallo que en su oportunidad se emi-
ta. Si el tercero interesado coadyuva con alguna de las par-
tes, deben litigar unidos y nombrar un representante co-
mún.

Artículo 217. Las partes en el juicio o los promoventes en
un procedimiento no litigioso, tendrán derecho a:

I. Exigir al Tribunal Agrario que cumpla los plazos y
términos que marca esta ley, mediante la excitativa de
justicia, conforme el procedimiento que establecen la
Ley Orgánica y el Reglamento Interior de los Tribuna-
les Agrarios;

II. Tener acceso al expediente agrario por sí o por con-
ducto de sus autorizados para ello;

III. Obtener, a su costa, copias certificadas de los docu-
mentos originales o certificados que señalen con preci-
sión y que integren el expediente del juicio;

IV. Plantear los impedimentos que a su juicio, el magis-
trado agrario tenga para el conocimiento y resolución
del asunto, conforme al procedimiento establecido en la
Ley Orgánica y el Reglamento Interior de los Tribuna-
les Agrarios, y

V. Los demás derechos que les confieran el régimen ju-
rídico agrario.

Artículo 218. Las partes en el juicio o los promoventes en
un procedimiento no litigioso, estarán obligadas a:

I. Cumplir con la normatividad procesal agraria y con
los requerimientos del tribunal, para la correcta prose-
cución del juicio;

II. Conducirse con probidad y respeto en el desarrollo
del proceso, con su contraparte, y con los servidores pú-
blicos agrarios, y

III. Abstenerse de interponer actuaciones, incidentes o
recursos maliciosos o notoriamente improcedentes, que
obstaculicen el proceso agrario. Cuando se advierta que
una de las partes promovió con el propósito de retrasar
la solución del asunto, entorpecer u obstaculizar la ac-
tuación de la autoridad judicial, se le impondrá a dicho
promovente o a sus representantes legales, o a ambos, la
corrección disciplinaria que corresponda, en términos
del artículo 194 de esta ley.

CAPITULO VI
De la Capacidad, Representación 

y Personalidad

Sección Primera
De la Capacidad

Artículo 219. Los núcleos agrarios tendrán capacidad de
ejercicio, la que ejercerán a través del comisariado ejidal o
de bienes comunales, cuyos integrantes actuarán de mane-
ra conjunta, salvo lo previsto en el Reglamento Interno o
cuando exista acuerdo de asamblea general que autorice su
representación por uno de los integrantes del comisariado.

Para efectos de la representación del ejido o comunidad,
los integrantes del comisariado no requieren de acuerdo de
asamblea general que les autorice a realizar todos los actos
procesales que sean necesarios para la defensa de los dere-
chos del propio núcleo.

La facultad de otorgar poderes o mandatos a favor de ter-
ceros corresponde exclusivamente a la asamblea general.

Artículo 220. Los ejidatarios, comuneros, avecindados y
posesionarios cuentan con capacidad para ejercitar sus de-
rechos individuales sin que se requiera la conformidad de
la asamblea general.

Artículo 221. En aquellos casos en que se controvierta el
régimen de propiedad ejidal o comunal o que pueda haber
una afectación al interés colectivo, el comisariado ejidal o
de bienes comunales no podrá desistirse, allanarse o firmar
convenio que resuelva el fondo del juicio, sin previo con-
sentimiento de la asamblea.

Año I, Segundo Periodo, 27 de marzo de 2007 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados124



Sección Segunda
De la Representación y personalidad

Artículo 222. Tienen representación legal para acudir al
juicio agrario, a nombre de los ejidos y comunidades, los
comisariados ejidales o de bienes comunales o, mandatario
designado por la asamblea general.

Los sujetos agrarios en lo individual, las personas físicas o
morales, podrán ser representadas ante los Tribunales
Agrarios mediante apoderado general o especial. Tratándo-
se de personas morales, el mandato se otorgará de acuerdo
con lo previsto por las leyes que regulen su constitución y
funcionamiento, o en su caso, su estatuto. Podrán actuar en
el juicio los directamente interesados o sus representantes
o apoderados legales; en cualquier caso, los efectos proce-
sales serán los mismos.

Artículo 223. Cuando se afecte el interés colectivo del eji-
do o comunidad y el comisariado sea omiso en ejercitar su
defensa, conforme a las atribuciones señaladas en el artí-
culo anterior, cualquier ejidatario o comunero o un grupo
de ellos, podrán ejercer la representación sustituta del nú-
cleo.

El comisariado será omiso cuando:

I. Exista la presunción fundada de que no ejercitará la
acción correspondiente dentro del término legal;

II. La acción no tenga plazo legal y el comisariado no la
ejercite dentro del término de noventa días, transcurri-
dos a partir del momento en que se tenga conocimiento
de la afectación del interés colectivo, y

III. Exista la presunción fundada de que no comparece-
rá a juicio para contestar la demanda, ni interponer ex-
cepciones o defensas.

Artículo 224. Para que opere la representación a que se re-
fiere el artículo anterior, el representante substituto deberá:

I. Hacer valer en juicio los derechos colectivos del nú-
cleo agrario correspondiente;

II. Indicar con claridad que su intención es la de asumir
la representación del núcleo agrario en defensa de sus
intereses colectivos y ejercitar las acciones y excepcio-
nes, así como los recursos correspondientes, debido a la
actitud omisa del órgano de representación, y

III. Acreditar de manera fehaciente la calidad de ejida-
tario o comunero del núcleo agrario en cuyo nombre ac-
túe.

En el caso de la representación sustituta quien acuda al jui-
cio tendrá atribuciones para solicitar a la Procuraduría
Agraria la designación de un asesor jurídico.

Admitida la demanda o presentada la contestación, se dará
vista a la asamblea, a través de la Procuraduría Agraria, pa-
ra que ratifique o desista de la acción o defensa intentada.

Artículo 225. Para acreditar la representación, cuando se
trate de núcleos agrarios bastará el acuerdo de asamblea
que conste en el acta respectiva y tratándose de ejidatarios,
comuneros, sucesores de unos u otros, posesionarios y ave-
cindados, la representación se podrá otorgar mediante car-
ta poder firmada ante dos testigos.

Artículo 226. El asesor legal de los ejidatarios, comuneros
o núcleos agrarios, deberá actuar siempre en favor de los
intereses de sus representados y para tal propósito, podrá
promover todos los medios de impugnación y ejercitar las
acciones y defensas procedentes que la ley establece y ha-
cer efectivas las garantías y pagos que correspondan a su
representado, siempre y cuando éste lo autorice expresa-
mente.

Artículo 227. El tribunal no admitirá de los representantes
legales ningún desistimiento, allanamiento, transacción,
convenio de conciliación o cesión de bienes que afecten los
intereses de sus representados, sin la ratificación expresa
de éstos. Tratándose de los núcleos agrarios, se requerirá el
consentimiento de la asamblea.

Artículo 228. Cuando en un juicio dos o más personas
ejerciten la misma acción u opongan la misma excepción o
defensa, deberán litigar unidas y con una representación
común, salvo que los colitigantes tengan intereses opues-
tos. El representante común tendrá todas las facultades y
obligaciones de un mandatario judicial.

Si se trata de la parte actora, el nombramiento de represen-
tante común deberá hacerse en el escrito de demanda o al
inicio de la audiencia de ley. En el caso de la demandada,
el nombramiento se hará en el escrito de contestación o en
la audiencia a que se ha hecho mención. Si el nombra-
miento no lo hacen las partes con la oportunidad señalada,
el Tribunal Agrario lo hará escogiendo de entre los propios
interesados.
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El representante común tendrá los derechos, obligaciones y
responsabilidades inherentes a todo mandatario judicial.

Artículo 229. Las partes podrán revocar en cualquier mo-
mento la designación de representante común, siempre que
la promoción sea suscrita por la mayoría de los actores o
demandados.

Artículo 230. Los ejidatarios y los comuneros acreditarán
su personalidad para acudir a juicio agrario con cualquiera
de los siguientes documentos:

I. Certificado parcelario o de derechos agrarios;

II. Certificado de derechos comunes;

III. Certificado o constancia de comunero;

IV. Acta de asamblea donde se le haya reconocido tal ca-
rácter;

V. Constancia que expida el Registro Agrario Nacional;

VI. Sentencia de un Tribunal Agrario o resolución pre-
sidencial en que se le reconozca tal carácter, y

VII. Cualquier otra constancia fehaciente que a juicio
del magistrado sea procedente.

Artículo 231. Los posesionarios y los avecindados acredi-
tarán su personalidad con el acta de asamblea o sentencia
del Tribunal Agrario que les reconoció dicha calidad, el
certificado que les haya expedido el Registro Agrario Na-
cional o cualquier otro documento que haga prueba feha-
ciente.

Artículo 232. Los pequeños propietarios, los colonos, las
sociedades propietarias de tierras y las demás figuras aso-
ciativas, acreditarán su personalidad con los títulos, escri-
turas constitutivas o cualquier otro documento que esta-
blezca la ley y que a juicio del tribunal sea suficiente.

Cuando los poseedores sean parte en un juicio agrario, no
se exigirá documento alguno para que acrediten su perso-
nalidad.

Artículo 233. La personalidad de los integrantes de los ór-
ganos de representación y vigilancia de los núcleos agra-
rios se acreditará con el original o copia certificada del ac-
ta de asamblea en la que hayan sido electos para sus

respectivos cargos o con las credenciales o constancias que
expida el Registro Agrario Nacional. No podrá descono-
cerse su personalidad, aún cuando haya vencido el término
para el que fueron electos, si no se ha hecho nueva elec-
ción.

Artículo 234. La personalidad de las partes en el juicio
agrario será acreditada por el actor en el escrito inicial de
demanda y por el demandado en la audiencia de ley. De no
acreditar el actor su personalidad, el Tribunal Agrario de-
berá prevenirlo para que lo haga en el término de cinco dí-
as; de no hacerlo, se desechará la demanda. En el supuesto
de que se trate de la parte demandada, se le hará la misma
prevención y, de no acreditarla, se tendrá por no contesta-
da la demanda. Cuando se trate de núcleos agrarios o sus
integrantes y no puedan acreditarla, deberán demostrar al
magistrado que el medio de acreditación de la personalidad
no se les ha expedido por el órgano, la entidad o la autori-
dad competente, en cuyo caso, el tribunal deberá solicitar a
las mismas la constancia correspondiente.

Artículo 235. Todas las personas físicas que acrediten al-
gún carácter ante los Tribunales Agrarios, además de la do-
cumentación señalada en los artículos que anteceden, se
identificarán mediante credencial expedida por el Registro
Agrario Nacional, credencial del elector o cualquier otro
documento oficial vigente con fotografía, a satisfacción del
tribunal.

Artículo 236. Las personas físicas que no puedan acreditar
de manera documental el carácter con el que se ostenten
ante los Tribunales Agrarios, podrán hacerlo mediante
otras pruebas que a juicio del tribunal sean suficientes pa-
ra dicho fin, siempre y cuando establezcan las causas de la
imposibilidad para hacerlo en términos de las disposicio-
nes anteriores.

Artículo 237. Las personas morales acreditarán su perso-
nalidad con los documentos públicos que establezcan las
leyes conforme a las cuales fueron constituidas.

Artículo 238. Las autoridades y los servidores públicos en
general acreditarán su carácter con la constancia de su
nombramiento.

Capítulo VII
De los incidentes

Artículo 239. Las cuestiones incidentales que se susciten
ante los Tribunales Agrarios se resolverán conjuntamente
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con lo principal, a menos que por su naturaleza sea forzo-
so decidirlas antes, o que se refieran a la ejecución de la
sentencia, pero en ningún caso se formará artículo de pre-
vio y especial pronunciamiento, sino que se decidirán de
plano.

La conexidad sólo procede cuando se trate de juicios que
se sigan ante el mismo tribunal y se resolverá luego que se
promueva, sin necesidad de audiencia especial ni otra ac-
tuación.

Sólo se resolverán incidentalmente las cuestiones relativas
con el aseguramiento de la garantía usufructuaria prevista
en esta ley, así como daños y perjuicios relacionados con la
garantía y contragarantía otorgada para la suspensión. En
estos casos el incidente se sustanciará conforme a las reglas
siguientes:

I. Promovido el incidente, el tribunal correrá traslado a
la contraparte por el término de tres días hábiles, conta-
dos a partir del día siguiente al en que surta efectos la
notificación personal, para que manifieste lo que a su
derecho convenga. En el caso de que no se desahogue la
vista se tendrá por perdido el derecho que en tiempo se
pudo haber ejercitado.

II. Transcurrido el término de la vista, con o sin promo-
ción de la contraparte, el tribunal se allegará, en tres dí-
as hábiles, de los elementos probatorios que considere
necesarios y resolverá de plano el incidente en un plazo
no mayor de ocho días hábiles.

Capítulo VIII
De las Diligencias Precautorias 

y Suspensión de Actos de Autoridad

Artículo 240. Los Tribunales Agrarios proveerán, a peti-
ción de parte, las diligencias precautorias necesarias para
mantener la situación de hecho existente y conservar la in-
tegridad de la materia del litigio, con el objeto de proteger
a los interesados en los bienes y derechos agrarios contro-
vertidos.

Las medidas precautorias se decretarán de oficio única-
mente cuando pueda verse afectado el interés colectivo de
los núcleos agrarios.

Las medidas precautorias, únicamente pueden ser decreta-
das una vez iniciado el juicio y hasta antes de dictarse la
sentencia.

Artículo 241. Al resolver sobre el otorgamiento o la nega-
tiva de una medida precautoria, el tribunal deberá:

I. Apreciar su necesidad y disponerla de manera total o
parcial, pudiendo diferir su aplicación y ordenar su sus-
titución o cese;

II. Establecer con precisión su alcance y sus limitacio-
nes, y

III. Determinar su vigencia y las demás modalidades
que estime aplicables para asegurar los efectos de la me-
dida sobre el fondo del asunto.

Artículo 242. La suspensión de actos de autoridad en ma-
teria agraria deberá decretarse a petición de parte cuando el
acto, de llegar a consumarse, haga imposible volver las co-
sas al estado en que se encontraban, siempre y cuando no
se siga perjuicio al interés general, ni se contravengan dis-
posiciones de orden público.

Promovida la suspensión, el tribunal pedirá informe a la
autoridad correspondiente, quien deberá rendirlo dentro del
término de setenta y dos horas, transcurrido el cual, se re-
solverá de plano lo relativo a la suspensión; en su caso, se
notificará de inmediato a la autoridad para su cumplimien-
to.

Los efectos de la suspensión únicamente consistirán en or-
denar que cesen los efectos del acto y se mantengan las co-
sas en el estado en que se encuentran hasta en tanto se re-
suelva en definitiva el juicio.

Al conceder la suspensión, el tribunal procurará fijar la si-
tuación en que habrán de quedar las cosas y tomará las me-
didas pertinentes para conservar la materia del juicio hasta
su terminación definitiva.

Artículo 243. En los casos en que proceda la suspensión
pero pueda ocasionar daño o perjuicio a tercero, se conce-
derá si el peticionario otorga garantía bastante para reparar
el daño e indemnizar los perjuicios que con ellos se causa-
ren si no obtuviese sentencia favorable en el juicio. En el
caso de los núcleos agrarios la medida suspensional se
otorgará sin exigir garantía.

La fijación de la garantía la determinará el tribunal toman-
do en consideración las condiciones socioeconómicas de
las partes y el valor objetivo de los bienes y derechos con-
trovertidos.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Segundo Periodo, 27 de marzo de 2007127



La parte contraria a la que haya obtenido la suspensión po-
drá solicitar al magistrado que le fije una contragarantía
que permita la ejecución de los actos impugnados, siempre
y cuando el procedimiento no quede sin materia.

La contragarantía deberá ser suficiente para volver las co-
sas al estado que guardaban antes de la petición de suspen-
sión.

Artículo 244. La garantía y la contragarantía se harán efec-
tivas a través del incidente de daños y perjuicios, en el que
el promovente deberá acreditar haber sufrido unos u otro o
ambos.

El incidente deberá promoverse dentro de los seis meses si-
guientes al día en que se notifique a las partes que la sen-
tencia que resuelva el fondo del asunto ha causado ejecu-
toria. En caso contrario, el tribunal pondrá a disposición
del otorgante la garantía o contragarantía presentada y au-
torizará su cancelación.

TITULO SEGUNDO
DEL JUICIO AGRARIO

Capítulo I
De la Demanda

Artículo 245. El actor presentará su demanda por escrito o
por comparecencia.

Cuando se trate de núcleos agrarios, ejidatarios, comuneros
o pequeños propietarios parvifundistas, la Procuraduría
agraria está obligada a prestar la asesoría necesaria en la
defensa de los derechos y pretensiones de los mismos,
cuando lo soliciten. A partir de esta intervención, dicha
Procuraduría asumirá la representación legal del interesa-
do.

Artículo 246. La demanda contendrá:

I. El tribunal ante el cual se promueve;

II. El nombre del actor, del asesor legal, el domicilio pa-
ra recibir notificaciones en la sede del tribunal y las per-
sonas autorizadas para tal efecto;

III. El nombre del demandado y el domicilio donde de-
berá ser emplazado;

IV. Las pretensiones materia u objeto de su demanda;

V. Los hechos en que el actor funde su petición, narrán-
dolos sucintamente con claridad y precisión;

VI. En su caso, el nombre y domicilio de los terceros in-
teresados, expresando las razones por las que se les im-
puta dicho carácter, y

VII. Los fundamentos de derecho en que sustente su ac-
ción y pretensión.

Si el actor no sabe o no puede firmar, asentará su huella di-
gital y la demanda estará firmada, además, por la persona
que designe para tal efecto.

Artículo 247. Con la demanda el actor deberá presentar el
o los documentos con los que se acredite su personalidad y
en los que funde su acción y acompañar las copias necesa-
rias de la demanda y sus anexos para el traslado. Si no tu-
viere los documentos a su disposición, señalará el archivo,
la dependencia o lugar en que se encuentren, acreditando
que hizo solicitud previa a la interposición de la demanda,
a efecto de que el tribunal, a petición de parte, requiera la
expedición de las copias certificadas, a costa del solicitan-
te.

En la propia demanda el actor deberá ofrecer todas las
pruebas de su parte, y exhibir las documentales. Se admiti-
rán como supervenientes todas aquellas que sean de fecha
posterior a la presentación de su demanda y las que sean
anteriores, siempre y cuando el oferente declare bajo pro-
testa de decir verdad, que no tenía conocimiento de ellas.

Artículo 248. La demanda sólo podrá ser aclarada o am-
pliada, por una sola vez, hasta antes del emplazamiento,
siempre y cuando existan nuevos elementos relacionados
con el ejercicio de la acción. La ampliación que se presen-
te con posterioridad al emplazamiento se desechará de pla-
no.

Artículo 249. Presentada la demanda el tribunal la exami-
nará y, si hubiera imprecisiones en la misma u omisiones
de alguno de los requisitos previstos legalmente, deberá
prevenir al promovente para que las subsane dentro del
término de ocho días hábiles, que se contarán a partir del
día siguiente al en que surta efectos la notificación perso-
nal de la referida prevención; transcurrido el cual, si nada
manifestare el promovente o la prevención no fuera des-
ahogada en los términos requeridos, se tendrá por no inter-
puesta.
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Artículo 250. En el auto que admita la demanda se hará
constar de manera clara y concisa lo siguiente:

I. Número de expediente con el que se radica;

II. Nombre del actor y el carácter con el que comparece;

III. Fecha de presentación de la demanda;

IV. Prestaciones que se reclaman;

V. Nombre, carácter y domicilio del demandado;

VI. En su caso, nombre y domicilio de los terceros inte-
resados, expresando las razones por las que se les impu-
ta dicho carácter;

VII. Fecha y hora de la audiencia de ley, de acuerdo con
las cargas de trabajo, y,

VIII. Requerimiento al actor de:

a) Presentar en la audiencia los testigos y peritos que
proponga.

b) Asistir legalmente asesorado a la audiencia, ha-
ciéndole saber que la falta de asesor legal no será
motivo para diferir la audiencia.

En este mismo auto se ordenará el emplazamiento al de-
mandado.

Artículo 251. Procede el desistimiento de la instancia,
siempre y cuando sea aceptado por la parte demandada. No
es necesaria la aceptación, cuando el desistimiento se veri-
fica antes de que se corra traslado de la demanda.

Tratándose de desistimiento de la acción o de la instancia,
ejercitado por un núcleo ejidal o comunal, en los que se in-
volucren los intereses colectivos de éstos, el mismo deberá
ser aprobado por la asamblea general.

Capítulo II
Del Emplazamiento y las Notificaciones

Artículo 252. Toda notificación surtirá efectos el día hábil
siguiente al en que se practique.

Los términos empezarán a correr el día hábil siguiente a
aquel en que haya surtido efectos la notificación y se con-
tará en ellos el día del vencimiento. En ningún término se
contarán los días en que no laboren los tribunales.

Artículo 253. Admitida la demanda, se emplazará al de-
mandado para que comparezca a contestarla a más tardar
durante la audiencia. El referido emplazamiento se deberá
llevar a cabo por lo menos diez días hábiles antes de su ce-
lebración.

Artículo 254. El emplazamiento se efectuará al demanda-
do en el lugar que el actor designe para ese fin, y que po-
drá ser:

I. El domicilio del demandado, su finca, su oficina, o
principal asiento de negocios o el lugar en que labore, o

II. Su parcela u otro lugar que frecuente y en que sea de
creerse que se halle al practicarse el emplazamiento.

Los terceros deberán ser notificados en términos simila-
res al demandado.

A la cédula de emplazamiento se acompañará copia de
la demanda y de sus anexos así como una copia del
acuerdo de admisión.

En la cédula de emplazamiento se señalaran:

a) Fecha y hora en que tendrá verificativo la audien-
cia;

b) La obligación de contestar la demanda en la au-
diencia de ley, la que podrá hacer por escrito o por
comparecencia, en este último caso, podrá solicitar
directamente a la Procuraduría Agraria la asesoría
necesaria;

c) Que en la contestación de la demanda deberá ofre-
cer todas las pruebas que considere necesarias para
su defensa y excepciones y acompañar las pruebas
documentales que ofrezca, apercibiéndolo que en
caso de no hacerlo perderá su derecho a ofrecer
pruebas y presentar documentos;

d) Que a la audiencia deberá presentar a sus testigos
y peritos, apercibido que de no hacerlo se tendrá por
no ofrecida la prueba;
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e) Que si no comparece a contestar la demanda el tri-
bunal podrá tener por ciertas las afirmaciones de la
otra parte.

Artículo 255. Las partes o promoventes podrán acompañar
al funcionario agrario encargado de realizar el emplaza-
miento o notificación para facilitar la diligencia.

Artículo 256. Si el actuario no encuentra al demandado en
cualquiera de los lugares señalados en el artículo anterior,
deberá cerciorarse de manera fehaciente que el domicilio
señalado corresponde a éste, en cuyo caso dejará cédula de
emplazamiento con persona que atienda la diligencia, a
quien se le entregará la cédula del emplazamiento, con la
copia de la demanda y anexos, surtiendo así sus efectos el
emplazamiento.

Artículo 257. Al practicarse el emplazamiento se recabará
el acuse de recibo y si la persona que debiera firmar no su-
piere o no pudiere hacerlo, será firmado en su nombre por
alguna otra persona presente, asentándose el nombre e
identificación de la persona con quien haya practicado el
emplazamiento y levantándose acta circunstanciada que
será agregada al expediente.

Artículo 258. Previa certificación del actuario de que no
pudo hacer el emplazamiento al demandado en los lugares
señalados por el actor, éste deberá comprobar que el de-
mandado no tiene domicilio conocido e ignora su parade-
ro. Cuando el tribunal cuente con esta información y cual-
quier otra que acredite los extremos anteriormente
establecidos, se ordenará que el emplazamiento se haga por
edictos a costa del actor, apercibiéndolo que en caso de
promover la publicación de edictos conociendo el domici-
lio del demandado, se hará acreedor a las sanciones corres-
pondientes.

Los edictos contendrán una breve síntesis de la demanda y
del emplazamiento y se publicarán por dos veces dentro de
un plazo de diez días, en uno de los diarios de mayor cir-
culación en la región en que esté ubicado el inmueble rela-
cionado con el procedimiento agrario, así como en la pre-
sidencia municipal que corresponda y en los estrados del
tribunal.

La notificación practicada en la forma antes prevista, surti-
rá efectos una vez trascurridos quince días a partir de la fe-
cha de la última publicación.

Si llegada la audiencia el demandado no comparece, por sí
o por apoderado, el tribunal podrá tener por ciertas las afir-
maciones de la otra parte y se seguirá el juicio, haciéndo-
sele las ulteriores notificaciones por estrados.

Artículo 259. Quienes comparezcan ante los Tribunales
Agrarios deberán señalar domicilio en la primera diligen-
cia judicial en que intervengan, o en el primer escrito, el
cual deberá estar ubicado en la población en que tenga su
sede el tribunal respectivo. Cuando se trate de notificacio-
nes personales, en caso de que el interesado o su represen-
tante no estén presentes en el domicilio señalado, éstas se
harán por instructivo, sin necesidad de citatorio previo, ela-
borando la razón correspondiente. Las notificaciones per-
sonales así practicadas surtirán efectos legales plenos.

Mientras una de las partes no señale un nuevo domicilio en
que han de hacérsele las notificaciones, aún las personales,
éstas seguirán haciéndose en el domicilio que para ello hu-
biere señalado, a menos que las personas indicadas ocurran
espontáneamente al tribunal a notificarse. Cuando no se se-
ñale domicilio para recibir notificaciones, aún las persona-
les, se harán en los estrados del tribunal.

Artículo 260. Serán personales las notificaciones siguien-
tes:

I. El acuerdo de admisión, prevención y el que tenga por
no interpuesta la demanda;

II. El emplazamiento a juicio al demandado, en todo ca-
so que se trate de la primera notificación del juicio;

III. El auto que decrete medidas precautorias o suspen-
sión de actos de autoridad agraria;

IV. La resolución interlocutoria que resuelva un inci-
dente;

V. La suspensión y reanudación del procedimiento;

VI. Los casos que el tribunal estime urgentes o que por
alguna circunstancia considere que las notificaciones
deban ser personales;

VII. Las sentencias y los autos que pongan fin al juicio,
y

VIII. Aquellas otras que la ley así lo ordene.
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Artículo 261. La cédula de notificación deberá ser legible
y contener como mínimo:

I. Lugar, hora y fecha en que se practique la notifica-
ción;

II. Número del expediente y nombre del actor y del de-
mandado;

III. Nombre y domicilio de las personas que deban ser
notificadas;

IV. Copia legible de la resolución o acuerdo del tribunal
y de la documentación para el traslado en su caso, y

V. Nombre, firma y cargo de quien notifica.

Artículo 262. Las notificaciones realizadas en contraven-
ción a los requisitos establecidos en este ordenamiento se-
rán nulas.

Capítulo III
De la Contestación de la Demanda

Artículo 263. El demandado deberá contestar la demanda,
negándola o allanándose total o parcialmente. Si el deman-
dado no comparece a contestar la demanda o se rehúsa a
contestar las preguntas a que se hagan en la audiencia, el
tribunal podrá tener por ciertas las afirmaciones de la otra
parte. La contestación deberá producirse a más tardar du-
rante la audiencia.

Artículo 264. En la contestación el demandado debe ex-
presar lo siguiente:

I. Tribunal ante el cual promueve;

II. Nombre del demandado y el domicilio para recibir y
oír notificaciones en donde tenga su sede el tribunal, así
como el nombre de las personas autorizadas para ello;

III. Cada uno de los hechos comprendidos en la deman-
da, los que podrá afirmar, negar o señalar los que igno-
re por no ser propios o narrarlos como crea que tuvieron
lugar;

IV. Excepciones y defensas y, en su caso, la reconven-
ción en contra del actor en el principal, y

V. Pruebas que considere necesarias para su defensa.

Artículo 265. Si el demandado opusiere reconvención en
contra del actor en el principal, lo hará precisamente al
contestar la demanda y nunca después, debiendo contener
los requisitos establecidos en el artículo 247 y 248 de esta
ley. En la misma reconvención se deberán ofrecer las prue-
bas que se estimen pertinentes. En este caso, se dará trasla-
do al actor en el principal para que esté en condiciones de
contestar lo que a su derecho convenga y el tribunal diferi-
rá la audiencia por un término no mayor de diez días, ex-
cepto cuando el reconvenido este de acuerdo en proseguir
el desahogo de la audiencia.

Artículo 266. El demandado podrá confesar la demanda en
todas o en algunas de sus partes y para que esta confesión
sea válida, deberá:

I. Ser expresada por la parte a quien se le reclama el de-
recho y que se trate de hechos propios;

II. Ser verosímil a juicio del magistrado;

III. Estar apegada a derecho;

IV. Estar vinculada a otros elementos de prueba, y

V. Ser explicada a las partes por el magistrado, en todas
sus consecuencias.

Cuando dicha confesión, a juicio del magistrado, sea váli-
da, citará a las partes para oír sentencia; en caso contrario
se continuará con la audiencia de ley.

Artículo 267. Para que la confesión de la demanda hecha
por los ejidatarios, los comuneros y los núcleos agrarios
sea válida, deberá ser realizada por ellos mismos y no por
sus representantes o apoderados.

Cuando se trate del comisariado ejidal o de bienes comu-
nales, y se afecten los intereses colectivos del núcleo agra-
rio, la confesión será valida si es aprobada previamente por
la asamblea general.

Artículo 268. Cuando la parte demandada, en su contesta-
ción a la demanda niegue los hechos y señale en contra de
quién o quiénes deba ejercerse la acción litigiosa, el tribu-
nal emplazará a la o las personas señaladas para que sean
llamados a juicio a deducir sus derechos. En el caso de que
la persona llamada a juicio en su contestación a la deman-
da señale que hay terceros a quienes también deba empla-
zarse, el magistrado deberá actuar en los mismos términos.
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Capítulo IV
De la Audiencia

Artículo 269. Las audiencias serán públicas, excepto cuan-
do a criterio del magistrado se pudiera perturbar el orden o
generar violencia. Si en la hora fijada para la celebración
de una audiencia no se hubiere terminado la anterior, las
personas citadas deberán permanecer en el tribunal hasta
que llegue el turno del asunto respectivo, siguiendo riguro-
samente el orden que les corresponda según la lista del día,
la que debe estar fijada en los estrados del tribunal con una
semana de anticipación.

El tribunal deberá programar las audiencias en forma razo-
nable con la finalidad de evitar que su celebración registre
dilaciones.

Sección Primera
De las formalidades de la audiencia

Artículo 270. El magistrado verificará si las partes fueron
debidamente notificadas de la celebración de la audiencia
para determinar si tuvieron conocimiento de la misma y
asentará, de ser necesario, la razón actuarial respectiva.

El secretario de acuerdos dará cuenta al magistrado de las
constancias recibidas que deban ser integradas al expe-
diente.

Artículo 271. La audiencia se suspenderá en los casos si-
guientes:

I. Cuando no concurra alguna de las partes y de autos se
desprenda que no fue emplazada o notificada debida-
mente;

II. Cuando sea necesario conceder tiempo para el des-
ahogo de alguna diligencia, a criterio del propio tribu-
nal;

III. Por el fallecimiento de alguna de las partes o de sus
asesores legales;

IV. Cuando el tribunal no esté en posibilidades de fun-
cionar por caso fortuito o de fuerza mayor;

V. Cuando el magistrado esté impedido para presidir la
audiencia, ya sea por ausencia justificada o por comi-
sión, a menos que exista habilitación del Tribunal Supe-
rior Agrario para que el secretario de acuerdos pueda

sustanciar el procedimiento, quien informará a las par-
tes de la ausencia del magistrado titular y de su habili-
tación, y

VI. Cuando el demandado no cuente con asesor legal.
En este caso, el tribunal solicitará de inmediato los ser-
vicios de un defensor de la Procuraduría Agraria, el
cual, para enterarse del asunto gozará de por lo menos
cinco días hábiles, contados a partir del día en que se
apersone en el procedimiento. La nueva fecha de au-
diencia se fijará en un término no mayor a veinte días
hábiles. A partir de su primera intervención en el juicio
la Procuraduría asumirá la representación legal del inte-
resado.

Una vez acreditado en autos el asesor jurídico de cada una
de las partes, la inasistencia de cualquiera de ellos a la con-
tinuación de la audiencia o a la práctica de cualquier otra
diligencia no será motivo de suspensión de la audiencia o
diligencia de que se trate. La parte afectada podrá reclamar
a su asesor jurídico la responsabilidad en que incurra cuan-
do su inasistencia no esté justificada.

Artículo 272. En las audiencias el magistrado y el secreta-
rio de acuerdos observarán las disposiciones siguientes:

I. El magistrado tendrá la obligación indelegable de pre-
sidir la audiencia, asistido del secretario de acuerdos;

II. Cuando dos o más personas ejerciten la misma ac-
ción u opongan las mismas excepciones, el magistrado
solicitará que designen a un representante común;

III. El magistrado proveerá lo necesario para que la in-
tervención de las partes, las declaraciones de los testi-
gos, los dictámenes de los peritos y en general todas las
pruebas tengan relación con la materia del juicio;

IV. Las intervenciones del magistrado y las de las partes
se asentarán en el acta de la audiencia, y

V. El secretario de acuerdos dará fe de lo asentado en el
acta de la diligencia.

Cuando la audiencia no sea presidida por el magistrado, lo
actuado en ella no producirá efecto legal alguno, salvo lo
previsto en la fracción V del artículo anterior.

Artículo 273. Si llegada la audiencia no estuvieren presen-
tes ni el actor ni el demandado a pesar de haber sido debi-
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damente notificados, se impondrá una multa al actor de
hasta cien días de salario mínimo general en la zona de que
se trate, en el entendido de que no se señalará nueva fecha
para audiencia hasta en tanto no se acredite el pago corres-
pondiente; hecho lo cual, se notificará a las partes la fecha
y hora de la nueva audiencia. Se apercibirá al actor de que
en caso de inasistencia a esta nueva audiencia, su demanda
se tendrá por no interpuesta, ordenándose el archivo del
asunto; y al demandado que de no comparecer nuevamen-
te, se continuará con el juicio y se le tendrá por confeso.

Igualmente el magistrado suspenderá la audiencia y fijará
nueva hora y fecha, cuando el demandado esté ausente por
no haber sido emplazado.

En caso de que no esté presente el actor pero sí el deman-
dado, se suspenderá la audiencia y se aplicará al ausente lo
previsto en el primer párrafo del presente artículo.

Cuando el demandado se presente ya iniciada la audiencia,
se le dará intervención en el estado en que se encuentre,
siempre y cuando demuestre que su puntual asistencia no
fue posible por caso fortuito o fuerza mayor.

Sección Segunda
Del Desarrollo de la Audiencia

Artículo 274. El magistrado abrirá la audiencia y en ella se
observarán las reglas siguientes:

I. Se hará constar la presencia del magistrado titular y
del secretario de acuerdos, así como de las partes y sus
asesores legales, debidamente identificados;

II. Las partes ratificarán su demanda y contestación, en
ese orden, tanto en la acción principal como en la re-
convención, en su caso, así como el ofrecimiento de las
pruebas señaladas en sus respectivos escritos;

III. El magistrado exhortará a las partes a conciliar sus
pretensiones, dejando constancia de ello en el acta, sin
perjuicio de hacerlo nuevamente durante el procedi-
miento. Si se lograra la avenencia, se dará por termina-
do el juicio y se suscribirá el convenio respectivo, el que
una vez calificado y, en su caso aprobado por el magis-
trado, se elevará a categoría de sentencia.

El convenio celebrado en los términos anteriores debe-
rá resolver el fondo de la litis planteada.

El magistrado verificará que las partes que suscriban el
convenio tengan la capacidad de disponer del derecho
en litigio.

En caso de que se encuentren involucrados los intereses
colectivos de un núcleo agrario se requerirá, previa a la
calificación, la aprobación de la asamblea general co-
rrespondiente;

IV. Las acciones, excepciones y defensas se harán valer
en la audiencia;

V. El magistrado acordará en la audiencia la admisión o
desechamiento de las pruebas ofrecidas por las partes y
procederá, en su caso, al desahogo de las mismas;

VI. Las partes podrán hacerse mutuamente las pregun-
tas y repreguntas que consideren pertinentes e interrogar
a los testigos y peritos;

VII. El magistrado podrá hacer libremente las preguntas
que juzgue oportunas a las partes, terceros con interés,
testigos y peritos; carearlos entre sí, examinar docu-
mentos, objetos o lugares y hacerlos reconocer por peri-
tos;

Si alguna de las partes rehusare contestar las preguntas
que se le hagan, el magistrado lo asentará así y podrá te-
ner por ciertas las afirmaciones de la contraparte;

VIII. Si el demandado no comparece a contestar la de-
manda el tribunal podrá tener por ciertas las afirmacio-
nes de la otra parte, salvo cuando se demuestre que no
compareció por caso fortuito o fuerza mayor;

IX. Desahogadas las pruebas, el magistrado exhortará a
las partes de nueva cuenta a conciliar sus pretensiones
para resolver el fondo de la litis planteada; de no lograr
avenencia, exhortará a las partes para que, en su caso,
presenten sus alegatos. En el caso de que los alegatos no
se formulen en la propia audiencia, se concederá a las
partes un término de tres días para que lo hagan, aperci-
biéndolas que de no hacerlo, precluirá su derecho y se
dictará la sentencia correspondiente.

Sección Tercera
De las Pruebas

Artículo 275. Las partes asumirán la carga de la prueba de
los hechos constitutivos de sus pretensiones o defensas. Sin
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embargo, para el conocimiento de la verdad material res-
pecto de la controversia planteada, el magistrado podrá
acordar de oficio, en todo tiempo, la práctica, ampliación o
perfeccionamiento de cualquier diligencia probatoria, girar
oficios a las autoridades para que expidan documentos y
apremiar a las partes o a terceros para que exhiban los que
tengan en su poder o para que comparezca cualquier per-
sona que tenga conocimiento de los hechos controvertidos.

En la práctica de estas diligencias, el magistrado actuará
con objetividad e imparcialidad para obtener el mejor re-
sultado de ellas, sin lesionar el derecho de las partes, oyén-
dolas y procurando siempre su igualdad.

Artículo 276. Sólo los hechos estarán sujetos a prueba, así
como los usos y costumbres. Los hechos notorios pueden
ser invocados por el magistrado, aunque no hayan sido ale-
gados ni probados por las partes.

Artículo 277. Son admisibles los siguientes medios de
prueba:

I. Confesional;

II. Documental pública y privada;

III. Pericial;

IV. Testimonial;

V. Inspección judicial;

VI. Instrumental de actuaciones;

VII. Presuncional;

VIII. Medios de prueba aportados por los descubrimien-
tos de la ciencia y la técnica, y

IX. En general todos aquellos que no sean contrarios a
la ley, que estén relacionados directamente con los he-
chos materia de la controversia.

Cuando intervengan pueblos o comunidades indígenas o
individuos pertenecientes a estos en el proceso agrario, se
prestará especial atención a las pruebas periciales antropo-
lógica y paleográfica.

Artículo 278. El magistrado acordará en la propia audien-
cia sobre la admisión de las pruebas ofrecidas y la forma de

su desahogo, atendiendo a la naturaleza de cada una de
ellas, las que deberán ser idóneas para el conocimiento de
la verdad material. Las pruebas que no se encuentren rela-
cionadas con la materia del juicio, se desecharán fundando
y motivando dicha determinación.

Artículo 279. La confesión debe ser libre y puede ser ex-
presa o tácita. Es expresa, la que se hace de manera clara y
precisa al formular o contestar la demanda, al absolver po-
siciones, o en cualquier otro acto del proceso; es tácita, la
que se deduce de los hechos expuestos y de las constancias
que obran en el expediente.

Artículo 280. Para el desahogo de la prueba confesional, el
pliego cerrado que contenga las posiciones podrá presen-
tarse desde el ofrecimiento de la prueba y, en este caso, de-
berá guardarse en el secreto del tribunal, asentándose la ra-
zón respectiva en la cubierta, que firmará el secretario de
acuerdos. Llegado el día del desahogo de la prueba, el ma-
gistrado abrirá el pliego y calificará las posiciones. En el
caso de que el oferente de la prueba opte por la formula-
ción verbal y directa de las posiciones, éstas se articularán
en la etapa de la audiencia señalada para ese fin, ajustán-
dose a las reglas a que se refiere el artículo siguiente.

Artículo 281. En el desahogo de la prueba confesional se
observarán las reglas siguientes:

I. Las posiciones deben articularse en términos claros y
precisos; no han de ser insidiosas; deben formularse en
sentido afirmativo, procurando que cada una no tenga
más de un hecho y éste sea propio del quien las absuel-
ve. Se tienen por insidiosas las posiciones que se dirigen
a ofuscar la inteligencia del que ha de responder, con
objeto de obtener una confesión contraria a la verdad;

II. Si son varios los que han de absolver posiciones al te-
nor de un mismo pliego, las diligencias se practicarán
separadamente y en un mismo día, siempre que fuere
posible, evitando que los que absuelvan primero se co-
muniquen con los que hayan de absolver después;

III. En ningún caso se permitirá que la parte que ha de
absolver posiciones esté asistida por su asesor legal u
otra persona, ni se le dará traslado de las posiciones. Si
el absolvente es indígena o no habla o entiende el espa-
ñol, deberá ser asistido por un interprete cuyo servicio
le será proporcionado por el tribunal. El magistrado de-
berá explicar el alcance de la posición a absolverse
cuando se trate de ejidatarios, comuneros, indígenas,
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pequeños propietarios parvifundistas, o cualquier otra
persona que por su condición socio-cultural y étnica no
comprenda su sentido;

IV. Tomada la protesta de ley al absolvente, el magistra-
do procederá al interrogatorio. Las contestaciones serán
categóricas, en sentido afirmativo o negativo, pero el
absolvente podrá agregar las explicaciones que conside-
re necesarias, y en todo caso, dará las que el magistrado
le solicite. Si la parte contraria al oferente estima ilegal
una pregunta, podrá manifestarlo al tribunal, a fin de
que vuelva a calificar. Si se declara procedente, se le re-
petirá para que la conteste, apercibida de tenerla por
confesa si no lo hace;

V. Si la parte absolvente se niega a contestar, contesta
con evasivas, o dice ignorar los hechos propios, el ma-
gistrado la apercibirá de tenerla por confesa si insiste en
su actitud.

Artículo 282. Terminado el interrogatorio, la parte que lo
formuló puede articular nuevas posiciones al absolvente,
oral y directamente en el mismo acto, previa autorización
del magistrado. En este caso, cuando el magistrado consi-
dere que una pregunta formulada no se ajusta a lo dispues-
to por el artículo anterior, no la calificará de legal y adver-
tirá al absolvente, que no tiene obligación de contestarla, lo
cual se asentará en autos si así lo desea el oferente.

Artículo 283. Se tendrá por confesa a la parte que tenga
que absolver posiciones cuando:

I. Sin causa justificada no comparezca, en cuyo caso el
tribunal abrirá el pliego de posiciones y las calificará an-
tes de hacer la declaración o las posiciones se formulen
verbal y directamente y sean calificadas de legales, por
el tribunal;

II. Insista en negarse a contestar o lo haga con evasi-
vas, y

III. Manifieste en forma reiterada, ignorar los hechos
propios.

Artículo 284. Las autoridades, las entidades y organismos
que formen parte de la Administración Pública Federal o
local, absolverán posiciones por medio de oficio, en el que
se insertarán las preguntas que quiera hacerle la contrapar-
te, para que por vía de informe, sean contestadas dentro del
término que señale el tribunal. En el oficio se apercibirá a

la parte absolvente de tenerla por confesa si no contesta
dentro del término que se le haya fijado, o si no lo hace ca-
tegóricamente afirmando o negando los hechos.

Artículo 285. Son documentos públicos aquellos expedi-
dos por un servidor o fedatario públicos en ejercicio de sus
atribuciones, que contengan los sellos, firmas u otros sig-
nos exteriores que prevengan las leyes.

Artículo 286. Los documentos públicos expedidos por au-
toridades competentes, federales, estatales, municipales o
del Distrito Federal harán prueba plena en el juicio, sin ne-
cesidad de legalización.

Artículo 287. Los documentos que se presenten en lenguas
indígenas o que hayan sido expedidos en la época colonial,
podrán acompañarse de su traducción y de un dictamen pe-
ricial sobre su autenticidad y alcance legal. El dictamen
mencionado deberá ser realizado por el experto que desig-
ne alguna institución oficial con atribuciones en la materia.
Cuando no se acompañe la traducción, el tribunal la orde-
nará y designará al traductor que deba realizarla.

Artículo 288. Son documentos privados los expedidos por
personas físicas o morales que no estén investidas de fe pú-
blica o que no sean expedidos por servidores públicos en
ejercicio de sus atribuciones.

Artículo 289. La inspección judicial tendrá por objeto
aclarar o verificar los hechos relativos a la contienda, per-
cibidos por los sentidos y que no requieran conocimientos
técnicos especiales; ésta se llevará a cabo previa citación a
las partes, señalando el lugar de reunión, día y hora.

Las partes, sus asesores legales o ambos, podrán concurrir
a la inspección y hacer las observaciones que estimen opor-
tunas.

De la diligencia se levantará acta circunstanciada que fir-
marán los que en ella intervengan, si así lo desean, lo que
se hará constar por el funcionario encargado de la misma.

A juicio del tribunal o a petición de parte, se levantarán pla-
nos topográficos, croquis, o se podrán tomar registros fo-
nográficos, fotografías o videograbaciones, que se agrega-
rán al acta.

Artículo 290. En la audiencia, el oferente de la prueba tes-
timonial deberá presentar a sus testigos, que no podrán ex-
ceder de tres sobre los hechos controvertidos; cuando una
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de las partes, bajo protesta de decir verdad, no pueda pre-
sentarlos, por imposibilidad justificada, lo hará saber al tri-
bunal y solicitará que por su conducto ordene, por una so-
la vez, que sean citados a declarar.

En caso de inasistencia injustificada del testigo no obstan-
te su legal citación, se declarará desierta la prueba.

Los gastos que hagan los testigos y los perjuicios que su-
fran por presentarse a declarar serán satisfechos por la par-
te que los ofrezca.

Artículo 291. Cuando se acredite que las personas que de-
ban rendir testimonio estén incapacitadas para comparecer
al tribunal personalmente, el magistrado podrá autorizar al
secretario de acuerdos o al actuario para recibir su declara-
ción en el lugar en que se encuentren, con la presencia de
las partes y sus asesores.

Artículo 292. En el desahogo de la prueba testimonial se
observarán las reglas siguientes:

I. Después de tomarse al testigo la protesta de conducir-
se con verdad y de advertirlo de las penas en que incu-
rre el que se conduce con falsedad, se hará constar su
nombre, edad, estado civil, lugar de residencia, ocupa-
ción, domicilio; si es pariente consanguíneo o afín de al-
guno de los litigantes y en qué grado; si tiene interés di-
recto en el juicio o en otro semejante, y si es amigo
íntimo o enemigo de alguna de las partes. Hecho lo an-
terior, se procederá al desahogo;

II. Para el examen de los testigos se podrán presentar in-
terrogatorios escritos, o bien las preguntas se podrán
formular verbal y directamente por las partes o sus ase-
sores legales. Primero interrogará el oferente de la prue-
ba y a continuación a las demás partes, pudiendo el tri-
bunal permitir que con motivo de una respuesta, hagan
las demás partes las repreguntas relativas a ella o for-
mularlas el propio tribunal;

III. Las preguntas y repreguntas deben estar articuladas
en términos claros y precisos, en forma afirmativa, con-
ducentes a la cuestión debatida y en el número suficiente
a juicio del magistrado para alcanzar la verdad. Las que
no satisfagan estos requisitos, serán desechadas de plano;

IV. Los testigos serán examinados separada y sucesiva-
mente, sin que unos puedan presenciar ni escuchar las
declaraciones de los otros;

V. Cada respuesta del testigo se hará constar en autos, en
forma tal que al mismo tiempo se comprenda en ella el
sentido o términos de la pregunta formulada;

VI. Los testigos están obligados a dar la razón de su di-
cho y el tribunal deberá exigirla y asentarla en autos, y

VII. El testigo firmará al pie de su declaración y al mar-
gen de las hojas en que se contenga.

Artículo 293. Si el testigo no habla español, rendirá su de-
claración por medio de intérprete o traductor que será nom-
brado por el tribunal. El intérprete deberá rendir la protes-
ta de ley, previo el desempeño de su encargo.

Artículo 294. Las partes pueden atacar el dicho del testigo
en el acto del examen por cualquier circunstancia que, en
su concepto, afecte su credibilidad, lo que será valorado
por el magistrado al emitir sentencia.

Artículo 295. La prueba pericial tendrá lugar en cuestiones
que requieran el conocimiento especializado de alguna
ciencia, técnica, arte u oficio, para valorar hechos y cir-
cunstancias relevantes en el proceso o adquirir certeza so-
bre ellas y en los casos que expresamente lo prevenga la
ley.

Los peritos deben tener título en la ciencia, técnica o arte
sobre la cuestión en que ha de oírse su opinión, si aquel es-
tuviera legalmente reglamentado; si no está o estándolo no
hubiera peritos en el lugar, podrán ser nombradas cuales-
quiera personas entendidas en la materia, a juicio del tribu-
nal, aún cuando no tengan título.

Artículo 296. Cada parte nombrará un perito, a no ser que
se pusieren de acuerdo en el nombramiento de uno solo,
pudiendo recaer el cargo en el perito adscrito al Tribunal
Agrario sin costo alguno para las partes; éstas podrán pedir
aclaraciones o solicitar el perfeccionamiento de la prueba,
y el magistrado proveerá lo conducente, en el entendido de
que aquellas no podrán designar otro perito, debiendo su-
jetarse al resultado de la probanza.

Si una de las partes esta integrada por dos o más personas,
deberán nombrar un solo perito; si no pudieran ponerse de
acuerdo, el tribunal designará uno de entre los que propon-
gan los interesados.

Artículo 297. Los peritos, al aceptar su encargo, deberán
protestar que en su actuación observarán los principios de
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objetividad, profesionalismo, lealtad al proceso, indepen-
dencia e imparcialidad. Los peritos adscritos al tribunal
protestarán la aceptación del cargo en los términos anterio-
res y serán autónomos e imparciales en la emisión de sus
dictámenes. La protesta a que se refiere este artículo debe-
rá constar en autos.

Artículo 298. La parte que ofrezca prueba pericial deberá
presentar a su perito en la audiencia, para los efectos seña-
lados en el artículo anterior y exhibir por escrito las pre-
guntas o puntos sobre los que deberá dar respuesta.

Se tendrá por desierta la prueba si en la audiencia aparece
que:

I. El oferente de la prueba no presenta a su perito;

II. El perito no acepte el cargo, o

III. El oferente no exhiba el cuestionario.

En caso de que el tribunal tenga por ofrecida y admitida la
prueba, concederá a la contraparte un plazo de cinco días
para que adicione el cuestionario con lo que le interese y
nombre a su perito.

Si cumplido el plazo, la contraparte no informa al tribunal
del nombramiento de su perito, el magistrado lo hará de
oficio, a costa de la parte omisa.

Artículo 299. El tribunal señalará a los peritos un término
prudente para que presenten su dictamen, sin que este ex-
ceda de treinta días.

Artículo 300. Rendidos los dictámenes, dentro de los tres
días siguientes del último presentado, el tribunal los exa-
minará y si discordaren en alguno de los puntos esenciales
sobre los que debe versar el parecer pericial, mandará de
oficio el desahogo de la prueba por un perito tercero en dis-
cordia, entregándole las copias de los dictámenes de las
partes y otorgándole un término prudente para que rinda su
dictamen. Dentro del término que se fije, se deberá convo-
car a una junta en la que los peritos de las partes y el ter-
cero fijen los puntos discordantes, a efecto de que éste los
tome en consideración para la formulación de su dictamen.
El perito tercero no está obligado a adoptar alguna de las
opiniones de los otros peritos.

Artículo 301. Si el perito nombrado por una parte o por el
magistrado, que haya protestado el cargo, no rinde su dic-

tamen sin causa justificada, se le impondrá una multa has-
ta de cien días de salario mínimo general en la zona de que
se trate. La omisión hará, además, responsable al perito de
los daños y perjuicios que por ella se ocasionen a la parte
que le nombró. En este caso, la prueba se declarará desierta.

Si el perito tercero en discordia nombrado por el magistra-
do es servidor público y no rinde su dictamen en los térmi-
nos del párrafo anterior, quedará sujeto a las sanciones que
prevengan las leyes de responsabilidad correspondientes.

Artículo 302. Los honorarios de cada perito serán pagados
por la parte que lo nombró o en cuya rebeldía lo hubiere
nombrado el tribunal y los del tercero, por ambas partes,
excepto que se trate del perito adscrito al tribunal unitario
agrario, cuya actividad técnica será gratuita.

En caso de controversia por la falta de pago de honorarios
a los peritos, esta se ventilará ante las instancias judiciales
correspondientes conforme a la legislación aplicable.

Artículo 303. Las presunciones legales y humanas se de-
ducen de los hechos comprobados. La parte que alegue una
presunción sólo debe probar los supuestos de la misma, lo
que deberá ser tomado en cuenta por el magistrado al emi-
tir sentencia.

Artículo 304. Los elementos de prueba derivados de los
descubrimientos de la ciencia o de la técnica, tendrán como
objeto acreditar hechos o circunstancias en relación con la
litis planteada.

Sección Cuarta
Apreciación y Valoración de las Pruebas

Artículo 305. El tribunal gozará de libertad en la aprecia-
ción de pruebas con el propósito de encontrar la verdad
material o histórica, analizando los hechos expuestos por
las partes, los documentos aportados, las pruebas rendidas
y en general, todo lo actuado en el juicio, en conciencia y
a verdad sabida, con imparcialidad, objetividad y criterio
lógico, fundando y motivando su apreciación.

Capítulo V
De la Sentencia

Artículo 306. Expresados los alegatos o precluído el dere-
cho de las partes, el magistrado declarará cerrada la ins-
trucción, citándolas para oír sentencia en el plazo que no
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excederá en ningún caso de treinta días hábiles, dejando
constancia en autos de esta circunstancia.

En caso de que el magistrado se percate de la existencia de
omisiones que hacen imposible dictar sentencia, ordenará
la realización de las diligencias necesarias para subsanar-
las, notificando a las partes y señalando nuevo plazo para
oír sentencia.

Artículo 307. Las sentencias de los Tribunales Agrarios se
dictarán a verdad sabida sin necesidad de sujetarse a reglas
sobre estimación o valoración de las pruebas, sino apre-
ciando en su conjunto los hechos y los documentos según
el magistrado lo estimare debido, en conciencia, fundando
y motivando sus resoluciones, atendiendo a los principios
que fundamentan el juicio agrario.

Artículo 308. Sólo una vez puede pedirse la aclaración de
sentencia, promoviéndose ante el tribunal del conocimien-
to dentro de los tres días hábiles siguientes al en que surta
efectos su notificación, expresándose con toda claridad la
contradicción, ambigüedad u oscuridad de las palabras cu-
ya aclaración se solicite.

El tribunal resolverá dentro de los tres días hábiles si-
guientes lo que estime procedente, sin que pueda variar el
fondo de la resolución.

El auto que resuelva sobre la aclaración de una resolución
será parte integrante de ésta e interrumpirá el término para
impugnar la sentencia.

Artículo 309. El Tribunal Agrario podrá elevar a la cate-
goría de sentencia, previa calificación, las soluciones de
controversias individuales o colectivos internos de los pue-
blos y comunidades indígenas, obtenidas en aplicación de
sus propios sistemas normativos.

Capítulo VI
De la Ejecución de la Sentencia

Artículo 310. Los Tribunales Agrarios están obligados a
proveer a la eficaz e inmediata ejecución de sus sentencias
y para ese efecto podrán dictar todas las medidas necesa-
rias, incluidas las de apremio, en la forma y términos que,
a su juicio, fueren procedentes, sin contravenir las reglas
siguientes:

I. Pronunciada la sentencia, y una vez que haya sido de-
clarada ejecutoriada, el tribunal citará a las partes para

que manifiesten lo que a su interés convenga, acerca de
la forma que cada una proponga para la ejecución, pro-
curando el tribunal lograr avenimiento a este respecto;

II. Las partes podrán convenir el cumplimiento subsi-
diario de la sentencia, estableciendo las contraprestacio-
nes que acuerden; convenio que deberá ser aprobado
por el tribunal, dando por cumplida la sentencia;

III. El vencido en juicio podrá proponer garantía o fian-
za de institución autorizada para garantizar la obliga-
ción que se le impone, y el tribunal, con audiencia de la
parte contraria, calificará la garantía o fianza según su
arbitrio y, si la aceptare, podrá conceder un término has-
ta de quince días para el cumplimiento y mayor tiempo
si el que obtuvo sentencia favorable estuviera conforme
con ella. Si transcurrido el plazo no hubiere cumplido,
se hará efectiva la fianza o garantía correspondiente;

IV. Si existiera alguna imposibilidad material o jurídica
para ejecutar una sentencia relativa a tierras de un nú-
cleo de población, la parte que obtuvo sentencia favora-
ble podrá aceptar la superficie deslindada en ejecución,
o bien, obtener de la parte vencida, el cumplimiento sus-
tituto de la sentencia, en cuyo caso, la sentencia se ten-
drá por ejecutada, dejándose constancia de tal circuns-
tancia en el acta que para el efecto se levante;

V. El tribunal podrá solicitar el auxilio de la fuerza pú-
blica federal, en el caso de que lo considere necesario
para ejecutar una sentencia;

VI. En caso de inconformidad con la ejecución por la
parte que obtuvo sentencia favorable, se presentarán al
actuario los alegatos correspondientes, que se adjunta-
rán con el acta circunstanciada que se levante en la que
se exprese de manera detallada su actuación, junto con
las razones que impidan la ejecución.

Dentro de los quince días siguientes al levantamiento del ac-
ta de ejecución el tribunal del conocimiento dictará resolu-
ción definitiva sobre la ejecución de la sentencia respectiva.

TÍTULO TERCERO
DE LOS MEDIOS DE IMPUGNACIÓN

DE LA SENTENCIA

Artículo 311. El recurso de revisión en materia agraria
procede contra las sentencias de los tribunales unitarios en
términos del artículo 214 de esta ley.
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Artículo 312. La revisión debe presentarse ante el tribunal
que haya pronunciado la resolución recurrida dentro del
término de diez días hábiles contados a partir del día si-
guiente al en que surta sus efectos la notificación. Para su
interposición, bastará un simple escrito que exprese los
agravios.

El tribunal unitario agrario podrá tener por no interpuesto
el recurso de revisión, únicamente cuando haya sido pre-
sentado de manera extemporánea, previa certificación del
secretario de acuerdos del propio tribunal, sin necesidad de
correr traslado ni dar vista a la parte contraria. Asimismo,
el tribunal unitario deberá proveer lo conducente, cuando
el promovente del recurso de revisión se desista de su in-
terposición, previa ratificación de tal desistimiento.

Artículo 313. El tribunal unitario tendrá por presentado el
recurso de revisión, si este es presentado en tiempo, dentro
de los tres días siguientes a su interposición y dará vista a
la contraparte del recurrente para que en un plazo de cinco
días exprese lo que a su interés convenga. Hecho lo ante-
rior, remitirá inmediatamente el expediente, el original del
escrito de agravios y la promoción de los terceros interesa-
dos al Tribunal Superior Agrario, el cual resolverá en un
término de treinta días hábiles contados a partir de la fecha
de su recepción.

Artículo 314. Contra las sentencias definitivas de los tri-
bunales unitarios o del Tribunal Superior Agrario, sólo pro-
cederá el juicio de amparo ante el Tribunal Colegiado de
Circuito correspondiente. Tratándose de otros actos de los
tribunales unitarios en que por su naturaleza proceda el
juicio de amparo, conocerá el juez de distrito que corres-
ponda.

TÍTULO CUARTO
DE LA JURISDICCIÓN VOLUNTARIA

Artículo 315. Los tribunales conocerán en la vía de juris-
dicción voluntaria de los asuntos no litigiosos o que no
exista contención o controversia que les sean planteados,
conforme al procedimiento establecido en este Libro Se-
gundo y proveerán lo necesario para proteger los intereses
de los solicitantes.

Artículo 316. Cuando lo considere necesario o se pueda
afectar el interés colectivo de un ejido o comunidad, el tri-
bunal podrá citar y escuchar a los representantes legales del
núcleo ejidal o comunal de que se trate. También lo hará a
petición de la parte interesada.

Artículo 317. Si a la solicitud promovida se opusiere par-
te legítima, se dará por terminada la vía de jurisdicción
voluntaria y se dejarán los derechos de los interesados a
salvo.

Si la oposición se hiciere por quien no tenga personalidad
ni interés para ello el tribunal la desechará de plano.

Artículo 318. No procede la acumulación de un expedien-
te de jurisdicción voluntaria y otro de jurisdicción conten-
ciosa, en todo caso, al estar en trámite el primero, deberá
darse por terminado y continuar el segundo.

TÍTULO QUINTO
DE LOS MEDIOS ALTERNATIVOS 

DE SOLUCIÓN DE CONFLICTOS FUERA
DE SEDE DEL TRIBUNAL

Capítulo I
De la Conciliación

Artículo 319. Los convenios conciliatorios que se suscri-
ban fuera de juicio por los interesados o con la intervención
de la Secretaría de la Reforma Agraria, la Procuraduría
Agraria, los gobiernos de los estados o de otras instancias
gubernamentales, mediante los cuales se logre la solución
de conflictos agrarios, serán sometidos al Tribunal Agrario
competente, para que, previa su calificación, sean homolo-
gados, elevados a la categoría de sentencia y se provea su
ejecución, ordenándose, en su caso, su inscripción en el
Registro Agrario Nacional, una vez que causen ejecutoria.

CAPÍTULO II
Del Arbitraje

Artículo 320. Las controversias individuales o de derechos
colectivos podrán ser sometidas a resolución arbitral, salvo
disposición expresa en contrario.

Artículo 321. El compromiso arbitral podrá celebrarse an-
tes o durante el juicio y comprenderá el objeto del arbitra-
je, el plazo de duración del proceso, el procedimiento apli-
cable y las reglas para la determinación o laudo, así como
la renuncia a interponer recurso alguno y las demás moda-
lidades que acuerden los interesados.

Artículo 322. Las partes designarán de común acuerdo al
árbitro, el cual deberá ser elegido de entre los que se en-
cuentren registrados ante el Tribunal Superior Agrario.
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Artículo 323. Los árbitros decidirán según las reglas del
derecho, a menos que las partes les encomienden la amiga-
ble composición o el fallo en conciencia.

Artículo 324. En el arbitraje de estricto derecho las partes
se sujetarán al compromiso establecido en los términos del
procedimiento que fijen, apegándose a los principios de le-
galidad, equidad e igualdad. En caso de que no se fijen re-
glas o no se pongan de acuerdo, el árbitro las establecerá y
se ajustará, en lo conducente, a las disposiciones de la pre-
sente ley o, en su defecto, a la legislación federal aplicable.

Artículo 325. En la amigable composición, fijadas las
cuestiones objeto del arbitraje, el árbitro resolverá en con-
ciencia y a buena fe, sin sujetarse a reglas legales. El árbi-
tro podrá allegarse los elementos que considere necesarios
para la resolución del asunto planteado. En este tipo de ar-
bitraje, no habrá términos ni incidentes.

Artículo 326. En caso de no haber sido acordado por las
partes, el árbitro llevará el procedimiento conforme a las
siguientes reglas:

I. Señalará día y hora para la celebración de una au-
diencia, la que se llevará a efecto en un término no me-
nor a cinco días hábiles ni mayor a diez, siguientes a la
firma del compromiso arbitral;

II. Durante la audiencia las partes podrán aportar cual-
quier tipo de pruebas permitidas por la ley para fundar
su dicho;

III. Las pruebas deberán tener relación con el asunto
controvertido. El árbitro podrá desechar aquellas que no
reúnan ese requisito;

IV. En la audiencia se desahogarán las pruebas cuya na-
turaleza así lo permita. Para el desahogo de las pruebas
restantes, se señalará nueva fecha para continuar la au-
diencia;

V. Concluido el desahogo de las pruebas, las partes for-
mularán sus alegatos dentro de la misma audiencia. De
solicitarlo ambas, se les concederá un término que no
excederá de tres días hábiles para tal efecto, y

VI. El árbitro dictará su laudo, después de analizar y va-
lorar las pruebas y alegatos aportados por las partes, en
un término que no excederá de diez días hábiles.

Artículo 327. Los laudos serán notificados a las partes
dentro de los cinco días hábiles siguientes a aquél en que
se hayan dictado.

Los laudos dictados para resolver la controversia que tam-
bién sea materia de un juicio agrario, se turnarán al Tribu-
nal Agrario competente para su calificación, homologación
y, en su caso, ejecución.

Artículo 328. La aclaración del laudo arbitral sólo podrá
pedirse dentro de los tres días hábiles que sigan a su noti-
ficación.

Artículos Transitorios

Artículo Primero. La presente ley entrará en vigor a los
treinta días siguientes de su publicación en el Diario Ofi-
cial de la Federación.

Artículo Segundo. Se deroga la Ley Agraria, así como las
disposiciones que se opongan a la presente ley.

Artículo Tercero. En tanto no se expidan las disposiciones
correspondientes, continuarán aplicándose, en lo que no se
opongan a esta ley, las disposiciones legales, reglamenta-
rias y administrativas vigentes a la fecha de entrada en vi-
gor de la presente ley.

Artículo Cuarto. El Ejecutivo Federal, a través de la Se-
cretaria de la Reforma Agraria, expedirá en un plazo de
seis meses, las disposiciones para la regulación en especí-
fico de los diversos contratos de naturaleza agraria.

Artículo Quinto. El Consejo de Evaluación y Seguimien-
to de la Procuraduría Agraria deberá quedar constituido e
instalado en un plazo de seis meses, contados a partir de la
fecha de entrada en vigor de la presente ley.

Artículo Sexto. El Ejecutivo Federal, a través de la Secre-
taría de la Reforma Agraria, expedirá, en un plazo de un
año, las disposiciones para organizar el Servicio Nacional
de la Fe Pública Agraria.

Artículo Séptimo. El Registro Agrario Nacional contará
con un plazo de seis meses, contados a partir de la fecha de
entrada en vigor de la presente ley, para establecer las me-
didas necesarias para cumplir con la obligación a que se re-
fiere la fracción III del artículo 180 de la presente ley.
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Artículo Octavo. La Ley Agraria que se deroga, se segui-
rá aplicando a los juicios agrarios que actualmente se en-
cuentran en trámite y a aquellos que se presenten hasta an-
tes de la entrada en vigor de este ordenamiento.

Artículo Noveno. La Secretaría de la Reforma Agraria
continuará desahogando los asuntos que actualmente se en-
cuentren en trámite en materia de ampliación o dotación de
tierras, bosques y aguas; creación de nuevos centros de po-
blación ejidal, restitución, reconocimiento y titulación de
bienes comunales, de conformidad con las disposiciones
legales que reglamenten dichas cuestiones y que estaban
vigentes en el momento en que se iniciaron.

Los expedientes de los asuntos arriba mencionados, se
pondrán en estado de resolución y se turnarán a los Tribu-
nales Agrarios para que se resuelvan en definitiva, de con-
formidad con las disposiciones legales a que se refiere el
párrafo anterior.

Los demás asuntos de naturaleza agraria que se encuentren
en trámite y que sean de la competencia de los Tribunales
Agrarios, se turnarán a éstos para que resuelvan en defini-
tiva, como lo previene el artículo tercero transitorio de las
reformas al artículo 27 constitucional, según decreto pro-
mulgado el tres de enero de 1992 y publicado en el Diario
Oficial de la Federación del 6 de enero del mismo año, en
relación con el artículo cuarto transitorio de la Ley Orgáni-
ca de los Tribunales Agrarios, promulgada el 23 de febrero
de 1992 y publicada en el Diario Oficial de la Federación
el día 26 del mismo mes y año.

La Secretaría de la Reforma Agraria autorizará los planos
proyecto de localización y definitivos de las distintas ac-
ciones agrarias, previa revisión técnica-legal de los expe-
dientes de ejecución de resoluciones presidenciales, así co-
mo la reposición de los mismos cuando lo ordene la
autoridad competente, en los términos que al efecto se es-
tablezcan en el Reglamento Interior de la Secretaría.

Artículo Décimo. El presupuesto que se requiera para ha-
cer efectivas las nuevas facultades y obligaciones que se
imponen al sector agrario, será con cargo al que se aprue-
be a la Secretaría de la Reforma Agraria, a su órgano des-
concentrado el Registro Agrario Nacional y al organismo
descentralizado Procuraduría Agraria.

Artículo Décimo Primero. Los recursos que sean necesa-
rios para hacer efectivo el nuevo ámbito competencial de
los Tribunales Agrarios, serán con cargo a su presupuesto.”

Palacio Legislativo a 22 de marzo de 2007.— Diputado Félix Caste-
llanos Hernández (rúbrica).»

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Gracias, señor diputado. Insértese el texto íntegro en el
Diario de los Debates. Túrnese a la Comisión de Refor-
ma Agraria, con opinión de la Comisión de Presupues-
to y Cuenta Pública. 
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